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CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN X, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO EN VIGOR.

1.- Análisis de la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

“. . .

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del indiciado

. . .

En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder…”.

En el mencionado precepto se tutela la libertad física de todo individuo, misma que no podrá ser restringida sino en los casos y cumpliendo los extremos que la carta magna señala.

Por regla general un individuo sólo pude ser detenido por orden judicial de aprehensión. Como excepciones a esta regla general se tienen los casos de flagrancia y urgencia, en los cuales un individuo puede ser privado de su libertad, en el primer caso por cualquier persona o autoridad, y en el segundo por orden escrita de detención del Ministerio Público.

A través de estos lineamientos constitucionales, se pretende proteger a todo individuo de ser detenido en forma arbitraria, y el acto de molestia causado, necesariamente deberá estar precedido del mandamiento del juez que previamente haya analizado la averiguación previa consignada por el ministerio público, de donde se desprenda el acreditamiento del cuerpo del delito de que se trate así como la probable responsabilidad del inculpado, y que el delito imputado se encuentre sancionado con pena privativa de libertad. Las excepciones a esta regla general serán únicamente en tratándose de flagrancia y urgencia.

En el mandamiento constitucional que se comenta, se protege la libertad física del individuo frente al poder del Estado, y esto desde luego es justificable si atendemos a que la libertad constituye después de la vida el bien de mayor valor para el hombre.

El reconocimiento de la citada garantía individual obedece a que por vivir en un Estado Democrático de Derecho conforme a los lineamientos de la carta magna, el Estado y por tanto las autoridades deben ser respetuosos de los derechos constitucionales y por ello se protege la libertad física de los individuos, la cual únicamente se puede restringir en los casos establecidos previamente por la ley, observando siempre las formalidades y requisitos que ella establece. Nuestra constitución ha acogido los lineamientos señalados en su artículo 16 el cual establece que por regla general de todas las autoridades del Estado sólo los juzgadores tienen facultades para dictar órdenes que tengan por efecto privar de la libertad a una persona, pero aun cuando se faculta a la autoridad judicial para ordenar aprehensiones no puede hacerlo de manera discrecional y mucho menos arbitraria. Debe dictar una orden de aprehensión únicamente cuando se reúnan los extremos exigidos por la carta magna, de donde resulta que aún cuando se lo solicite el órgano de acusación faltando alguno de dichos elementos debe abstenerse de hacerlo, ya que de otro modo resultaría arbitrario y contrario al espíritu de la Constitución, que al limitar el poder a través del reconocimiento de los derechos fundamentales del hombre ha establecido un Estado Democrático de Derecho que tiene como premisa fundamental que todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste.

Por lo que la propia Constitución al reconocer tales derechos inherentes al ser humano exige a los distintos órganos que forman parte del Estado Mexicano su observancia y respeto, lo que implica que los mencionados órganos no tienen un poder ilimitado ni tampoco arbitrario, pues de ser así estaríamos en presencia de un Estado autoritario que concibe al hombre como una cosa y no como su razón de ser, lo cual estaría en abierta pugna con los principios fundamentales y rectores de la Constitución Política.

2.- La finalidad del juicio constitucional de amparo. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se ha limitado únicamente al reconocimiento de los derechos fundamentales del hombre como lo es la libertad, sino que también prevé un mecanismo para hacer efectiva la observancia de tales derechos ante las autoridades estatales: El juicio de amparo.

A través del juicio de amparo se pretende proteger, tutelar o salvaguardar la fuerza de la Constitución, lo que necesariamente implica  el respeto de las garantías del gobernado, lográndose de esa manera el imperio de la ley fundamental sobre todos los actos de autoridad del Estado Mexicano y sobre todos los demás cuerpos legales. El juicio de garantías tiene como finalidad la observancia estricta de las garantías del gobernado que estatuye nuestra carta magna por todos los actos de las autoridades estatales; mediante su implantación se busca que todas las autoridades respeten las mencionadas garantías y que en caso contrario cuando el gobernado ha visto violada su esfera de derechos por alguna autoridad puede hacer valer este juicio para que el acto de autoridad que contraviene los derechos constitucionales de que es titular sea anulado o invalidado por los Tribunales Federales competentes para que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de ser conculcada su garantía, o bien, tratándose de omisiones, se obligue a la autoridad responsable a realizar los actos ordenados por las leyes, y se restituya de este modo el orden constitucional desconocido y negado por las autoridades responsables.

Es así que a través de la institución de amparo no sólo se protege al gobernado en su esfera jurídica contra los actos del poder público sino que ante todo se tutela a la ley suprema del país reafirmando su supremacía respecto de cualquier acto emanado de los poderes del Estado.

Al ser la libertad uno de los más caros bienes del hombre  existe la necesidad del imperio de un Estado Democrático de Derecho, el que se consigue cuando en sociedad todos los integrantes de ella respetan los derechos de los demás, tal respeto es necesario para una convivencia pacífica. Empero, esa conducta de respetar los derechos de los demás se debe imponer en primer lugar a las personas físicas que fungen como agentes o autoridades estatales. Si estas personas actúan despótica y arbitrariamente, desobedeciendo los mandatos constitucionales y dañando así a cualquiera de los miembros de la sociedad, sus actos deben ser invalidados por ser anticonstitucionales, restituyendo al gobernado en el goce de su garantía.

De esta manera se busca que la Constitución sea efectivamente la ley suprema del país, sobre la cual ninguna autoridad ni ley puede estar, constituyendo esto la soberanía constitucional, que primeramente debe ser acatada e impuesta a las autoridades estatales y posteriormente a los gobernados. La importancia de la inviolabilidad de la Constitución y por supuesto su observancia a cargo de las autoridades, se encuentra tutelada por el juicio de amparo, y significa la implantación del Estado Democrático de Derecho necesario en toda sociedad para su convivencia pacífica.

Corresponde al Poder Judicial de la Federación, conforme a los lineamientos constitucionales la salvaguarda de la Constitución Federal frente a la actividad de los otros dos poderes clásicos del Estado, Legislativo y Ejecutivo, así como de sus propios órganos jurisdiccionales cuando no actúan como tribunales de amparo, y de los poderes de las Entidades Federativas, en el orden estatal y municipal, como una garantía de equilibrio en el ejercicio del poder, sistema adoptado en el artículo 49 de la propia carta magna que parte del principio de la división de poderes obedeciendo a la máxima formulada por Montesquieu: “por la naturaleza misma de las cosas es necesario que sea el poder quien frene al poder”.

De ahí, que se haya creado el juicio de amparo, como un medio jurídico procesal, a través del cual se impongan los mandatos constitucionales aun de manera coactiva a los órganos estatales, cuando éstos han inobservado o desacatado, en perjuicio del gobernado, los mencionados mandatos fundamentales.

3.- Análisis de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo.

Originalmente la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo en vigor, solamente contaba con un primer párrafo, que decía:

 “El juicio de amparo es improcedente:

 . . .

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica ”.

Dicha fracción ha sufrido dos modificaciones, la primera de fecha diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro, en que se le adicionó un segundo párrafo; y la segunda, de fecha ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, en que se modificó el citado párrafo adicionado.

3.1.- Texto anterior a la reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

La fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, antes de su reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve establecía:

“El juicio de amparo es improcedente: 

…

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente”.

3.2.- Exposición de motivos para la reforma.

En lo relativo a dicho numeral, el Ejecutivo Federal expresaba: 

“…La reforma a la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se justifica en la necesidad de adecuar las normas jurídicas a la realidad imperante, que día a día exige una evolución del derecho. Se propone derogar el párrafo segundo de la fracción décima del artículo 73, toda vez que en la actualidad, dicho dispositivo produce confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilita y aún interrumpe la función jurisdiccional, tanto al juez constitucional como al juez natural, al permitir que los procedimientos transcurran hasta que se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo, pues al mismo tiempo que se sigue el proceso penal ante el juez natural, se tramita el juicio de control constitucional, contra la orden de aprehensión, pero con la incongruencia de que el hecho de que se conceda amparo en estos casos, produce el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y trae como consecuencia la libertad del encausado, no obstante que la privación de la libertad que éste sufre, ya no tiene como base la orden de aprehensión que se combatió en el amparo, sino un auto de formal prisión que con posterioridad le fue dictado, con la circunstancia de que para el momento de la concesión del amparo, pudieran haberse recabado nuevos elementos probatorios que hacen mayormente probable la responsabilidad penal del quejoso, de la comisión del delito que se le atribuye…”.

Por su parte, la cámara de senadores modificó la iniciativa presidencial en base a las consideraciones y a los términos que a continuación se apuntan: 

“… De acuerdo con el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, existe la posibilidad, en la mayoría de los casos, de que los procesos penales sean anulados por el efecto del otorgamiento del amparo que se promueva contra una orden de aprehensión, a pesar de que se hubiere dictado el auto de formal prisión al quejoso, sujetándolo al proceso correspondiente. En el caso particular, en la iniciativa se propone derogar totalmente el párrafo segundo del numeral de referencia, sin embargo, las comisiones dictaminadoras estiman la conveniencia de reformar dicho párrafo, en lugar de derogarlo, para excluir de él únicamente las cuestiones relativas a los amparos que se reclamen por violaciones al artículo 16 Constitucional. No es saludable para el interés social, el que un inculpado, que eventualmente resultara favorecido por la sentencia de amparo contra la orden de aprehensión, habiéndose probado su culpabilidad en la fase de instrucción, se anularan, por efecto de dicha sentencia, las actuaciones del proceso penal, quedando en libertad aun cuando el Ministerio Público pudiera ejercer de nueva cuenta con nuevos elementos, la acción penal. Ello causaría irritabilidad social justificada. En este sentido, el consabido párrafo, artículo 73…”.

En el dictamen emitido por la cámara de diputados prevaleció la modificación hecha por la cámara de senadores, argumentándose: 

“…Por lo que se refiere a la ley de amparo, se estima que al considerar irreparablemente consumadas las violaciones al artículo 16 Constitucional, y por consiguiente improcedente la acción de amparo, en la hipótesis de reclamación de la orden de aprehensión, al haber cambiado la situación jurídica del indiciado quejoso, ya sea porque voluntariamente se presentó ante el juez de la causa o se ejecutó el mandamiento restrictivo de la libertad, en los casos permitidos por la ley, evita con ello que el autor del delito, que deba ser castigado, se sustraiga de la jurisdicción del juez y por lo tanto, de la acción de la justicia; siendo bastante entendible la argumentación que da la colegisladora, cuando alude a que el quejoso no se le priva de sus derechos fundamentales, en el caso de que se cometan, porque tiene la facultad de solicitar nuevamente la protección federal, pero ahora contra el auto que decida su situación jurídica y que determine la restricción de su libertad; agregándose por parte de esta comisión que tanto la orden de aprehensión como el auto de formal prisión son actos de gobierno que el invocado artículo 16 los considera como de molestia y que son necesarios para que se deslinde la responsabilidad de aquel o aquellos, a quien se les atribuye la comisión de un delito, entendiéndose en consecuencia, que tal reforma está dentro de los causes constitucionales; como también así se sostiene en la iniciativa. La reforma anterior a juicio de la comisión que suscribe, es determinante para evitar la impunidad de que tanto se queja la ciudadanía…”.

3.3.- La Reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve.

De acuerdo con el testo aprobado, la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo vigente dispone:

“El juicio de amparo es improcedente:

…

X.- Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica.

Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se considere irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada de la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente”.

De lo anterior se advierte que en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73, transcrita, se eliminó la protección a la garantía derivada del artículo 16 de la Constitución Federal.

La actual redacción del precepto citado hace nula la garantía de seguridad jurídica que debe observarse para iniciar un procedimiento del orden penal, específicamente para emitir una orden de aprehensión, ya que de acuerdo con el numeral comentado, el mandato constitucional previsto en el artículo 16 de la Carta Magna, constituye una garantía que puede ser violada sin existir un medio para hacerla efectiva, esto es, se trata de un derecho subjetivo público sin protección, ya que de acuerdo como se encuentra establecida la supuesta tutela de esta garantía en la Ley de Amparo, en la generalidad de los casos el Juzgador de Distrito dictará una sentencia de sobreseimiento por haber operado un cambio de situación jurídica al dictarse en su caso un auto de formal prisión. Podemos distinguir los siguientes supuestos: 

Primero: Como resultado de haberse librado una orden de aprehensión contra determinado sujeto y éste obtiene la suspensión provisional del acto reclamado por tratarse de un delito no grave; empero el artículo 138 párrafo segundo de la Ley de Amparo al imponerle al quejoso la obligación de comparecer ante el Juez de su causa dentro del plazo de tres días inevitablemente traerá como consecuencia al dictarse en su caso un auto de formal prisión un cambio de situación jurídica.

Segundo: Cuando el inculpado se encuentre preso, del mismo modo, si solicita el amparo y protección de la justicia federal, al dictarse la resolución de término constitucional operará también un cambio de situación jurídica.

Tercero: Sólo en el caso de que el inculpado solicite amparo sin suspensión del acto reclamado, ocultándose durante toda la tramitación del juicio para evitar ser privado de su libertad, es cuando el Juzgador Constitucional, entra al estudio de la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

Ello significa que el pluricitado precepto de la Ley de Amparo desconoce la garantía prevista en el artículo 16 Constitucional al dejar sin protección al gobernado que reclame la violación de la misma, lo que indudablemente implica un desacato a la norma fundamental, ya que ésta prevé en su artículo 103 fracción I que el juicio de amparo es procedente contra actos de autoridad que violen las garantías individuales.

Lo anterior significa que el respeto a la mencionada garantía queda al arbitrio de las autoridades, ya que aun cuando la Constitución reconoce la citada garantía y establece el juicio de amparo para hacerla efectiva, la Ley de Amparo hace nula su observancia, dejando al quejoso en estado de indefensión.

Así se pone de manifiesto que una disposición como la que se estudia desvirtúa la naturaleza del juicio de amparo, puesto que de ningún modo protege la garantía constitucional prevista en el artículo 16, pues no hay que perder de vista que las garantías establecidas respectivamente en los numerales 16 y 19 de la Ley fundamental tienen naturaleza diversa: a) orden de aprehensión, y b) formal prisión; por lo que ambas merecen en atención de lo dispuesto en la facción I del artículo 103 de la Carta Magna, la protección de la Justicia de la Unión.

Es de advertir que aducir como se hizo en la exposición de motivos y en los dictámenes de las cámaras, que en algunos casos lleguen al procedimiento nuevos elementos de convicción que justifiquen el auto de formal prisión y que de concederse la Justicia de la Unión se produciría la nulidad de lo actuado no es razón suficiente para negar la tutela a la mencionada garantía, ya que esto no obsta para que el Ministerio Público aporte nuevos elementos probatorios ejercitando de nueva cuenta acción penal, por lo que la facultad de la representación social para solicitar una nueva orden de aprehensión queda intocada y expedita.

La Ley de Amparo se prevé los procedimientos para hacer efectivas las garantías constitucionales de los gobernados que le han sido conculcadas, y no para hacer efectivas las acciones ilegales de las autoridades; esto último desvirtúa la esencia del juicio de amparo y convierte a los tribunales constitucionales en auxiliares policiacos y de la justicia ordinaria.

Insistir en el sistema que impera significa seguir tolerando actos arbitrarios por parte de los órganos encargados de la procuración y administración de justicia, en menoscabo de la libertad de los gobernados, y permitir así el desenvolvimiento de procedimientos penales viciados de origen.

De esta guisa resulta claro que ninguna frase provenga de donde provenga como aquélla que la “la opinión pública”, “la conciencia del pueblo” y las demás de la misma índole que para la aplicación de la política legislativa se ponen en juego, resultan sólo subterfugios que tiene por objeto justificar actos abusivos o arbitrarios del poder público, usados con el objeto de manipular los más bajos sentimientos de la sociedad, para sacar adelante el objeto de la política abusiva del poder que más pronto que tarde incidirá negativamente, precisamente en demérito de los derechos de la sociedad en forma de ciudadano o individuo a quien vanamente se dice cuidar o proteger con aquellas leyes que ahora cuestionamos.

4.- La efectiva tutela a la garantía prevista en el artículo 16 de la Constitución Federal.

Dada la autonomía de las garantías previstas en los artículos 16 y 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ambas deben de ser tuteladas a través del Juicio Constitucional de Amparo. Debiéndose agregar al artículo 73 fracción X, párrafo segundo, de la Ley de Amparo el supuesto consistente en que cuando en vía de amparo indirecto se reclamen violaciones al artículo 16 constitucional sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia por cambio de situación jurídica.

Ello significaría la efectiva tutela de la garantía de seguridad jurídica establecida en el numeral 16 de la Carta Magna, trayendo como consecuencia que el quejoso ya esté o no privado de su libertad tendrá la certeza de que se le restituirá en el goce de su garantía cuando haya sido conculcada.

Se propone adoptar la redacción que tenía el párrafo segundo, fracción X, del artículo 73 de la Ley de Amparo antes de la reforma del ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve y que había sido introducida por adición de dicho párrafo de diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro.
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C O N T E N I D O

LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA PENAL.

1.- Requisitos para obtener la suspensión del acto reclamado derivados de un procedimiento del orden penal.

2.- La finalidad de la garantía para obtener la suspensión provisional del acto reclamado.

3.- Finalidad de hacer comparecer al quejoso ante el juez de su causa.

4.- Propuestas.

LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN MATERIA PENAL

De la  suspensión del acto reclamado se ha dicho que produce efectos similares que los del amparo concedido, con la diferencia de que, mientras el amparo concedido los genera de manera definitiva, la medida cautelar de la suspensión del acto reclamado los mantiene sólo por el tiempo que dure el trámite del juicio constitucional; Tratándose de amparos penales, la medida cautelar otorgada al quejoso a través de la suspensión del acto reclamado, tiene los efectos de actuar de inmediato y por el tiempo que dure el juicio de garantías, el objeto de la suspención es el de mantener viva la materia del juicio de amparo.

Es pertinente resaltar que conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nuestro país todos los individuos son libres dentro del marco del sistema jurídico vigente, y de acuerdo con los artículos 14 y 16 de la misma Ley fundamental, de esa libertad no se les puede privar ni molestar de manera arbitraria, ya que conforme al último numeral señalado, el individuo sólo puede ser suspendido en el disfrute de su libertad personal, únicamente de acuerdo a cualquiera de los tres procedimientos que el mismo indica; ya sea porque la autoridad judicial libre en su contra una orden de aprehensión, que está sujeta a reunir ciertos requisitos; porque sin existir orden de aprehensión el individuo sea sorprendido y detenido en el momento mismo en que de manera flagrante comete un delito, sea en el momento mismo de su realización o en un momento muy próximo a su ejecución; o cuando sin existir la orden de aprehensión de la autoridad judicial o la flagrancia, existe caso de urgencia para la detención, tratándose de delito grave así calificado por la ley y riesgo fundado de sustracción de la acción de la justicia no habiendo en el lugar autoridad judicial debidamente legitimada para ordenar la detención. Cualquier otra hipótesis diferente a las enunciadas y que contempla el artículo 16 de la Constitución Federal, por más evidente que resulte la responsabilidad de un individuo, su detención realizada en forma distinta a la señalada por dicho artículo, debe estimarse inconstitucional. 

Todos aquellos actos de las autoridades de restricción a la libertad personal de los individuos, en el orden penal, pueden combatirse a través del juicio constitucional de amparo, en donde independientemente de la resolución que en lo principal se llegue a emitir, como sabemos existe la medida cautelar de la suspensión del acto reclamado, que cabe decir, por diversas reformas efectuadas a la Ley de Amparo, se ha convertido el juicio constitucional en un procedimiento complicado que día con día se vuelve más complejo, el cual ha perdido su fisonomía original que le dieron sus creadores, de ser un procedimiento rápido, sencillo, eficaz, del que resolvieran conocedores de la ciencia jurídica, ya que institución tan importante como lo es el juicio de amparo no puede ser resuelto por personas que no estén capacitadas en materia jurídica, lo que no significa de ningún modo el impedir que cualquier individuo tenga acceso a dicho juicio, sino por el contrario debe ser el procedimiento más sencillo, rápido y eficaz para la protección de las garantías de los gobernados.

El juicio de amparo indirecto conforme a los artículo 123 y 124 de la Ley de Amparo, establecen dos tipos de suspensión, las de oficio o suspensión de plano y la suspensión a petición de parte agraviada, subclasificándose esta última en provisional y definitiva.

La suspensión de oficio hace calificar al Juez de amparo como un celoso guardián de las garantías individuales, que conforme al citado artículo 123, procede cuando se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal; o cuando se trata de algún otro acto que si llegaré a consumarse haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada. 

En tratándose de amparos directos también existe en la actual Ley de Amparo una suspensión de oficio en materia penal, determinada en los artículos 171 y 172 de la citada Ley Reglamentaria, que establecen: “ Cuando se trate de sentencias definitivas en juicios de orden penal, al proveer la autoridad responsable, conforme a los párrafos del artículo 168 de ésta Ley, mandará suspender de plano la ejecución de la sentencia reclamada”, “Cuando la sentencia reclamada imponga la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Tribunal Colegiado de Circuito competente, por mediación de la autoridad que haya suspendido su ejecución, la cual podrá ponerlo en libertad caucional si procediere”. Como se puede observar basta con la interposición de la demanda de amparo indirecto contra una sentencia definitiva penal, para que la autoridad esté obligada a suspender oficiosamente la ejecución del acto.

En cuanto a la suspensión a petición de parte agraviada en materia penal, su esencia es la de mantener viva la materia del acto reclamado mediante un procedimiento sencillo.

Para obtener la suspensión contra actos en los que el quejoso reclame la afectación a su libertad personal, es necesario determinar en primer lugar si se trata de actos de autoridades judiciales o bien si se trata de actos de autoridades no judiciales.

Cuando se trata de actos de afectación de la libertad personal, provenientes de autoridades no judiciales, el Juez de Distrito siempre concederá la suspensión provisional del acto reclamado. Si los actos de tales autoridades todavía no se ejecutan, la suspensión tendrá el efecto de que las responsables no procedan a la detención del quejoso; sin perjuicio de que se practiquen las diligencias de averiguación previa que resulten conducentes, o bien, se consigne la ya integrada ante la autoridad judicial por el delito que se le impute.

La Ley de Amparo en sus artículos 130 y 136 impone al Juez de Distrito que conceda la suspensión la obligación de decretar las medidas de aseguramiento pertinentes tendientes a evitar que el quejoso en el supuesto de negársele el amparo se sustraiga a la acción de la justicia y pueda ser puesto a disposición de las autoridades responsables.

De conformidad con el artículo 136 de la citada ley, en el que se contemplan diversas hipótesis de detenciones ilegales y el tratamiento que se debe dar en cuanto a la suspensión, previene que si los actos de las autoridades mencionadas ya se hubieren ejecutado, esto es, si el quejoso ya hubiese sido detenido, el Juez podrá poner al quejoso en libertad provisional bajo caución de ser procedente, así también deberá decretar las medidas de aseguramiento que resulten adecuadas para que el quejoso no se sustraiga a la acción de la justicia en el caso de que no se le conceda el amparo.

Si el delito que se le imputa al quejoso, por su gravedad  no permite la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Amparo en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad responsable por lo que respecta al procedimiento.

Tratándose de actos dictados por una autoridad judicial, tales como órdenes de aprehensión y autos de formal prisión para obtener la suspensión provisional del acto reclamado, necesariamente tendrá que solicitarse ésta.

En el supuesto de que el acto reclamado ya haya sido ejecutado, el efecto de la suspensión será que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito únicamente en lo que se refiere a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo en cuanto al procedimiento penal.

Para obtener la suspensión provisional de un acto reclamado que todavía no se haya ejecutado, el quejoso tiene que otorgar garantía tal como lo dispone el artículo 124 bis de la Ley de Amparo que a la letra dice:

“Artículo 124 bis. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el Juez de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes. El Juez de amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos siguientes:

I.- La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso; 

II.- La situación económica del quejoso, y ;

III.- La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia ”.

Así también para que la suspensión siga surtiendo sus efectos, el quejoso de conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 138 de la Ley de Amparo, tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de su causa.

En ambos casos el Juez debe decretar las medidas necesarias para poner al quejoso a disposición de la autoridad judicial en el caso de que se le niegue el amparo.

1.- Requisitos para obtener en amparo indirecto la suspensión del acto reclamado derivado de un procedimiento del orden penal, y los efectos de la suspensión.

El Título Segundo, del Libro Primero, de la actual Ley de Amparo, contempla en su capítulo III lo relativo a la suspensión del acto reclamado en los juicios de amparo indirecto, y concretamente en los artículos 123, 124, 124 bis, 130, 136 y 138, establece los requisitos para obtener la suspensión contra actos provenientes de un procedimiento penal o que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal; así como lo concerniente a los efectos de la propia suspensión, forma en que será concedida, y alcances de la misma. 

Siendo necesaria su transcripción, para su correspondiente análisis, tenemos que los artículos 123, 124, 124 bis, 130, 136 y 138 de la vigente Ley de Amparo, disponen lo siguiente:

ARTICULO 123.- Procede la suspensión de oficio:

I.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal;

II.- Cuando se trate de algún otro acto, que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada.

La suspensión a que se refiere este artículo se decretará de plano en el mismo auto en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley.

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional; y tratándose de los previstos en la fracción II de este artículo, serán los de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el juez las medidas pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados.”

En este precepto podemos apreciar las enormes facultades con que fue investido el Juez de amparo para que de oficio, en los casos señalados en dicho artículo, concediera la suspensión del acto reclamado. Sin embargo, también se puede observar que el último párrafo que fue adicionado a principio de mil novecientos ochenta y ocho, restringe los efectos de la suspensión de oficio que limitativamente consistirá en que cesen los actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o destierro o la ejecución de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, u ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden para evitar su consumación.

ARTICULO 124.- Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

I.- Que la solicite el agraviado.

II.- Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares;

III.- Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.”

En este precepto la problemática consiste en determinar el contenido y alcances de las expresiones interés social y orden público, lo que es importante clarificar, precisamente en la propia Ley la que debe establecer su contenido y alcance, e incluso evitar expresiones como las señaladas para proporcionar seguridad jurídica. 

ARTICULO 124 bis.- Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el juez de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El juez de amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos siguientes:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso;

II. La situación económica del quejoso, y

III. La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.

Realmente no existe alguna razón de peso para que el legislador en la reciente reforma de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve que se efectuó a la Ley de Amparo, haya adicionado el artículo 124 bis que se comenta, porque la Ley de Amparo ya disponía en su artículo 130 que el Juez de Amparo tomara las medidas que estimare convenientes para el aseguramiento del quejoso, si se tratare de la garantía de la libertad personal. 

ARTICULO 130.- En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda de amparo, podrá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, o bien las que fueren procedentes para el aseguramiento del quejoso, si se tratare de la garantía de la libertad personal.

En este último caso la suspensión provisional surtirá los efectos de que el quejoso quede a disposición de la autoridad que la haya concedido, bajo la responsabilidad de la autoridad ejecutora y sin perjuicio de que pueda ser puesto en libertad caucional, si procediere, bajo la más estricta responsabilidad del juez de Distrito, quien tomará, además, en todo caso, las medidas de aseguramiento que estime pertinentes.

El juez de Distrito siempre concederá la suspensión provisional cuando se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, tomando las medidas a que alude el párrafo anterior.”

Aquí se dan las bases para la procedencia de la suspensión provisional. En tratándose de la garantía de la libertad personal, dentro o fuera de procedimiento judicial, en los casos en que proceda la suspensión del acto reclamado conforme al artículo 124 de la Ley de Amparo, el Juez de Amparo tomara las medidas que estimare convenientes para el aseguramiento del quejoso. Fundamentalmente esas medidas han consistido en montos de dinero que exhibe el quejoso ya sea en efectivo o a través de un billete de depósito, así como en hacer que el quejoso comparezca ante el Ministerio Público o Juez que esté conociendo de su causa; sin embargo, se debe de tener en consideración que no es lógico que con la suspensión se obligue al quejoso a comparecer precisamente ante la autoridad que señala como responsable de los actos que le reclama; que una de las razones por las que en infinidad de casos se promueve el amparo y se solicita la suspensión del acto reclamado, es que el quejoso no quiere comparecer ante la autoridad que considera está infringiendo su garantía de libertad, y es precisamente a eso a lo que se le obliga. Las medidas de aseguramiento que debe decretar el Juez de Amparo, deben entenderse como aquellas que no sujetan al quejoso a la prisión preventiva, ni el sujetarlo a un procedimiento que el quejoso considera viciado, sino mas bien a que sin necesidad de ello el Juez de Amparo se asegure de que el quejoso se sujetará a las resultas del Juicio Constitucional, y de negarse la protección de la Justicia de la Unión, la autoridad responsable podrá actuar en contra del quejoso que quedará a su disposición, caso en el cual el propio Juez de Amparo dictará las medidas correspondientes para ello. Luego, al conceder el Juez de Amparo la suspensión del acto reclamado podrá entre otras medidas de aseguramiento decretar la comparecencia periódica del quejoso ante sí, prohibir que éste abandone determinado lugar sin autorización del juzgador de amparo, someterlo a la vigilancia de la fuerza pública, una vez que se entere del informe previo de la autoridad responsable, decretar aseguramiento precautorio de bienes del quejoso, pero no que para la concesión de la suspensión provisional previamente exhiba fianza, ya que en caso contrario el Juez de Amparo estará prejuzgando su culpabilidad.

“ARTICULO 136.- Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito únicamente en cuanto a ella se refiera, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que hace a la continuación de éste.

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efectuada por autoridades administrativas distintas del Ministerio Público como probable responsable de algún delito, la suspensión se concederá, si procediere, sin perjuicio de que sin dilación sea puesto a disposición del Ministerio Público, para que éste determine su libertad o su retención dentro del plazo y en los términos que el párrafo séptimo del artículo 16 constitucional lo permite, o su consignación.

De consistir el acto reclamado en detención del quejoso efectuada por el Ministerio Público, la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en inmediata libertad, si del informe previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgencia, o bien si dicho informe no se rinde en el término de veinticuatro horas. De existir flagrancia o urgencia se prevendrá al Ministerio Público para que el quejoso, sea puesto en libertad o se le consigne dentro del término de cuarenta y ocho horas o de noventa y seis horas según sea el caso, a partir de su detención.

Si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención o retención, el juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo.

Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiera a delito que conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito en el lugar en que éste señale, únicamente en lo que se refiera a su libertad personal, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del procedimiento penal para los efectos de su continuación.

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso por orden de autoridades administrativas distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en libertad provisional mediante las medidas de aseguramiento y para los efectos que expresa el párrafo anterior.

En los casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el juez dictará las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del quejoso y éste podrá ser puesto en libertad bajo caución conforme a la fracción I del artículo 20 constitucional y a las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre y cuando el juez o tribunal que conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona, por no habérsele solicitado.

La libertad bajo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su cargo en razón del juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo.

Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En los casos previstos en el artículo 204 de esta ley, se considerará hecho superveniente la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido del informe y el juez podrá modificar o revocar la interlocutoria en que hubiese concedido o negado la suspensión; además, dará vista al Ministerio Público Federal para los efectos del precepto legal citado.”

En el primer párrafo de este artículo se deja establecido que la suspensión sólo se refiere a la libertad misma del quejoso y no al procedimiento de donde emana el acto reclamado, el cual debe continuar su trámite conforme a las leyes instrumentales correspondientes; sin embargo, debiera estimarse que en tratándose de órdenes de aprehensión aun no ejecutadas, en que el procedimiento penal está suspendido precisamente porque el quejoso no ha sido detenido, al concedérsele la suspensión provisional no se debería obligar al quejoso a comparecer ante el juez de la causa, porque eso trae como consecuencia que la finalidad formal de la orden de aprehensión recurrida quede satisfecha, ya que aun cuando ésta se ocupe como un medio para privar de la libertad a los ciudadanos, conforme a un Estado Democrático de Derecho como el que establece la Constitución Federal, no debiera ser esa su función; por ello es adecuado lo señalado en el cuarto párrafo del artículo que se comenta, al prever que de concederse la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, el Juez de Amparo dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo, sin que esto signifique que las medidas de aseguramiento tengan que ser la garantía pecuniaria y comparecencia ante el juez de la causa que se exige al quejoso, al relacionar dichas disposiciones con lo prevenido en el artículo 124 bis y 138 segundo párrafo, de la misma Ley de Amparo, pues éstas dos últimas disposiciones fueron recientemente adicionadas, siendo anteriores las disposiciones del artículo 136. Consiguientemente, se puede apreciar que en vez de hacer más humanitaria nuestra legislación conforme al espíritu de la Constitución, que manifiesta que el poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste; contrario a ello, cada día se denota más el autoritarismo; que para convencer al pueblo del supuesto beneficio que se pretende alcanzar, se hacen valer frases como el clamor popular, el sentir ciudadano, la opinión pública, la conciencia del pueblo, las cruzadas contra la delincuencia, y tantas otras que dan forma al argumento de evitar el abuso del amparo, por el combate a la delincuencia, y se restrinjan cada día más los derechos constitucionales, y se pretende a través de la represión penal el control de los problemas sociales que debieran ser controlados por medios penales. No existirían tantas demandas de amparo si no  existieran tantas autoridades arbitrarias, abusivas del poder. No existiría tanta delincuencia si existieran fuentes de trabajo en donde el trabajador recibiera el justo pago por su fuerza de trabajo, que le permitiera tener una vida decorosa para él y su familia. No existiría tanta delincuencia si los medios de comunicación no hicieran todos los días, de manera sistemática y sofisticada apología del delito; si en campo, la agricultura, la riqueza forestal, etcétera, fuesen enfrentadas por medios políticos, no penales, con el objeto de que cumplan sus objetivos de producción de manera digna, en beneficio de la sociedad, etcétera.

Por ello se debe entender que el verdadero sentido del artículo 136 es preservar y proteger la libertad física de los individuos, contra los actos arbitrarios de autoridades administrativas o judiciales.

“ARTICULO 138.- En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso.

Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida.”

En el segundo párrafo de este precepto se puede apreciar más claramente uno de los requisitos necesarios para obtener la suspensión del acto reclamado, y que ya se ha analizado con anterioridad por la relación que guarda con los artículos 124, 124 bis y 130 de la Ley de Amparo, teniendo presente lo ilógico de imponer al quejoso la obligación de comparecer precisamente ante la autoridad que señala como responsable de los actos que reclama; que una de las razones por las que en infinidad de casos se promueve el amparo y se solicita la suspensión del acto reclamado, es que el quejoso no quiere comparecer ante la autoridad que considera está infringiendo su garantía de libertad, y es precisamente a eso a lo que se le obliga. Por otra parte, el precepto que se comenta, independientemente de la íntima relación que guarda con los artículos 124, 124 bis y 130, también debe analizarse teniendo en cuenta lo establecido en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la propia Ley de Amparo, que analizados en su conjunto y teniendo en cuenta los términos y formas del procedimiento penal, se puede descubrir un diseño en la legislación reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política Federal, para que el Juez de Amparo encuentre la salida más fácil que cumplir con su obligación de analizar los actos de las autoridades, y de existir violaciones a los derechos constitucionales de los individuos para en su caso conceder la protección de la justicia federal, que es en lo que consiste precisamente su función y que es la más noble y alta facultad con que cuenta un Juez Federal.

Sin embargo, el Juez de Amparo que en realidad quiere abocarse a su tarea en el llamado amparo garantías, que doctrinalmente sirve para distinguirlo del amparo contra leyes, del amparo casación y del amparo soberanía, se encuentra limitado conforme a las propias disposiciones de los citados artículos 73 fracción X, 124, 124 bis, 130 y 138, de la Ley de Amparo, en relación con los términos y formas del procedimiento penal, ya que cuando un individuo que se encuentre libre esté sufriendo actos violatorios del artículo 16 de la Constitución Federal, y con motivo de ello presente demanda de amparo contra dichos actos solicitando la suspensión del acto reclamado a fin de que no se le moleste en su libertad, que no sea privado de su libertad, por considerar que la autoridad señalada como responsable no cuenta con orden judicial de aprehensión en su contra o que ésta no reúne los requisitos necesarios para su procedencia; el Juez de Amparo entre otras medidas ordena al quejoso que se presente ante la autoridad que el quejoso ha señalado como quien está violando sus garantías o pretende vulnerar sus derechos constitucionales cuya protección está solicitando, de tal suerte que si el acto deriva de una orden de aprehensión, el quejoso tendrá que comparecer ante el Juez de la causa el que continuará al procedimiento penal instaurado en su contra, y si al momento de resolverse la situación jurídica del quejoso el Juez del proceso penal resuelve dictarle formal prisión, ello bastará para que el Juez de Amparo, en acatamiento a lo establecido en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, y conforme a lo dispuesto en el artículo 74 fracción III de la misma ley, indefectiblemente tendrá que decretar el sobreseimiento del Juicio de Garantías.

Piénsese en el perjuicio cometido en quien es sometido de manera arbitraria a un procedimiento de esta índole, que jamás podrá reparársele el menoscabo que sufrió en su persona, en la lesión a su peligro, en la situación traumática de haber estado preso siendo inocente en el honor de él y de su familia, en ese daño no solamente físico sino principalmente psíquico y moral, que aún cuando recupere su libertad, no se le podrá reparar jamás.

No debemos olvidar que en la Ley de Amparo se prevén los procedimientos para hacer efectivas las garantías constitucionales de los gobernados que le han sido conculcadas, y no para hacer efectivas las acciones ilegales de las autoridades.

Insistir en el sistema que impera significa seguir tolerando actos arbitrarios por parte de los órganos encargados de la procuración y administración de justicia, en menoscabo de la libertad de los gobernados, y permitir así el desenvolvimiento de procedimientos penales viciados de origen.

2.- La finalidad de la garantía pecuniaria.

Los preceptos transcritos en el apartado acabado de exponer, y principalmente el artículo 124 bis, genera la necesidad de determinar cuál es el objeto y finalidad que se persigue con imponer al quejoso la exhibición de una garantía, cuyo contenido sin duda es pecuniario, teniendo en cuenta que el monto de esa garantía dificulta la obtención de la suspensión, y que por sí misma no evita que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.

Los antecedentes de esta reforma a la ley de amparo de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, indican que originalmente fue planteada por el ejecutivo federal la posibilidad de que el quejoso otorgara una garantía pero para garantizar el monto estimado de la reparación del daño y de este modo salvaguardar los derechos de los ofendidos. Sin embargo el constituyente permanente no adoptó tal iniciativa sino que consideró que al resultar frecuentemente insuficientes las medidas para asegurar la presencia del quejoso en el procedimiento penal del cual emana el acto reclamado, era necesario que para la concesión de la suspensión se otorgara una garantía, como un medio para evitar la sustracción del quejoso a la acción de la justicia.

Se aprecia que tal disposición resulta injustificada, ya que por sí sola o con las medidas de aseguramiento dictadas por el juzgador de amparo, resulta inadecuada para evitar la sustracción a la acción de la justicia por el quejoso.

La garantía pecuniaria sólo tiene como fin evitar, injustificada y arbitrariamente, que el indiciado obtenga la suspensión del acto reclamado aun estando en juego uno de sus bienes más preciados como lo es la libertad, siendo que finalmente con semejante sistema el Estado se allegará de más fondos económicos, lo cual no constituye la finalidad de aquella garantía.

3.- Finalidad de hacer comparecer al quejoso ante el juez de su causa.

Una de las obligaciones a cargo del quejoso que ha obtenido la suspensión del acto reclamado contra una orden de aprehensión es comparecer ante su juzgador dentro del término de tres días, de lo contrario le sería revocada la suspensión concedida. El cumplimiento de esta medida en la práctica judicial ineludiblemente lleva a un cambio de situación jurídica conforme al sistema vigente en el artículo 73 de la Ley de Amparo, puesto que al comparecer el quejoso ante la autoridad judicial que conoce de su proceso, la misma debe resolver su situación jurídica dentro del término constitucional de las setenta y dos horas, y en caso de dictarle formal prisión, esto generará la consecuente nueva situación jurídica que conllevará al sobreseimiento del juicio de amparo, lo que primeramente, como se ha señalado, evita el análisis del fondo del asunto y la posible convalidación de vicios que puedan existir previos a la formal prisión, y consecuentes violaciones a la garantía de libertar consagradas en el artículo 16 de la Carta fundamental, sin un medio real de protección de la misma, ya que la propia ley de amparo como se encuentra confeccionada da lugar a los actos de autoridad que en esos supuestos se realizan. Además se convierte a los juzgadores de amparo en auxiliares de la administración y procuración de justicia penal ordinarios, pues serán ellos quienes pongan a su disposición al indiciado, precisamente de quien se pide su protección es quien lo pone a disposición de la autoridad que se encuentra ejecutando los posibles actos anticonstitucionales en su perjuicio. Así también se desnaturaliza el juicio de amparo advirtiéndose incluso notorias contradicciones entre sus preceptos pues precisamente el artículo 124 del citado ordenamiento impone al juez de amparo la obligación de decretar medidas para mantener viva la materia del amparo y por otra parte lo obliga a poner al quejoso a disposición de la autoridad responsable a sabiendas que con tal acto quedará paradójicamente el amparo sin materia.

También se da la práctica de no atender al espíritu,  motivación y objetivo final de la ley, que consiste en esperar que en esos juicios en que se reclaman actos de autoridad que contravienen el artículo 16 de la Constitución Federal, se encuadren en la causal de improcedencia prevista en el artículo 73 fracción X de la Ley de Amparo, para que por el aludido cambio de situación jurídica, dar por actualizado el sobreseimiento del juicio de amparo conforme a la fracción III del artículo 74 de la citada Ley de Amparo, evitando la tarea de estudiar el fondo del asunto en que cabe la posibilidad de haber existido la violación constitucional reclamada, y emitiendo una resolución ya estructurada de sobreseimiento. Incluso, llegando en algunos casos a propiciar tal causal de improcedencia, para lo cual si se encuentran en el supuesto de tener que celebrar la audiencia constitucional, cuando en el proceso penal aun no se ha resuelto la situación jurídica del inculpado quejoso, sin fundarse en precepto legal alguno de la Ley de Amparo, de oficio difieren la audiencia constitucional, a sabiendas de que el juez de la causa necesariamente tendrá que emitir el auto de término constitucional, que desde luego generará de acuerdo con el texto vigente del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, la nueva situación jurídica del inculpado quejoso que como se ha anotado, originará el sobreseimiento del juicio de amparo. Practica esta nada aceptable, propiciada por el sistema vigente en la Ley de amparo acerca de las medidas y requisitos para que siga surtiendo efectos la suspención provisional.

4.- Propuestas.

Considerando que el Juicio de Amparo es un medio jurídico procesal destinado a salvaguardar las garantías de los gobernados; que a través de la suspensión de plano, provisional y definitiva del acto reclamado emanado de un procedimiento penal se pretende evitar restricciones irreparables a la libertad personal; que la obligación impuesta al quejoso de exhibir una garantía carece de una finalidad acorde con los postulados intrínsecos del Amparo Mexicano y dificulta el acceso a la Justicia de la Unión; que la obligación impuesta al quejoso de comparecer ante el juez de su causa hace nugatoria la protección de la garantía de libertad estatuida en el artículo 16 de la Ley Fundamental; que es necesario que los juzgadores de amparo realmente decreten de ser conveniente medidas de aseguramiento al quejoso para ponerlo a disposición del juzgador ordinario, en caso de que se le niegue el amparo solicitado, por todo ello, se propone la derogación del artículo 124 bis y segundo párrafo del 138, de la Ley de Amparo, ya que no existe razón jurídica para que solamente quienes puedan otorgar la garantía económica fijada por el Juez de Amparo tengan acceso a la protección de la Justicia Federal a través de la suspensión del acto reclamado, pues lo que debe de procurar el Juez de Amparo es que el quejoso se someta a las resultas del juicio de garantías, y que de no serle favorable quede a disposición de la autoridad que señaló como responsable; al conceder la suspensión del acto reclamado podrá entre otras medidas de aseguramiento decretar la comparecencia periódica del quejoso ante sí, prohibir que éste abandone determinado lugar, someterlo a la vigilancia de la fuerza pública, una vez que se entere del informe previo de la autoridad responsable, decretar aseguramiento precautorio de bienes del quejoso, pero no que para la concesión de la suspensión provisional previamente exhiba fianza, ya que en esos casos el Juez de Amparo prejuzga su culpabilidad. Además por lo que se refiere a la obligación que se le impone al quejoso de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o Ministerio Público, so pena que de no hacerlo dejará de surtir efectos la suspensión concedida, también debe de quitarse esa carga al quejoso, para evitar que a través del cambio de situación jurídica se convaliden actos que vulneran sus garantías constitucionales, pues no debe crearse en la ley artificios o figuras jurídicas de que se valen las autoridades para sojuzgar a los gobernados.

Esto de ninguna manera quiere decir que los individuos a través del juicio de amparo burlarán la acción de la justicia, pues el cuarto párrafo del artículo 136 de la Ley de Amparo ya establece que “si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención o retención, el Juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo”, de donde al hacer una aplicación eficaz de dicho párrafo conforme a los lineamientos expuestos, puesto que si lo que se quiere es evitar que el quejoso se sustraiga al procedimiento penal, lo conveniente es que en la práctica los juzgadores de amparo decreten otras medidas ciertamente eficaces de aseguramiento de este último, como comparecencias obligadas y periódicas en lapsos de quince días ante el propio juzgador de amparo, vigilancia de la policía, prohibición de abandonar un lugar determinado, o salir de un radio territorial, sin autorización del juzgador de amparo, etcétera, con la prevención de que el incumplimiento de sus medidas generará la revocación de la suspensión concedida, pudiendo la autoridad responsable ejecutar el acto reclamado. Dentro de las formas para asegurar que el quejoso no se sustraerá a la acción de la justicia, no se necesita de garantías pecuniarias ni de que el quejoso comparezca ante el Juez de la causa o Ministerio Público, lo que de ninguna manera significa solapar o propiciar la impunidad de quienes pretenden burlar la acción de la justicia, el Juez de Amparo conforme al cuarto párrafo del artículo 136 de la Ley de Amparo, una vez que resuelva el juicio de garantías, dejará a disposición de la autoridad señalada como responsable al quejoso, pero habiendo respetado sus garantías constitucionales.

Los preceptos transcritos, y principalmente el artículo 124 bis, genera la necesidad de determinar cual es el objeto y finalidad que se persigue con imponer al quejoso la exhibición de una garantía, cuyo contenido sin duda es pecuniario, teniendo en cuenta que el monto de esa garantía dificulta la obtención de la suspensión, y que por sí misma no evita que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.

Los antecedentes de esta reforma a la ley de amparo de ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, indican que originalmente fue planteada por el ejecutivo federal la posibilidad de que el quejoso otorgara una garantía pero para garantizar el monto estimado de la reparación del daño y de este modo salvaguardar los derechos de los ofendidos. Sin embargo el constituyente permanente no adoptó tal iniciativa sino que consideró que al resultar frecuentemente insuficientes las medidas para asegurar la presencia del quejoso en el procedimiento penal del cual emana el acto reclamado, era necesario que para la concesión de la suspensión se otorgara una garantía, como un medio para evitar la sustracción del quejoso a la acción de la justicia.
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TIPOS PENALES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS EN EL JUICIO DE AMPARO.

1.- Preceptos que señalan sanciones: Arts. 3° bis, 41, 51, 66, 71, 74, 81, 90, 100, 102, 103, 107, 108, 119, 149, 152, 164, 198 - 211, de la Ley de Amparo.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus fracciones XVI y XVII del Artículo 107, señala conductas que deberán ser objeto de sanciones penales en los procesos de amparo. En el precepto referido se dispone: 

“Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la Ley, de acuerdo a las bases siguientes:

. . . 

Fracción XVI.- Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados.

. . .

Fracción XVII.- La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo, en estos dos últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la prestare”.

Por su parte la vigente Ley de Amparo, en los numerales que la conforman, señala diversas sanciones y establece incluso tipos penales, como se puede advertir de los preceptos que de ella en seguida se transcriben.

ARTICULO 3o. Bis.- Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

ARTICULO 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, en 1° de enero, 5 de febrero, 1° y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre. 

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día y de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspención y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y trasmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspención, aún fuera de las horas de despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que se concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

La sanción a que se refiere el párrafo tercero de éste articulo se encuentra prevista en el artículo 178 del Código Penal Federal, que indica: 

“Al que, sin causa legítima, rehusare a prestar un servicio de interés público a que la ley le obligue, o desobedeciere un mandato legítimo de la autoridad, se le aplicarán de quince a doscientas jornadas de trabajo en favor de la comunidad ”.

Atendiendo a que dicha conducta del particular sólo se encuentra sancionada con jornadas de trabajo en favor de la comunidad, se considera que tal supuesto debe ser establecido, dado su contenido, como una  sanción meramente administrativa, aplicable sólo por el Juez de amparo, y no por las autoridades penales.

ARTICULO 41.- En los casos a que se refieren los artículos anteriores, si el promovente del amparo no justificare que la autoridad ejecutora señalada en la demanda reside dentro de la jurisdicción del juez ante quien la haya presentado, el juez de Distrito impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al quejoso o a su apoderado, o a quien haya promovido en su nombre, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta hasta ciento ochenta días de salario, salvo que se trate de los actos mencionados en el artículo 17. Esta multa se impondrá aun cuando se sobresea en el juicio por desistimiento del quejoso o por cualquier otro motivo legal.

ARTICULO 51.- Cuando el juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de otro juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediatamente a dicho juez, por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda, con expresión del día y hora de su presentación.

Recibido el oficio por el juez requerido, previas las alegaciones que podrán presentar las partes dentro del término de tres días, decidirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, si se trata del mismo asunto, y si a él le corresponde el conocimiento del juicio, y comunicará su resolución al juez requeriente. Si el juez requerido decidiere que se trata del mismo asunto y reconociere la competencia del otro juez, le remitirá los autos relativos; en caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requeriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste, remitiéndole, en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.

Si el juez requeriente no estuviere conforme con la resolución del requerido y se trata de jueces de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, lo hará saber al juez requerido, y ambos remitirá al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, con las cuales se iniciará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, se resolverá, dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cual de los jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.

Si la contienda de competencia se plantea entre jueces de Distrito que no sean de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, se estará a lo dispuesto en el párrafo anterior, pero la copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, se remitirá entonces, al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien ordenará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, lo turnará a la Sala respectiva, la cual resolverá, dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cuál de los jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos, y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.

Cuando en cualquiera de los casos a que se refiere este artículo se resolviere que se trata de un mismo asunto, únicamente se continuará el juicio promovido ante el juez originalmente competente; por lo que sólo subsistirá el auto dictado en el incidente relativo al mismo juicio, sobre la suspensión definitiva del acto reclamado, ya sea que se haya negado o concedido éste. El juez de Distrito declarado competente, sin acumular los expedientes, sobreseerá en el otro juicio, quedando, en consecuencia, sin efecto alguno el auto de suspensión dictado por el juez incompetente, sin perjuicio de hacer efectivas, si fuere procedente, las cauciones o medidas de aseguramiento relacionados con dicho auto. Si este último incidente se encontrare en revisión, se hará saber la resolución pronunciada en el expediente principal, al superior que esté conociendo de dicha revisión, para que decida lo que proceda.

Si el juez de Distrito declarado competente, o el Tribunal Colegiado de Circuito, no encontraren motivo fundado para haberse promovido dos juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al quejoso o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, salvo que se trate de los actos mencionados en el artículo 17.

ARTICULO 66.- No son recusables los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito, los jueces de Distrito, ni las autoridades que conozcan de los juicios de amparo conforme al artículo 37; pero deberán manifestar que están impedidos para conocer de los juicios en que intervengan, en los casos siguientes:

I.- Si son cónyuges o parientes consanguíneos o afines de alguna de las partes o de sus abogados o representantes, en línea recta, sin limitación de grado; dentro del cuarto grado, en la colateral por consanguinidad, o dentro del segundo, en la colateral por afinidad;

II.- Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado;

III.- Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes, en el mismo asunto o en el juicio de amparo;

IV.- Si hubiesen tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de Amparo, si hubiesen aconsejado como asesores la resolución reclamada, o si hubiesen emitido, en otra instancia o jurisdicción la resolución impugnada.

V.- Si tuviesen pendiente algún juicio de amparo, semejante al de que se trata, en que figuren como partes;

VI.- Si tuviesen amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes o sus abogados o representantes.

En materia de amparo, no son admisibles las excusas voluntarias. Sólo podrán invocarse, para no conocer de un negocio, las causas de impedimento que enumera este artículo, las cuales determinan la excusa forzosa del funcionario.

El Ministro, Magistrado o Juez que, teniendo impedimento para conocer de un negocio, no haga la manifestación correspondiente, o que, no teniéndolo, presente excusa apoyándose en causas diversas de las de impedimento, pretendiendo que se le aparte del conocimiento de aquél, incurre en responsabilidad.

ARTICULO 71.- Cuando se deseche un impedimento, siempre que no se haya propuesto por el Ministerio Público Federal, se impondrá, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, a la parte que lo haya hecho valer o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario. Si el ministro, magistrado o juez hubiere negado la causa del impedimento y ésta se comprobase, quedará sujeto a la responsabilidad que corresponda conforme a la ley.

En ambos casos el juzgador de amparo incurrirá en responsabilidad penal, ya que su conducta se encuentra tipificada en el artículo 225, fracción I, como un delito cometido contra la administración de justicia.

ARTICULO 74.- Procede el sobreseimiento:

I.- Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda;

II.- Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía reclamada sólo afecta a su persona;

III.- Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el Capítulo anterior;

IV.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 le (sic) esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.

V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

ARTICULO 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

ARTICULO 90.- El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, calificará la procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo.

Admitida la revisión por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de las salas de la misma, y hecha la notificación relativa al Ministerio Público, se observará lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 185 a 191.

Admitida la revisión por el Tribunal Colegiado de Circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el propio Tribunal resolverá lo que fuere procedente dentro del término de quince días.

Siempre que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o, en sus respectivos casos, el Pleno, o la Sala correspondiente, desechen el recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por Tribunales Colegiados de Circuito, por no contener dichas sentencias decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

ARTICULO 100.- La falta o deficiencia de los informes en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a las autoridades omisas en una multa de tres a treinta días de salario, que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que dicte sobre ella.

ARTICULO 102.- Cuando la Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado de Circuito desechen el recurso de queja por notoriamente improcedente, o lo declaren infundado por haberse interpuesto sin motivo alguno, impondrán al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario; salvo que el juicio de amparo se haya promovido contra alguno de los actos expresados en el artículo 17.

ARTICULO 103.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario.

ARTICULO 107.- Lo dispuesto en los dos artículos precedentes se observarán (sic) también cuando se retarde el cumplimiento de la ejecutoria de que se trata por evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra que intervenga en la ejecución.

Las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en responsabilidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiese concedido el amparo.

ARTICULO 108.- La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así como a los terceros, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho convenga. La resolución se pronunciará dentro de un término de quince días. Si la misma fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, la autoridad remitirá de inmediato el expediente a la Suprema Corte de Justicia; de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no estuviere conforme, la cual lo manifestará dentro del término de cinco días a partir del siguiente al de la notificación correspondiente. Transcurrido dicho término sin la presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución. La Suprema Corte resolverá allegándose los elementos que estime convenientes.

Cuando se trate de la repetición del acto reclamado, así como en los casos de inejecución de sentencia de amparo a que se refieren los artículos anteriores, la Suprema Corte de Justicia determinará, si procediere, que la autoridad responsable quede inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente.

ARTICULO 119.- Transcurrido dicho término sin que se haya presentado la ratificación expresada, se tendrá por no interpuesta la demanda; quedarán sin efecto las providencias decretadas y se impondrá una multa de tres a treinta días de salario al interesado, a su abogado o representante, o a ambos, con excepción de los casos previstos en el artículo 17 de esta ley, en los cuales se procederá conforme lo establece el artículo 18 de la misma.

ARTICULO 149.- Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita. En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañarán, en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario. No se considerará como omisión sancionable, aquélla que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable.

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para ello, será tomado en cuenta por el juez de Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.

ARTICULO 152.- A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en la audiencia del juicio, los funcionarios o autoridades tienen obligación de expedir con toda oportunidad a aquellas las copias o documentos que soliciten; si dichas autoridades o funcionarios no cumplieron con esa obligación, la parte interesada solicitará del juez que requiera a los omisos. El juez hará el requerimiento y aplazará la audiencia por un término que no exceda de diez días; pero si no obstante dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieren las copias o documentos, el juez, a petición de parte, si lo estima indispensable, podrá transferir la audiencia hasta en tanto se expidan y hará uso de los medios de apremio, consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Al interesado que informe al juez que se le ha denegado una copia o documento que no hubiese solicitado, o que ya le hubiese sido expedido, se le impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario.

Cuando se trate de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales, a instancia de cualquiera de las partes.

ARTICULO 164.- Si no consta en autos la fecha de notificación a que se refiere el artículo anterior, la autoridad responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 169 de esta ley, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que obre en su poder la constancia de notificación respectiva proporcione la información correspondiente al Tribunal al que haya remitido la demanda.

La falta de la referida información, dentro del término señalado, se sancionará con multa de veinte a ciento cincuenta días de salario.

ARTICULO 198.- Los jueces de Distrito, las autoridades judiciales de los Estados, del Distrito Federal, en funciones de aquéllos, los presidentes de las juntas de conciliación y arbitraje y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son responsables en los juicios de amparo por los delitos de (sic) faltas que cometan, ya en la substanciación de éstos, ya en las sentencias, en los términos que los definen y castigan el Código Penal para el Distrito Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como este capítulo.

ARTICULO 199.- El juez de Distrito o la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del incidente respectivo, que no suspenda el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, si se llevare a efecto la ejecución de aquél, será castigado como reo del delito de abuso de autoridad, conforme a las disposiciones del Código Penal aplicable en materia federal.

Si la ejecución no se llevare a efecto por causas ajenas a la intervención de la Justicia Federal, se le impondrá la sanción que señale el mismo Código para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

Por lo que respecta al delito de abuso de autoridad, el artículo 215 del Código Penal Federal establece: 

“Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores públicos que incurran en alguna de las conductas siguientes: 


. . .

III.- Cuando indebidamente retarde o niegue a los particulares la protección o servicio que tenga obligación de otorgarles o impida la presentación o el curso de una solicitud;

. . .

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos...”.

Por lo que hace al delito contra la administración de justicia, el referido ordenamiento sustantivo penal dispone en su artículo 225 lo siguiente:

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públicos los siguientes:

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones IV, V, VI, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XXI, XXII, XXVII y XXVIII, se les impondrá pena de prisión de cuatro a diez años y de mil a dos mil días multas.

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”.

En la disposición transcrita se señalan diversas sanciones que se aplicarán dependiendo del supuesto que describe cada fracción, siendo que en ninguno de ellos se señala de manera clara y precisa la hipótesis establecida en el segundo párrafo del artículo 199 de la Ley de Amparo, por lo que en estricto apego al mandato constitucional establecido en el artículo 14 de la Ley Fundamental, no podrá aplicarse ninguna de las penas señaladas en el artículo 225 del Código Penal Federal, ya que de otro modo se aplicaría una pena por analogía, lo cual se encuentra prohibido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además que en el supuesto señalado en el párrafo que se comenta del precepto de la Ley de Amparo, no se encuentra señalada ninguna pena estrictamente aplicable al caso, por lo que aun cuando se actualice dicha hipótesis, en observancia a los lineamientos que rigen la materia penal, en el caso previsto en el precepto comentado de la Ley de Amparo nos encontramos ante un tipo sin pena. Esto no impide que cuando se realice la conducta descrita en el numeral de la Ley de Amparo en estudio, se configure uno de los delitos señalados en las disposiciones descritas del Código Penal aplicable en materia federal, pero debemos precisar que tal conducta sería sancionada por adecuarse la descripción típica prevista en el ordenamiento penal invocado más jurídicamente no podría decirse que la sanción sería aplicable por adecuarse la conducta a la descripción del precepto de la Ley de Amparo referido, ya que éste carece de una pena exactamente aplicable a su hipótesis.

ARTICULO 200.- Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, si la procedencia de la suspensión fuere notoria y el juez de Distrito que conozca del incidente no la concediere por negligencia o por motivos inmorales, y no por simple error de opinión, se impondrá la sanción que fija el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

En relación a este precepto, se puede realizar el mismo comentario que el efectuado al artículo anterior. Ello no obsta para que de presentarse de hecho un caso como el que refiere el artículo 200 de la Ley de Amparo, éste se encuadre en la hipótesis prevista en la fracción VIII del artículo 225 del Código Penal Federal, aplicándose la correspondiente penalidad que el mismo precepto señala, que en lo relativo dispone: 

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por funcionarios públicos los siguientes: 

. . .

VIII.- Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administración de justicia; 

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

. . .

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”.

Con lo anterior se pone de manifiesto que la conducta descrita en el artículo 200 de la Ley de Amparo constituye un tipo penal sin una sanción debidamente manejada y por lo mismo sin una sanción correctamente especificada, ya que no tiene una pena concretamente aplicable a la hipótesis regulada en el mismo, sin ser posible el considerar que pueda aplicarse la pena prevista para cualquiera de las fracciones a que se refiere el numeral 225 del Código Penal Federal, ya que de hacerlo así se violaría el derecho constitucional de seguridad jurídica, por aplicarse una ley por analogía y una penalidad que no se encuentra específicamente prevista para el caso concreto. Ello no es óbice para que de sucederse la conducta que pretendió castigarse conforme al artículo 200 de la Ley de Amparo, encuadre en la hipótesis que prevé la fracción VIII del numeral 225 del Código Penal Federal, que es la que más se asemeja a la prevista por aquél precepto, se integre así la averiguación y en su caso se procese y condene al activo por dicha conducta conforme al último artículo y Código Penal indicado. De lo contrario se estarían violando la garantía de seguridad jurídica establecida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTICULO 201.- La sanción a que se refiere el precepto precedente se aplicará igualmente al juez de Distrito o autoridad que conozca del juicio, en cualquiera de los casos siguientes:

I.- Cuando excarcele al quejoso contra lo prevenido en las disposiciones aplicables de esta ley, sin perjuicio de la pena que corresponda y que aplicará por separado la autoridad competente, si con el (sic) excarcelación se cometiere otro delito;

II.- Cuando por no dar curso oportuno a las promociones que por su conducto se hagan a la Suprema Corte se retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la administración de justicia;

III.- Cuando sin motivo justificado se suspenda o difiera la audiencia constitucional;

IV.- Cuando fuera de los casos permitidos por esta ley decrete la suspensión del acto reclamado, aunque sea con el carácter provisional, y por virtud de ella se produzca un daño o se conceda una ventaja indebidos.

Nos remitimos a los comentarios realizados a los preceptos anteriores, ya que aun cuando en este artículo se hace una relación de diversas hipótesis que el legislador consideró necesario penalizar, sin embargo al inicio del mismo utiliza la frase “la sanción a que se refiere el precepto precedente se aplicará ”, lo cual le genera la misma crítica que a los preceptos que anteceden; manifestando también que de presentarse como hechos los casos enunciados en cada una de las fracciones anteriores, encuadrarían en términos generales en las hipótesis que prevé el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia. 

De realizarse el hecho señalado en el artículo 201 fracción I, de la Ley de Amparo, aún cuando se pueda sostener que se encuadraría en la fracción XXVI del artículo 225 del Código Penal Federal, que señala:

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públicos los siguientes: 

. . . 

XXVI.- Permitir, fuera de los casos previstos por la ley, la salida temporal de las personas que están recluidas. 

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

. . . 

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.”

Puesto que aparentemente, con un punto de vista superficial, se trataría de hipótesis similares; empero hecho un análisis más cuidadoso de una y otra figuras se puede advertir que cada una de ellas contiene en realidad elementos distintos, por lo cual no existe vía lógica para determinar la sanción que sea exactamente aplicable al caso previsto en la fracción I del artículo 201 de la Ley de Amparo.

De presentarse en el mundo fáctico los casos señalados en las fracciones II y III del artículo 201 de la Ley de Amparo, se encuadrarían en la hipótesis de la fracción VIII del artículo 225 del Código Penal Federal, que reza: 

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por funcionarios públicos los siguientes: 

. . .

VIII.- Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administración de justicia; 

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

. . . 

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”. 

Por lo que hace a la realización del hecho previsto en la fracción IV del artículo 201 de la Ley de Amparo, este encuadraría en la fracción VII del artículo 225 del Código Penal Federal, que apunta: 

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públicos los siguientes:

. . .

VII.- Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan a alguien una ventaja indebidos;

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.” 

De conformidad con lo hasta aquí señalado, respecto de los tipos penales a que se refiere cada una de las fracciones del artículo 201 de la Ley de Amparo, es necesario tener en cuenta que por las razones expuestas su existencia materialmente resulta letra muerta por carecer de una penalidad estrictamente aplicable al caso concreto, y que de actualizarse cualquier conducta por ellas regulada, de encuadrar en las fracciones relacionadas del artículo 225 del Código Penal Federal, sería en todo caso respecto de los tipos penales previstos en éste último precepto respecto de los cuales habría que integrarse la averiguación, procesarse y en su caso condenarse al activo del delito, para imponerle la pena que le corresponda conforme al mismo dispositivo, y no conforme a la Ley de Amparo por las razones ya indicadas, lo que sucede también en los casos señalados en los artículos 202, 205, 206, 208 y 209 de la Ley de Amparo, a los cuales, hecha esta precisión, aludiremos a los tipos penales del Código Penal Federal a los que se adecuarían de presentarse como hechos las hipótesis que prevén.

ARTICULO 202.- La falta de cumplimiento de las ejecutorias de amparo imputables a los jueces de Distrito, o a las autoridades judiciales que conozcan del juicio, se castigarán con arreglo a las disposiciones del Código Penal aplicable en materia federal a los responsables del delito de abuso de autoridad.

Este precepto se relaciona con el artículo 215 del Código Penal Federal, que señala: 

“Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores públicos que incurran en alguna de las conductas siguientes: 

. . . 

III.- Cuando indebidamente retarde o niegue a los particulares la protección o servicio que tenga obligación de otorgarles o impida la presentación o el curso de una solicitud; 

IV.- Cuando estando encargado de administrar justicia, bajo cualquier pretexto, aunque sea el de obscuridad o silencio de la ley, se niegue injustificadamente a despachar un negocio pendiente ante él, dentro de los términos establecidos por la ley; 

. . . 

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos…”.

ARTICULO 203.- La imposición de cualquiera pena privativa de la libertad por causa de responsabilidad, importa la destitución de empleo y suspensión de derechos para obtener otro en el ramo judicial, en el del trabajo o en el Ministerio Público, por un término hasta de cinco años.

ARTICULO 204.- Las autoridades responsables que en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión rindan informes en los que afirmaren una falsedad o negaren la verdad, en todo o en parte, serán sancionadas en los términos que señala el Código Penal aplicable en materia federal para las autoridades que lleven a cabo esas afirmaciones o negativas al enviar información a otra autoridad.

El Código Penal Federal en su artículo 247 dispone que: “Se impondrá de dos a seis años de prisión y multa de cien a trescientos días multa:

. . .

V.- Al que en juicio de amparo rinda informes como autoridad responsable, en los que afirmare una falsedad o negare la verdad en todo o en parte”. 

En este caso, resulta redundante lo dispuesto en el precepto transcrito de la Ley de Amparo, puesto que esta conducta ya se encuentra tipificada en el Código Penal Federal.

ARTICULO 205.- La autoridad responsable que maliciosamente revocare el acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el amparo sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, será castigada con las sanciones previstas en el Código Penal aplicable en materia federal para los responsables del delito de abuso de autoridad.

Tiene relación con lo dispuesto en el artículo 215 del Código Penal Federal, que se refiere a distintos delitos de abuso de autoridad que cometen los servidores públicos, en los términos siguientes:

“Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”; pero debe señalarse que no puede considerarse que tales penalidades correspondan jurídicamente al contemplado en la Ley de Amparo aludido, en atención a que los elementos de que se integra el contemplado en la Ley de Amparo son de naturaleza diversa, son totalmente distintas, que los contemplados en los delitos de abuso de autoridad previstas en el Código Penal Federal, por lo que cualesquiera de las penalidades que en la práctica se pueda elegir carecería del debido sustento lógico jurídico, y en todo caso se estarían aplicando o pretendiendo aplicar penas por analogía, práctica reprobada por la Constitución Federal.

ARTICULO 206.- La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal aplicable en materia federal para (sic) el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.

El artículo 215 del Código Penal Federal, establece al efecto: 

“Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos. 

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”.

En relación con el sistema para determinar las penas a aplicar en el caso del delito a que alude el artículo 206 de la Ley de Amparo, cabe hacer comentarios similares de los que se acaban de elaborarse, respecto del delito ya comentado que contempla el artículo 205 de la Ley de Amparo, debiendo también señalarse que el sistema de determinación de esas penas es incorrecto, toda vez que los elementos materiales de que se integra el delito previsto en la Ley de Amparo son distintas, e incluso de caracteres diversos, de los que aparecen en as descripciones de los tipos de Abuso de Autoridad previstos en el Código Penal Federal, de donde al tener que elegir las penas a aplicar por el delito específico contemplado en la Ley de Amparo, de aquellas del delito de abuso de autoridad, se estarán aplicando las penalidades en forma analógica, lo cual está en contradicción con los principios de seguridad jurídica que contempla la carta fundamental.

ARTICULO 207.- La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos previstos por el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

De presentarse el hecho previsto en el precepto que antecede, se tipificaría un delito contra la administración de justicia, pero no podría sancionarse ese hecho de acuerdo con la descripción realizada en el artículo 207 de la Ley de Amparo, toda vez que carece de una pena exactamente aplicable al tipo penal establecido en la propia Ley de Amparo.

Ese hecho tipificado como un delito cometido contra la administración de justicia, encuadra en la hipótesis a que alude la fracción del artículo 225 del Código Penal Federal, que expresa: 

“Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públicos los siguientes:

. . .

VII.- Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan a alguien una ventaja indebidos;

. . .

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, XXIV, XXV y XXVI, se les impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa.

En todos los delitos previstos en este capítulo, además de las penas de prisión y multa previstas, el servidor público será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”. 

ARTICULO 208.- Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia de la autoridad federal, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al juez de Distrito que corresponda, para que la juzgue por la desobediencia cometida, la que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de abuso de autoridad.

El artículo 215 del Código Penal Federal, señala al efecto: 

“Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos días multa y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos. Igual sanción se impondrá a las personas que acepten los nombramientos, contrataciones o identificaciones a que se refieren las fracciones X a XII.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las fracciones VI a IX, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, de setenta hasta cuatrocientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos”.

Cabe señalar que para el presente artículo el comentario es similar al realizado en preceptos que anteceden cuando remiten para la penalidad al Código Penal, en cuanto a que nuevamente se sigue un sistema para determinar las penas, en el cual la que finalmente se tenga que utilizar ocurra de manera analógica, ya que los elementos de que se integra el  delito previsto en la Ley de Amparo, son distintos de aquéllos otros con que se configuran la diversidad de delitos de abuso de autoridad que prevé el Código Penal Federal, sistema que se encuentra reprobado por los principios de la Constitución Federal. 

Estos mismos comentarios cabe hacer en relación al contenido del artículo 209 de la Ley de amparo, el cual dice:

ARTICULO 209.- Fuera de los casos señalados en los artículos anteriores, cuando la autoridad responsable se resista a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictados en materia de amparo será sancionada en la forma precisada en el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia, por los actos u omisiones ahí previstos, puesto que lo que ocurre es que para la aplicación de las penalidades que correspondan al delito previsto en la Ley de Amparo acabado de mencionar se sigue el mismo sistema nada ortodoxo de pretender aplicarlos tomando las de figuras delictivas las previstas en el Código Penal Federal, que aunque se asemejan en la contemplada en la Ley de Amparo en uno y en otro casos se trata de delitos con elementos de diverso carácter, por lo cual se sigue el sistema de aplicar penas en forma analógica, se repite, método prohibido por la Carta Magna.  

ARTICULO 210.- Siempre que al concederse definitivamente al quejoso el amparo de la Justicia Federal apareciere que la violación de garantías cometida constituye delito, se hará la consignación del hecho al Ministerio Público.

Los preceptos de la Ley de Amparo que se han venido señalando tratan de establecer tipos penales para ser sancionadas penalmente las conductas que encuadren en los respectivos tipos, algunas de estas conductas deben ser sancionadas penalmente por disposición de lo que la propia Constitución dispone en su artículo 107 fracciones XVI y XVII, empero las conductas descritas en los preceptos de la Ley de Amparo que se aluden constituyen meras declaraciones sin establecer de una manera técnicamente correcta sanciones penales para las conductas descritas. Esto obedece a que el legislador se limitó a describir conductas en los preceptos de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, remitiendo para su sanción a las disposiciones del Código Penal Federal. Pero no se tomó en consideración que en el Código Penal Federal, específicamente en lo relativo a los delitos de abuso de autoridad y a los cometidos contra la administración de justicia, que son a los que remiten los numerales de  la Ley de Amparo, se prevén dos o más penalidades, las que tendrán que aplicarse de acuerdo a la hipótesis que se actualice.

Esto trae como consecuencia que no se podrá determinar exactamente y con apego a la Constitución, la penalidad para cada uno de los supuestos previsto en la Ley de Amparo, en virtud de que para determinar cuál es la sanción que se tiene que imponer se tendrá que recurrir a las hipótesis previstas en el Código Penal Federal para saber con cual de ellas tiene la disposición remitente de la Ley de Amparo mayor similitud o semejanza, lo que implica una aplicación analógica de la ley, violatoria de la garantía establecida en el tercer párrafo del artículo 14 constitucional, que ordena que en los juicios del orden criminal las penas deben de ser exactamente aplicables al delito de que se trate, lo que en los casos de estudio, no sucede, por lo que podemos concluir que las conductas aludidas en los preceptos de la Ley de Amparo en estudio no responden propiamente a una política legislativa acertada de determinación y precisión de las penas.

Pero debemos decir que ello no obsta que de realizarse en varios de los casos ya examinados las conductas señaladas en la Ley de Amparo, estas constituyan delitos, los cuales tendrán que ser sancionados, por estar tipificados penalmente no de conformidad con los preceptos de la Ley de Amparo, sino de conformidad con las disposiciones del Código Penal aplicable en materia Federal. En estos casos, el acusador público y el juzgador, para aplicar las penas correspondientes tendrán que encuadrar tales conductas y modo sancionarlas, de acuerdo con las hipótesis previstas en el Código Penal Federal.

Por ello, se hace necesario corregir estas irregularidades que presenta la Ley de Amparo en vigor, agrupando cada una de las hipótesis legales que prevén las disposiciones relativas del Código Penal Federal. Crear leyes penales, que contengan el tipo y la punibilidad, en debido acatamiento a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Evitar la duplicidad de supuestos que deban ser penalizados, de remisiones injustificadas a la Ley Penal Federal, para lograr una efectiva tutela de los bienes jurídicos que deben ser protegidos y un procedimiento de amparo eficaz, que cumpla con el mandato constitucional de proteger de manera efectiva las garantías de los gobernados.

ARTICULO 211.- Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario:

I.- Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17;

II.- Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos, y

III.- Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

De los preceptos transcritos se puede observar que en la Ley de Amparo se prevén sanciones de tipo administrativo como son las multas; y sanciones de carácter penal que ameritan penas privativas de libertad y multas. En la Ley de Amparo en lo que respecta a los delitos que pueden configurarse durante la tramitación de sus procedimientos, encontramos en la generalidad de los casos remisiones al Código Penal Federal, para sancionar conductas que encuadran en los tipos que prevé este ordenamiento, como son la desobediencia y resistencia de particulares, el abuso de autoridad y los delitos cometidos contra la administración de justicia. Dentro de la Ley de Amparo únicamente encontramos como tipos penales especiales, como conductas descritas por el legislador que son autónomas de las previstas en la ley penal general, las establecidas en el Título Quinto del Libro Primero, denominado “De la Responsabilidad en los juicios de amparo”, correspondientes a los numerales 199 a 211 y el tipo penal establecido en el artículo 23.

El establecimiento de tipos penales en la Ley de Amparo debe obedecer a la tutela de bienes jurídicos perfectamente determinados, cuya protección y salvaguarda lleven a la conservación del orden social. Por su parte la previsión de sanciones administrativas en el ordenamiento antes citado debe tener como fundamental finalidad hacer el procedimiento más ágil, evitar retrasos en la ejecución de los actos de autoridad apegados a la Constitución.

Bajo estas premisas y de acuerdo con las teorías que sirven de base y justificación al Estado para crear un tipo penal e imponer una pena a quien actualice la conducta descrita y prohibida, en los apartados subsecuentes se hará el análisis de las sanciones establecidas en la Ley de Amparo, con el objeto de identificar si efectivamente se encuentran justificadas.

2.- Naturaleza y finalidad de las penas.

Después de referirnos a las sanciones y tipos penales que establece la Ley de Amparo en vigor, es necesario hacer un breve análisis de la potestad para sancionar, dentro de un Estado Democrático de Derecho como el establecido en nuestra carta magna, en que se estatuye que todo poder dimana del pueblo y se instituye para su beneficio y no para sojuzgar al gobernado, en donde el individuo es la razón de ser del propio Estado y no un objeto para el logro de los fines de quienes detentan el poder.

Hacer el análisis de las posibles sanciones penales que puedan establecerse en la Ley de Amparo implica no apartarse de los postulados de la teoría de las penas, pues el hecho de que se esté hablando de la materia de amparo, si en la ley correspondiente se abordan tipos penales, necesariamente tendrá que regirse a los principios y directrices de la teoría del delito y de las penas conforme a la ciencia jurídica del derecho penal.

En esta tesitura, que lógicamente tiene que aplicarse, no puede pasarse por alto que la función que tiene el derecho penal es la de protección de bienes jurídicos, sean individuales, sociales o colectivos, pero, como lo señala el Doctor Moisés Moreno Hernández, no cualquier bien jurídico justifica la intervención penal para su protección sino únicamente los bienes jurídicos que son de fundamental y capital importancia para la convivencia ordenada de la comunidad, cuya protección no puede lograrse por otros medios jurídicos o incluso medios no jurídicos o no penales; por lo tanto los bienes de menor importancia deben ser atendidos por otra área del derecho distinta a la penal, no deberá tratárseles de manera penal, represiva. Sólo los bienes de fundamental importancia deben de ser protegidos por el derecho penal, entendiéndose dentro de éste, tanto el establecido en los Códigos Penales, como en los demás cuerpos legales que a determinadas conductas tipifiquen. Para cumplir con esta función el Estado se atribuyó el monopolio en materia de justicia, de seguridad jurídica y de seguridad pública, siendo el único que criminaliza o descriminaliza determinadas conductas, pero atendiendo siempre a que el derecho como el propio Estado son creación del hombre, concebidos como “instrumentos al servicio del hombre” y no para servirse del hombre, considerándose a éste no como un mero instrumento o cosa sino como persona y como un fin en sí mismo.

Al ser el Estado Democrático de Derecho una creación del hombre y provenir su poder del pueblo o sociedad, quien justifica y legitima su existencia o razón de ser, su función no puede traducirse más que en la realización de fines consistentes en crear y asegurar las condiciones de existencia que satisfagan las necesidades del grupo de individuos que le dio origen y posibilitar la vida ordenada en comunidad, viniendo a ser el Derecho uno de los medios más adecuados con que cuenta el Estado y la Sociedad para el logro de sus fines, no pudiendo distanciarse de esa función y fines el derecho penal  y cualquier ley que pretenda establecer un tipo penal para imponer una pena. El Derecho Penal no debe ser utilizado de manera abusiva, despótica, corrupta o arbitraria con motivo de la formidable fuerza, poder, atribuciones y facultades que concentra el aparato llamado Estado; sino que únicamente se puede hacer uso de él para la protección de los bienes jurídicos más preciados para los individuos, en su individualidad, en la colectividad, en comunidad, en Sociedad, para la protección de los bienes más importantes o esenciales para la vida ordenada en común, y además como un último recurso, como la última ratio, es decir, en un Estado Democrático de Derecho como lo establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo debe echarse mano del Derecho Penal en última instancia, cuando se hayan agotado otros medios, cuyas consecuencias sean quizás menos drásticas, o sólo cuando éstos resulten insuficientes o ineficaces para la protección de esos bienes jurídicos y exista la convicción de que aquél será un recurso mejor. El Derecho Penal no es la pócima mágica que todo lo resuelve, sino por el contrario, es sabido que un Estado se califica por lo que castiga y prohibe, no por lo que pregona y vocifera a través de la ingente manifestación del poder de los medios de difusión.

No pueden pasarse por alto los estudios de tantos tratadistas acerca de las penas y la finalidad de las mismas. La función que se le atribuye a las penas es la de readaptar al delincuente, su resocialización o reeducación. No se pueden cerrar los ojos a la realidad, es necesario reconocer a través de ciertas evidencias que se vienen manifestando que la readaptación social no se ha podido lograr cabalmente, situación que cada día se hace más evidente dadas las condiciones en que actualmente se encuentra el sistema penitenciario. De ahí que en los tiempos actuales se plantea en nuestro país como en otros tantos del mundo, la cuestión de si la política criminal de represión penal a través del incremento de los tipos penales y de las penas de prisión es la política que debe seguirse aplicando, o de si deben buscarse otros medios que resulten más funcionales y eficaces.

Ahora bien, de los tipos penales establecidos en la Ley de Amparo se observa aquél en que se describe el acto por el que un quejoso para darle competencia a un Juez de Distrito, designa como autoridad ejecutora a una que en realidad no lo es, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17 de la Ley de Amparo, conforme a la ley vigente amerita ser sancionado penalmente de conformidad con las premisas establecidas, y así ello da lugar a una sanción penal. Este tratamiento penal o represivo dado a dicho comportamiento, conforme a las expuestas concepciones filosóficas de un Estado Democrático de Derecho, como lo es el mexicano, no tiene ninguna justificación debido a que el expresar que una autoridad tiene el carácter de ejecutora sin serlo, no significa vulnerar un valor de tal entidad, que por ello deba ser protegido con un tipo penal. Es obvio que para proteger aquel bien que exige en el caso de que se trata de conducirse con probidad, basta con señalar sanciones debidamente delimitadas de carácter meramente administrativo. Ya se ha visto de que el Estado no puede concebirse como un fin en sí mismo. Ya que no se afectan bienes jurídicos de trascendencia para la colectividad; toda vez, que si bien se trata de un abuso de un medio procesal, no revela peligrosidad social en su autor, por lo que no se justifica que el quejoso sea privado de su libertad.

3.- Tendencias actuales del sistema político mexicano.

Las tendencias actuales del sistema político mexicano de disminuir los requisitos legales para incrementar el número de aprehensiones y de personas sujetas a procesos penales; de hacer nula la garantía del artículo 16 de la Carta Magna y por tanto el cumplimiento de los fines del Juicio de Amparo como han sido en los mencionados casos las últimas reformas a los artículos 16 y 19 constitucionales y a diversos numerales de la Ley de Amparo nos llevan a concluir que los órganos estatales han adoptado actitudes de disminuir la protección de los individuos, escudándose bajo el argumento de satisfacer el interés social y como eje central evitar la impunidad.

La reforma y creación de disposiciones jurídicas debe estar orientada a cumplir con las finalidades de las leyes guiadas siempre por los postulados constitucionales y no dificultando el acceso a su tutela.


El Juicio Constitucional de Amparo ha sido establecido como un medio jurídico procesal de defensa de las garantías constitucionales. Su finalidad es la protección de las garantías del gobernado. Para cumplir con este objeto la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos debe regular un proceso accesible que obedezca a los fundamentos jurídico-políticos que señala la Ley Fundamental. Garantizar un real acceso a la Justicia Federal conlleva rechazar la idea de impedir o dificultar a los gobernados la  promoción de la acción constitucional.

Tratar de inhibir el accionar de los gobernados para obtener el respeto y protección de sus garantías individuales en cualquier ámbito del Derecho: civil, familiar, mercantil, penal, laboral, agrario o administrativo; so pretexto de evitar mediante la amenaza legal de aplicación de sanciones penales el ejercicio abusivo de este medio procesal en los respectivos procedimientos por retardarlos impidiendo el actuar de las autoridades, no es razón para adoptar esta clase de medidas de carácter autoritario y represivo, que no combaten y que por ende encubren la verdadera causa de esta problemática.

La política criminal que se sigue por quienes se encuentran al frente de las directrices del Estado Mexicano, se está saliendo cada vez más del marco establecido en los Códigos Penales clásicos, y se ha incluido en multitud de leyes especiales que formalmente no son leyes penales, pero que sin embargo establecen tipos penales en no pocas ocasiones con mayores penalidades y menores elementos. Es enorme la lista de leyes especiales que en la actualidad en nuestro país establecen tipos penales, y se observa una tendencia cada vez más marcada y acelerada a engrosar el catálogo de conductas que se consideran delitos para alcanzar los fines que aquéllas se proponen; esto es, se ha querido lograr a través de la creación de nuevos tipos penales con penas más severas y hasta inhumanas, objetivos que debieran alcanzarse por medio de otras normas de naturaleza no penal, procesales adecuadas.

4.- Conveniencias e inconveniencias de tipos penales en la Ley de Amparo.

A través de la imposición de sanciones penales en los juicios de amparo se han esgrimido argumentos en el sentido de que con ello se pretende hacer ágil el juicio de amparo, que el amparo no dé lugar a retrocesos en los procedimientos de los cuales deriva el acto reclamado, que con la interposición del juicio se retrase el ejercicio de las funciones de los servidores públicos, que se impida que dichos juicios sean contenedores de falsedades;  pero debe advertirse que si bien éste tipo de abusos deben ser evitados ello no significa que lo adecuado sea adoptar medidas represivas que puedan llevar a intimidar o atemorizar al gobernado ocasionando que no promueva juicio de garantías por el temor a ser sancionado penalmente aun cuando su posible reclamo sea justificado. El establecimiento de medidas penales puede llevar a cometer injusticias puesto que a quienes se aplicarían las sanciones sería directamente a los quejosos gobernados quienes no son peritos en derecho y siendo que las consecuencias del abuso en la interposición del amparo pueda venir directamente de su abogado o patrono. Ello significa que se deben adoptar medidas para disminuir en lo posible la interposición de amparos ilegítimos pero el carácter de estas medidas deben ser de carácter procesal y no a través de figuras típicas, pudiendo ser en último caso sanciones de tipo administrativo como multas y arrestos.

De conformidad con lo que hemos venido señalando, podemos formular las siguientes conclusiones:

PRIMERA: Los preceptos de la Ley de Amparo, Capítulos I y II, del Título Quinto denominado  “De la Responsabilidad en los Juicios de Amparo” al remitir a las sanciones penales previstas por el Código Penal Federal para los delitos de abuso de autoridad y los cometidos contra la administración de justicia, son inoperantes puesto que se trata de tipos penales sin sanción, es decir, al hacer remisión a las sanciones penales del Código Penal Federal y al prever éste diversas penalidades para sus correspondientes hipótesis, para actualizar cualquiera de ellas se determina que en la práctica se realiza una aplicación analógica de la ley penal, lo que se encuentra prohibido por el párrafo tercero del artículo 14 constitucional.

SEGUNDA: La Ley de Amparo al prever tipos penales que en esencia son especies de los géneros de los delitos de abuso de autoridad, de los cometidos contra la administración de justicia, falsedad y resistencia y desobediencia de particulares deben ser regulados por el Código Penal Federal agregando a sus preceptos dichas hipótesis.

Por ello, la propuesta que se realiza es que los supuestos que den lugar a las sanciones penales sean regulados por el Código Penal Federal, es decir, que las conductas descritas en los diversos preceptos de la Ley de Amparo que fincan responsabilidad penal, sean incorporadas como hipótesis o tipos penales a las disposiciones del Código Penal Federal relativas a los delitos de desobediencia y resistencia de particulares, abuso de autoridad, delitos cometidos contra la administración de justicia, falsificación de documentos y falsedad en declaraciones judiciales, por lo que para evitar, la duplicidad de regulaciones la Ley de Amparo dispondría que la responsabilidad penal derivada de un juicio de amparo estará sujeta a las disposiciones del Código Penal aplicable en materia Federal; con la precisión hecha de que en el caso de que el quejoso, para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17 de la Ley de Amparo, tal hecho será castigado con sanciones administrativas adecuadas y conforme a la naturaleza y gravedad de la falta pero no penalmente.

De esta manera en la Ley de Amparo al abordar lo relativo A LA RESPONSABILIDAD EN LOS JUICIOS DE AMPARO, sólo habría un numeral que dispondría:

“Los funcionarios que conozcan del amparo, las autoridades responsables y las partes, serán penalmente responsables por las acciones u omisiones en que incurran en los juicios de amparo en los términos prescritos por el Código Penal aplicable en materia federal.”

Francisco Salvador Pérez.

Me dirijo a Usted respetuosamente, en relación con el comunicado que amablemente nos fue hecho llegar a los Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito, correspondiente a la proposición de aportaciones para la iniciativa de una nueva Ley de Amparo, que en su caso sea sometida a la consideración de una Convención Nacional, manifestándole al respecto que es mi deseo el enviar propuestas que, con la experiencia adquirida al paso de los años en la carrera judicial, he advertido resultan ser necesarias en algunos preceptos de la Ley de Amparo que requieren reformas o bien adiciones.

En cumplimiento a los incisos a) al c) del comunicado que amablemente nos fue enviado, por la Comisión de la cual Usted es Coordinador, me permito hacer los siguientes señalamientos:

PRIMERA PROPUESTA:

a).- Precepto actual del que se pretende la reforma lo es en relación con el Artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, en su texto actual que dice: 

"Artículo 83.- Procede el recurso de revisión: (...) II.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a).- Concedan o nieguen la suspensión definitiva. (...)"

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

El Legislador para agilizar el trámite, conclusión y resolución de los juicios de amparo, se percató que resultaba contrario a la economía y fluida marcha del procedimiento el que se tuvieran que promover dos diversos recursos en torno a la actuación judicial integral que consiste en la audiencia constitucional y la sentencia que, en el mismo acto, debe ser pronunciada.  Así fue como descartó la procedencia del recurso de queja en contra de los acuerdos dictados en dicha audiencia constitucional, para establecer como forma de impugnación mediante agravio que se formule en recurso de revisión que, en su caso, se promueva en contra de la sentencia que resuelva el  juicio de amparo, como se prevé en la parte final de la fracción IV  del Artículo 83 de la Ley de Amparo.

Ahora bien, resulta carente de congruencia legislativa el que tratándose de un procedimiento accesorio del principal, en el incidente de suspensión se hubiera omitido seguir la misma regla procesal para la impugnación de los acuerdos dictados en audiencia incidental, pues en su redacción vigente el inciso a) de la fracción II del Artículo 83 de la Ley de Amparo, tiene los mismos limitantes de una disposición superada, como lo fue la previa a la modificación de la fracción IV del Artículo 83 de la Ley de la Materia.  En otras palabras, los acuerdos dictados en la audiencia incidental tienen que recurrirse en queja conforme a lo que prevé la fracción VI del Artículo 95 de la Ley de  Amparo, en tanto que la resolución que niegue o conceda la suspensión definitiva, tiene que impugnarse mediante el recurso de revisión.

c).- La redacción que resultaría al incorporar la propuesta de adición, quedaría en la siguiente forma:

"Artículo 83.- Procede el recurso de revisión: (...) II.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a).- Concedan o nieguen la suspensión definitiva. (...)"

"Al recurrirse tales resoluciones, deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental".

SEGUNDA PROPUESTA:

a).- Precepto actual del que se pretende la reforma, lo es el Artículo 163 de la Ley de Amparo, en torno al trámite de recepción de la demanda de amparo directo

Texto vigente:

"Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente."

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

En los tribunales colegiados de circuito, se ha advertido que algunas autoridades responsables ordenadoras, quienes solamente actúan como auxiliares de la Justicia Federal, se rehusan a recibir demandas de amparo directo promovidas en contra de sentencias definitivas o de resoluciones que hubieren puesto fin a un juicio, de ellas reclamadas.

La actuación de las autoridades responsables, en esos casos, como es en su carácter de auxiliares, con atribución provisional solamente de recepción, acuerdo de dicha recepción, en su caso, de decisión del otorgamiento o no de suspensión de los actos reclamados y de orden y realización de emplazamiento a la parte tercera perjudicada, no comprenden desde luego la de decidir si la demanda ante ellas presentada resulta ser o no improcedente, o bien, si en su criterio deba ser o no competencia de juez de distrito en amparo indirecto, porque en todo caso, la atribución  esencial reside en el tribunal colegiado a quien comprenda conocer, en su momento de dicha demanda.

c).- Por tanto, para evitar que las autoridades responsables en esos casos, injustificadamente se rehusen a recibir demandas de amparo directo contra actos de ellas reclamados se propone la siguiente adición al Artículo 163 de la Ley de Amparo:

"Artículo 163.- La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió. Esta tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la misma, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de presentación del escrito, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas; la falta de la constancia se sancionará en los términos del artículo siguiente."

"La autoridad responsable, bajo ningún pretexto, podrá negarse a recibir una demanda de amparo promovida en contra de un acto de ella reclamado y, si rehusare su recepción, se le impondrá una multa de veinte a ciento veinte días de salario, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda resultar por su actuación en el servicio público".

TERCERA PROPUESTA:

a).- El precepto de la Ley de Amparo del que se pretende la aportación de una adición, lo es el Artículo 167 de dicho ordenamiento, que en su texto vigente dice:

"Artículo 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las parte en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos."

b).- MOTIVOS DE LA APORTACION:

Para evitar que las autoridades responsables en un juicio de amparo directo, al recibir una demanda uniinstancial retarden el trámite provisional de recepción, acuerdos de recepción, otorgamiento, en su caso, de suspensión de los actos reclamados, y emplazamiento a la parte tercera perjudicada,  que en algunos casos se ha advertido dilatan injustificadamente, se propone la siguiente adición:

"Artículo 167.- Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de las partes en el juicio constitucional; copias que la autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos."

"El emplazamiento deberá realizarse a más tardar, dentro de los dos días siguientes al en que se cuente con la demanda de amparo, copias suficientes y el acuerdo inmediato de recepción que corresponda, notificado en primera fase conforme a la Ley que rija al acto reclamado.  La autoridad responsable que no dé cumplimiento a lo anterior se hará acreedora a una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario"

Por tanto, respetuosamente someto a la consideración de la Comisión, las propuestas de adiciones a tres preceptos de la Ley de Amparo, que me permito realizar a través del presente escrito para los efectos de su amable atención.

GUILLERMO CAMPOS OSORIO

PROPUESTAS DE REFORMAS A LA LEY DE AMPARO.

El artículo 1º. de la vigente Ley de Amparo, dice:

Artículo 1º.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:

I.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados;

III.- Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal.

Se propone nuevo texto derogatorio del tenor siguiente:

Artículo 1º.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda contienda judicial o controversia en general, que se suscite por leyes o actos de las autoridades de los Poderes de la Unión, que violen o en alguna forma restrinjan las garantías individuales; el fin último de su procedencia es restituir al agraviado en el pleno goce y disfrute de la garantía violada.

Sin distinción de nacionalidad, cualquier individuo, por el sólo hecho de encontrarse en territorio nacional, puede ejercitar la acción de amparo.

MOTIVACIONES:

En honor a la naturaleza intrínseca y depuración del juicio de garantías, procede la derogación que se propone, por los antecedentes y consideraciones que a continuación se exponen:

Cuando en el siglo pasado se empezaron a gestar nuestras instituciones jurídicas y políticas y de entre ellas el juicio de amparo, la impropiamente denominada República Democrática Mexicana, solamente existía en la teoría y en el pensamiento de los mexicanos que luchaban por el establecimiento definitivo de un país institucionalmente republicano y demócrata acorde con las más avanzadas ideologías de los tiempos que corrían. Por esa lucha, México venía arrastrando un historial saturado de eventos por demás caóticos y aún vergonzantes; recordemos: gobiernos centralistas y despóticos, asonadas, motines y conspiraciones, saqueo del Parián, desconocimiento absoluto de la división de poderes, absolutismo clerical y político, amago constante de las libertades públicas y a los derechos del hombre, invasión del 47 y Tratados de Guadalupe-Hidalgo, intolerancia y fueros, desconocimiento de la Constitución del 57 y consiguiente golpe de Estado de Comonfort, conservadores, liberales, polkos y estúpidos caprichos de Su Alteza Serenísima. ¿Qué se podía esperar de un país víctima de invasiones y que ni siquiera estaba integrado social y políticamente, ni siquiera geográficamente?. La defectuosa división política y territorial de la naciente República Federal conformada a base de villas, cuarteles y cantones y principalmente inmensos latifundios, no permitía el establecimiento y desarrollo de una auténtica y real Federación. Las invasiones internas estaban a la orden del día y las que se llamaban entidades estatales, se sentían lesionadas en su “soberanía”. En fin, destrucción de la República y establecimiento de un Imperio. Mayores desgracias y calamidades no se podían tener.

Para efectos de nuestro tema, quizás extrañe la anterior profusión de citas de nuestra Historia. A ese respecto, es del todo conveniente recordar que el nacimiento y desarrollo de nuestro juicio de amparo van unidos a nuestra Historia Patria. La Historia es narración veraz de hechos; y los hechos, los que tienen relevancia social o política, generan el Derecho. Tal aconteció con las fracciones II y III del artículo 103 Constitucional, fracciones a las cuales impropiamente se les ha querido dar sentido pragmático a través del juicio de garantías individuales “apoyándose” quienes así piensan, en las calamidades de nuestra Historia, que han quedado lacónicamente mencionadas. Con ello queremos dar a entender, que al través de las citadas fracciones, trata de utilizarse al juicio de amparo cual si fuera panacea para todos los males de la Federación y las entidades que la integran Todavía, como si aún viviéramos la historia vergonzosa, desintegradora y sombría de los cuartelazos y las invasiones de soberanías del siglo XIX, las entidades federativas hacen valer a favor de su régimen interno la leyenda que reza: “Estado Libre y Soberano de…” Se pensó, entonces, que en todo ello habría de desempeñar su función defensora de soberanías el juicio de garantías.

Ahora, digámoslo de una vez, los tiempos han cambiado; existe una bien definida geografía política de la República. Las asonadas, los golpes de estado, los polkos y el clericalismo latifundista de manos muertas son recuerdos del pasado. Y no obstante nuestro drama histórico, Vallarta, Otero, Rejón y todos aquéllos prohombres del 57 que lucharon con la voluntad y el pensamiento para formar la República sobre los cimientos de la democracia, nos legaron la gran institución jurídica timbre de orgullo de la mexicanidad.

Pero, señores Ministros, entendamos la verdadera naturaleza intrínseca y los alcances jurídicos y sociales de nuestro juicio de amparo.

Está vigente y brilla con luz propia la fórmula Otero:

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Este es el gran postulado. Casi nos atreveríamos a decir que es alfa y omega de la verdadera y esencial naturaleza del juicio de garantías. De ahí, no hay más que dar un paso: una cosa son la Federación y los Estados que la integran, con sus respectivos poderes y soberanías, y otra muy, pero muy distinta, es el individuo, persona física titular de garantías individuales las cuales inherentemente le pertenecen desde su gestación en el seno materno. Esta distinción nos recuerda la ley de los contrarios de que nos habla Aristóteles: una cosa es lo frío y otra muy distinta es el fuego, ambos se contraponen por su propia naturaleza. Así, el individuo es la persona humana y no se le puede medir con el mismo rasero con el que se mide a la Federación y a los Estados, cada uno tiene sus propios atributos. Pero, a mayor abundamiento, nótese que las fracciones II y III del Artículo 103 Constitucional, son iguales en su texto a las fracciones II y III del artículo 1º de la Ley de Amparo. La cuestión a discutir en relación con las garantías individuales es que las tales fracciones se refieren a invasión o ataques a soberanías entre entidades de Derecho Político que nada, absolutamente nada, tienen que ver con las garantías individuales. En el último de los casos, las susodichas fracciones no son más que pirotecnia parlamentaria de unos debates que pertenecen a un México del ayer revolucionario. Pero, los que se dicen entendidos en la materia, afirman, no sin cierta presunción de ánimo, que se trata de la gran técnica jurídica y los grandes alcances constitucionales que tiene el juicio de garantías. Y aún se dice que “lo hecho, hecho está”.

Las garantías individuales que de suyo le pertenecen y son inherentes a la persona humana, en resumidas cuentas no son más que los Derechos del Hombre, emanados jurídica y filosóficamente de la Revolución Francesa, como es bien sabido. Y ello es así, porque no podemos desconocer, que nuestros jurisconsultos de tinte liberal del siglo pasado, recibieron la influencia de la Declaración de los Derechos del Hombre y se inspiraron en las doctrinas de Voltaire, Montesquieu, Rousseau, Diderot, Holbach y otros. Estos pensadores franceses, sabemos, pugnaron en forma pertinaz por el reconocimiento y defensa de los derechos innatos y privativos de la persona humana para liberarla de los abusos y desmanes de los déspotas arbitrarios que se creían de origen divino y superiores a sus congéneres. Fue, precisamente, cuando en honor a la individualización política y social del hombre, se le dio a este, por vez primera, la calidad de Ciudadano.
A ese respecto, en pocas palabras diremos que nuestro juicio de amparo representa en la realidad política y social del país, la culminación del pueblo mexicano por alcanzar sus más caros anhelos libertarios, en sus justas demandas.

En este orden de ideas, Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, destruyendo dogmas y prejuicios de la época y en concordancia con el pensamiento de Otero, siendo Diputado por el Distrito Federal en 1847, se propuso implantar para la Nación entera, el logro obtenido en su proyecto de 1840 mediante el Programa de la Mayoría de los Diputados del Distrito Federal. El amparo es aquí concebido únicamente para la sola protección de las garantías individuales. Y es aquí, también, cuando por primera vez Rejón usa la palabra AMPARO.

Como idea toral, decimos: La soberanía de los Estados y la “esfera de la autoridad federal” carecen de función o papel algunos en el ámbito propio y exclusivamente reservado a las garantías individuales. Afirmar lo contrario, significa inficionar todo un sistema jurídico, dándole al juicio de amparo una función extensiva que de ninguna manera corresponde a los postulados jurídicos y sociales que constituyen la esencia misma de dicho juicio. No está por demás recordar que, durante los debates del Constituyente del 17, se llegó a sostener, como tesis, que “el juicio de amparo es contrario a la soberanía judicial de los Estados, en tanto que rige a los tribunales federales que son los únicos competentes para conocer de él y resolverlo”. Más todavía, al inaugurarse los trabajos del mencionado Constituyente, el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, pronunció un mensaje en una de cuyas partes conducentes dice: “El recurso de amparo, establecido con un alto fin social, PRONTO SE DESNATURALIZO, hasta quedar, primero, convertido en arma política; y, después en medio apropiado para acabar con la soberanía de los Estados”. Y no deja de ser interesante que Ignacio Ramírez, nuestro inmortal “Nigromante”, al referirse precisamente al juicio de amparo, en pleno discurso parlamentario, expresara con toda vehemencia, que el único remedio para lograr el mantenimiento del orden constitucional no es otro que la opinión pública.

Corolario del anterior orden de ideas, decimos sencillamente que, sostener la vigencia de las disposiciones cuya derogación se propone, es adoptar posturas añejas y dogmáticas que producen retroceso, ignorancia y desorientación.

Ya no estamos en los tiempos tormentosos del pasado. Vivimos la era de las democracias y la experiencia nos va enseñando que los ya muy escasos conflictos entre soberanías de Federación y Estados se dan muy esporádicamente se resuelven mediante procedimientos político-administrativos en los que la buena voluntad y el respeto mutuo desempeñan la gran función. Y es así como deben resolverse los tales conflictos, olvidándonos de considerar a la Nación, a los Estados y a los Municipios como personas morales titulares de garantías individuales, todo por obra y gracia de la absurda y aún risible Teoría de la Ficción, que las considera como seres vivientes con pies, cabeza y corazón.

Los señores Ministros, mejor que nadie, saben que el juicio de amparo ha sido víctima de abusos y del espíritu demagógico. Pero también saben que son importantes los mecanismos jurídicos tendientes a perfeccionar las técnicas que de suyo, por su propia y especial fisonomía, le corresponden al expresado juicio, hoy por hoy, el mejor medio de defensa con que cuenta legalmente la ciudadanía.

Por otra parte, se acepta como verdad verdadera acorde con las realidades de su momento, que tanto Otero como Rejón, recibieron también la inspiración del derecho angloamericano al través del Habeas Corpus. Esta institución jurídica es, precisamente un medio de defensa de los derechos del hombre: la vida y la libertad; pero no la confundieron jamás como recurso o medio de defensa de soberanías federativas o estatales. Han pasado muchos años y el Habeas Corpus conserva su pureza.

Pues bien, el pensamiento de aquéllos franceses que generaron la Declaración de los Derechos del Hombre, el Habeas Corpus angloamericano, los hechos sucedáneos de nuestra historia y el pensamiento nacionalista y republicano de nuestros juristas, todo ello amalgamado a nuestra idiosincrasia, dieron al amparo su peculiar estructura como medio de defensa de las garantías individuales.

Derechos del individuo o garantías individuales de corte mexicanista, han llegado hasta la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, proclamada por la Asamblea de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948, cuyos textos nos informan:

“8.- Toda persona tiene un recurso ante los tribunales nacionales competentes, que la AMPARE contra actos que violen sus derechos fundamentales, reconocidos por la Constitución o por la ley.

10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia, por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal”.

Creemos que salen sobrando comentarios. Mayor concordancia de los preceptos transcritos con nuestro juicio de amparo y nuestras garantías individuales, no puede haber.

El destacado jurisconsulto Paulino Machorro Narváez, miembro de la Comisión Constituyente del 17, que presentó el dictamen sobre la materia que nos ocupa, en abierto debate rubricaba su exposición con las siguientes palabras: “Lo que habría que discutir todavía sería si las entidades políticas, si un Estado, o los Estados o la Federación, podrían tener este recurso de amparo, pero respecto de los individuos, no, EL INDIVIDUO ESTA DENTRO DEL AMPARO. ¿Qué esto es individualista?. Será, pero así se pensó en 17 y así tenemos que seguir pensando nosotros.”

La consecuencia lógica de la derogación que se propone a consideración, sería la reforma constitucional referente a la solución de conflictos de soberanía.

Además de las reformas constitucionales consecuentes (Artículos 103 y 107 in fine), surgiría la necesidad de derogar las correspondientes a la Ley de Amparo, por  ejemplo:

Artículo 84, fracción I, inciso b).- Se trate de casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional.

Artículo 114, fracción VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1º de esta Ley.

Artículo 116, Fracción VI.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1º de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

Por último, creemos que no estaría, por demás, la sugerencia de que se legislara acerca de una ley específica, relativa a la invasión de soberanías.

Luis Espinosa Romero

De todas las instituciones jurídicas mexicanas, es sin lugar a dudas, el Juicio de Amparo la que ha alcanzado mayor arraigo.

En efecto, se trata de una institución profundamente unida a nuestra historia, a nuestras necesidades, a nuestros dolores, que ha crecido desmesuradamente a instancia de urgentes requerimientos y ha venido evolucionando como algo vivo al compás del existir mismo de nuestro pueblo.

Por eso, el Amparo es tan mexicano, tan popular y tan estudiado por juristas propios y extraños; Amparo que es el  instrumento jurídico que resulta necesario para satisfacer una teleología básica: DEFENDER Y RECONOCER LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL HOMBRE GARANTIZADOS A NIVEL CONSTITUCIONAL.

Por ello de esta Institución, se ha dicho con frecuencia, que está y estará siempre ligada a la vida nacional, siempre cambiante, siempre viva y siempre voraz de un ordenamiento que sea auténtico reflejo del acontecer humano y de nuestra patria.

Hablar del amparo mexicano, ES HABLAR DE UNA INSTITUCIÓN QUE TUVO SUS ORÍGENES A MEDIADOS DEL SIGLO PASADO, su despegue fue lento y cauteloso, su marcha cavilosa y dubitativa, pero su éxito le ha dado impulso y audacia, y ahora los Tribunales Federales resultan insuficientes, para atender el caudal de demandas de amparo que son alud y avalancha.

Me consta que los Ministros de la Corte, Magistrados y Jueces de Distrito, luchan contra reloj, duplican esfuerzos y se enfrentan al desaliento, porque el número de asuntos de esta naturaleza, cada vez es más dramático, pero lejos de ser un desaliento, ello debe de ser motivo de regocijo, porque significa que a la fecha se conserva en el pueblo mexicano, sobre esta Institución, un voto de confianza y de credibilidad, COMO EL MEJOR SALVOCONDUCTO PARA TUTELAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

Nuestra Institución Jurídica TIENE 153 AÑOS DE NACIMIENTO, PUES SURGIÓ EN EL ACTA DE REFORMA DE 1847 y si bien tardó en ser reglamentado y puesto auténticamente en marcha, de inmediato captó la atención de los estudiosos del derecho, no sólo de nuestro país sino también fuera de nuestras fronteras, al observar en él un proceso Constitucional que pretende y logra obtener, UNA EFECTIVA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y DEL CIUDADANO, en forma tal, que las declaraciones constitucionales correspondientes, o sea nuestras garantías individuales, no signifiquen número ideal o un Código moral, que pueda o no ser cumplimentado por el Poder Público.

A la fecha la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, tiene una antigüedad de 64 años, pues entró en vigencia en enero de 1936; a través de la cuál ha sufrido 25 reformas (hasta 1994).

Todas ellas encaminadas a hacer del Juicio de Amparo el medio más eficaz para poner un alto a las arbitrariedades del poder público, pero a pesar del esfuerzo realizado, siguen apareciendo aspectos negativos o al menos no evolucionados.

Nuestro Amparo tiene carencias e imperfecciones y también puntos patológicos, pero quizás entre éstos últimos, los más impresionantes son:

El rezago acumulado en los Tribunales Federales;

El excesivo tecnicismo que lo hacen aparecer como una Justicia Elitista, Aristocrática y Cara, ya que para su tramitación, se requerirá de verdaderos conocimientos, dignos de un especialista, con un buen cúmulo de años en la práctica de esta materia; volviéndose un medio de defensa inaccesible para los más necesitados.

La oscuridad en el trámite de los recursos (esencialmente el de queja).

El abuso del otorgamiento del Amparo para efectos.

La temerosa actitud de “Los Nuevos Jueces o Magistrados” que con frecuencia y de manera ligera y poco profunda “Sobreseen” o “Niegan la Protección Federal”, por dos razones básicas: a). No tener roces con las autoridades responsables; y b). No entrar al fondo del asunto, forzando la resolución so pretexto de “Alguna Causal de Improcedencia”.

El sobreseimiento y la caducidad de la instancia por inactividad procesal, lo cual constituye un premio a la ineficacia del Juzgador, pues el Amparo es de orden público y oficioso en su trámite una vez admitida la demanda.

La inútil presencia como parte del Ministerio Público Federal.

El no respetar los Jueces o Magistrados el orden cronológico de los asuntos turnados para sentencia; donde la ley debe prever que los asuntos se fallen estrictamente por su antigüedad.

Que las sesiones de los Tribunales Colegiados ya no sean privadas, lo cual es absurdo, cuando a la fecha la Corte las  realiza públicamente.

La falta de sanción cuando se deje de aplicar u observar la jurisprudencia existente a un caso concreto.

Mayor penalidad en los casos de responsabilidad contemplados en el Título Quinto, artículos del 198 al 211 de la Ley de Amparo.

Que los jueces sean más celosos en el cumplimiento de las sentencias de Amparo.

Reunir en un capítulo especial todos los tipos de incidente que con muy mala técnica jurídica están diseminados sin orden ni congruencia en la ley misma.

Prever el medio de impugnación adecuado y concreto para el caso, de que el Juez de Distrito, no de cumplimiento a una ejecutoria de Queja resuelta por el Tribunal Colegiado.

El impedir que el ofendido en un asunto del orden penal no tenga la calidad de parte dentro del Juicio de Amparo.

Especificar ante quién debe interponerse el Recurso de Queja, tratándose en la hipótesis prevista en el artículo 95, fracción VIII de la Ley de Amparo.

Dichas carencias amenazan ahogar a la justicia constitucional, impidiéndole realizar la alta misión que le fue encomendada hace más de un siglo; por lo que se estima necesario que la comisión organizadora se ocupe de ellas, pues resulta de imperiosa necesidad que en el proyecto de la nueva Ley de Amparo o en las reformas que a la misma se le realicen, no se soslayen dichas cuestiones porque cada una de ellas a la fecha perjudican la buena marcha de la administración de la justicia en nuestra patria.

Por último, felicito al señor Ministro Presidente por la brillante idea de promover un Congreso Nacional de Juristas que comparta, el justificado interés, que se tiene por perfeccionar nuestro más hermoso e importante medio de defensa constitucional.

Lo que resulta urgente, pues el pueblo de México está agobiado por la brutal crisis que estamos viviendo, la cuál está a la vista de todos:

Desempleo asfixiante

Problemas económicos

Problemas sociales

Pobreza Extrema

Falta de Seguridad

Delincuencia

Sueldos Bajos

Desorden Gubernamental

Falta de Credibilidad en nuestras Instituciones (especialmente las encargadas de la procuración e impartición de justicia)

Contaminación ambiental

Tráfico de drogas

Tráfico de indocumentados

Malos Servicios Públicos

Déficit en la Vivienda

Tasas de Recaudación Excesivas

Lo anterior exige de todos los mexicanos una rigurosa preparación y un mayor esfuerzo en todas nuestras actividades, ramas, oficios y ciencias.

Pero es muy importante recalcar, que de ésta crisis no escapa el Derecho, pues la justicia y la seguridad social se han constituido en uno de los principales reclamos de nuestra sociedad.

RODOLFO CAMPOS MONTEJO

ANÁLISIS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO Y SU PROMOCIÓN EN LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, TRIBUNALES Y JUZGADOS.

En los capítulos anteriores hemos explicado ampliamente las herramientas y servicios que Internet maneja, así como la importancia y aplicación de estos servicios dentro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunales Colegiados y Juzgados; así como las ventajas que implica el tener acceso a esta ‘red’ y el interés por el gobernado de conocer y tener más opciones para la Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción.

Al utilizar Internet como una opción más ayudará a realizar avances tecnológicos en materia informática-jurídica, más estructurada y difundida en el que los usuarios (gobernados) tendrán una participación activa. Para los juzgados y Tribunales Mexicanos, la internet representa una poderosa herramienta para acercar a los Ministros, Magistrados, Jueces y Gobernados con las Instituciones con su cúmulo de información reciente, estimulando su interés hacia los medios modernos de comunicación, buscando con esto una mayor eficacia en el trámite de presentación de documentos ante las Instituciones encargadas de la impartición de la justicia.

El uso de una red resulta, hasta este momento, ya accesible, Cuando en los años sesenta la Internet fue creada, con el propósito de intercambiar la libre información.

Desgraciadamente, en nuestro país no ocurre así. Las causas principales son:

El desconocimiento del potencial de una red

La poca disponibilidad hacia los medios de comunicación

El porcentaje de gente interesada para conocer la red no llega al 1% A nivel medio superior, y básico es nulo.

Desde un punto de vista meramente nacional, este dato podría parecer poco significativo, ya que podría argüirse la novedad de la red.

Sin embargo, deben tomarse en cuenta otros factores. En los Estados Unidos se encuentran conectadas a la red de Instituciones como universidades, primarias, bibliotecas, radiodifusoras, hospitales, iglesias, centros de espectáculos, revistas y hasta reclusorios, entre otros.

Podría pensarse el potencial económico de ese país, que le permite realizar inversiones tales que hacen posibles conectar cualquier tipo de Institución e incluso particulares.

La infraestructura para crear un medio de Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción, no resulta realmente costosa, debido a los beneficios que se pueden obtener de ella, la inversión se recupera en muy poco tiempo. Independientemente de que el Poder Judicial Federal Tiene esa infraestructura, ya que tan sólo requeriría de algunas adaptaciones como por ejemplo un soporte de mayor capacidad para la entrega de un acuse de recibo en el caso del correo electrónico (e-mail).

La Suprema Corte esta encargada de proveer el servicio a Juzgados y Tribunales y al público en general. Y crea documentos de interés jurídico, todo esto, para una más rápida integración del gobernado al uso del sistema; las instituciones que cuentan con este servicio otorgan cuentas de acceso a investigadores y profesionales de las Leyes, pero dejan fuera a la mayor parte de la población.

El objetivo primario de Internet y muy en especial del correo electrónico (e-mail), es convertirse en un vehículo para la emisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Sólo unos cuantos gozan de este beneficio, resulta verdaderamente triste, ya que abogados, peritos y otros más, están prácticamente marginados de los avances tecnológicos que están presentando dentro del Poder Judicial Federal y a los grandes avances en infraestructura de Redes de Computo que se encuentran actualmente en la Suprema Corte de Justicia. (Ver anexo F)

Con esto, hay que tener en cuenta un aspecto aún más importante: la tan buscada integración en materia de Informática-Jurídica, que puede comenzar, mediante la conexión vía esta red entre los principales órganos el Poder Judicial Federal a nivel Nacional, ya que los regionalismos desaparecerán al convertirse en usuario de una red común. 

Nada permanece estático, así que el próximo paso sería conoctar a todo el sistema educativo nacional público y privado, lo que desarrollaría en los individuos una cultura computacional, una actitud investigadora y una conciencia humanista.

Para lograr estos objetivos es necesario llevar a cabo una serie de acciones: Difundir los alcances, servicios y beneficios de Internet en el Poder Judicial Federal, La Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe darle la importancia debida a la red jurídica para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, universitarias y en el usuario individual.

Pensar en un cambio tan profundo en la perspectiva jurídica mexicana, no deja de ser una idea con tintes ingenuos.

Sin embargo, tiene mucho de realidad. Con estudio cuidadoso y una estrategia de penetración, se podría enlazar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación del país, acto seguido al nivel de tribunales y Juzgados y por último hacia los gobernados.

¿Por qué la importancia de conectar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación? Los cambios más importantes en las corrientes de la informática-jurídica se da en el Poder Judicial Federal. 

Esto es debido al ambiente que priva en el Consejo de la Judicatura Federal, al impulso existente hacia los proyectos de los abogados y al impulso creador del que se hace gala en estos años de la Internet. La impartición de justicia en México ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que esta red jurídica nos proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los estudiosos del derecho:

ES FUENTE DE INFORMACIÓN MUY IMPORTANTE, EL CORREO ELECTRÓNICO, PÁGINA WEB, LA INTERNET Y LA INTRANET, PARA UN PUNTO DE ENCUENTRO DE IDEOLOGÍAS Y LO MÁS IMPORTANTE UN LUGAR DETERMINADO PARA LOGRAR EL ACCESO A LA RED JURÍDICA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA QUE NO SEA ELITÍSTA, SERÁ NECESARIA UNA CAMPAÑA DE DIFUCIÓN A NIVEL JURÍDICO.

Se debe mostrar tanto al abogado, al juez y al gobernado en particular que este servicio es su derecho y que deberá exigirlo ya sea en un bufete, o por una conexión privada. La presentación de la demanda de amparo y su promoción, es una oportunidad para todos, no es un lujo para unos cuantos.

El impulsar esta propuesta es una necesidad y una nueva herramienta jurídica, corresponderá tanto al Poder Judicial Federal como al Consejo de la Judicatura Federal y sobre todo al Poder Legislativo, la legislación de este tan importante tema, que veremos posteriormente dentro de esta tesis, todo esto en acorde a la idiosincrasia nacional y la apertura de grupos de discusión con temas de interés nacional, esta debe ser la primera meta a lograrse a través de la red jurídica, lo cual se desea impulsar creando este proyecto de tesis, introducir al Abogado, Juez, Magistrado, y Gobernado en General, y muy especial al de nuestro máximo Tribunal de Justicia en todas las posibilidades que ofrece INTERNET.

Internet es una estupenda oportunidad para México y una solución viable y factible para resolver un problema que ha frenado a nuestro país en sus intentos de crecimiento y desarrollo en el aspecto jurídico; la deficiencia en la impartición de justicia por obsolescencia y falta de ética.

La conexión a esta red jurídica esta ahí y fácilmente puede ser absorbida y distribuida equitativamente entre Justicia y Gobernado y los órganos Institucionales de Impartición de Justicia, con esto, nuestro Juicio de Amparo será aún más sólido que nunca.

PROPUESTAS

PRIMERA.- En atención al carácter eminentemente dinámico que ostenta el derecho y muy especial el juicio de amparo, puesto que se halla en estado constante de evolución, la suprema corte de justicia de la nación, como un órgano institucionalmente autónomo, y como vigilante del medio de preservación de las garantías del gobernado y, en general de todo orden jurídico, es fundamental utilizar la ciencia y la tecnología de vanguardia en la informática-jurídica existente en esta institución, de aquí que nuestro interés se encuentre enfocado en su estructura, para realizar, como propuesta de implementación de la presentación de la demanda de amparo y su promoción ‘vía Internet’ en el poder judicial federal.

SEGUNDA.- La proyección de la informática a la documentación jurídica representa un aspecto de las proyecciones sociales del desarrollo tecnológico. Un desarrollo que se haya hoy definido y condicionado por el protagonismo de la información, así como por las posibilidades para su almacenamiento, proceso y difusión, anteriormente insospechadas. La racionalidad técnica de estos avances garantiza su objetividad, aparentemente indiscutible, pero, el propio tiempo, con ello descalifica cualquier tentativa de resistencia. De ahí que sea necesario proceder continuamente a una valoración de la tecnología, o sea, a constantes juicios valorativos de los riesgos y ventajas de cada una de las innovaciones de la tecnología; por tanto, también de la tecnología jurídica.

TERCERA.- El habeas corpus y el habeas data representan, dos garantías procesales de aspectos diferentes de la libertad. Así mientras el primero se circunscribe a la dimensión física y externa de la libertad, el segundo tiende a proteger prioritariamente aspectos internos de la libertad: la identidad de la persona, su autodeterminación, su intimidad si bien, no debe soslayarse que, en las sociedades de informatizadas actuales, también la libre actuación pública de los ciudadanos se halla condicionada por sus posibilidades de acceso a la información, es necesario tener más opciones en la presentación de la demanda de amparo y sus promociones y no estar limitados, ya que no esta rebasando la tecnología moderna en el aspecto Informático, en México.

CUARTA.- La informática es una de las herramientas más importantes que ha desarrollado la inteligencia humana durante los últimos tiempos, pero que no deja de ser mero instrumento, pese a que algunos piensan, lamentablemente, que ha llegado a ser el rector del pensamiento humano. Lo anterior, no significa, de manera alguna, que intente restarle importancia al uso de la informática, sino que es nuestro deber normarla, sujetarla al derecho, para evitar que se convierta, más que en un instrumento, en una imposición absurda.

QUINTA.- En el futuro próximo será difícil llevar una vida normal, en cualquiera de las actividades sin tener un permanente contacto con las computadoras y con otros dispositivos similares. Las personas que carezcan de conocimientos aun elementales, sobre estos equipos, serán consideradas como analfabetas, en las Instituciones, el personal que no domine el uso de tales equipos será personal inútil.

De hecho, se ha iniciado en todos los países un nuevo proceso de alfabetización, que arranca desde los niveles elementales de la enseñanza, parece redundante mencionar que la informática tiene una gran influencia y a veces define las posibilidades en los campos de las telecomunicaciones. Con el auxilio de las computadoras, es posible también, apoyar al ciudadano por lejos que se encuentre de una población.

SEXTA.- Es indudable que veremos en los próximos años a los gobiernos y a las más grandes empresas de los países desarrollados pugnar por el control de los mercados de la información en todo el mundo. La información es más que un mero instrumento que influye en la eficiencia de los procesos productivos y en el desarrollo de la ciencia y de sus aplicaciones, como lo es en este caso, que es para ampliar las oportunidades de presentar documentos oficiales ante cualquier Institución, el fenómeno Informático afecta de muy diversas maneras a toda la sociedad moderna y sin lugar a dudas, será componente definitorio en la civilización futura.

SÉPTIMA.- La Informática Jurídica ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que la red jurídica del Poder Judicial Federal proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los gobernados en general: es fuente de información, correo electrónico, foro de discusión, revista electrónica, depósito de actividades punto de encuentro de ideologías y los más importante un lugar para la investigación y la libre expresión en el aspecto jurídico, es por eso de suma importancia el impulso existente hacia los proyectos de la Informática-Jurídica, en las Universidades, para un profundo conocimiento del Derecho aplicado a la Informática, como un Futuro de las Leyes en México.

OCTAVA.- Las Universidades y proveedores privados del servicio de Internet, deben darle la importancia debida a la red jurídica, para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, estudiantiles y en el usuario individual. Las instituciones de educación superior debe estudiar su conexión a corto plazo a la red informática del Poder Judicial Federal, para ofrecer este servicio a las Universidades integrándolas y haciéndolos partícipes activos del desarrollo mundial en todos los ámbitos del saber humano, la educación en México no puede ser pasiva, autoritaria o estática. El momento del cambio que se vive actualmente exige acciones para la incorporación de los gobernados conjuntamente con los profesionales del derecho a fuentes más versátil, dinámica e interactiva del conocimiento, el objetivo primario de internet es convertirse en un vehículo para la transmisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Solo unos cuantos gozan de este servicio y lo utilizan de manera limitada. El hecho es verdaderamente triste, ya que siendo una de las principales ciudades del mundo, los estudiantes universitarios estamos prácticamente marginados de los avances  tecnológicos de la informática.

NOVENA.- De lo anterior, cobra una gran significación la posibilidad de actualizar la legislación concerniente a la Demanda de Amparo y su presentación en materia de informática, y dado el contexto predominantemente económico, hacer reformas pertinentes, actualizando este instrumento jurídico, acorde con la realidad del nuevo desafío que nos presenta la apertura jurídica en informática existente y dejar delimitado el campo de acción en cada una de las áreas de disciplina jurídica y que permitan el licenciado en derecho tener las herramientas necesarias para una mejor comprensión de estos instrumentos jurídicos que son indispensables en su formación, pues con los requerimientos de la apertura comercial globalizada se tendrá a una mayor interacción en la informática-jurídica. Es indispensable que el legislador elabore un proyecto de actualización para la Informática-Jurídica, para que la presentación de la demanda de amparo y su promoción sea congruente con el momento por el cual atraviesa esta figura jurídica, ya que ha sido rebasada en su contexto por otros mecanismos del quehacer profesional limitándose a poco menos que actos sin relevancia en torno a nuestra actual situación jurídica en materia de Amparo.

DÉCIMA.- Es necesario también que el legislador, estudie la posibilidad de otorgar mayor facilidades para que la Informática-Jurídica, en materia de Amparo, las personas que por diversos motivos no tienen recursos las cuales cubrir el pago por una demanda de amparo, tengan la posibilidad de poder llevarla a cabo sin intermediarios, dando la autorización al Poder Judicial  Federal, para dar no solamente facilidad económica sino accesoria en lo concerniente al trámite administrativo y legal de dicha demanda de amparo, haciéndose así un beneficio social a favor de quien por diversas circunstancias no tiene a su alcance esta posibilidad.

José Antonio García

PROPUESTA DE REFORMAS A LA LEY DE AMPARO 

Introducción.

1.- Hace años que está en la boca de todos la idea de hacer una nueva Ley de Amparo; para citar un sólo ejemplo, ya en el año de 1994, en la asunción al poder del licenciado Ernesto Zedillo se habló de una nueva ley de Amparo e incluso circularon algunos proyectos.

Ahora, nuevamente, se vuelve a hablar de una nueva Ley de Amparo.  De eso se trató en una reunión que tuvieron los Jueces de Distrito y en otra que tuvieron los Magistrados de Circuito.  Los tratadistas y los maestros de amparo, en una forma o en otra, hemos escrito o hablado acerca de reformas necesarias, como puede ser el efecto universal de las sentencias que conceden el amparo en contra de una ley.

Todo esto ha culminado en una convocatoria hecha por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada, entre otros periódicos, en el Financiero del día  24 de noviembre de 1999 (página 44), convocatoria en la que el Presidente de la Suprema Corte invita a todos a formular propuestas para la elaboración de una nueva Ley de Amparo.

Y atendiendo dicha convocatoria presento este trabajo a la Comisión que al respecto se ha formado, misma que se dio a conocer en una publicación hecha en diversos periódicos, entre ellos el Excelsior del 26 de noviembre de 1999 (página 16 A).

2.- Desde hace mucho tiempo, hay dos temas en relación con el juicio de amparo que en forma recurrente ocupan a todos.  El primero lo plantean los Tribunales Superiores de los Estados, que consideran que el juicio de amparo viola la soberanía estatal, porque los asuntos no se fallan en definitiva por el respectivo Tribunal Superior, sino que son resueltos por la Justicia Federal, a través del juicio de amparo directo.

El segundo es la afirmación de que el juicio de amparo es tan técnico, tan complicado, que no puede proteger a todo el mundo, pues se requiere para solicitarlo de especialistas que cobran caro, por consiguiente, solamente pueden promover el juicio de garantías, quienes tienen dinero para pagarlo, por lo que, según el decir de muchos, habría que simplificar la Ley de Amparo para que cualquiera pudiera promoverlo.  Y lo grave de este segundo tema es que ha sido recurrente y ha dado lugar a reformas a la ley, que en lugar de simplificarla la han desnaturalizado y la han complicado.

Y estos dos puntos hay que tomarlos en consideración, no para aceptarlos, sino para rechazarlos.

3.- Respecto del hecho de que los juicios que se promueven en los Estados no terminan  en ellos, la objeción no es de ahora; pero quienes la hacen olvidan o no han conocido jamás una resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que pronunció respecto de la constitucionalidad del artículo 8° de la Ley de Amparo de 1869, que prohibía el amparo judicial es decir el amparo contra actos de jueces y tribunales.  Al revisar la Suprema Corte el primer desechamiento de una demanda de amparo por ese motivo, dijo que el artículo 101 de la Constitución de 1857 (ahora el 103 de la Constitución de 1917), en su fracción I, disponía que el amparo procedía contra actos de las autoridades y como los jueces eran autoridades, el amparo procedía contra ellos.

Aplicando esta resolución al momento actual, hay que decir que los Tribunales de los Estados son autoridades; por consiguiente están incluidos dentro de la fracción I del artículo 103 de la Constitución.  Y si son autoridades, el amparo procede en contra de ellos.  Y procede porque aun cuando se trata de determinar la legalidad de las resoluciones judiciales, lo cierto es que la aplicación indebida de la ley implica una violación al artículo 14, ya que al consagrar este precepto la garantía de audiencia, ésta no solamente se agota como el hecho de que una persona sea oída, sino también se requiere que sean considerados sus argumentos y se aplique la ley al caso, conforme el propio artículo 14 lo dice, o sea en forma literal, conforme a su interpretación jurídica o de acuerdo con los principios generales de derecho, salvo en materia penal en la que la ley debe aplicarse en forma estricta, y en el juicio de amparo, lo que se va a determinar es si se observó la garantía de audiencia o no, bien entendido que en el juicio de garantías el Tribunal responsable es el demandado y quien no obtuvo ante dicha responsable será el actor y el  tercero coadyuvante es la parte que obtuvo en el juicio.  ¿Cuántas veces ocurre que el Tribunal se equivoca y ambas partes tienen que promover un amparo y en ambos amparos, el Tribunal será el demandado, lo que significa que el juicio de amparo cambia la relación procesal y se juzga la conducta de la autoridad responsable, para determinar si se ajustó o no a la Constitución.  Por estas razones, y otras que podrían aducirse, carecen de razón quienes quieren eliminar el amparo judicial en los Estados.

4.- Por lo que toca al segundo tema, hay que aceptar que la promoción del juicio de amparo no está al alcance de todos los abogados; pero no lo es por el juicio de amparo en sí mismo, sino por la naturaleza de los actos que se impugnan, pues, y se verá más adelante, el procedimiento del juicio es lo más sencillo posible y se resume en lo siguiente:

Una demanda, un informe justificado, un emplazamiento al tercero, si lo hay, una audiencia de pruebas y una sentencia; pero el problema, repito, no reside en el juicio en si, sino en que hay que demostrar que los actos de autoridad reclamados son contrarios a la Constitución.  Y esto es parte de la acción de amparo.  Y para demostrar lo inconstitucional de los actos impugnados, además de conocer a fondo la Constitución, se requiere conocer bien las diversas normas jurídicas que integran el sistema mexicano.  La dificultad se acrecienta cuando se trata del amparo contra leyes, y es obvio que muchos hay, incluso abogados, que al no dominar la materia constitucional hacen mal las demandas de amparo.  

No puede pensarse para remediar esto que el Juez de amparo haga la demanda que no hizo el quejoso, porque en tal situación se desnaturalizaría la función del Juez que, por esencia, debe ser imparcial, guardar cierta distancia respecto de las partes y fallar de acuerdo con lo que existe en los autos, como dice el principio: iuxta allegata et probata, iudex judicare debet.  Adelante se profundizara esta idea.

Lo importante es no dejarse llevar, cuando de la Ley de Amparo se trata, de objeciones que no tienen razón y que deben ser desechadas previamente, teniendo en cuenta que al igual que el juicio de amparo, todos los otros juicios: ordinarios, sumarios, concursales, penales son técnicos y requieren de un profesional que domine la materia, si no fuera así, ¿porque se requiere que el procesado tenga un defensor letrado?  Y si se piensa en la medicina, en la ingeniería, se requieren profesionales bien entrenados y por ello existen las leyes de profesiones. ¿Puede planear la cimentación de  un edificio quien no sabe?  ¿Habrá alguien que a sabiendas se deje operar por un charlatán?  La afirmación de que la Ley de Amparo es técnica, es cierta, pero no puede ser de otro modo y para remediar el hecho – cierto – de que hay quienes no acuden al juicio de garantías por pobreza o ignorancia, propongo un medio del que hablaré al tratar del principio de estricto derecho y de la suplencia de la queja.

5.- Este es el panorama actual en relación con la Ley de Amparo y considero que para poder formular una propuesta que valga la pena, hay que considerar diversas circunstancias que frecuentemente no se toman en cuenta. 

6.- En México se reforman los cuerpos legales, incluso la Constitución, por razones deleznables, como pueden ser: el capricho de un Presidente; la adopción de una legislación extranjera; los alegatos  de un grupo de presión, algún acontecimiento relevante.  Y, como es  lógico, las reformas no tienen el éxito que se esperaba de ellas,  cuando no son un fracaso que obliga a deshacer la reforma, y los ejemplos abundan, pero sólo diré uno: las reformas y contra reformas al artículo 16 de la Constitución en la materia penal.

Hay veces que con toda la buena fe del mundo, con todos los deseos de hacer una cosa bien hecha, se hace una barbaridad y voy a dar un ejemplo: hace algunos años se expidió en Tamaulipas un nuevo Código de Procedimientos Civiles, siguiendo fielmente la doctrina procesal más moderna, Código que, en teoría, era mejor que el que existía; pero es el caso, que al poco tiempo hubo que derogarlo y volver al antiguo Código por las protestas, tanto de los jueces como del foro, pues no estaba adecuado al momento y a los conocimientos existentes.  Innovar, cambiar de un momento a otro una costumbre, son actitudes que van a llevar al fracaso, porque no es fácil de cambiar de costumbres o de leyes, ya que se requiere tiempo y se requiere, también, dar a conocer verdaderamente lo que se desea con el cambio legislativo y que sea aceptado por quienes deben cumplirlo.  De otra manera el cambio no funciona, no es útil, salvo que sea deseado y pedido por la sociedad de que se trata.

7.- La nueva ley o la reforma que se haga a una ley deben ser muy claras en cuanto a la finalidad que se busca; deben estar acordes, no sólo con la Constitución, sino también con el conjunto de las instituciones y leyes del país, y no deben olvidar la tradición y la historia, aun cuando se mejore y se renueve una institución hay que tener en cuenta que un cambio excesivamente brusco será rechazado. 

Esta reflexión parecerá excesivamente conservadora, pues abundan aquellos que creen que lo absolutamente nuevo, por serlo, es lo mejor; pero en la historia legislativa mexicana, incluso la más cercana, abundan los ejemplos de las leyes o reformas inaplicadas y cito algunos: la Ley de la Propiedad Industrial, de la época del licenciado Echeverría, que no tuvo el efecto que se buscaba y entre sus instituciones, el llamado certificado de invención fue abandonado por inútil e impráctico, incluso la nueva denominación se abandonó y se designó a la ley con el nombre antiguo.  Está también la Ley de Responsabilidad Civil por Daños Nucleares, que por lo que sé jamás se ha aplicado a pesar de sus 25 años de existencia y se promulgó esa ley, cuando en México no había energía nuclear, olvidando el capítulo del Código Civil, que habla del riesgo creado.

Se pueden objetar estas reflexiones, pues no faltará quien piense que lo absolutamente nuevo es lo mejor, lo que puede ser cierto en una máquina; pero en las sociedades no lo es.  En las sociedades el cambio se hace de manera lenta, con las generaciones, y si de las normas jurídicas se trata, el cambio debe hacerse con cuidado, para que sea cumplido por todos, sin originar hostilidad general.

8.- En materia de amparo, la ley actual, en vigor desde 1936, ha sufrido un sinnúmero de reformas, tantas, que pocos artículos se han salvado de ellas.  Y cuando estas reformas tienen como fuente la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia generalmente son muy buenas, cuando tienen como fuente el capricho de un gobernante o la moda o realizar una obra populista, las reformas son nefastas.

Hay que tener en cuenta, cuando de reformar una ley procesal se trata, la capacidad de los Tribunales; la sabiduría del foro y de los jueces, porque una ley puede ser perfecta desde el punto de vista teórico y ser un fracaso en la practica.  En la teoría todo es  terso, sin montañas ni barrancas; pero en la practica hay que tomar en cuenta la ignorancia de funcionarios y postulantes, los hábitos, los elementos materiales con los que se cuenta, el nivel cultural de la sociedad de que se trata y tantos otros factores que el teórico no mide  o mide mal y ese desconocimiento, ese no darle valor a factores externos a la ley, llevan al fracaso al mejor de los esfuerzos, porque no hay que olvidar que las leyes procesales – como la de amparo – son leyes que rigen la practica de los Tribunales: jueces y abogados y que siempre habrá quienes tratan de tener en su favor el texto legal.

Por otra parte, el que sólo se dedica a la practica no será capaz, en términos generales, a hacer bien una reforma o nueva ley, porque además de los datos objetivos, se requiere conocer el sistema jurídico al que la ley pertenece, y tratándose de una ley procesal, la teoría general de proceso y el proceso de que se trata y, valga la frase, hay que saber derecho y hay que conocer, lo mejor posible al ámbito de aplicación de la ley, la historia de ésta, para que la reforma sea congruente, y si es una nueva ley,  hay que considerar los aciertos y los defectos de la aplicación de la ley anterior, para aceptar los aciertos y desechar los errores y defectos.

9.- Un elemento al que actualmente se tiene muy poco en cuenta cuando se redacta una ley o una reforma legal, es el lenguaje.  La norma debe ser clara, precisa, sin palabras sobrantes; para ello se requiere redactarla en el mejor español posible, evitando ambigüedades, anfibologías; evitando utilizar sinónimos o a la inversa, utilizar antónimos; procurar que la ley pueda tomarse como un modelo por lo que a la redacción se refiere con frases cortas y claras.  Ojalá ocurriera con la ley mexicana, lo que cuentan que ocurrió con el Código Civil de Napoleón, que un novelista francés de primera categoría, antes de sentarse a escribir, leía algunos de sus artículos por la pureza del francés y por su buena redacción.

10.- Y si así son las cosas, para poder proponer las que creo son reformas necesarias a la Ley de Amparo, antes habrá que conocer que es el juicio de amparo,  y cuales son los principios que lo rigen.

Aun cuando se habla del juicio de amparo, en realidad son diversos el amparo ante el Juez de Distrito, llamado indirecto y el amparo ante el Tribunal Colegiado, llamado directo.  Hay también el amparo agrario, que puede considerarse como otro tipo del juicio de amparo.  Sin embargo, como en mi concepto debe desaparecer por las razones que adelante se expresan, no tiene objeto especificar su procedimiento, ni examinar sus diferencias con el amparo indirecto.

El procedimiento y fines de cada tipo de juicio son los siguientes:

A. El juicio de amparo directo, del que conocen los Tribunales Colegiados de Circuito se promueve en contra de sentencias definitivas (civiles, penales o administrativas), de laudos de las Juntas de Conciliación y Arbitraje y de resoluciones que ponen fin al juicio, sin ulterior recurso.

Este es un juicio de legalidad y ha sido llamado amparo -casación.  En él se examinan las violaciones “in procedendo” o “in judicando”, en que haya incurrido la autoridad judicial, sea en el procedimiento, sea en la resolución que haya puesto fin al juicio. 

Los pasos que se dan, desde la presentación de la demanda hasta la sentencia, son los siguientes:

Presentación de la demanda ante la autoridad responsable.

Emplazamiento a los terceros perjudicados.

Envío al Tribunal Colegiado del expediente o expedientes del juicio y del informe justificado.

Admisión o, en su caso, aclaración o rechazo de la demanda.

Si se admite la demanda en su caso, pedimento del Ministerio Público y alegatos del tercero perjudicado.

Proyecto de resolución presentado  por el Magistrado relator o ponente.

Sentencia, que puede adoptarse por mayoría de votos. 

B. El juicio de amparo indirecto  del que conocen los Jueces de Distrito, se promueve contra toda clase de actos de autoridad, que no sean resoluciones que terminen definitivamente el juicio, salvo que éstas se reclamen  por un tercero extraño al juicio en que se dictaron o por aquél que debiendo haber sido emplazado, no lo fue, siempre que la demanda se presente después de dictada la sentencia.

En éste juicio, con un nombre único y un procedimiento unitario, se encuentran involucradas cinco instituciones diversas, a saber:

* El amparo contra leyes.

* El amparo por antonomasia, es decir el amparo protector directo de los derechos fundamentales de la persona humana.

* El amparo, segunda instancia de las resoluciones de autoridades administrativas, dictadas en procedimientos seguidos en forma de juicio, amparo con tendencia casacionista.

* El amparo como tutelador --a través del agravio personal y directo-- de las respectivas competencias, federal o locales.

* El amparo, control de legalidad.

En otras palabras, mediante un juicio sumarísimo, flexible y ágil, los Jueces de Distrito pueden declarar que una ley no se ajusta a los preceptos constitucionales o proteger al individuo contra los abusos más irritantes de la autoridad, como son los atentados a la libertad o a la vida.

También tiene por misión el Juez de amparo conocer de las resoluciones que dictan los órganos de la administración, en los procedimientos que siguen en forma de juicio, mediante las cuales afectan a los particulares, siempre y cuando contra ellas no proceda recurso alguno.  En estos casos, el juicio de amparo sirve como una especie de segunda instancia, para volver a examinar la contienda y mediante ello procurar que se ajusten a la ley, los actos de las autoridades administrativas.

Es misión, igualmente, del juicio de amparo indirecto, reprimir las invasiones que haga la autoridad federal en la esfera competencial de los Estados o las que realicen estos en la esfera de competencia de la autoridad federal, cuando esas invasiones son reclamadas por él o los particulares a quienes afectan.

Por último, se pueden reclamar en amparo indirecto, actos de la autoridad judicial o administrativa, distintos a los ya mencionados, tutelándose así la legalidad a través de la garantía de audiencia, en todas las materias o de la exacta aplicación de la Ley en materia penal y de la de fundamentación y motivación, que contienen los artículos 14 y 16 de la Constitución, en cualquier materia.

La enumeración anterior permite apreciar la riqueza y la flexibilidad del juicio de amparo; pues el campo en que actúa no puede ser más amplio.  Y todo ello gracias a un procedimiento sumarísimo, cuyo esquema es el siguiente:

Presentación de la demanda ante el Juez de Distrito.

Admisión o, en su caso, aclaración o rechazo de la demanda.

Si la demanda se admite, petición del informe justificado y fijación de fecha para la audiencia.

Emplazamiento del tercero perjudicado, si lo hay.

Audiencia de pruebas, alegatos y sentencia, bien entendido que el periodo probatorio empieza con la admisión de la demanda y termina en la audiencia, donde se ofrecen y desahogan las pruebas.

Sentencia.

11.- Uno de los elementos que hacen posible la eficacia del juicio es la suspensión de los actos reclamados, pues en muchas ocasiones si la suspensión no se otorga, el juicio de amparo es inútil, ya que la ejecución de  los actos puede implicar su consumación total, sin posibilidad de que se pueda volver al estado anterior.  Actualmente la suspensión puede ser de oficio, lo que significa que en ciertos casos, fundamentalmente en materia penal, cuando hay peligro de pérdida de la vida, de deportación o de destierro, el Juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda, debe otorgar la suspensión, para evitar que el acto reclamado quede consumado o que se causen daños graves al quejoso.

Lo normal, en el amparo ante el Juez de Distrito, es que la suspensión sólo proceda a petición de parte y se otorga siempre y cuando no se violen disposiciones de orden público o se vulnere el interés social y se causen daños de difícil reparación al quejoso, teniendo en cuenta que el artículo 124, fracción II, contiene varios casos en que la suspensión debe negarse, de los que algunos son absurdos y otros son ridículos; en general se tiene la impresión de que el legislador consideró a los Jueces de Distrito como seres sin criterio e incapaces de juzgar, en la inteligencia de que este precepto se ha reformado en diversas ocasiones.  Más adelante justificaré mis aseveraciones.

La suspensión a petición de parte puede ser provisional,  que el Juez otorga o niega con el simple escrito de demanda.  En el auto cabeza de la suspensión señala el Juez una fecha para una audiencia, en la cual las partes deben rendir pruebas respecto de la suspensión y el Juez dicta sentencia interlocutoria, negando o concediendo la medida cautelar, que ahora se llama suspensión definitiva, que tiene dos características: que la medida dura tanto tiempo cuanto dure el juicio de amparo, y que jamás causa estado, porque puede ser modificada, revocada o ampliada, según circunstancias posteriores al momento en que se conceda.

En el amparo directo la suspensión en materia penal es de oficio, en las demás materias habrá que solicitarla y conoce de ella la autoridad responsable, quien la debe otorgar previas las garantías que la ley exige que se tomen.

12.- Varios son los principios que rigen el juicio de amparo, el primero es la llamada formula de Otero, que se refiere a la relatividad de las sentencias, lo que significa que las sentencias que se dictan en el juicio de amparo sólo aprovechan o perjudican a quienes litigaron, sin que se pueda hacer una declaración general sobre la ley o el acto que se reclama.

El segundo consiste en que el juicio siempre se promoverá a instancia de parte agraviada o sea que jamás pueda iniciarse de oficio, pues  se requiere siempre que la acción sea ejercitada por aquél a quién perjudica el acto de autoridad que se considera violatorio de garantías y para que pueda concederse el amparo se requiere que el quejoso, actor, promovente del amparo o peticionario, reciba un agravio en su persona y en forma directa.

El amparo según el tercer principio, sólo puede promoverse contra actos definitivos, pues es la última trinchera para defenderse de los actos abusivos de la autoridad; por tal motivo, antes de promover el juicio, se requiere que se hayan agotado todos los recursos o medios de defensa que las diversas leyes establecen y cuyo efecto sea confirmar, modificar, revocar o nulificar el acto de autoridad, aunque éste principio tiene varias excepciones.

Otro principio, el cuarto, que es el de estricto derecho, prácticamente ha desaparecido.

El quinto y último principio es el de prosecución judicial del juicio. 

13.- Una buena reforma a la ley debe tomar en consideración todos los elementos que la integran, porque la Ley de Amparo, con sus ventajas y con sus desventajas, en términos generales, no es producto de un capricho legislativo, sino el resultado de décadas de trabajo de los Tribunales, en especial de la Suprema Corte de Justicia mediante la jurisprudencia.  A partir de la primera ley de amparo de 1861 a la actual, se fueron creando las instituciones que ahora conocemos; se fueron perfeccionando; se fue, en pocas palabras, haciendo una ley que ha sido eficaz, pero que al cabo del tiempo requiere de una revisión, en primer lugar, para quitarle los elementos, inútiles unos, aberrantes otros, que el capricho de los diversos Presidentes o el populismo y la demagogia le han agregado. En segundo lugar, para que se tomen en consideración hechos o acontecimientos que antes no eran conocidos o no tenían relevancia y, en tercer lugar, para abandonar o modificar principios que en su momento fueron necesarios, pero que hoy se antojan inútiles. 

II

Reformas a los principios del juicio de amparo.

A. Principio de relatividad de las sentencias (artículo 107, fracción II de la Constitución y 76 de la Ley de Amparo).

14.- En el proyecto de Constitución para Yucatán que formuló Manuel Crecencio Rejón, en el artículo 53 se dice: 

“…Art. 53. Corresponde á este tribunal (Corte Suprema de Justicia) reunido: 1° amparar en el goce de sus derechos á los que le pidan su protección, contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarias á la Constitución; ó contra las providencias del Gobernador ó Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiese infringido el Código fundamental ó las leyes, limitándose en ambos casos á reparar el agravio en la parte en que estas ó la Constitución hubiesen sido violadas…”

En el artículo 19 del proyecto de reformas que propuso en su artículo 25 del Acta de Reformas de 1847, dice: 

“…Art. 19. Los tribunales de la Federación ampararán á cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales á impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso sin hacer ninguna declaración general respecto de ley ó del acto que lo motivare. 

La proposición de Otero fue integrada a la Constitución de 1857 en el artículo 102 y en la de 1917 en el artículo 107, fracción I, precepto que en el texto original decía: 

“…I.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare…” 

La Ley de Amparo, en el ahora artículo 76, dispone: 

“…Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de ley o acto que lo motivare…” 

Tradicionalmente este principio se ha aplicado en sus términos y  la formula que utilizan los Tribunales Federales para conceder el amparo dice: la Justicia de la Unión ampara y protege a X contra actos de a), b) y c) consistentes en… Y la sentencia siempre favorece o perjudica a quienes son parte en el juicio y a nadie más.

Este principio tiene origen romano pues el Digesto disponía lo siguiente: Res inter alios acta vel judicata, alteri nec prodest, nec nocet. 

Pero a pesar de que este principio afirma que las sentencias sólo perjudican o favorecen a quienes litigaron, lo cierto es que de acuerdo con el objeto del juicio, la sentencia podrá tener efectos universales y doy dos ejemplos:

* Si una resolución judicial atribuye a Juan la propiedad de un predio, dicha resolución, tendrá que ser observada por todos, pues el derecho real de propiedad es oponible a todos.

* Si un Juez Familiar considera que Juan puede cambiar de apellido, el nuevo apellido tendrá que ser aceptado y observado por todos, ya que el efecto de la sentencia que permite el cambio de nombre es universal y retroactivo, porque tendrán que modificarse todos los documentos, en que aparezca el nombre primitivo.

Atento lo anterior, tanto Rejón como Otero, que eran abogados, para evitar que las sentencias pronunciadas en el juicio de amparo tuvieran un alcance universal, lo que hubiera ocasionado el rechazo del juicio de garantías por las animadversiones que habían existido en relación con el llamado Supremo Poder Conservador y sus resoluciones con efectos universales, dispusieron que su efecto fuera particular, limitado.

Por tal motivo, para que no tuvieran efectos universales las sentencias de amparo, se estableció lo que ahora llamamos el “principio de relatividad”.

15.- Desde 1847, fecha del Acta de Reformas, a este año de 2000 han transcurrido 153 años.  El juicio de amparo ha hecho un largo camino y hoy podemos decir que todos los mexicanos lo han aceptado, por lo que cabe examinar el principio de relatividad de las sentencias, para determinar si debe conservarse como se encuentra o puede ser modificado.

Es indudable que cuando el juicio de amparo se pide respecto de actos concretos de la autoridad, la sentencia que en el juicio se dicte sólo podrá favorecer o perjudicar a quienes son parte y no a otra persona alguna, de ahí que en relación con este tipo de juicios debe conservarse intacto el principio de relatividad; pero el amparo no sólo se promueve contra actos concretos, sino también contra leyes y la ley, por su propia naturaleza, es un ordenamiento general y abstracto, obligatorio para todos aquellos que se encuentran comprendidos dentro de su hipótesis de aplicación.

Así las cosas, si la Suprema Corte de Justicia considera que una norma general es contraria a la Constitución, de acuerdo con la formula de Otero, tal resolución solamente va  a favorecer a quienes solicitaron el juicio de garantías, pero no a quienes no lo pidieron, lo que entraña, en primer lugar, una situación de desigualdad entre quienes solicitaron el amparo y obtuvieron una sentencia favorable y aquéllos que por la circunstancia que haya sido, no pudieron presentar el juicio o no pudieron obtener una sentencia favorable.  Los primeros no están obligados a observar la ley, los segundos tienen que acatarla, quieran o no.  Esta situación, repito, es notoriamente desigual.

Además, si la Suprema Corte de Justicia es el interprete de la Constitución y ha estimado que una norma de carácter general es contraria a la dicha Constitución, su sentencia debe tener un efecto general, porque resulta absurdo que una ley inconstitucional, es decir una norma que ya se ha declarado por quién puede hacerlo, que es contraria a la ley fundamental, continúe en vigor, y, repito es un absurdo; para mostrarlo con mayor claridad daré un ejemplo: hace años en el Distrito Federal estaban en vigor unos reglamentos  para panaderías, tortillerías etc.  En todos esos reglamentos se contenía el llamado requisito de distancia, es decir la prohibición de instalar un establecimiento igual a aquellos a que el reglamento se refería, dentro de un radio de 50 o 100 metros.  Todos estos reglamentos fueron declarados inconstitucionales una y otra vez por la Suprema Corte de Justicia y todos esos reglamentos siguieron vigentes y eran aplicados por la autoridad. ¿No es esto absurdo?  No es contrario a la Constitución que siga en vigor y aplicándose una ley o un reglamento, que no la acatan.

Y si esto es así, por un elemental espíritu de igualdad, congruencia y justicia, debe otorgarse un efecto universal, obligatorio para todos, a las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia que declaren inconstitucional una norma de carácter general, lo que significa una modificación al artículo 107, fracción I de la Constitución y, por consecuencia, al artículo  76 de la Ley de Amparo, estableciendo una redacción que podría ser la siguiente: “Las ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia, que declaren inconstitucional una norma general, deberán ser cumplidas por todas las autoridades”.

Un último argumento olvidando el razonamiento de Marshall: la Constitución de acuerdo con su artículo 133 es la Ley Suprema de la Nación, y a ella deben ajustarse los actos de todas las autoridades quienes, de conformidad con el artículo 128 del propio texto constitucional, antes de tomar posesión de su encargo protestan guardar la Constitución.  Por tanto, si la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que una norma de carácter general es contraria a la Constitución, todas las autoridades, en cumplimiento a la protesta que hicieron de acuerdo con el artículo 128, deben dejar de aplicar la norma que el Tribunal, intérprete de la Constitución ha determinado que es contraria a la misma, por lo que las ejecutorias de la Suprema Corte, como ya se dijo, deben ser cumplidas por todas las autoridades.

16.- Sin embargo surgen dos problemas, a saber:

En el párrafo anterior se propone dar efecto general a una ejecutoria de la Suprema Corte que declare que una norma general es inconstitucional.

Muchos hay que estiman que no debe darse ese efecto, porque sería tanto como invadir las facultades del Poder Legislativo o del Ejecutivo en su facultad reglamentaria, objeción que en principio parece razonable, ya que es cierto que los Tribunales Federales podían convertirse en autoridades que derogaran la ley; pero para esto hay un remedio: que la resolución que declare inconstitucional una norma general, sólo sea cumplida por las autoridades que tienen obligación de aplicarla, sin que tenga la ejecutoria efectos derogatorios, o sea que la norma general queda vigente pero privada de efectos.  Esto se puede obtener mediante una adición al artículo 192 de la Ley de Amparo, que establezca que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia debe ser acatada por todas las autoridades del país y no como ahora, que es obligatoria exclusivamente, para los Tribunales, de jure o de facto, y esto nos lleva al segundo problema. 

Hasta ahora he hablado de una resolución, pero se objeta por muchos, y creo que con razón, que una sola sentencia declarando inconstitucional una norma no es suficiente, porque también los Tribunales, formados por hombres, pueden equivocarse, de ahí que la mayoría de los partidarios del efecto universal en el amparo contra leyes, estimen que tal efecto debe darse a la jurisprudencia de la Suprema Corte y no a una ejecutoria que declare inconstitucional una norma.

De las dos proposiciones, si debe darse efecto general a una ejecutoria o a la jurisprudencia, me inclino por la primera, por dos razones: la jurisprudencia puede tardar en formarse mas tiempo del adecuado y quedar vigente una ley inconstitucional, máxime que hay normas fiscales con duración anual, respecto de las cuales no habría jurisprudencia posible, salvo que los amparos se fallaran en una o dos ocasiones, siempre que fueren consecutivas.

La otra razón deriva de los artículos 192, último párrafo, de la Ley de Amparo y 42, y 72 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 Constitucional, ya que en las contradicciones de tesis una sentencia constituye jurisprudencia; en las controversias constitucionales, una sentencia tiene efectos generales y en las acciones de inconstitucionalidad una sentencia invalida ley combatida.  Por tanto, creo que bastará una ejecutoria que declare la inconstitucionalidad de una ley, para que tenga efectos generales, agregando al capítulo único del título cuarto de la Ley de Amparo, un artículo que diga que constituyen jurisprudencia las resoluciones que declaren inconstitucional una norma general, jurisprudencia que deberá ser observada por todas las autoridades del país.

17.- Finalmente, para el mayor éxito de esta disposición, la parte de la ejecutoria que declare la inconstitucionalidad deberá publicarse en el Diario Oficial y en los principales periódicos de México.

B.  Restauración del principio de estricto derecho.

18.- Hubo un tiempo en que rigió en el amparo la norma de que los conceptos de violación y los agravios formulados por el quejoso,  no podían completarse por el juez, quien por tanto, no podría suplir la queja, salvo la llamada suplencia del error en la cita.  Más tarde en una reforma a la Ley de Amparo a iniciativa de Miguel Alemán, se agregaron al artículo 76 un segundo y un tercer párrafo, para que pudiera suplirse la deficiencia de la queja cuando se fundara el acto reclamado en leyes dictadas inconstitucionales por la Suprema Corte, en materia penal y la de la parte obrera en materia laboral, reforma motivada por otra hecha al artículo 107 constitucional.  La  reforma al artículo 76 se publicó en el Diario Oficial del 19 de febrero de 1951.  Posteriormente se volvió a reformar la fracción II del 107 de la Constitución, para adicionarle un párrafo final, que ordenaba la suplencia de la deficiencia de la queja en materia agraria.  La reforma al artículo 76 se publicó en el Diario Oficial del 4 de febrero de 1962.  Más tarde se agregó al artículo 91 de la Ley de Amparo la fracción VI, facultando a los Tribunales a suplir la deficiencia de la queja en el juicio de amparo que se promoviera contra actos que afectaran los derechos de los menores o de los incapaces esta reforma se publicó el 23 de diciembre de 1974. 

Por último, los diversos casos de suplencia de la queja se reunieron en el artículo 76 bis, por reforma publicada en el Diario Oficial del 20 de mayo de 1986.

19.- Debo hacer una observación para demostrar el descuido con el que se ha reformado la Ley de Amparo.  En diciembre de 1974 se publicó un decreto agregando una fracción VI al artículo 91 de la ley, para suplir la queja en los amparos promovidos por menores e incapaces, con el efecto señalado en el artículo 78 último párrafo, que en la misma fecha se agregó y que disponía que se tendría como actos reclamados los que afectaran sus derechos, aun cuando no se expresaran en la demanda.  En reforma de mayo de 1986 se eliminó el párrafo sobre los actos reclamados, pero se dispuso la aportación oficiosa de pruebas en los amparos promovidos por menores e incapaces.

Finalmente, en enero de 1988 se publicó una última reforma, para que el artículo 78 quedara como hoy se encuentra; pero el artículo 91, fracción VI, sólo se modificó en mayo de 1976, para facultar a los Tribunales Colegiados y a la Suprema Corte a suplir la queja en los amparos de menores e incapaces, en los términos del tercer párrafo del articulo 78, que ya nada dice al respecto.

Este descuido y otros más que existen en la ley han originado preceptos fuera de lugar, repeticiones, contradicciones, que hay que eliminar.

20.- La razón de estas reformas, cuando menos la razón confesada, es la protección de aquellos grupos humanos que se estima que están más desprotegidos, como los campesinos, los obreros, los menores e incapaces, cuya inclusión en la suplencia de la queja se debió a que se celebraría el año del niño y el Presidente Echeverría quería poder decir ante el mundo, que tenía la legislación más adelantada para la protección de los menores.  La suplencia de la queja se incluye en la Constitución y en la ley para ayudar a quienes no habían sabido pedir el amparo.  Y cabe preguntar ¿y que pasa con los que no lo pidieron?

En materia penal la suplencia a favor del reo ha sido tradicional en México, ante el hecho de que la mayoría de los que se encuentran en prisión pertenecen a los grupos humanos más depauperados y más ignorantes.

Finalmente, la suplencia de la queja en leyes reclamadas inconstitucionales, más que suplir la queja, es una manera tímida de darle efectos generales a la jurisprudencia de la Suprema Corte, que declara inconstitucional una norma general.  Y digo tímida, porque para que esta fracción I del artículo 76 bis se aplique se requiere, necesariamente, presentar una demanda de amparo, por lo que no favorece a quienes no la presentan, produciendo – de nuevo – desigualdad.

21.- En términos generales la suplencia propende a la protección de los grupos humanos que, real o supuestamente, son desprotegidos.  En  principio pudiera parecer valido requerir el auxilio del Juez para ayudar al quejoso, supliendo deficiencias, alegándose, además, que el amparo es técnico; que es coto cerrado de especialistas caros, por lo que no está al alcance de obreros, campesinos y, en general, de quienes no tienen muchos recursos. 

No puede negarse que hay mucho de razón en lo que se afirma para sostener la pertinencia de la suplencia de la queja; pero lo cierto es que para resolver esos problemas se escogió un camino equivocado.  Para resolver un mal se creo otro mal, si cabe, más grave. Todos los tratadistas; todos los abogados postulantes; todos aquellos que realmente estudian el problema de los Tribunales, coinciden en que éstos deben de ser independientes y en que el Juez debe de ser imparcial, insistiendo en que no puede tomar partido; en que no puede inclinarse, ni a una parte ni a la otra; de ahí que en todos los códigos procesales de México, una de las causas de recusación o de excusa de los jueces, sea el hecho de que alguna de las partes sea su pariente o que reciba regalos o que, de alguna manera, se incline a una de las partes.  Es decir, la ley procura salvaguardar la imparcialidad  del Juez.

La suplencia de la queja termina con tal imparcialidad, porque se obliga al Juez a buscar razones para defender a una de las partes, alegándose su pobreza, su marginalidad, su falta de conocimientos; pero al obligar al juez de esa manera, lo único que ocurre es que pierde imparcialidad en mayor o en menor grado.  Y cabe preguntar ¿la suplencia de la queja será aplicada en forma aséptica, cuando realmente  proceda? o tal vez así ocurra al principio, pero más tarde puede suplirse la queja por intereses bastardos, pues la suplencia obedece a motivaciones subjetivas, en ocasiones sin apoyo en elementos objetivos. 

Atento el hecho de que el Juez pierde imparcialidad es evidente que debe eliminarse la suplencia de la queja.  Y no se crea que esto que digo es una ocurrencia, ¿qué imparcialidad tiene un juez obligado a cumplir con el artículo 225 de la Ley de Amparo?  Este precepto obliga al Juez a recabar todas las pruebas que puedan beneficiar a los campesinos, a contrario sensu, no recabará las pruebas que los desfavorezcan y si la prueba favorece a un pequeño propietario o alguno otro tercero perjudicado, contrario al grupo campesino.  ¿No se tomará en cuenta? ¿Y esto no significa tomar partido?

Siempre ha sido un principio que deben observar todos los tribunales: que sólo deben resolver los asuntos sometidos a su consideración y exclusivamente ellos, sin poder resolver ni más ni menos, principio que se conoce con el nombre de principio de congruencia; pero el artículo citado faculta al Juez, si es a favor de los campesinos, a conceder el amparo por actos que no han sido reclamados, lo que significa que la suplencia de la queja puede llevar a sentencias injustas y destruye la seguridad y el orden jurídico y, lo que es muy grave, desnaturaliza  la labor de los Jueces.  Disposiciones como éstas permiten fallar, de hecho lo hacen, con un auténtico subjetivismo.  En relación con este punto, y para subrayar los errores de la suplencia, les pongo a mis alumnos el siguiente ejemplo: Si en un juego de fútbol, sobre todo en aquellos en los cuales los contendientes son verdaderos adversarios, el arbitro, en lugar de sujetarse a reglas dirige el juego a su capricho, lo único que va a ocurrir, y así ha ocurrido, es que se desaten verdaderos motines, como ocurrió hace muchos años con una decisión arbitral, que motivó que fuera quemado el parque Asturias.

22.- Sin embargo queda vivo el problema del acceso a la justicia.  Es cierto que hay quienes no pueden  por ignorancia, por pobreza, por marginalidad, presentarse  en un juicio.  La solución que con más o menos perfección se ha adoptado, es que el Estado proporcione una asesoría gratuita a quienes no pueden pagar un abogado, en especial en materia penal.

En México, hasta donde yo se, esa asesoría la proporciona el DIF en materia familiar, las Procuradurías de la Defensa del Trabajo, en materia laboral;  las defensorías de oficio en materia penal y ahora los asesores jurídicos y defensores de oficio del Poder Judicial Federal que prestan su servicios en la defensa de reos y en asesorar en otro tipo de juicios.

La queja generalizada es que esos organismos son ineficaces y que a la postre, se dice, cuestan dinero, porque de una manera o de otra, solicitan dinero a quienes acuden ante ellos, por lo que no hay un servicio estrictamente gratuito.  Y esto lo he oído en especial de la defensoría de oficio del fuero común. 

A pesar de ello, lo cierto es que ese es el medio para que, quienes no puedan pagar a un abogado, lo tengan; pero en México esta institución, como tantas otras, no funciona como debiera funcionar por varios motivos, entre los que se encuentran, los sueldos misérrimos que se otorgan  a los defensores de oficio, que además tienen un exceso de trabajo; la ignorancia o incapacidad de quienes aceptan un cargo de ese tipo el nulo apoyo que tienen.  Sin embargo, en ocasiones, cuando en las Procuradurías de la Defensa del Trabajo quienes las dirigen son auténticos abogados, se defiende, realmente, al trabajador.

Respecto del DIF, me consta que en algunas épocas defendían a los menores y a las mujeres en forma óptima.  Por lo que se refiere a los campesinos, hubo épocas en que el CNC defendía y defendía bien a los campesinos.  En cuanto a los sindicatos, defienden a sus agremiados con ventaja, porque además de gozar de la suplencia de la queja, tienen buenos abogados.

23.- En pocas palabras, la suplencia de la queja es un mal remedio adoptado por exceso de populismo y demagogia para resolver el problema del acceso a la justicia, pues no proporciona los medios adecuados para resolver el problema.  El Poder Judicial Federal lo está resolviendo mejor: defensores de oficio para la materia penal; asesores jurídicos para otras materias.  Y se están escogiendo mejores abogados, pagándoles un estipendio mejor.  Y esto es lo que hay que hacer.  A ello cabe agregar que no se aprovecha  a los estudiantes de derecho.  Los médicos, para obtener el grado, requieren trabajar en hospitales, en constante contacto con el enfermo y, posteriormente, deben hacer un auténtico servicio social y el sistema funciona.  ¿No podría hacerse lo mismo con los estudiantes de derecho?  ¿No podrían formarse equipos dirigidos por abogados capaces, para encargarse de la defensa gratuita de los reos y de la asesoría jurídica para los que acuden a tribunales diversos de los penales?  De esta manera se obtienen dos beneficios: uno para el estudiante, porque el abogado, cualquiera que sea la rama o la actividad jurídica a que se dedique en el futuro, debe formarse en los Tribunales.  Un beneficio para los grupos humanos marginales o depauperados, que contarían con una mejor atención a sus necesidades.  

En conclusión, debe eliminarse la suplencia de la queja tanto del artículo 107, fracción II,  párrafos segundo, tercero y cuarto, como del artículo 76 bis de la Ley de Amparo.  (Estas razones son validas para eliminar la suplencia en la controversia constitucional y en la acción de inconstitucionalidad).

C. Reformas en relación con el principio del agravio personal y directo. (artículos 102, fracción I de la Constitución y 4° de la Ley de Amparo).

24.- De acuerdo con el artículo 107, fracción I, el amparo solamente puede pedirlo la persona a quien agravia el acto de autoridad, disposición que se repite en el artículo 4° de la Ley de Amparo, preceptos que son la base de las fracciones V y VI del artículo 73 que disponen, la primera, que el amparo es improcedente contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso y la segunda, que el amparo no procede contra leyes autoaplicativas que no causen agravio con su sola vigencia.

El interés jurídico se ha definido por la Suprema Corte de Justicia como un derecho subjetivo, como un derecho protegido por la norma, y en el juicio de amparo los jueces lo aplican rígidamente para desechar la demanda o sobreseer el juicio.

Es obvio que el juicio de amparo, como todo juicio, sólo debe promoverlo quien tiene legitimación activa, es decir quien tiene una razón o motivos válidos, objetivos, para promoverlo.  Un juicio civil, por citar un ejemplo, deberá promoverlo aquél que pueda obtener un provecho o librarse de una carga con la sentencia. 

25.- Pero en el mundo de hoy han adquirido relevancia derechos que en otro tiempo no tenían importancia, derechos que incluso, ya han sido, de alguna manera, incorporados a la Constitución Federal, como son el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente adecuado, que implica conservación del aire, del agua, de la flora, de la fauna y la inexistencia de la contaminación (artículo 4° de la Constitución párrafos 4 y 5). El artículo 73, fracción XXV, concede facultad al Congreso para establecer y sostener en la República museos, bibliotecas, observatorios; para legislar sobre monumentos arqueológicos e históricos, cuando su conservación sea de interés nacional; y por ello debo decir que, por una parte, el Estado esta obligado a la conservación de los monumentos; de los bosques, de la flora y la fauna y por otra los particulares tienen el derecho de gozar de un medio ambiente adecuado lo que implica aire, agua limpios y protección de los desechos venenosos o radioactivos, etc. 

Pero es el caso que la protección concreta del bosque o del monumento, del agua o del aire, no implica un derecho subjetivo.  Si al Gobierno del Distrito Federal se le ocurre talar el Bosque de Chapultepec para construir un estacionamiento, los habitantes de la Ciudad, y si se quiere de la República, podrán escribir en contra del proyecto, manifestarse, obstruir calles y carreteras, pero no pueden pedir amparo, porque no tienen un derecho protegido, porque no son propietarios del Bosque de Chapultepec.

Y estos intereses, que se llaman intereses difusos, que yo definiría diciendo que son derechos de todos y de nadie, necesitan ser protegidos.  Podría pensarse y promoverse la protección, mediante algún juicio contencioso administrativo; pero esto implicaría, en realidad, la desprotección porque se trataría de expedir 33 leyes diversas, una federal, una del Distrito Federal y 31 de los estados, lo cual implica, a la postre, que de alguna manera habría aspectos que no se protegerían.

Y si el amparo se creó para proteger al individuo y a las sociedades de los abusos del poder, para proteger los derechos humanos, estos derechos, incluso aquéllos que no tienen titular, deben ser protegidos; pero con el sistema actual del agravio personal y directo, observando en forma absoluta el interés jurídico a raja  tabla no hay forma de pedir amparo a menos que, y en esto consiste la reforma, se acepte que  el amparo, cuando de este tipo de derechos se trate, sea promovido por interés simple; pero como esto es peligroso o puede dar lugar a abusos, debe adoptarse con mucho tiento, con mucho cuidado; vale decir, señalar en una enumeración cerrada aquellos casos en los cuales se podría aceptar el amparo por interés simple, que pudiera ser promovido por cualquiera que demostrara su deseo de que se protegiera la fauna, la flora, los monumentos, la belleza natural.

Para que esta reforma tuviera éxito, debería hacerse una segunda excepción al principio de relatividad.  En este caso la sentencia que se dictara debiera tener efectos universales.  Y debe tener efectos universales por la naturaleza del objeto, ya que cuando hay un interés difuso, ya se dijo que es un derecho de todos y de nadie; por consiguiente, si se obtuviera el amparo contra un acto u omisión de una autoridad que fuere en detrimento del bien protegido, la justicia federal protegería el bien en beneficio de todos, trátese de monumentos históricos, de la fauna, de la flora por lo que la sentencia debe tener efectos universales. 

D. Un nuevo juicio de amparo.

26.- Por ágil que sea el juicio de amparo indirecto, lo cierto que en tanto se emplaza al o a los terceros y se reciben las pruebas, pasa cierto tiempo, y aun cuando la suspensión puede impedir los daños que cause el acto reclamado, hay casos en que es posible dictar sentencia sin tener que esperar a la audiencia y a todas las formalidades del que podríamos llamar procedimiento ordinario.

Ocurre que hay actos de autoridades administrativas, como las ordenes de clausura; de autoridades judiciales, como la imposición de los medios de apremio o las ordenes de aprehensión o arraigo y en estas hipótesis u otras similares, a la presentación de la demanda podría enviarse de inmediato a un Secretario ante la responsable para oírla, tomar nota de las constancias pertinentes y dar fe de la existencia del acto reclamado y, con ello dar cuenta al Juez, para que dictara sentencia de inmediato.

27.- No ignoro que un amparo de este tipo tiene grandes dificultades, que serían las siguientes:

El amparo sólo procedería por actos concretos, en una enumeración cerrada.

Un procedimiento con reglas simples, que podrían ser:

* Una demanda, incluso por comparecencia, con documentos que acrediten interés jurídico y personalidad, en su caso, del promovente.  Podría aceptarse que se precisara donde se encuentran los documentos, que podrían estar con la responsable u otras autoridades y de los que podía dar su fe.

* Una visita de inspección para examinar todo lo referente al acto reclamado y para que la responsable sea oída, justificándose o justificando su acto. 

* Dar a conocer al Juez el resultado de la inspección, para que este dicte resolución inmediatamente.

* Un recurso de queja de 24 horas.

* Si de la inspección resultara imposible que se dictara sentencia, se tramitaría el amparo por la “vía ordinaria”.

Un amparo de este tipo requiere, como requisito esencial, un personal honrado, muy capaz, que sólo conozca de este tipo de juicios y podrá – incluso – pensarse en juzgados especializados, lo que implicaría, además de la inclusión de este tipo de juicios en el artículo 107, fracción XII, de la Constitución, (fracción que deberá desaparecer, por las razones que adelante se expresan) la redacción del título y capítulos que se requieren en la Ley de Amparo y la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. 

Finalmente, quiero insistir en que el éxito de este tipo de juicios descansa en un personal capaz y muy experimentado, que pueda valorar los hechos de inmediato y obtener conclusiones acertadas.

Por último, en donde pueden presentarse juicios en los que sea útil un procedimiento como el que se menciona, es en la materia administrativa, por lo que en los juzgados de Distrito Administrativo podría crearse una sección que los atendiera. 

III

Reformas a las normas generales de la ley de amparo

28.- Antes de proponer reformas sobre puntos concretos, es pertinente proponerlas sobre las normas que rigen a todos los títulos y capítulos de la ley.

29.- La primera reforma que debe hacerse es limpiar a todos los preceptos de la ley de palabras inútiles, que en el curso del tiempo se le han ido agregando y que en lugar de hacerla inteligible, dificultan su comprensión, como por ejemplo:

En el artículo 4° se dice que el amparo puede promoverse por aquél a quién perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier acto que se reclame y cabe preguntar: para que la enumeración, si para comprender la hipótesis en que puede promoverse un amparo hubiera bastado decir que el juicio se promoverá por aquél a quién perjudiquen los actos u omisiones de las autoridades, ya que tanto la ley, como el tratado, como el reglamento, son un acto, evitándose la enumeración y en todo caso decir: “normas generales, actos y omisiones”.

30.- Otras reformas necesarias son:

Todas las disposiciones que se refieren a las multas deberán incluirse en un capítulo especifico, cuyo lugar sería el final del Título V. 

El artículo 23 que se refiere a los días inhábiles deberá concordarse con el artículo 163 de la Ley Orgánica, pues existe discrepancia entre ellos, aunque en mi concepto, por ser la Ley de Amparo una ley especial, debiera prevalecer ésta, pero lo cierto que se aplican las dos.

En relación con la utilización de los medios técnicos para notificar a las autoridades, la ley sólo habla de correos y de telégrafos, lo que en el momento actual es absoleto, por lo que deberá permitirse la utilización de todos los medios de comunicación, como son la transmisión de facsímiles, los correos electrónicos etc.  más aun, debe reflexionarse acerca de si las notificaciones a las partes, incluso las personales, pudieran hacerse por algún medio moderno y desde luego utilizar  esos medios para que las diligencias que deban hacerse fuera de la jurisdicción del Juzgado o Tribunal, se encomiendan a otro Juzgado o Tribunal, mediante la transmisión de facsímiles o mediante la red de computadoras que tienen todos los tribunales federales. 

Los artículos 27, 28, 29, 30 cabría redactarlos nuevamente, de manera que sean más concisos, por ejemplo: el párrafo segundo del artículo 27 podría quedar de la siguiente manera, “Las partes podrán designar para oír notificaciones a una persona con capacidad legal, con facultades para promover en el juicio o realizar cualquier acto en defensa del autorizante, facultad que será indelegable y que sólo  podrá ser ejercitada por abogados con cédula profesional.  Los tribunales llevan un registro de cédulas profesionales. Si el autorizado carece de cédula profesional, sólo podrá oír notificaciones y consultar los autos”.

“El emplazamiento el titular del Poder Ejecutivo se entenderá con quién debe representarlo, en los términos del artículo 19 de la Ley de Amparo; las subsecuentes notificaciones se entenderán con el representante”.

En este capítulo debe disponerse que las notificaciones a las partes se hagan por medio de un boletín diario, como se hace en otros Tribunales.  Y esto hoy es necesario, atento el número de Tribunales Colegiados, Unitarios y Juzgados de Distrito que existen,  en especial en las Ciudades de México, Guadalajara, Monterrey, etc.

El capítulo de competencia deberá redactarse en una forma más concisa en el menor número de palabras, para que sea más claro.

Los artículos 37, 38, 39, 40 y 41 se refieren, el primero a la hipótesis   de que pueda conocer del juicio de amparo, por violación de ciertas garantías en materia penal, el superior del Juez que haya cometido la violación o sea, en tratándose de la materia federal, un Tribunal Unitario y en materia común, un Tribunal Superior de un Estado o del Distrito Federal.  Los demás se refieren a la llamada jurisdicción concurrente.  En mi concepto, todos estos preceptos deberán derogarse, porque en el momento actual ya son inútiles y no se aplican.

Cuando la Ley de Amparo se redactó en el año de 1936, el número de Juzgados de Distrito era, prácticamente, de uno o dos por Estado, con un sólo Tribunal Unitario, los Tribunales Colegiados aun no existían.  Además muchos circuitos abarcaban el territorio de más de un estado, recuerdo que en 1949 en el Distrito Federal había un Tribunal Unitario  y 6 juzgados de Distrito: dos civiles, dos penales y dos administrativos.  En ese año todavía no se creaban los Tribunales Colegiados.

En esta situación, facilitar a los quejosos la promoción del juicio era necesario, máxime que la fracción  XII del artículo 107 Constitucional creaba a la jurisdicción concurrente; pero en el momento actual ya no existe esa necesidad.  Hay Juzgados de Distrito por todas partes; se han multiplicado los Tribunales Unitarios y existen innumerables Tribunales Colegiados; basta comparar las siguientes cifras:  en el Distrito Federal en el año de 1949 había 6 juzgados de distrito  ahora,  para sólo referirme a la materia civil, existen 9 Tribunales Colegidos y 10 Juzgados de Distrito, a éstas hay que agregar los laborales, los penales y los administrativos.  No se justifica, por tanto, la existencia de la jurisdicción concurrente sobre todo, porque prácticamente en toda la República, hay ya gran facilidad de comunicaciones.

La supresión de estos preceptos implica la supresión en muchos otros, de la frase “o por el superior del tribunal responsable” o de frases similares, como: “o la autoridad que conozca del juicio”, con lo que se mejora la comprensión de los artículos en que se incluye.

Por último, un recuerdo personal: he preguntado desde hace tiempo a Ministros de la Suprema  Corte, a Magistrados, a Jueces de Distrito  acerca de la promoción de este tipo de juicios y ninguno me ha sabido decir si los ha habido o no; personalmente recuerdo un sólo caso, que se dio a finales de 1949 o a principios de 1950, en el que un auto de formal prisión, dictado por un Juez de Distrito Penal en el D.F. fue impugnado en amparo, ante el Tribunal Unitario, y no tengo conocimiento de ningún otro caso y han transcurrido 50 años.

Y si esto es así, lo lógico es eliminar tanto la fracción XII del artículo 107 constitucional como los 5 preceptos antes mencionados.

IV

Las causas de improcedencia y el sobreseimiento.

31.- Si hay instituciones del juicio de amparo que han dado lugar a criticas son la improcedencia y el sobreseimiento.  Se dice que son injustas; que la improcedencia es una trampa procesal; que los funcionarios judiciales se valen de la improcedencia para sobreseer los amparos y no se cuantas razones más.

A una mirada superficial podrá parecerle que las causas de improcedencia no debían existir; pero si se les examina se encontrará con que son necesarias, ya que responden a la calidad de la autoridad responsable, por lo que no puede promoverse el amparo contra actos de la Suprema Corte (art. 73 de la Ley de Amparo f. I); a la naturaleza de los actos, por lo que no procede el juicio contra resoluciones dictadas en un juicio de amparo o en estricta ejecución de las mismas (art. 73, f. II); o contra resoluciones o declaraciones en materia electoral (art. 73, f. VII) o contra resoluciones de los Congresos, federal o locales, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, si lo hacen con facultad discrecional o soberana (art. 73, f. VIII); por economía procesal, no es procedente el juicio cuando existe litispendencia (art. 73, f. III) o cosa juzgada (art. 73, f. IV), máxime si se considera el riesgo de sentencias contradictorias; si hay violación a los principios del amparo, no procede el juicio, por lo que las fracciones V y VI del artículo 73 de la Ley de Amparo impiden la procedencia del juicio, cuando no hay afectación al interés jurídico y las fracciones XIII, XIV y XV, cuando se reclaman actos que todavía no son definitivos, teniendo en cuenta que existen excepciones; tampoco procede el amparo en los casos en los que, concedida la protección de la Justicia Federal, no puede restituirse al agraviado en el uso y goce de la garantía violada (art. 73, fs. IX y X y art. 80).  Si el quejoso consintió los actos reclamados, expresa o tácitamente, el amparo no procede porque se aceptó la violación, teniendo en cuenta que el amparo sólo puede promoverse a petición de parte agraviada, que al consentir con los actos, perdió su derecho a impugnarlos (art. 73, fs. XI y XII).

Por último, si los efectos del acto reclamado dejan de existir, el amparo carece de materia pues ya no hay lesión a los intereses del quejoso, por lo que el juicio es improcedente (art. 73, f. XVI).

32.- A pesar de su mala fama y las impugnaciones que se hacen a las causas de improcedencia, lo cierto es que son indispensables, por ello no pueden eliminarse sin embargo, cabe hacer algunas modificaciones:

Las fracciones V y VI del artículo 73 de la ley, que se refieren ambas al interés jurídico pueden englobarse en una, a la que se debe agregar un segundo párrafo, que diga que esa causa de improcedencia no se aplicará en el caso de los intereses difusos, si esta proposición es aceptada. 

La fracción X debe volver a la redacción anterior, o sea, que se considerarán consumadas irreparablemente las violaciones en materia penal, si el amparo se pide contra la orden de aprehensión y se dicta el auto de formal prisión;  y si el amparo se pide contra dicho auto de formal prisión, la irreparabilidad la causará la  sentencia y la razón de esto es la siguiente:

Para la orden de aprehensión se requieren menos elementos que para dictar la formal prisión, ya que basta la acusación de un delito que merezca pena corporal; pero para el auto de formal prisión se requieren, además de la presunta responsabilidad, las pruebas de la existencia del delito y para la sentencia, se requiere la prueba plena de la responsabilidad y la prueba plena de la existencia del delito.

Esta fracción adolece de un defecto común a toda la ley, a saber: frases o párrafos inútiles, que se agregaron en el curso del tiempo, como la frase “o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio” y el párrafo segundo.

Este, porque es una glosa del párrafo primero, pues no se justifica que se suspenda el dictado de la sentencia, si el amparo se pidió contra el auto de formal prisión, por cualquiera de dos motivos:

* En la instrucción se acreditó que el procesado es plenamente responsable.  Y si así es, resulta absurdo que por concederse el amparo contra la formal prisión, todo lo actuado en la instrucción se anulara.

* De la instrucción resulta que el procesado no es responsable del delito, por lo que es mejor la sentencia absolutoria.

En cuanto a la frase citada en primer lugar, que se refiere al procedimiento administrativo, de este tipo seguido en forma de juicio, la hipótesis de aplicación del precepto no ocurre porque en estos procedimientos, si hay una violación, ésta no es irreparable, porque siempre podrá reclamarse en el amparo contra la resolución que se dicte en ese procedimiento, de acuerdo con la fracción II del artículo 114 de la  Ley de Amparo.

En segundo lugar, suponiendo se diere la hipótesis, la frase podría eliminarse y que se dijera “contra actos emanados de cualquier procedimiento, cuando….”.  Con esta redacción, se cambia la frase “de un procedimiento judicial” y el artículo queda claro, más preciso, y sin palabras inútiles. 

Las fracciones XI y XII pueden englobarse en una sola, porque ambas se refieren a la misma hipótesis, agregando a la redacción de la fracción XI, lo siguiente: “o porque no se promovió el amparo en los plazos legales”.  

Las fracciones XIII y XIV deben fusionarse para convertiste  en una sola y respecto del primer párrafo de la fracción XIII, hay que eliminar la frase: “o de Tribunales Administrativos o del Trabajo” porque no agrega nada esta inserción a la claridad del artículo y porque hay una redacción alternativa más clara, que sería, una vez eliminada la frase y la palabra resoluciones, para quedar: “contra resoluciones de los Tribunales”, pues esta palabra “tribunales” abarca los judiciales, los administrativos, los del trabajo, con lo que se mejora o aligera la redacción del artículo, máxime que las Juntas de conciliación deben convertirse en Juzgados.  

El segundo y el tercer párrafo de la fracción XII, deben cambiar de ubicación, pues se refieren a dos plazos para pedir amparo, por lo que su lugar lógico es la fracción I del artículo 22 de la Ley de Amparo.

Hay que tomar en cuenta, también, que la redacción de estos párrafos debe de ser más sobria, menos barroca.

El cuarto párrafo de esta fracción deberá eliminarse ya que es inútil, pues si se va a promover el amparo directo, tendrá que sujetarse la demanda a lo dispuesto por el artículo 166, aunque en este punto no se diga nada.

Finalmente, las fracciones IX, XVI y XVII pueden convertirse en una, pues su razón de ser es la misma: la imposibilidad de obtener el objeto del amparo,  puesto que si se concediera la protección de la Justicia Federal, no se podría obtener la reparación de la garantía violada, dejándose de cumplir con el artículo 80.

En la fracción XVIII lo único que hay que hacer es agregar al final las palabras “Ley de Amparo”, ya que sólo esta y la Constitución pueden crear causas de improcedencia.

33.- Del artículo 74 debe eliminarse por inútil el segundo párrafo de la fracción IV pues, según mi experiencia, rarísima vez se hace, si es que se hace, el aviso de cesación de efectos de los actos reclamados, aun cuando las causas de improcedencia  sí las alegan habitualmente, tanto el tercero perjudicado como la autoridad responsable, sin que haya necesidad de que se diga nada al respecto.

34.- Respecto de la causal de la fracción V del artículo 74, la misma debe desaparecer pues son absurdos el sobreseimiento por falta de promoción o la caducidad, ya que son notoriamente injustos.  En primer lugar, de acuerdo con el sistema de la Ley de Amparo, (artículo 157)  una vez promovida la demanda, toca al Juez de Distrito continuar el juicio sin que se requiera promoción de la parte o sea, existe una obligación de parte del Juez de continuar el juicio aun cuando las partes no promuevan, lo que significa que si un asunto queda rezagado 300 días en el Juzgado de Distrito, quién no cumple con su obligación es el Juez de Distrito, pero se sanciona a la parte quejosa.

En segunda instancia, una vez presentados los agravios y, en su caso, los alegatos, las partes no tienen nada que hacer; no existe ya procedimiento alguno, porque una vez en manos del ponente el expediente dicho ponente está obligado a redactar la resolución y a listar el asunto, lo que significa  que si no se redacta, sea por la razón que se quiera: indolencia, exceso de trabajo, dificultad del negocio, que sé yo; pero no es la parte la culpable y se le sanciona.  

En el amparo directo, cuando el expediente llega al Tribunal Colegiado está completo salvo, en su caso, la vista al Ministerio Público.  Y si esto es así, el quejoso no tiene nada que hacer.  Todo ésta hecho y sólo resta que el ponente redacte el proyecto de sentencia y lo liste y si no lo hace, no es el quejoso quien tiene la responsabilidad y obligación de promover “la continuación de un procedimiento” que no existe, de ahí que nuevamente se sanciona al quejoso, sin culpa y, repito, todo esto es injusto.

A esto se replica: hay juicios que no se mueven porque las partes carecen de interés, por cualquier motivo.  Y tales juicios, en multitud de ocasiones causan el rezago, que hay que eliminar. 

Que haya casos en que las partes han perdido el interés es verdad; pero la causa del rezago, de la acumulación de expedientes, no es la falta de interés de las partes; pues obedece a otras causas que son: la negligencia de los juzgadores; la auto limitación en el número de asuntos que se fallan en cada sesión; la falta de sanciones eficaces en contra de los abogados que interponen demandas o recursos improcedentes, práctica que podrá eliminarse con multas elevadas, que se hicieran efectivas, cuyo monto fuere a favor del Poder Judicial, que debería tener la facultad de cobrarlas, mediante uno o más actuarios y una oficina, en cada circuito, dedicada exclusivamente a esa misión y espero que en el futuro la sanción pudiera ser la cancelación de la cédula profesional, por falta de ética. 

Si se elimina la causa, cesará el efecto o sea, no habrá rezago y hay Juzgados y Tribunales en que el rezago no existe, a pesar de que reciben igual número de expedientes, que los que si tienen rezago. Y si se pregunta porque ocurre ese fenómeno, la respuesta está en que unos trabajan más que otros.

Finalmente, y suponiendo la falta de interés de las partes en el juicio, para no ser injustos, cabría, al cabo de los 300 días, interpelar, mediante notificación personal, al quejoso o al recurrente para que manifestaran en un plazo perentorio, 3 o 5 días, si quieren continuar o no el juicio.  Si dicen que no o no contestan, entonces dictar el sobreseimiento o la caducidad.

V

Las partes.

35.- Respecto de la parte quejosa existe el problema que implica el artículo 10 de la Ley de Amparo o sea, que solamente se pueden reclamar mediante el juicio de garantías aquellas resoluciones que dicten los tribunales penales, en el incidente de reparación de daño o de responsabilidad civil y aquellas resoluciones directamente relacionadas con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes afectos a la reparación o responsabilidad sin que, por consiguiente, el ofendido por el delito pueda presentar amparo contra resoluciones de distinta naturaleza.  La razón fundamental que se da para ello es que la acción penal es monopolio del Ministerio Público, que por consiguiente, sólo el o el reo pueden impugnar las resoluciones dictadas en el proceso penal.

De acuerdo con la Constitución, es cierto que, salvo el caso a que se refiere la fracción XVI  del artículo 107 de la Constitución, el Ministerio Público es el único que puede ejercitar la acción penal (art. 21);  pero la interpretación que se ha dado a esta facultad convierte el Ministerio Público en el dueño absoluto de la acción, haga lo que haga.  Por ello la reforma constitucional de 1994 facultó al ofendido a promover el juicio en contra de la negativa del Ministerio Público a ejercer la acción penal o cuando se desista de ella, lo que de alguna manera implica que el Ministerio Público ya no es el dueño absoluto de la acción penal, aún cuando es el único que puede promoverla, lo que no excluye la intervención del ofendido en el proceso, una vez ejercitada la acción, intervención  que podía calificarse de tercería coadyuvante y que sería como la intervención del tercero perjudicado en el juicio de amparo.  Por ello, es conveniente eliminar el artículo 10 de la ley, para que pueda el ofendido promover el juicio de amparo contra resoluciones dictadas en el proceso.  Asimismo habría que reformar la fracción III inciso b), del artículo 5 de la ley, para que el ofendido pudiera ser tercero en todos los amparos que promoviera el procesado, siempre y cuando se hubiera apersonado en el proceso.

Por otra parte, se niega la intervención del ofendido en el proceso porque se estima que lo mueven la venganza y el rencor y no el deseo de hacer justicia; que en muchos casos hay deseos de venganza es cierto; pero al mismo tiempo hay deseo de que el responsable reciba la pena que merece.

Y esto constituye una razón para aceptar la intervención del ofendido, ante la indiferencia lógica del Ministerio Público.  Por otra parte, la situación del ofendido en el proceso penal es la de una persona con una indefensión absoluta.  Se tiene derecho a que se repare el daño que sufrió; pero si dictan auto de libertad por falta de elementos, nunca podrá ser resarcido en el proceso penal y lo mismo ocurre si se dicta sentencia absolutoria, esté bien o esté mal dictada, haya hecho el Ministerio Público lo que debía hacer o no lo haya hecho, en cuanto aportar las pruebas necesarias para demostrar la responsabilidad del inculpado y la existencia del delito.  Y cuantas veces vemos que el Ministerio Público hace las cosas mal y el resultado es la liberación del presunto reo y la indefensión del ofendido, que nada puede hacer.

Estas reflexiones llevan más lejos; debería darse al ofendido intervención en el proceso, para que pudiera defender sus intereses; pero en tanto eso se hace, debe dársele la posibilidad de presentar el amparo en contra de las resoluciones esenciales del proceso: autos de sobreseimiento, autos de libertad por falta de elementos o de desvanecimiento de datos; sentencia definitiva, para que pueda defender su derecho a recibir una reparación, del daño que ha sufrido. 

Como es natural la intervención del ofendido en el juicio de amparo como quejoso o como tercero sería de acuerdo a las reglas y principios del juicio de garantías. 

36.- El artículo 5° en la fracción III, que se refiere a los terceros perjudicados, distingue al tercero en materia administrativa, del tercero en asuntos judiciales y en asuntos de carácter penal.  Respecto de éstos, como dije, debería admitirse la intervención del ofendido como tercero perjudicado en los amparos penales, por las razones ante dichas.

37.- La fracción IV del artículo 5° otorga al Ministerio Público Federal el carácter de parte y lo faculta para intervenir en los juicios de amparo, para interponer los recursos, inclusive en amparos penales promovidos contra resoluciones de los tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la ley le impone para procurar la pronta y expedita administración de justicia; pero no se le faculta para interponer los recursos en amparos indirectos (sic) de materia civil y mercantil, excepto la familiar.

A esta redacción se llego después de 5 reformas al texto original, que sólo decía “son partes en el juicio de amparo:… IV El Ministerio público Federal”.  Y las reformas, todas, han tenido como finalidad hacer que el Ministerio Público Federal, de alguna manera, sea parte en el juicio, o sea, facultar al Ministerio Público para no intervenir en el juicio o facultándolo para interponer los recursos señalados en la ley, que por el sólo hecho de ser parte podría interponer, por lo que la reforma era inútil (véase, reforma a la Ley de Amparo, publicado en el Diario Oficial del 19 de febrero de 1951); se le facultó para promover la pronta y expedita administración de justicia (reforma publicada en el Diario Oficial de 7 de enero de 1980) y para interponer los recursos en amparos penales en que se reclamen resoluciones de los tribunales locales, y se le veda interponer los recursos en materia civil y mercantil, salvo en materia familiar (Diario Oficial de 10 de enero de 1994).

38.- Y si dije que las reformas fueron para darle vida al Ministerio Público Federal, lo hice con fundamento.  En las leyes de amparo de 1861, 1869, 1882 y en el Código de Procedimientos Federales de 1897, la autoridad no era parte en el juicio de amparo y era defendida por el Promotor Fiscal.  En el Código de Procedimientos Civiles de 1908 se otorgó a la autoridad responsable el carácter de parte y el Promotor Fiscal fue sustituido por el Ministerio Público y se le siguió considerando parte (art. 670 del Código citado).

A partir de entonces, la autoridad responsable se defendió sola y el Ministerio Público dejó de representarla, por lo que en una tesis de jurisprudencia antigua (se publico en el apéndice al tomo LXXVI del Semanario Judicial, 5ª época) se dijo que era una parte reguladora del procedimiento, que no era contendiente, que no tenía interés directo en el juicio en esta tesis se dijo también, que no debía tomarse en cuenta el recurso de revisión que interpusiera, lo que dio lugar a la reforma publicada el 19 de febrero de 1951. 

39.- En la realidad, en la mayoría de los casos, el Ministerio Público sólo hace un pedimento que presenta en las audiencias, generalmente anodino y superficial, al que nadie hace caso, lo que significa en la realidad que la institución no ha funcionado ni funciona y no lo ha hecho porque el Ministerio Público no tiene nada que hacer en el juicio de amparo. Los intereses del quejoso y del tercero perjudicado los cuida cada uno de ellos, la autoridad responsable se defiende por sí, y, por tanto, el Ministerio Público ni por el tercero, ni por la autoridad, ni por el quejoso interviene.  Se afirma que el Ministerio Público debe velar por el orden constitucional, debe vigilar y propugnar el acatamiento a los preceptos constitucionales.  Pero si esto fuere cierto, ¿cuál es el papel del Juez?  El juez al dictar sentencia en el amparo es quién vela por el ordenamiento constitucional y procura el cumplimiento de los preceptos de la Constitución.  Y si esto es así, y lo es, el Juez, al cumplir con su misión vela por la justicia, la seguridad y el orden y, como corolario, por los intereses de la sociedad, cumpliendo con el artículo 17 de la Constitución, buscando la justicia pronta y expedita.

Y en tales condiciones, el Ministerio Público queda sin función alguna, de la misma manera que no tiene función la quinta rueda de un carro que tiene cuatro.  Puede alegarse que debe cumplir las obligaciones que la ley le impone para procurar la pronta y expedita administración de justicia.  Independientemente de la deficiente expresión “administración de justicia”, porque la justicia no se administra, se imparte o no se imparte, se otorga o no se otorga, lo cierto es que el único precepto de la Ley de Amparo, que a tal obligación se refiere, es contrario a la división de poderes que establece la Constitución y, obviamente, a la independencia del Poder Judicial.  Tal facultad la confiere el artículo 157 de la Ley de Amparo, en cuyo primer párrafo se obliga a los jueces de Distrito a cuidar que los juicios de amparo no queden paralizados proveyendo todo lo que corresponda hasta dictar sentencia, en el segundo párrafo se faculta al Ministerio Público a cuidar el exacto cumplimiento de  esta disposición.  Y pregunto ¿el Ministerio Público vigilante del Juez? ¿el Ministerio Público, hoy por hoy, como órgano del Ejecutivo esta sobre el Juez?  Lo cierto es que, hasta donde yo sé, el Ministerio Público, con absoluta atingencia, no hace uso de esta facultad.   Por lo demás, se concreta, como dije, cuando interviene, a formular un pedimento, en ocasiones infundado y de ese pedimento queda una mención en la sentencia, una línea que dice el Ministerio Público formuló pedimento en tal sentido.

40.- En cuanto a la facultad de interponer la revisión en amparos en materia penal promovidos contra resoluciones de tribunales locales, por lo que he sabido, tal facultad ha dado lugar a que los Agentes del Ministerio Público soliciten dinero del quejoso, que ha obtenido una resolución favorable, para no interponer la revisión.  Así me lo han dicho compañeros que litigan en materia penal y, desde luego, resulta absurdo que el Ministerio Público Federal este litigando esos asuntos.   Pero ese absurdo tiene un remedio, que es substituir la actual redacción de la fracción IV del artículo 5° eliminando como parte al Ministerio Público Federal y facultando al Ministerio Público del proceso, sea federal, sea local, para que pueda comparecer como tercero perjudicado.  Y esto es lógico si en todas las controversias de tipo judicial se señala como tercero perjudicado a la contraparte del agraviado, ¿porque en materia penal no se ha de hacer?

41.-  Podrá parecer a muchos que esta eliminación del Ministerio Público Federal una medida excesivamente radical.  Tengo la impresión de que se sobrestima al Ministerio Público y se le considera una especie de superabogado, capaz de todo.  Pero cabe una observación; que todos aquéllos que intervienen en el juicio de garantías: postulantes, secretarios, jueces, magistrados, ministros, piensen que sucedería  si el Ministerio Público Federal deja de ser parte en el juicio de amparo.  Y si la respuesta es sincera, dirán que nada, porque,  repito, nada aporta, salvo honrosas excepciones en que hay agentes del Ministerio Público que realizan valiosos pedimentos, pero esas son las excepciones.  En materia civil y mercantil no intervienen y en ninguna de las dos pasa nada y lo mismo ocurriría en las demás materias. 

Por último, soy plenamente consiente  de que una solución como con la propuesta afecta a muchos intereses, en primer lugar, a los agentes del Ministerio Público adscritos a los diferentes juzgados, tribunales y Suprema Corte;  pero si se quiere ser congruente con la eficacia del juicio de amparo, con la rapidez con que debe dictarse sentencia, si buscamos leyes que sean útiles, una de las primeras cosas que debe tener el hacedor de la ley es quitar las instituciones que no trabajan ni funcionan.  Tal vez la dificultad más grande sea la inercia, las ideas anquilosadas; al Ministerio Público se le ve como la institución que debe intervenir en todo: en lo civil, en lo familiar, en lo penal, en todos lados se le encuentra y esto es malo para la propia institución, cuya papel debiera concretarse a ser el acusador en los procesos y el perseguidor de quienes  violen la ley, o sea, dedicarse a aquello a que lo faculta el artículo 21 de la Constitución.

En conclusión, el Ministerio Público en el amparo es un fósil, una institución que no tiene actualmente función en el juicio de garantías y, por ello, hay que suprimirlo.

42.- La redacción original del artículo 11 de la Ley de Amparo, era mejor que la de hoy, porque al agregarle las palabras “promulga, publica” no le agregaron nada, y por ello deben suprimirse.  Por otra parte esta definición ha sido criticada por muchos y con razón, pues con la multiplicación de organismos de carácter público, se han multiplicado las entidades que, de una manera, o de otra pueden afectar la esfera jurídica de los particulares, unas como ordenadoras otras como ejecutoras.   Y la Suprema Corte, en tesis de jurisprudencia publicada en el tomo V correspondiente a febrero de 1997, del Semanario Judicial de la Federación, a la novena época, establece que son  autoridades, para efectos del juicio de amparo, los funcionarios de organismos públicos que puedan emitir actos unilaterales que modifiquen la situación del quejoso y, en relación con los organismos descentralizados, tal como lo dice el ministro José de Jesús Gudiño Pelayo deben ser autoridades responsables los organismos descentralizados cuando realizan una función publica, cuando hay una relación de derecho público y, respecto de las universidades, la Suprema Corte ha establecido en jurisprudencia publicada en el tomo V citado, que no procede el amparo cuando el acto  reclamado deriva de una relación laboral y cabría preguntar, si el acto no deriva de una relación laboral ¿procede el amparo?   Las universidades publicas realizan una función que la ley actual encomienda al Estado y son por consiguiente, organismos descentralizados, entes públicos que realizan una función del Estado, pero sus actos ¿podrán reclamarse en amparo?  La respuesta – en mi concepto – debe de ser negativa, por la naturaleza de la institución y de los actos que realiza, que en verdad, no pueden considerarse actos de autoridad para efectos del amparo, pues hay un pacto implícito: el educando acepta ciertas reglas para poder ser enseñado y si no las cumple, será sancionado de alguna manera: se le cancelará la matricula, se le expulsará, actos que pueden ser revisados en la misma universidad y en cuanto a esas resoluciones, si no son académicas, tal vez pudiera proceder el amparo.  

VI

El amparo ante un Juez de Distrito.

43.- El artículo 114, como prácticamente todos los artículos de la ley, debe ser aligerado, pues se le ha recargado de conceptos, por ejemplo, su fracción I, enumera las leyes, los reglamentos, los tratados pretendiendo ser exhaustiva; pero esa redacción es excesiva pues bastaría decir “que el amparo procede contra las normas generales dictadas por los órganos del Estado, cualquiera que sea su naturaleza, que causen agravio al entrar en vigor o con motivo del primer acto de aplicación”.  De esta manera se hace menos denso el precepto.

No ignoro que no faltará quien pregunte ¿cuáles son esas normas? y la respuesta debe ser: estudia.

Y esta respuesta debe darse; porque la ley procesal es una ley técnica, que supone el conocimiento y manejo de esa técnica, bien entendido que una ley no es un tratado de derecho. 

44.- Las fracciones II y III se refieren a tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, redacción que debe abandonarse y sustituirse por lo que tiene la fracción III, inciso a), del actual artículo 5° que habla de juicios o controversias, con lo que se elimina una enumeración farragosa.

En la fracción II debe eliminarse la frase “a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia”, porque a esa hipótesis se refiere la fracción V, por lo que es inútil la repetición. 

El párrafo final de la fracción III, que se refiere a los remates limita la procedencia del amparo exclusivamente a la resolución que los apruebe o desapruebe; pero no se refiere a que determinadas leyes permiten remates en bolsa, que por no ser judiciales no son aprobados ni desaprobados por la autoridad judicial; por tanto considero que después de la palabra remates, podría introducirse la palabra “judiciales”, para evitar aplicaciones indebidas y los remates no judiciales, en bolsa,  son actos de imposible reparación.  Y la redacción original es lógica, porque no había remates en bolsa para pagar al acreedor.

45.- La fracción V sólo debe decir: “contra actos ejecutados dentro o fuera del juicio, que afecten a personas extrañas a él”.  El resto de la fracción es inútil porque se refiere al principio de definitividad, cuya violación se sanciona en el artículo 73, fracciones XIII, XIV y XV.

46.- El artículo 115 puede eliminarse sin que haya ninguna consecuencia, porque los amparos siempre tienen conceptos de violación, en los cuales se establece una violación a la ley aplicable o a su interpretación jurídica, sea real o sea supuesta, y si no los tienen, lo que sólo puede examinarse en la sentencia; se sobreseerá el juicio.  Del artículo 116, lo único que hay que hacer es revisar  la redacción para quitar frase inútiles, como por ejemplo en la fracción III: “el quejoso deberá señalar a los titulares de los organismos del Estado etc, cuando se trata de amparos contra leyes” y digo que hay quitar esa frase, porque en tratándose de la ley, las autoridades responsables son el legislativo que la expide, el ejecutivo que la promulga y quienes tienen a su cargo su publicación, porque la ley es un acto complejo, en el que intervienen diversas autoridades.

47.- Hay casos, y son frecuentes, en que en los Juzgados de Distrito se mande aclarar la demanda por requisitos distintos de los señalados en el artículo 146 de la Ley de Amparo y hay ocasiones en que se puede pensar, ante la repetición constante de las aclaraciones de demanda, si el Juez no ésta apostando a que no se satisfaga la prevención, para desechar la promoción y no tener que tramitar los amparos.  Y si esto es así cabría en el artículo 146 expresar, de alguna manera, que la demanda sólo podrá mandarse aclarar cuando no se satisfagan algunos requisitos del artículo 116 o que no se hubiera precisado el acto reclamado o no se hubieren exhibido las copias correspondientes y que, fuera de estas tres hipótesis, en ninguna otra pudiera mandarse a aclarar  la demanda.

48.- Congruente con la proposición de que se elimine al Ministerio Público como parte, deberán suprimirse el párrafo tercero del artículo 146 y el párrafo segundo del artículo 157.

49.- El artículo 149 es incongruente, por una parte otorga 5 días para que las autoridades rindan el informe justificado, plazo  que puede , duplicarse pero, por otra, permite que pueda presentarse el informe con justificación hasta 8 días antes de la fecha de la audiencia y posteriormente, se dispone que si el informe no se rinde en esos plazos, será tomado en cuenta por el Juez de Distrito, siempre y cuando las partes tengan oportunidad de conocerlo, lo que podrán hacer solicitando el diferimiento de la audiencia.  En conclusión, las autoridades pueden rendir su informe con justificación hasta minutos antes de la audiencia, que se diferirá para que lo conozcan las partes.  Y esto es lo que ocurre usualmente.  Y si esto es así ¿para que fijar plazos? bastará con decir que el informe deberá rendirse hasta antes de la audiencia constitucional y que si las partes no han tenido oportunidad de conocerlo, la  audiencia deberá ser diferida, corrigiéndose así la incongruencia del precepto. 

50.- En cuanto al párrafo que se refiere a las multas, propuse con anterioridad que todos los preceptos que se refieran a multas se envíen a un capítulo especial.  En este párrafo, que es el cuarto del artículo 149, hay otra incongruencia: se afirma que no se sancionará la no rendición del informe, si hay retardo en el emplazamiento lo que deberá demostrar la autoridad responsable, lo que es inútil porque el retardo del emplazamiento va a resultar de las constancias de autos, pues en ellas aparece la fecha del auto admisorio de la demanda; la fecha en que deberá celebrarse la audiencia constitucional y, finalmente, la fecha en que se emplazó a la autoridad responsable, lo cual se sabe mediante el sello que se recaba al emplazar, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley de Amparo.

51.- He señalado las incongruencias en que se incurre en varios artículos; pero no son los únicos, hay otros preceptos en la Ley de Amparo con ese tipo de errores y esto obedece a una razón: se ha modificado la ley en diversas épocas y quiénes han intervenido en la iniciativa de reformas para modificarla y para aprobarlas demuestran, además de ignorancia o descuido, desconocimiento de la ley.  Por otra parte no se tiene cuidado de armonizar la reforma con los preceptos ya existentes.  Hacer o reformar las leyes no es sólo redactar “x” o “y” número de párrafos y numerarlos, como si fueran artículos.  Es necesario conocer el objeto de la ley, sus antecedentes y prever el futuro  y, si es una reforma, conocer la ley vigente y determinar si, por una parte, es conveniente la misma y, por otra, hacerla de manera tal que no contradiga el sistema de la ley. 

52.- En la prueba testimonial, a que se refiere el artículo 151 debe modificarse la forma en que se anuncian.  Es comprensible que dicho precepto exija que se presente el interrogatorio escrito para los testigos al ofrecerse la prueba.  Y digo que es comprensible, porque de esa manera las autoridades tienen conocimiento previo de las preguntas para que, a su vez, puedan formular repreguntas.

Pero el hecho de que sea comprensible no quiere decir  que sea correcto, porque la prueba testimonial con interrogatorio  escrito y previo es una prueba que no cumple con sus fines. Al testigo debe interrogársele libremente por las partes y por el Juez, siempre en relación con el caso a que se refiere el juicio de amparo, para determinar si efectivamente dice la verdad; para ahondar en sus  contestaciones, cosa imposible de hacer con un interrogatorio escrito; pero se objeta: es que las autoridades sólo pueden contrainterrogar si existe interrogatorio escrito, lo cual es falso, porque al facultarse a las responsables para que estén presentes delegados suyos en la audiencia (art. 19) estos delegados podrán hacer las repreguntas y será un problema de las autoridades nombrar delegados que conozcan el juicio y sean capaces, problema que no tiene porque solucionar la ley.

53.- La prueba pericial, en la forma en que se recibe en México, es bastante parcial, porque el perito tercero es pagado por una de las partes a la que favorecerá el dictamen, aun cuando la Ley de Amparo, al determinar que la prueba pericial se integra esencialmente con el perito del Juez, hace nacer la esperanza de que el dictamen sea imparcial; pero lo cierto es que no ocurre así, porque el Juez pide auxilio a las Procuradurías, federal o  local, que en ocasiones pueden tener interés en el juicio o simplemente sus peritos no son confiables.  El remedio es difícil, pero no imposible, consiste en que el Poder Judicial Federal cree su propio cuerpo de peritos, cuando menos en las materias que se presentan con más frecuencia y, en otros casos, que los jueces puedan pagar los honorarios a los peritos que nombren, para lo cual deberán tener presupuesto suficiente, con el fin de evitar, hasta donde esto es posible, que alguna de las partes pague a los peritos que darán la razón a quien les paga, y desgraciadamente esto es más frecuente de lo que se cree, a pesar de que en materia federal ocurre menos que en la materia local.

Por último, el plazo de 5 días anterior a la audiencia para anunciar las pruebas pericial, testimonial y de inspección ocular, se antoja demasiado breve, porque, no se pueden desahogar antes de la audiencia, en especial la pericial, por ello sería de desear la fijación de un plazo mayor. 

54.- El artículo 152 debe ser más drástico, porque es muy frecuente  que las autoridades en especial las administrativas, no entreguen en tiempo las copias que se les solicitan y lo drástico podrá ser apercibir, en el primer requerimiento que se haga a la autoridad, de imponerle una sanción económica fuerte y si hay omisión, apercibirla de que se tendrán por ciertas las afirmaciones que el quejoso trata de demostrar mediante las pruebas que no se le entregan.  Y, para mayor seguridad, ordenar que los documentos se envíen directamente al Juzgado requirente.

55.- La última reforma que se hizo al artículo 155 de la Ley de Amparo es una demostración, objetiva y palpable, de la necesidad de que el Ministerio Público del proceso sea el tercero perjudicado en el amparo en que se impugnan resoluciones jurisdiccionales en materia penal y si se acepta que sea tercero el Ministerio Público, esta reforma debe derogarse. 

El artículo 156 debe derogarse por inútil, ya que para aplicarlo habría que estudiar el fondo del asunto, lo que se hará en la sentencia y no al admitir la demanda. Por otra parte, tres días para rendir el informe justificado es un plazo demasiado corto y 10 días para celebrar la audiencia, a partir del día siguiente a la admisión de la demanda, es un plazo breve que obligará a diferir la audiencia por más de un motivo, como puede ser la falta de emplazamiento a una de las partes, la no entrega de las copias certificadas solicitadas a una autoridad, etc.

56.- Aquí hay que hacer un comentario: las reformas de escritorio no funcionan.  Los tribunales tienen un ritmo de trabajo en ocasiones imposible de alterar; por ello disponer que la audiencia deba celebrarse en 10 días a partir de la fecha de admisión de la demanda es utópico.  El auto admisorio se fecha el primero de diciembre, teóricamente la audiencia deberá celebrarse 10 días después o sea el día 11, pero quitando los días inhábiles, que se supone son un sábado y un domingo, el décimo día es el día 13; pero el acuerdo de primero de diciembre se publica el día 2, surte sus efectos de notificación el día 3, y hay dos o tres terceros perjudicados que emplazar;  pero además, pudiera ser que la materia implicará, para demostrar el interés jurídico, una pericial o una testimonial y en los días hábiles que quedan entre el día de la audiencia y el 13 de diciembre, no se podrán desahogar esas pruebas, con lo que el plazo de 10 días es puramente teórico.  Por ello, repito, las reformas a una ley procesal hechas en el escritorio o por un teórico que carezca de practica, no funcionan nunca.

57.- Del artículo 157 habría que quitar el segundo párrafo por inconstitucional, pues como dije con anterioridad, la facultad otorgada al Ministerio Público Federal, órgano del Ejecutivo, implica una invasión a la independencia del Poder Judicial, ya que cuidar que el Juez cumpla exactamente con sus obligaciones, significa una autoridad sobre el Juez y esto no es posible, por lo que hay que eliminar este párrafo.

Del primer párrafo de este precepto debe eliminarse la siguiente frase: “especialmente cuando se alegue por los quejosos la aplicación por las autoridades de leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia” y digo que hay que eliminarla, porque el caso queda comprendido en la obligación general del Juez de cuidar que no queden paralizados los juicios de amparo, es decir, todos los juicios.

La frase final del primer párrafo, o sea la salvedad a la obligación del Juez de que no queden paralizados los juicios, carece de sentido y de objeto, porque la ley no dispone que se paralicen los juicios, sin que pueda afirmarse, validamente, que esto ocurre cuando se suspende el procedimiento, como en el caso de la acumulación, ya que la suspensión del procedimiento en lo principal sólo dura en tanto se tramita el incidente que, lógicamente, debe resolverse en breve término para que se levante la suspensión.  Y en esta hipótesis, el juicio  no queda paralizado, porque los incidentes forman parte de él.

VII

El amparo directo.

58.- Como en todos los casos, también en el título relativo al amparo directo hay que limpiar la redacción para quitar las frases o palabras inútiles y, fuera de ello, en el 159 hay violaciones muy difíciles de probar, como son las de la fracción VIII; que no se demuestra con documentos sino con la testimonial, prueba que no se admite – y con razón – en el amparo directo y por ello cabría eliminarla.  Respecto del artículo 160, de la fracción III debiera eliminarse la frase “si rindieran su declaración en el mismo lugar del juicio, y estando también el  quejoso en él”.  Y digo que debe eliminarse  está frase porque el artículo 20, fracción IV  de la Constitución no condiciona el desahogo de los careos.

De la fracción X debe eliminarse la frase “ sin la existencia del agente del Ministerio Público al que corresponda formular la requisitoria” pues esa falta esta favoreciendo al quejoso.

Las fracciones XI, XII, XIII, que se refieren al jurado estimo que deben eliminarse, como deberá eliminarse de la Constitución y de  todos los Códigos Procesales penales la mención al jurado, pues ésta institución no tuvo arraigo en México, a grado tal que desde hace más de 30 años, cuando menos en el D.F., no se celebra un juicio por jurados, y suponiendo se celebrara un juicio de ese tipo, habiéndose eliminado estas fracciones, el quejoso no ha perdido nada, porque las violaciones que se señalan son objetivas, implican una violación directa al artículo 14 de la Constitución Federal, por lo que no se requiere, realmente, su enumeración.

El 161 es repetitivo, porque su texto esta comprendido en lo dispuesto por los artículos 158, primer párrafo y 44, por una parte, y por la otra, debe eliminarse porque  resulta inútil la preparación del amparo en los juicios civiles.

59.- El procedimiento del amparo directo es lo más sencillo posible y no debe modificarse, pero si debe ser aligerada la redacción del artículo 158.  En primer lugar, no es necesario citar las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional; en segundo lugar la enumeración: sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo es complicada y se puede sustituir por la siguiente: “contra resoluciones de los tribunales, que además de tener carácter definitivo, pongan fin al juicio, ya sea que la violación se cometa en la resolución o durante el procedimiento, siempre y cuando, en este caso se afecten las defensas del quejoso y trascienda al resultado del fallo”.

El segundo párrafo es inútil, pues si en los conceptos de violación no se alega que se violó la ley o que se interpretó ésta indebidamente o que no se aplicó un principio general de derecho, el amparo será negado o sobreseído, según sea el caso: negado si los conceptos son deficientes y sobreseído, si no existen. 

Uno de los defectos que puede observarse en la Ley de Amparo, como en otras leyes del país es que quieren ser tratados de derecho y la Ley no es un tratado de derecho.  La ley sólo tiene que tener reglas de carácter general, para que las cumplan los diversos sujetos comprendidos dentro de su objeto, por tal motivo deben eliminarse de la ley aquellos preceptos que sólo contienen aspectos doctrinales. 

60.- En los artículos 159 y 160 la objeción es fundamentalmente de carácter redaccional.

La fracción I del artículo 159 debe aclararse ya que ha dado lugar a interpretaciones diversas por su ambigüedad;  para la jurisprudencia de la Suprema Corte, con razón, quién no ha sido emplazado a juicio por cualquier motivo, es un tercero extraño, si el amparo se presenta ante el Juez de Distrito, después de la sentencia por lo que hay que precisar el texto de esta fracción, pues el quejoso pudo ser mal emplazado, pero haber tenido conocimiento del juicio, de manera tal que pudo comparecer, como cuando se le cita personalmente  para absolver posiciones, en cuyo caso debió comparecer al juicio y solicitar la nulidad de las actuaciones, por la falta de emplazamiento en cuyo caso si se aplica esta fracción I.

La fracción II también debe ser aclarada, porque no puede saberse qué significa que el quejoso ha sido mal o falsamente repreguntado.  Si esto significa que alguien compareció por él, porque el emplazamiento al quejoso no se hizo, la hipótesis es la de la fracción I. 

61.- En cuanto al artículo 160, la fracción III estimo que es contraria a la Constitución en su artículo 20, fracción IV, porque ésta dispone que el procesado deberá ser careado en presencia del Juez, con quienes depongan en su contra, en tanto que la fracción III del artículo 160 agrega una condición: si los testigos rinden declaración en el mismo lugar del juicio, estando también el quejoso en él.  Y es el caso que la Procuraduría de la República mueve a los reos de un penal a otro y frecuentemente imposibilita el careo real, lo que mi concepto es una violación  al derecho de defensa, por lo que debe eliminarse la condición, pues un juez no ordenará el careo real si es imposible, siempre y cuando la imposibilidad no sea el resultado de una maniobra de alguna de las partes. 

62.- En congruencia con lo que se dijo anteriormente respecto del Ministerio Público Federal, debe suprimirse el artículo 181.

El 182 se refiere a la facultad de atracción y el 84, fracción III, se refiere  también a la misma, haciendo este último precepto una remisión al 182, que es el que se refiere al procedimiento.  Considero que estos dos preceptos están en mal lugar y que deben incluirse en el capítulo de competencia.

63.- El artículo 66 dispone que no son recusables los ministros de la Suprema Corte, los Magistrados de los Colegidos y los Jueces de Distrito y el artículo 70 permite que el impedimento se alegue.  Y alegar el impedimento de un ministro, de un magistrado o de un juez, significa recusarlo, ya que el impedimento es la causa de la recusación.  Hay por tanto una incongruencia que deberá eliminarse, suprimiendo el actual texto del párrafo primero del artículo 66.

Del artículo 161 deberá eliminarse todo lo referente a la preparación del juicio de amparo en los juicios civiles quedado sólo el primer párrafo. Como una redacción más sencilla.

Del artículo 166 la observación fundamental es redaccional: por ejemplo, la fracción IV repite dos veces la enumeración sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio.  Hay, por tanto, que evitar tanto la enumeración como la repetición.  Tal vez pudiera decirse en el primer párrafo: “las resoluciones definitivas que hubieran puesto fin al juicio” y en el segundo: “si dicha resolución se impugna por estimarse inconstitucional la norma aplicada…” eliminando de paso otra enumeración.

64.- Volviendo al artículo 160 de la ley, tanto  la Constitución como los diversos Códigos de Procedimientos Penales establecen la institución del jurado que, si no me engaña la memoria, en el Distrito Federal no se ha celebrado ninguno en más menos 30 años, pues se abandono por inoperante, ya que la experiencia que se ha tenido sobre el jurado es negativa.  Y sino hay jurados, las fracciones XI, XII y XIII del artículo 160 carecen de razón de ser;  por otra parte, cabe agregar que por su innoperancia la institución del jurado en México debe desaparecer reformándose la Constitución al respecto, teniendo en cuenta que según he sabido, incluso en un país de jurados como son los Estados Unidos, de alguna manera, está abandonando la institución.

65.- Las sentencias de los tribunales no siempre están debidamente fundadas. Hay ocasiones en que le dan la razón a la parte que la tiene, con malos e insuficientes argumentos.  Tal como se encuentra concebido el amparo en la actualidad, el que obtuvo no puede pedir la protección de la Justicia Federal, pero su contraparte si lo pide, y si hace valer los defectos de la sentencia, obtendrá una resolución a su favor, que puede entrañar una injusticia.  Para remediarlo y para evitar la proliferación de amparos es pertinente crear el amparo adhesivo, para que el que obtuvo sentencia a su favor pueda defenderla, obligando a los Tribunales Colegiados a estudiar ambas demandas en forma conjunta.

66.- Una practica de los Tribunales Colegiados que retrasa la sentencia definitiva y  que permite que sobre el mismo asunto se dicten dos, tres o más sentencias y hayan otras tantas demandas de amparo, es el llamado amparo para efectos.

El juicio de amparo es un juicio de nulidad, si se concede la protección de la Justicia Federal se anula el acto y si se trata de un juicio en contra de una sentencia, concedido el amparo, el tribunal federal reenvía los autos a la responsable para que en cumplimiento de la ejecutoria de amparo y de acuerdo con lo que ésta indique, anule o deje sin efectos, la resolución motivo del amparo y dicte otra nueva.  Si en la resolución del amparo éste se concede respecto de la acción, de la excepción o de la condena y considera que el tribunal violó garantías, vincula a la responsable para dictar la nueva sentencia de acuerdo con el criterio sustentado por el tribunal federal; pero si se examinan violaciones procesales, se hayan cometido durante el procedimiento o en la sentencia, y se considera fundada una, el tribunal federal concede el amparo para el efecto de que la autoridad repare la garantía violada, dicte una nueva sentencia con plena jurisdicción.  Y este amparo para efectos causa que la responsable repare la garantía violada y dicte una nueva sentencia que será materia de otra demanda de amparo y así hasta cinco, que son las que me constan, aun cuando he sabido que en algún caso el número de demandas fue mayor.  Y esto ocurre, porque el Tribunal  Colegiado no estudia todo el problema y todas las violaciones alegadas, para resolver todas; incluso las de fondo, pues puede suceder, de hecho sucede, que una de estas es fundada y puede concederse el amparo en el fondo, evitando otro amparo.

Esta situación requiere ser remediada y considero que el único medio consiste en que el tribunal federal resuelva todos los problemas inherentes al juicio, como si fuere un tribunal de instancia vinculando a la responsable, y que sólo pudiera dictarse una sentencia para efectos, cuando hubiera que reponer el procedimiento, como por ejemplo, cuando debe admitirse y desahogarse una prueba.  De esta manera ya no habrá amparo para efectos y los asuntos se resolverán con mayor rapidez.

67.- En este capítulo, como en los demás de la ley, debe revisarse artículo por artículo para quitar repeticiones, palabras o frases inútiles y para que haya congruencia en las reformas que se aprueben.

Por otra parte, en todo el articulado, además de su limpieza, deberá eliminarse toda referencia al Ministerio Público Federal como parte, aun cuando deberá aceptarse como tercero perjudicado al Ministerio Público del proceso.

VIII

Los recursos.

68.- He oído criticar el capítulo de recursos y quienes lo hacen no han advertido que el número de recursos, tres: revisión, reclamación y queja, son los adecuados; la revisión para conocer de las resoluciones más importantes, derivadas de una sentencia o un auto definitivo; la queja, para determinado tipo de resolución intraprocesales y la reclamación, para evitar los perjuicios que eran causar las resoluciones de los Presidentes de los Colegiados, de las Salas o de la Suprema Corte de Justicia o para encauzar el procedimiento.

69.- En cuanto al recurso de revisión, el artículo 83 es correcto salvo dos defectos: que sea motivo del recurso de revisión el auto que rechaza una demanda, sin tomar en cuenta que se puedan causar daños irreparables con el rechazo, pues si no se admite la demanda, no se concede, si es el caso, la suspensión, por lo que la responsable queda en libertad de ejecutar el acto reclamado.  Por tal motivo, por el hecho de que la queja se tramita con más rapidez y porque el auto que admite la demanda es recurrible en queja, el auto que no la admite debe recurrirse, igualmente, mediante la queja; pero por la urgencia que puede haber respecto de la suspensión, deberá interponerse en un plazo de 24 horas y fallarse en 48.

El segundo defecto es, una vez más, los errores redaccionales, ya que se usa y se abusa de la enumeración, que resulta frecuentemente inútil y siempre es posible evitarla.

70.- En el artículo 84 el problema sigue siendo redaccional, por lo que hay que redactarlo de nuevo para eliminar repeticiones, enumeraciones y tantos otros defectos. 

En el artículo 91, la fracción VI debe desaparecer, pues la suplencia de la queja esta prevista en el artículo 76 bis, por lo que no hay que repetirla en este lugar.

71.- El recurso de queja es un cajón de sastre, por cuanto que procede contra gran diversidad de hipótesis, algunas de las cuales no deben tramitarse como queja, sino como incidente, pues su lugar esta dentro del capítulo de ejecución de las sentencias, en este caso están las fracciones II, III, IV y IX, que  se refieren al cumplimiento o ejecución de los autos de suspensión, de libertad y a las sentencias dictadas por los jueces de Distrito y por los Colegiados. 

La fracción I establece el recurso de queja contra la admisión de demandas improcedentes y como dije, el auto que desecha la demanda también debe ser recurrible en queja, ya que ambos acuerdos:  admitir o rechazar la demanda, de hecho implican el mismo esfuerzo, se refieren al mismo objeto, por lo que la lógica dice que el acuerdo que niega la admisión de la demanda debe ser reclamado en el recurso de queja, como se dijo arriba; en este caso repito, debiera ser, como lo es la hipótesis de  la fracción XI, una queja de 24 horas, por lo que si por una parte deben suprimirse del artículo 95, las fracciones II, III, IV y IX, deberá agregarse una fracción XII, para comprender a los autos en que se niega la admisión de la demanda, cuya resolución debe hacerse en 48 horas, siguiendo en este caso el tramite a que se refiere la fracción XI mencionada. 

Las demás fracciones deben redactarse mejor para que tengan más claridad y sean mejor comprendidas, por ejemplo en  la VIII su redacción podría ser la siguiente: “Contra los acuerdos que dicten las autoridades responsables en el juicio de amparo directo, en la suspensión: la nieguen, o la concedan;  fijen fianzas excesivas o deficientes y cualesquiera otras resoluciones en esta materia”.   Las fracciones II, III, IV y IX deben cambiar de ubicación, como ya dije, lo mismo debe hacerse del artículo 96 y de las fracciones I y III del 97.

Los artículos 98 a 102, 97, fracciones I y IV deben recibir una mejor ordenación para evitar dificultades de interpretación.

72.- Finalmente, la reclamación, en mi concepto, esta bien, salvo la revisión que debe hacerse de la redacción.

IX

La suspensión.

A.- En el amparo ante el Juez de Distrito.

73.- Si algún capítulo de la Ley de Amparo tiene importancia es el que se refiere a la suspensión, artículos 122 a 144 para el amparo indirecto y 170 a 176, para el amparo directo.

Lógico es que la suspensión que presenta mayores problemas es la que se establece en el amparo indirecto, pues en el directo, por tratarse siempre de que se suspenda una resolución de los tribunales que es definitiva y pone fin al juicio, tiene menos problemas, entre otras razones, porque en general, se cumple con la medida cautelar.

74.- En cuanto a los preceptos que se refieren a la suspensión en el amparo ante el Juez de Distrito, debo decir que los artículos 122 y 123 deben quedar como se encuentran, salvo la revisión de su redacción. 

Por lo que toca a la suspensión a petición de parte, antes de analizar en forma concreta los preceptos que la rigen y de proponer su reforma, debo decir que en más de una ocasión la posibilidad de que se continúe con el juicio y de que se analicen los actos reclamados en el fondo, de que se determine si hay o no violación de garantías, se encuentra en el incidente de suspensión, ya que si se niega y se permite la ejecución de los actos reclamados, en muchas ocasiones el amparo resulta inútil.  Conceder la suspensión implica darle al quejoso la posibilidad de que sus intereses no se vean afectados, en tanto se resuelve el juicio.

Por tal motivo considero que la suspensión debe quedar íntegramente en manos del Juez de Distrito.  Dicho de otra manera, la concesión o negativa de la suspensión, tanto la provisional como la definitiva, deben dejarse al prudente arbitrio del Juez.  En esas condiciones, el segundo párrafo de la fracción II del artículo 124 debe eliminarse, máxime que se trata de un insulto a la inteligencia de los jueces.  Se prohibe conceder la suspensión para continuar el funcionamiento de lenocinios; para que se produzca y se comercie con drogas o se permita la continuación de los delitos o su consumación.  Y repito, es un insulto para el Juez decirle en la ley, que en esos casos debe negar la suspensión, como si el Juez fuera tan tonto que no entendiera que todas esas actividades implican un perjuicio al interés de la comunidad o una contravención a las normas de orden público. Tampoco podrá un Juez impedir las medidas tendientes a controlar una epidemia o permitir la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza (sic).   Pero advertencia, el Juez no es un ser omnisciente: si la autoridad afirma que determinado establecimiento mercantil es un lugar donde se comercia con drogas, deberá probarlo porque si no lo prueba no se puede afirmar que haya ese comercio.  También hay que considerar que frecuentemente un establecimiento comercial pide amparo y al solicitar la suspensión provisional,  presenta documentos que acreditan que cuenta con autorización para operar y si así es, se le concederá la suspensión provisional y será la autoridad quien deberá demostrar, en la audiencia incidental, que ese establecimiento funciona irregularmente o no tiene documentación en orden o está falsificada.

Muchos casos hay en que las autoridades administrativas se quejan de que los jueces conceden la suspensión, sin tomar en cuenta de que se trata de actividades ilícitas; pero no advierte o no quieren advertir las autoridades, que ellas expidieron las licencias de funcionamiento y si no demuestran que el establecimiento mercantil funciona en forma indebida, el Juez de Distrito tendrá que conceder la suspensión.  Pero es el caso que muchas autoridades administrativas no son abogados y muchos de los abogados de las autoridades administrativas son muy malos, por lo que o no se defienden o se defienden mal.  El resultado es que no prueban lo que dicen que van a probar, pero quieren que el Juez de Distrito haga lo que ellos no hicieron.

75.- Otra materia en que la suspensión trae graves problemas es en materia penal.  Tradicionalmente en esta materia han habido las peores dificultades y para no remontarme mucho en el  tiempo, hay que recordar una circular que, sin facultades, expidió hace, más o menos 50 años, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación señalándole a los jueces cuales eran los requisitos para otorgar suspensión en materia penal, instrucciones que después se integraron a la ley y cuya disposición general consiste en negar la suspensión, en tanto sea posible.

No es fácil solucionar el problema, porque es patente que muchos delincuentes tratan de promover un amparo y obtener la suspensión para impedir la detención y, en su momento pagarse  pero también hay personas que por no ser delincuentes, no desean entrar en prisión.  Considero que hay errores en la ley y hay errores en la concesión o negativa de la medida cautelar, en materia penal.

Es evidente que las Procuradurías quieran que estén en la cárcel todos  los individuos que, de alguna manera, han estado relacionados con la comisión de un delito, tengan o no tengan responsabilidad.  Además, cuando los delitos son escandalosos, la comunidad reacciona en contra del delincuente o del presunto delincuente, de aquél a quién los medios de comunicación, muchas veces inducidos por las Procuradurías, señalan como el delincuente.  El resultado es que hay una especie de vindicta privada contra el señalado, todo lo cual puede comprenderse, pero no aprobarse.  Y así se solicita del Juez su intervención, que debe tener valor para conceder la suspensión, en contra del clamor  público.  

De ese clima de vindicta, participan el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo.  En esas condiciones, de cualquier manera se pergeña una ley o la reforma de otra, para “hacer frente a la delincuencia” lo que, por otra parte, frecuentemente es inútil, porque la delincuencia no se termina con las leyes, se termina cuando los delincuentes son juzgados y sentenciados;  pero si por mil y una razones la mayoría de los delincuentes en México están libres, son inútiles las reformas legales.  Lo útil es la labor preventiva, eficiente, de los policías y de los agentes del Ministerio Público y, después de ellos, de los jueces; pero en relación con la suspensión en materia penal, se olvida que ésta tiene por objeto proteger uno de los bienes más preciados del hombre, como es su libertad y no se quiere ver que el juicio de amparo es para la protección de los derechos humanos.

Por las razones ante dichas, lo cierto es que la suspensión en materia penal puede decirse que no existe. En primer lugar, a partir de la circular  mencionada, se le ha vinculado al proceso, a grado tal, que para conceder la libertad en la suspensión se tiene que sujetar a lo dispuesto por el artículo 20, fracción I, de la Constitución  y a las leyes aplicables y, frecuentemente, la suspensión consiste, exclusivamente en que el solicitante de ella quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar que éste señale y a disposición de la autoridad a quien corresponda conocer del procedimiento penal para su continuación.

Aquí cabe reflexionar:

El amparo es una institución cuya finalidad esencial es proteger los derechos del hombre y, entre ellos, uno esencial, cual es de la libertad física, es decir el que  el hombre pueda entrar, salir, hacer o no hacer, libremente.

En el proceso penal, lo que se trata es de detener al posible delincuente con el fin de que sea juzgado y, en su caso, sentenciado.  Obviamente los fines de ambas instituciones son antitéticos, pues mediante  la suspensión en el amparo se trata de que quede en libertad el quejoso y en el proceso penal se pretende que quede encarcelado, salvo en delitos  menores.  En esas condiciones, no es fácil dar una solución adecuada; pero considero que tomando en consideración un principio, que en el proceso penal de México no se observa, que consiste en que todo el mundo es inocente, hasta que no se demuestre que es culpable, y tomando en consideración, también, otro principio que ahora no se toma en cuenta, que dice que más vale cien delincuentes en la calle, que un inocente en la cárcel, el Juez, atendiendo las circunstancias del caso es quien debe conceder o negar la suspensión a su arbitrio y podría pensarse en que se quitaran todos los requisitos que señala el capítulo de suspensión para concederla en materia penal, requisitos a que se refieren los artículos 130, 136 y 138, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, para que la suspensión, provisional o definitiva, siempre se conceda cuando los actos proceden del Ministerio Público o de autoridades distintas de las judiciales, tomando el Juez todas las medidas que estime prudentes para asegurar al quejoso.

Asimismo, si la suspensión se pide contra ordenes de los jueces penales, la suspensión también deberá concederse y el Juez deberá tomar todas las medidas que estime pertinentes para que el quejoso no evada la acción de la justicia, medidas que pueden ser fianzas altas, vigilancia por la policía, firma diaria en el juzgado, etc.

Pudiera ser también que el juez concediera la suspensión para que el inculpado quedara a su disposición, pero no en los lugares de detención ordinarios, sino en un lugar especifico, separado totalmente de aquellos dónde se encuentran a quiénes se les sigue un proceso, aunque esta solución tenga dificultades para llevarse al cabo, por la inexistencia de lugares adecuados.

Por último, y esto sí es indispensable, en el supuesto de que haya un proceso seguido contra el quejoso, deberá continuar siempre, por ello deberá comparecer el quejoso ante su Juez, requisito indispensable para que siga vigente la suspensión concedida.

Todo lo dicho tiene una razón: el proceso penal tiene sus reglas, el juicio de amparo las suyas.  Aquel pretende la sanción, este la protección de los derechos del hombre.  Y si así es, que el amparo siga protegiendo a los quejosos y, para que no se diga que es una manera de que los delincuentes huyan, pueden acudirse a medios diversos: negar la suspensión provisional, si el Juez no tiene elementos suficientes para otorgarla y conceder la definitiva, una vez que cuente con el informe previo y, en todo caso, conceder o negar la medida cautelar a su prudente arbitrio, sin sujetar el juicio de amparo a las reglas del proceso.

76.- Tratándose de la suspensión en materia fiscal hay un precepto, el 135, que es incomprensible que exista en la Ley de Amparo, salvo por el hecho de que favorece a las autoridades exactoras.  Arriba he dicho que el amparo es para la protección de los derechos del hombre; pero en materia fiscal no hay tal protección.  Y me explico: si se solicita la suspensión del procedimiento económico coactivo ante las autoridades fiscales, de acuerdo con el Código Fiscal (art. 141)  esa suspensión se va a conceder, siempre y cuando se acredite que ha habido la promoción de algún recurso o medio de defensa, y mediante cualquier tipo de garantía, incluyendo la fianza y el embargo; pero si se trata de una suspensión en materia fiscal solicitada en el juicio de amparo, la única garantía posible, para que surta efectos dicha suspensión, es el depósito en efectivo de la cantidad que cobra el fisco.  En tales condiciones es incomprensible la Ley de Amparo.  Una ley protectora de los derechos humanos, de las garantías individuales, que en el terreno fiscal es más dura que la propia ley fiscal.

Me he referido en este caso a la Ley Federal, pero he consultado varias leyes locales y todas permiten la suspensión mediante una garantía diversa del dinero en efectivo.  Por tanto, procede la reforma de este precepto, para admitir cualquier tipo de garantía.

77.- Por otra  parte  son pertinentes, salvo la corrección redaccional, los artículos 125, 126, 127, 128, 129 y el procedimiento a que se refiere al 130, para la concesión de la suspensión provisional, teniendo en cuenta además que la frase “con notorios perjuicios para el quejoso” debiera desaparecer, pues la suspensión debe impedir la ejecución del acto reclamado, aun cuando no sean notorios los perjuicios.

78.- En cuanto al artículo 131 de la Ley de Amparo, independientemente de la corrección redaccional, deberá suprimirse la parte relativa del primer párrafo que sólo permite las pruebas documental y la de inspección ocular y el último párrafo, que impide la aplicación de las reglas probatorias de la audiencia constitucional, en la audiencia incidental. Aquí cabe hacer una pequeña relación histórica: hace algunos años el Departamento del D.F., al igual que ahora, se estuvo quejando de que los jueces, en especial uno de ellos, concedían suspensiones a favor de los llamados giros negros.   Al propio tiempo, un abogado que sabía amparo y que era muy hábil, una vez concedida la suspensión provisional ofrecía pruebas periciales de difícil  desahogo; en esas condiciones,  la celebración de la audiencia incidental, en la que el abogado sabía que le negarían la suspensión definitiva, se difería una y otra vez.  El Departamento  del D.F., se quejó de esa situación y siguiendo una receta probada, de que una vez muerto el perro se acaba la rabia, mataron al perro, es decir eliminaron la posibilidad de pruebas distintas de la documental y de la inspección ocular en la audiencia incidental.   En principio es verdad que la pericial no tiene nada que ver con los hechos a que se refiere la suspensión y, por consiguiente deberá ser rechazada siempre, salvo algún caso excepcional que no alcanzo a ejemplificar; pero la testimonial si es en muchas ocasiones indispensable, porque ciertas autoridades administrativas realizan muchos actos sin documento escrito o amenazan con hacerlo y esas amenazas sólo pueden ser demostradas mediante la prueba testimonial.  Por otra parte, la prohibición de admitir ciertas pruebas en la audiencia incidental se antoja una violación del 14 constitucional, por una parte, y por la otra, deja de tomar en cuenta que en todo caso es el Juez, quien atendiendo a lo que realmente esta sucediendo en el juicio, debe aceptar o negar la prueba correspondiente.  

Y volviendo al tema anterior, debo agregar que en las quejas de la autoridad responsable en contra de uno de los Jueces de Distrito, que había concedido suspensiones provisionales, la Suprema Corte investigó la responsabilidad de dicho Juez resolvió que su conducta había sido honrada y se había apegado, en todo caso, a las normas que rigen la suspensión y, lógicamente, no lo sancionó  

Como conclusión debo decir que las autoridades administrativas, en muchas, muchas ocasiones, o no prueban nada o lo prueban mal, entre otros motivos porque son prepotentes y se consideran infalibles señores de horca y cuchillo, y hacen las cosas sin observar ninguna formalidad.  En otras ocasiones, y esto me consta personalmente, han presentado pruebas documentales falsas, torpemente hechas, por lo que la falsedad se nota con tanta claridad, como una luz en la obscuridad.  Por todo ello pierde los juicios y se quejan de los jueces.

En definitiva, en materia de suspensión, la ley debe concederle al Juez de Distrito libertad total, para que conceda o niegue la suspensión , según su libre arbitrio, cualquiera que sea la materia, pues considero que los jueces tienen criterio suficiente para gozar de esa libertad. 

79.- En el  último párrafo del artículo 136 se habla de las objeciones al informe previo, párrafo que se contiene dentro del precepto dedicado, en forma especifica, a la suspensión en materia de libertad personal y, lógicamente, este párrafo es de carácter general, por lo que debe ser un artículo independiente, aplicable  a todos los casos de suspensión.  Cabe aquí una observación: este precepto se impuso como una corrección a la disposición que negó la aplicación en el incidente, de las reglas de la audiencia constitucional, ya que ambos preceptos se reformaron por decreto de 31 de diciembre de 1979, publicado el 7 de enero de 1980.

80.- Por último, congruente con la proposición  de que se elimine la jurisdicción concurrente, deberá eliminarse el artículo 144.

81.- En el artículo 152 cabría agregar un párrafo que dijera que las copias que solicitan las partes como prueba, deberán remitirse, una vez expedidas, al Juez de Distrito que conozca del juicio, con objeto de evitar abusos.

El artículo 156 debe suprimirse por inútil, pues ya dije que la determinación de si el acto reclamado se fundó en una ley contraria a la Constitución, debe hacerse en la sentencia y no al admitir la demanda, como es el supuesto de este precepto.

B.- De la suspensión en amparo directo.

82.- En los juicios civil y administrativo, de acuerdo con el artículo 173 de la ley, la suspensión deberá solicitarse por el agraviado; pero considero que no es el caso, pues en términos generales al interponerse el recurso de apelación en materia civil se suspende la ejecución de la sentencia y si se promueve el amparo directo deberá seguir suspendida tal ejecución, aunque no lo pida el quejoso.  En materia administrativa, sea en el juicio fiscal o en el contencioso si se concede la suspensión deberá continuar vigente.  Por estas razones, hay que modificar el precepto para que diga que la interposición del amparo suspende la ejecución de la sentencia o autos reclamados.

83.- El artículo 174 deberá eliminarse por demagógico y populista.  De acuerdo con este precepto la suspensión en el juicio de amparo cuando lo promueve el patrón, sólo se concederá si no se pone en peligro a la parte obrera de no poder subsistir y sólo se concede en cuanto exceda de lo necesario para asegurar esa subsistencia.  Y los reparos que se puedan oponer a este artículo son los siguientes: 

* Antes de la promoción del juicio de amparo ¿no sobrevivía el trabajador? Háyase tardado el tiempo que se quiera el juicio ante la Junta de Conciliación, lo cierto es que el trabajador durante todo ese tiempo subsistió.  Que no se diga hoy, que por la promoción del amparo no puede substituir el trabajador, y sólo se conceda la suspensión en aquello en que exceda de lo que se requiere para substituir.

* Cabe preguntar ¿todos los patrones son grandes empresas? y la respuesta debe ser negativa.  Y tampoco son medianas.  La mayoría de los patrones son dueños de talleres, de pequeñas fabricas; son trabajadores que contratan a uno o a dos más, para que los auxilien.  Y si así son las cosas, el precepto no tiene razón de ser. 

* Por otra parte, si al quejoso o patrón se le otorga el amparo y, por tanto la absolución en el juicio laboral, ¿cómo puede recuperar aquello que se entrego al trabajador “para que pudiera substituir?.

Por todos estos motivos el artículo es demagógico y por tanto debe ser eliminado.

X

La jurisprudencia.

84.- Se dijo que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia debía ser obligatoria para todas las autoridades, lo que implica la reforma del primer párrafo del artículo 192 de la Ley de Amparo, para que sólo diga lo siguiente: “la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia es obligatoria para todas las autoridades del país”.

Esta modificación no requiere, en mi concepto, reforma constitucional, porque no lesiona en manera alguna al principio de relatividad. 

XI

La ejecución.

85.- Los artículos 104 a 111 de la Ley de Amparo se refieren a la ejecución de las sentencias y deben ser motivo de una revisión a fondo, en primer lugar, para incluir en este capítulo las ejecuciones que se efectúen con exceso o con en defecto y la ejecución en materia suspensional, a que se refiere el artículo 95, fracciones II, III, IV y IX. 

En segundo lugar, se debe, desde el primer requerimiento que se haga a la autoridad para que cumpla, apercibirla de un medio de apremio que, en un primer instante deberá ser exclusivamente  dinero en cantidad que haga pensar a la autoridad si continúa en su actitud de rebeldía o no, ya que hay jueces de Distrito que imponen multas por un peso, lo que a nadie puede molestar y la razón que se ha proporcionado es que la cantidad a que se refiere el artículo 59 del Código Federal de  Procedimientos Civiles como multa, para hacer cumplir sus determinaciones  es de $1,000.00.  Se corre el punto decimal tres cifras, con lo que la multa.  Esto es un absurdo, porque la sanción es risible y no sirve para que el infractor corrija su conducta y cumpla con lo ordenado por la autoridad judicial.   Y la suma importante con que se aperciba a la autoridad, puede duplicarse o triplicarse la sanción antes de enviar el expediente a la Suprema Corte.

86.- La oposición de que se haga por parte del quejoso en los términos de los artículos 105 y 108, a la sentencia que tenga por cumplida la de amparo, debe integrarse al capítulo de recursos, como una queja.

87.- El artículo 109 es contrario a la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución, porque está no “sujeta” a condición la ejecución de la sentencia de amparo, lo que el 109 si hace, al establecer que si la autoridad goza de fuero constitucional debe pedirse la declaración de procedencia en contra del funcionario que incumpla la resolución de amparo.

En mi concepto, si bien el 109 de la Ley de Amparo es congruente con el artículo 110 de la Constitución y si es un precepto “político”, también es verdad que es contrario al texto de la fracción XVI del 107 de la Constitución por lo que, en mi concepto debe eliminarse.

Del artículo 113 habrá que quitar toda referencia al Ministerio Público Federal.

88.- Por último, la reforma del artículo 107, fracción XVI de 1994, no fue feliz, en dos aspectos:

* La caducidad del procedimiento, que ya he dicho jamás debe existir.

* La facultad que se otorga a la Suprema Corte para disponer de oficio que haya cumplimiento sustituto en las sentencias, por varias razones: porque no siempre la violación de garantías se traduce en un beneficio económico; porque de esa manera queda impune la autoridad que cometió la violación de garantías, pues ni se le separa del cargo, ni es consignada, con lo que se fomenta la violación de los preceptos constitucionales y porque se dispone de un bien del quejoso sin su anuencia, lo que es violatorio del artículo 14 de la Constitución, aun cuando la reforma la haya hecho el Constituyente Permanente. 

XII

La Responsabilidad.

89.- El título denominado “De la responsabilidad en los juicios de amparo” merece una nueva redacción, tanto para precisar más los casos en que pueda exigirse responsabilidad a los jueces de amparo, a las autoridades, y a las partes: quejoso y tercero; así como las sanciones que deban imponerse que, como ahora se encuentran, implican una remisión al Código Penal Federal, lo que en mi concepto es un error, por tratarse de delitos específicos deben tener también una sanción especifica.

Pero no es la redacción o la dureza de la sanción lo importante en el caso, lo fundamental es que se trata de un capítulo inaplicado, y en esas condiciones si no se busca su aplicación  más vale que desaparezca, pues si no se obedece y se hace obedecer a una ley, mejor que no exista.  Pongo un ejemplo: en varias ocasiones he pretendido que se sancione al quejoso que ha mentido en la demanda de amparo y nunca he podido llegar más lejos, que a la simple denuncia de hechos ante el Ministerio Público Federal y a su ratificación porque, por una razón o por otra, a lo mejor por inexperiencia ya que no soy penalista, los asuntos no han caminado y que yo sepa, las autoridades mienten, los quejosos mienten y no sucede nada.

XIII

El amparo agrario.

90.- Por último el libro segundo de la Ley de Amparo debe suprimirse porque no tiene sentido en el momento actual el amparo indirecto agrario, ya que la mayoría de los asuntos tienen que tramitarse ante los Tribunales Agrarios y, por consecuencia, en la mayoría de los casos el amparo procedente es el directo.

Pero por otra parte el juicio de amparo agrario no es un juicio, ya que no se trata de resolver una controversia de manera tal que se pueda, dentro de lo humano, realizar justicia porque en este juicio de lo que se trata es de darle la razón al campesino aunque no la tenga y para demostración basta y sobra el texto de los artículos 225 y 226 de la Ley de Amparo, conforme a los cuales el juez queda obligado a buscar y desahogar las pruebas del campesino, o conceder el amparo por lo que no se le ha pedido y a suplir la queja, en todo y por todo.

Con preceptos como esos, y otros que podría citar, el Juez deja de serlo; se baja de su estrado, se sienta a lado del campesino quejoso y se convierte en  su abogado y si hay una contraparte, por ejemplo un pequeño propietario, de antemano esta perdido. 

91.- No es posible negar que el campesino en México, en general, es el grupo humano más pobre, a pesar de la ley agraria de 1915, a pesar de toda la demagogia y todas las “acciones” emprendidas por el gobierno, que incluyen el reparto agrario y el ejido.

La solución al problema de la tierra en México no se ha dado fundamentalmente por seguir doctrinas utópicas, como el ejido colectivo, porque dicho ejido, en palabras de un Secretario de Agricultura, no se hizo para producir sino para votar y porque al campesino se le trata como a un menor a quién se sobre protege, sin dejarlo crecer y hacerse cargo de sus responsabilidades; por los subsidios que se le otorgan y en todo por demagogia.

Y una de las soluciones es el amparo agrario, que no soluciona nada, ya que mediante la simulación de un juicio no se arreglan los problemas de la tierra.

Por otra parte, se puede preguntar ¿para que han servido las instituciones que se han creado para solucionar el problema de la tierra? Y la respuesta es que para nada.

Y si esto es así, habrá que suprimir el amparo agrario, teniendo en cuenta lo que antes dije, acerca del acceso a la justicia. 

XIV

Conclusión.

92.- La Ley de Amparo, en cuanto su estructura, en cuanto a muchas de sus instituciones, no requiere un cambio y este trabajo lo ha demostrado.  Se necesita quitarle a la ley las incongruencias, las instituciones obsoletas, la mala redacción para hacerla más diáfana, más clara; requiere también eliminar toda palabra inútil y entender una regla que rige a toda ley: una ley no es un tratado de doctrina, ni es un conjunto de definiciones, aunque en este último caso pudiera haber alguna excepción.  Por otra parte, por el tiempo que ha transcurrido desde que está en vigor la ley, es deseable agregar instituciones que la hagan más ágil, más eficaz, y que respondan a problemas que antes no existían. 

93.- Por último, no hablo de modernidad ni de antigüedad en una ley, porque no importa en la ley si es antigua o es moderna, lo que importa es que la ley rija realmente la conducta de los hombres sin que interese si la norma es nueva o vieja, pues puedo citar preceptos del Código Civil, cuya existencia tiene, cuando menos, dos milenios.  Podría citar el artículo 39 de la Carta Magna que fue hecha en el siglo XIII, que vive y se aplica en nuestro artículo 14 Constitucional.

Jesús A. Arroyo Moreno.

PLANTEAMIENTO DE LA PROPUESTA:

En atención a la Convocatoria emitida por el Poder Judicial de la Federación a través de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, este Organismo Público Descentralizado del Gobierno Federal, pone a su consideración la siguiente propuesta:

a)
ARTICULOS DE LA LEY DE AMPARO:

En relación a la Ley de Amparo vigente en su Título Primero, Capítulo IX, Artículo 74 fracción V en su tercer párrafo, el cual guarda relación con el artículo 107 fracción XIV Constitucional, establece el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los amparos en materia de trabajo, mismo del cual proponemos su modificación bajo las siguientes:

b)
CONSIDERACIONES

El sobreseimiento y la caducidad en materia de Amparo se encuentran regulados en la Ley de la Materia dentro del artículo 74, y en particular sobre la materia de trabajo señala lo siguiente:

“Art. 74.- Procede el sobreseimiento:

I.....

II...

III...

IV...

V.-
En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran en trámite ante los Jueces de distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos sesenta y cinco días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los Amparos en Revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los Amparos en materia de trabajo operara el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados cuando el quejoso o recurrente, según el caso se el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

Cabe precisar que el citado artículo 74 de la Ley de Amparo se sustenta en el artículo 107 fracción XIV de nuestra Constitución Política, donde se dispone lo siguiente:

“Art. 107.- Todas las controversias de que habla el Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la Ley, de acuerdo a las bases siguientes:

XIV.-
Salvo lo dispuesto en la parte final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del Amparo o la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la Ley Reglamentaria.  La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida.”

De lo anterior se advierte que el artículo 107 Constitucional en su fracción XIV solamente dispone que la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o recurrente opera en materia civil o administrativa, de esta forma, evidentemente se excluye a la materia laboral, en tanto que, del texto del artículo 74 fracción V de la Ley de Amparo, se desprende que la caducidad también opera en materia de trabajo, por consiguiente, la ley secundaria en comento excede lo dispuesto en la propia Carta Magna, lo que denota la inconstitucionalidad del tercer párrafo de la fracción V del artículo 74 de la Ley de Amparo.

En efecto, la caducidad en materia de trabajo carece de sustento dentro de la Constitución Política, por consiguiente, las disposiciones establecidas en este rubro en la Ley de Amparo deber ser derogas, en atención a que del artículo 133 de la Carta Magna, se deriva el principio de supremacía constitucional, según la cual una norma secundaria contraria a la ley suprema, no tiene posibilidad de existencia dentro del orden jurídico, incluso, la misma Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido la supremacía absoluta de la Constitución sobre toda la legislación secundaria, y la sociedad y el Estado tienen interés en que se apliquen desde luego los preceptos de aquélla y no los textos contrarios de la misma.

Por otra parte, resulta pertinente agregar que al momento en que la parte agraviada presenta su demanda de Amparo Directo, agota el principio de instancia por parte y con esto desahoga su actividad procesal, pues no existe regulado ningún otro momento en que el quejoso o recurrente pueda intervenir en el juicio de garantías a excepción de lo dispuesto en el artículo 78 de la propia Ley de Amparo, por consiguiente, la parte quejosa, al presentar su demanda, solo debe esperar la resolución del tribunal que conozca, misma que debe ser emitida en los términos de Ley, en enseguida consecuencia, la caducidad resulta ser inadecuada, ya que es resultado de la inactividad en que incurre el juzgador, y por lo tanto, la caducidad es en realidad una denegación de justicia, aunada a una sanción grave, como lo es el sobreseimiento, lo que en nada contribuye a la impartición de justicia por parte del Estado.

c)
REDACCION.

Bajo las razones señaladas, el texto del artículo 74 fracción V podría quedar de la siguiente forma:

“Art. 74.- Procede el sobreseimiento:

I....

II...

III...

IV...

V.- 
En los amparos directos y en los indirectos, que se encuentran en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en Revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia.  En ese caso, el Tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia, no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal, ni la caducidad de la instancia.

Agradeciendo su fina atención y esperando poder contribuir para que nuestra Ley Reglamentaria en Materia de Amparo imparta la justicia más elevada inspirada en nuestra Carta Magna, me despido de usted, quedando a sus órdenes.

 JUAN PALMA HERNANDEZ

A.- DEL TÍTULO, CAPITULO  Y ARTICULO DE LA LEY DE AMPARO ACTUAL CON QUE SE ENCUENTRAN RELACIONADAS LAS PROPUESTAS

PRIMER LIBRO

TITULO SEGUNDO

CAPITULO TERCERO

De la suspensión del acto reclamado.

Artículos:

123 fracción I y último párrafo 

136

138

TITULO PRIMERO

CAPITULO SEXTO

Artículo 37

CAPITULO OCTAVO

Artículo 73 fracción X párrafo segundo.

B.- CONSIDERACIONES O MOTIVOS DE LA PRESENTE APORTACION

Creo indispensable, desde este momento y como premisa básica, el marcar y hacer patente mi posición respecto a lo que comúnmente se denomina pena, en su especie "prisión", a saber:

Los integrantes de las cúpulas de poder, pretenden resolver los problemas inherentes a la delincuencia, con la creación de normas jurídico penales cada vez, con una mayor punibilidad. O como se dice coloquialmente, con penas cuya severidad alcanzan montos increíbles. Como en el caso de las impuestas en los Estados Unidos de Norteamérica, que en algunas ocasiones, llegan a superar la duración de vida, de cualquier ser humano.

Esta práctica gubernamental, nos acerca a los ciudadanos más a la idea de la película del planeta de los simios; que a la idea de un mundo civilizado en donde la base subyacente del Derecho Penal sea ni más ni menos, que lo racional. Con esto quiero decir, que no tengo la menor duda en que el Derecho Penal hasta la fecha, no ha justificado la existencia de la privación de libertad como pena, ni como medida preventiva. 

Esa aseveración obedece a los siguientes argumentos:

Primero el artículo 22 de nuestra Constitución Federal, establece la prohibición de aplicar penas trascendentales (entendiendo como tales las penas que van más allá de la persona del delincuente);

Segundo; el privar de la libertad a alguien, implica una vulneración al Derecho de familia. Ya que a esta, le causa agravios; pues el privar de la libertad a algún miembro de ella, implica necesariamente el dañarla emocionalmente y en muchos casos causar daños de orden económico, ya que es muy difícil concebir mentalmente a un individuo fuera de una familia. Y cuando se le arrebata la libertad al gobernado, se causa un quebranto anímico a los seres que lo aman y una desprotección económica a los seres que dependen de él.

Tercero; desde el punto de vista ideal, no debe privarse de su libertad a persona alguna por haber cometido un delito. Lo racional, consiste en el deber a cargo del Estado de readaptar a quien ha cometido algún delito para que sea un individuo útil y productivo tanto para su familia como para la sociedad.

Esta última afirmación ya fue contemplada por el legislador pero solamente de manera parcial ya que no contempla el contenido de la adaptación, más que readaptación, por que es indudable que no se puede readaptar lo que no ha estado adaptado. Precisamente la falta de adaptación en la mayoría de los casos es la que provoca que una persona cometa los actos antisociales que la ley reputa como delitos. A continuación se transcribe lo que el legislador, como receptor  de los grupos de poder, o de los intereses creados o de la ignorancia misma tiene previsto para dar solución al problema delincuencial.

El artículo 18 de nuestra Constitución establece que  "...sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación... encontramos los ...medios para la readaptación social del delincuente..."

Locución normativa de la que se puede deducir lo siguiente:

PRIMERO.- El delincuente es un desadaptado social.

SEGUNDO.- Para readaptar al delincuente se requiere  capacitarlo para el trabajo y educarlo.

En virtud de las afirmaciones anteriores, surge la pregunta ¿En que tiempo se readapta un sujeto que ha delinquido?. La posible respuesta a esta pregunta, es la siguiente: de conformidad con las punibilidades contenidas en las normas jurídico penales, se puede afirmar que según el tipo penal y de acuerdo a la individualización de la pena, el sujeto se readaptará en el tiempo máximo que se fije en la punición, el que podrá ser menor según lo establezca el Consejo Interdisciplinar Penitenciario y dentro del marco legal de la Ley de Normas Mínimas. De acuerdo a este criterio cabe otra pregunta más ¿Por qué hay delincuentes reincidentes y delincuentes habituales?. Sin duda existen muchas explicaciones como respuesta a esta pregunta; unas justificarán el sistema penitenciario como parte de la política criminal establecida hasta nuestros días. Sin embargo, una respuesta lógica podría ser la siguiente: El sistema penitenciario fundamentado en  el artículo 18 Constitucional resulta un fracaso. Y la prueba fehaciente de ello es la reincidencia  y la  habitualidad.

Pues bien, todo esto de la readaptación social es lisa y llanamente una falacia si no se cumple con lo establecido en las normas naturales que a partir de la segunda mitad del siglo pasado han cobrado vigencia. Refiriéndome con esto a las leyes de la conducta, las cuales van más allá de lo establecido en nuestra Constitución. No obstante un buen principio pudiera ser el de la educación pero no como medida correctiva, sino como medida preventiva. Entendiendo cabalmente lo que es la educación y tomando en consideración una interpretación progresiva. O dicho en otras palabras, para la readaptación de un individuo se requiere de un tratamiento psicológico, encaminado a la modificación de su conducta porque no basta una educación tradicional. Es necesario el tratamiento de las desviaciones conductuales. Al menos en lo que se refiere a la agresividad, a la autodestrucción y en su lugar implantar los valores de autoestima y amor hacia los demás.  Lo que necesariamente provoca, a nivel social, el altruismo y solidaridad  que destierran el egoísmo y el poder desmedido o absoluto.

Ya existen estudios realizados por psicoanalistas de la talla de Erich Fromm que hacen patente que solamente una persona con trastornos de personalidad genéricamente hablando o bien, con desviaciones conductuales puede ser capaz de llevar a cabo hechos que dañen  o pongan en peligro los bienes jurídicos de tras personas.

Es indudable que el problema de la readaptación social (adaptación) del delincuente es un problema sumamente complejo y a pesar de los múltiples esfuerzos realizados por los penitenciaristas, hasta la fecha no se ha podido resolver este problema. Lo que obedece a muchas razones, de entre ellas resalta la causa eficiente consistente en la falta de voluntad política, la que a su vez se produce en virtud de la ignorancia de quienes tienen en sus manos este sector de la administración pública.

El individuo que causa un daño o pone en peligro un bien jurídico es un individuo que representa un problema social. Es decir, es aquel que causa problemas a la comunidad y no permite la paz social.

Ahora bien, los encargados de establecer el orden y la paz sociales al tener frente a si esta problemática, lo resolvieron de un solo plumazo estampado en el artículo 18 transcrito, en su parte relativa, la aseveración consistente en creer, por una parte, con la ingenuidad revolucionaria del 17, que el delincuente se readapta con educación y trabajo. Y por otra parte, los legisladores posteriores soslayaron este precepto, ya que resuelve el problema solamente de manera aparente. Toda vez que al estar aunado a los más primitivos instintos que palpitan con mayor crudeza en los pueblos subdesarrollados e ignorantes como el nuestro, y dentro de esos instintos está en plena efervescencia la sed de venganza, hacen creer a los gobernados que el castigar a quien comete un delito, con la pena de prisión, resuelve el problema social e individual. Lo que es falso, ya que no le beneficia ni al sujeto pasivo del delito; ni a la víctima; ni a la sociedad y si provoca verdaderas cloacas pestilentes, como lo son, los llamados ceresos y los modernísimos ceferesos. Instituciones que constituyen centros de corrupción en su máxima expresión; solapados, protegidos y financiados por el Gobierno Federal y local según el caso. Pero, con el dinero de impuestos provenientes de los gobernados. Se dice que tal legislación y práctica son viciosos y no resuelven el problema de la delincuencia, porque tenemos un resultado público y evidente, como lo es el de la reincidencia y la habitualidad. Sin dejar de considerar la llamada cifra negra. Es decir, la gran cantidad de individuos que han salido de la cárcel después de compurgar su condena y que se han convertido en delincuentes hábiles, que gracias al adiestramiento obtenido durante su internamiento, han obtenido la habilidad de eludir la acción de la justicia y han creado mayores resentimientos hacia la sociedad y todo lo que significa autoridad. Esta cadena de desaciertos que como es público y evidente, no puede legitimar de manera alguna la pena de prisión. Y si se sigue aplicando al cobijo de la ley mencionada es porque sirve para facilitar el encargo de los gobernantes que no se preocupan por resolver problemas de fondo, solamente como lo hemos enunciado, son simples paleativos que les permite llevar con cinismo esta tarea tan delicada de gobernar que les ha encargado el pueblo, según lo establece formalmente nuestra Carta Magna. (autorización que dados los hechos del pésimo gobierno que tenemos, debe revocarse y ceder el paso a un nuevo sistema de gobierno que no permita que los políticos rapaces e improvisados sigan medrando con el bien intencionado poder que se les delegó).

El paradigma de que se parte es el que reside precisamente en el concepto primigenio de la dignidad del hombre la que trae aparejada un concepto desde el punto de vista ontológico que es la libertad. La dignidad del hombre no se puede concebir mentalmente sin su libertad personal. Y el derecho subjetivo  en sus diversas especies de libertad es el que se consagra en las llamadas garantías individuales dentro de las cuales destaca preponderantemente la contenida en el artículo 14 Constitucional, párrafo II, que en su parte relativa establece: 

"Nadie podrá ser privado ..., de la libertad..., sino mediante juicio  seguido   ante   los   Tribunales   previamente establecidos...".

El Derecho Subjetivo Público contenido en la parte transcrita establece, desde el punto de vista lógico-ontológico el llevado y traído " Principio de inocencia " el que debe ser entendido desde el punto de vista enunciado. Es decir, de la siguiente manera:

a) Desde la perspectiva ontológica.- Lo que significa que las cosas son, como son, se conozcan  o no,   y para llegar a esta conceptualización solamente se requiere partir de la naturaleza del ser. Visto de esta manera, este principio, significa ni mas ni menos, lo siguiente:

Que nadie debe ser condenado hasta que no le sea demostrado que su conducta fue típica, antijurídica y culpable. Para llegar a tal aserto  será menester adecuar el sistema procesal penal correspondiente. En el caso de México, el sistema adjetivo enunciado establece un procedimiento en el que de conformidad con las diversas garantías individuales atinentes al mismo, se culmina un proceso con la llamada sentencia y con la condición de  que ésta, haya causado ejecutoria. Lo que tiene relevancia porque esta culminación del proceso implica, -de conformidad con las leyes sustantivas penales-, el aplicar, al que resulte condenado una sanción que de acuerdo a la misma legislación, implica normalmente la punición, la que consiste en privar del bien jurídico llamado libertad al sentenciado. Esta privación como se enunció en el apartado preliminar no es acorde con los avances tecnológicos y científicos de nuestro tiempo. Amén de repugnar con la concepción ideal de una sociedad civilizada. Sin embargo, ahora nos colocamos en el mundo fáctico que vivimos y partimos  de una legislación llamada positiva. Con todo esto queremos decir que desde la perspectiva abordada, no se justifica de manera alguna que una persona se le aplique la pena de  privación  de su libertad sin que le haya recaído sentencia que haya causado ejecutoria, porque de ser así, -como lo es en nuestra realidad-, se vulnera el principio de inocencia que nos ocupa.

b) Desde el punto de vista lógico.- Si se toma como paradigma la sistematización Constitucional encaminada a la protección de la dignidad humana,  la que trae  aparejada la protección de la libertad personal, no es posible, racionalmente concebir  que a una persona a quien se le ha reputado simplemente en una indagatoria de carácter penal como " probable responsable, se le restrinja su libertad personal.

Pasemos ahora a la enunciación relativa al principio de inocencia, para su mejor comprensión.

Según la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica de 1787 en su enmienda quinta señala:

"Ninguna persona será detenida para que responda por delito capital o infamante por algún otro concepto, sin auto de denuncia o acusación formulada por un Gran Jurado, salvo en los casos que se presenten en las fuerzas terrestres o navales... ni se privará de la... libertad... sin el debido proceso judicial.".

Como se puede apreciar de esta quinta enmienda, no se puede afirmar que exista ese Principio de Inocencia como lo hemos concebido racionalmente pues como señala en la parte última, no se viola dicha enmienda si se priva a alguien de su libertad, siempre y cuando se siga un debido proceso judicial.

En 1789 en Francia, precisamente el 26 de Agosto, se aprobó la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. Declaración en la que encontramos el principio enunciado en su artículo noveno que a la letra dice: 

"Todo hombre se presume inocente hasta que no ha sido declarado culpable, ...". 

Esta locución, consagra el Principio de Inocencia. Sin embargo, de la lectura de todo el artículo se infiere que tal principio es de orden retórico como se puede apreciar a continuación:

"... y si se juzga indispensable arrestarlo, todo rigor que no sea necesario para asegurar su persona debe ser severamente reprimido por la ley ". 

Esto demuestra que si bien es cierto en esta declaración se establece el Principio de Inocencia, solo constituye un producto de retórica  y lo único que presenta a la ciudadanía de ese tiempo es la demagogia ya que dicho artículo entra en franca oposición con la realidad porque la presunción de inocencia induce a pensar en que el trato que debe darse a un indiciado debe ser “el de inocente” y el hecho de arrestarlo se opone a lo primeramente mencionado. Dicho en otras palabras: los franceses solo usan de bandera el Principio de Inocencia como frase hueca, ya que en la realidad –como se apunto- el tratamiento que se da al inculpado es el de culpable pues se le priva de su libertad.

Pasaron 159 años desde la declaración mencionada para el surgimiento de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que se adoptó por unanimidad el 30 de Marzo  de 1948, por la IX Conferencia Internacional Americana, en Bogotá, Colombia y concibe el Principio de Inocencia de la siguiente manera:

"Se presume que todo acusado es inocente, hasta que no se le pruebe su culpabilidad, toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes e inusitadas".(2)

El contenido de esta declaración, permite entender con claridad el Principio de Inocencia. Sin embargo si se privara de libertad a un acusado sin que se dicte una sentencia, ¿Podría  afirmarse la conculcación de este principio, de conformidad con el señalamiento de la transcripción que se hizo? La respuesta se precipita por ser dada. No, y esto por la redacción de tal precepto que permite interpretar que si bien, se debe presumir como inocente,  a un acusado de algún delito también se refiere a que lo único prohibido es que no se le oiga en forma imparcial y pública. O sea, lo que se ha dado en llamar la garantía de audiencia. Lo que dicho en otras palabras, significa una redacción confusa que lo mismo enuncia un principio de inocencia carente de fondo y de garantía auténtica hacia el gobernado, que una garantía de audiencia la cual se enuncia de manera genérica y ambigua. A tal grado que no aporta mayores garantías al individuo  involucrado, -en un momento dado -,  en un drama penal.

Posteriormente, el 10 de Diciembre de 1948 la asamblea general de la ONU proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la que transcribimos los artículos siguientes:

Artículo 5.- " Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes."

Artículo 11.- " Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías para su defensa."

Al analizar este artículo, y de acuerdo a la práctica forense en los diversos países del mundo, creemos que la locución "conforme a la ley" implica la aplicación de las leyes procesales de cada país. Por lo que también en este caso el principio de inocencia queda reducido a un  simple enunciado, “Como frase hueca” -como dijera algún día Kelsen a propósito de su crítica  sobre la definición clásica de Justitia-. 

En fecha 22 de Noviembre de 1969, en San José, Costa Rica, se reitera el pugnar por el  respeto a los “Derechos humanos” y se lleva a cabo la Convención Americana sobre tales derechos. Sobre esta promulgación señalaremos el contenido del artículo 4 que reza de la siguiente manera:

"Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en las circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas". 

Aquí encontramos la enorme oposición que se da con el siguiente precepto de la misma declaración:

" Garantías Judiciales:

1.-  . . . . . . . . . . 

2.- Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad a las siguientes garantías mínimas..."

Se infiere de la transcripción precedente que la justa interpretación que debemos dar al principio de inocencia, es ni más ni menos, como ya se dijo antes: “Simples expresiones sin contenido alguno, sin núcleo, sin esencia”. Declaraciones,  además de mentirosas, contradictorias.  Porque no es posible hablar de una presunción de inocencia y admitir al mismo tiempo, que se puede privar de su libertad a una persona que está siendo procesada. Es decir, la condena viene como resultado de un proceso que remata con un juicio en donde se determinó  la debida acreditación contra el inculpado. Considerando además el agotamiento de cualquier recurso ordinario o extraordinario que deje firme dicha sentencia.

Como ya se apuntó esta convención fue promulgada en la ciudad de San José, Costa Rica, el 22 de Noviembre de 1969, y fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión el 18 de Diciembre de 1980, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del día 9 del mes de Enero de 1981 y para su debida observancia el C. Presidente de la República de los Estados Unidos Mexicanos, promulgó el decreto el día 30 del mes de Marzo de 1981.(3)

Al suscribir México su anexión a esta Convención lejos de apreciar justamente el autentico PRINCIPIO DE INOCENCIA consagrado en el artículo 14, párrafo II de nuestra Constitución, se dejó llevar por esa supuesta defensa de los derechos humanos que en nada beneficia al procesado. Creemos firmemente en que en las diversas declaraciones de que hemos hablado no se contempla un Principio de Inocencia de fondo, pero si lo encontramos nítidamente en el precepto Constitucional aludido al que analizaremos desde un punto de vista racional. O sea, desde un punto de vista lógico. Para cuyo efecto aplicaremos las causas del conocimiento.

El artículo 14 Constitucional en su párrafo II establece:

"Nadie puede ser privado... de la libertad..., sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos...".

Ahora en cuanto a las causas que vamos a aplicar, al precepto transcrito que en nuestro concepto contiene el verdadero Principio de Inocencia son la siguientes:

1) Causa eficiente o autor: la que hace que una cosa sea lo que antes no era;

2) Causa final: la que mueve o determina a la eficiente para que actúe;

3) Causa material: la que determina la multiplicación e individualización del efecto; o también: la que determina de lo que esta hecho el efecto;

4) Causa formal: la que determina el grado de perfección (ser)  del efecto, o también: la que determina lo que es el efecto.

Para tal aplicación se requiere determinar primeramente cual es el efecto que se pretende definir o más bien, analizar a la luz de sus causas. Al respecto podemos afirmar que el efecto en cuestión es la misma parte transcrita que en concepto nuestro, contiene el Principio de Inocencia.

Desde el punto de vista de la causa eficiente, fue el legislador el que elabora todas la llamadas garantías individuales y de entre ellas el artículo 14 en su parte transcrita; la causa final es, los fines mismos de Derecho como lo son: Justicia, Bien común y Seguridad jurídica. Fines estos que si no son los rectores de una norma jurídica, esta resulta contraria a la naturaleza misma del derecho y consecuentemente debe eliminarse de cualquier cuerpo normativo.

Desde el punto de vista de la causa formal el artículo 14 mencionado versa sobre la equivalencia que tiene con el Principio de Inocencia. Entendiendo este, de la siguiente manera:

La calificativa de inocente, significa que una persona debe ser tratada como tal. Es decir, si a alguien se califica de algo, ese alguien debe tener las características o manifestarse en su conducta de acuerdo al calificativo que se le de. Esta apreciación trasladada al Principio de Inocencia, significa lo que es en realidad, a la luz del sistema del Derecho Penal y del Derecho Procesal Penal que la inocencia es la calidad de alguien que no ha cometido delito alguno, es decir, no ha sido acreditada su culpabilidad por lo que no se le puede hacer reproche alguno y mucho menos aplicarle alguna sanción. Lo que en la práctica diaria de nuestros tribunales no acontece. Lo cual esta plenamente justificado ya que las autoridades, refiriéndonos a las judiciales y del Ministerio Público solamente pueden hacer lo que la ley les permite. Y la ley misma contenida en diversos preceptos constitucionales contradicen al Principio de Inocencia de tal forma que se hace nugatorio el derecho consagrado en el artículo que considero equivalente a dicho principio. Esta afirmación deriva de la lectura y significado del artículo 18 que se mencionó en los preliminares y que viene a ser similar al establecido en la Declaración de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos que se mencionó en el artículo 4 transcrito.

Pero no solamente es el artículo 18 es que contraría al 14 Constitucional, también esta afectado del mismo mal el artículo 20 en su fracción 1ª ya que establece un beneficio de libertad provisional, como si no tuviera existencia el artículo 14 multimencionado. Esta afirmación descansa en los condicionantes que establece dicha fracción como se podrá apreciar en la lectura de tal precepto:

"En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías:

I.- Inmediatamente que lo solicite, el Juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. Es caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público el juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la ley o, cuando el Ministerio Público aporte elemento al Juez para establecer que la libertad del inculpado representa, por su conducta precedente o por la circunstancias y características del delito cometido, un riesgo para el ofendido o para la sociedad.

El monto y la forma de caución que se fije, deberán ser asequibles para el inculpado. En circunstancias que la ley determine, la autoridad judicial para modificar el monto de la caución, el juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, modalidades y circunstancias del delito; las características del inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo; los danos y perjuicios causados al ofendido; así como la sanción pecuniaria que, en su caso, pueda imponerse al inculpado.

La ley determinará los casos graves en los cuales podrá revocar la libertad provisional;..."

Este precepto contraría la disposición del artículo 14 que nos ocupa ya que como lo mencionamos, la hace nugatoria a tal grado que se entiende como letra muerta, pues la doctrina concibe a esta disposición como la relativa a la garantía de audiencia.

Pasemos ahora a mencionar lo que otro artículo también de rango constitucional que aparenta una garantía, transgrede o al menos se opone al Principio de Inocencia, nos referimos al artículo 19, que a la letra dice:

" Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de formal prisión en el que se expresarán el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la Averiguación Previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado...”  

Como se puede apreciar existe una privación de libertad a la luz de este precepto, al menos durante tres días y de conformidad con nuestra legislación procesal se puede ampliar el termino hasta en otros tres días aunque ciertamente esta ampliación procede a solicitud del inculpado, no deja de ser una restricción de la libertad, es decir un castigo, una pena. Ya que si se está a la definición de “pena” en los códigos penales de nuestra República, podremos constatar que la pena  de prisión se define como la privación de libertad que va de tres días a cincuenta años. Si tomamos además en cuenta que un acusado ya estuvo privado de su libertad por el Ministerio Público tendremos que aumentar de dos a cuatro días, como lo previene el artículo 16 de nuestra Carta Magna en su párrafo VII:

"... Ningún indiciado puede ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que se deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal..."

Finalmente, el artículo 16 Constitucional en su párrafo segundo establece:

"... No podrá librarse orden de aprehensión sino por autoridad judicial y sin que preceda denuncia, o querella de un hecho que la ley señale, como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la responsabilidad del indiciado..."

Como se puede inferir del contenido de este precepto, resulta también antinómico al Principio de Inocencia ya que el legislador resuelve de manera artificial el problema de la delincuencia y da cabida a este derecho o potestad del Juez para librar una orden de aprehensión en contra de un acusado. Lo que obviamente contraviene el Principio de Inocencia y permite vulnerarlo, digamos legalmente porque otorga ese derecho al Juez de privar de su libertad a alguien. 

Por todo lo anterior y dada la ignorancia de nuestros legisladores, aunada a los intereses creados por los grupos de poder, es necesario –al menos-, contar con un instrumento eficaz, como el Juicio de Amparo que por su propia naturaleza;  habida cuenta de los principios que lo rigen  y de entre ellos el de relatividad, es posible   que se contemple en la Nueva ley de Amparo con una institución que recoja en plenitud el espíritu prístino  del Principio de inocencia cuya realidad se plasma nítidamente en el párrafo segundo del artículo 14 de nuestra Constitución, me refiero   ni mas ni menos que a la SUSPENSION  del acto reclamado en materia penal. Institución que en la Ley actual no interpreta justamente el contenido de la garantía consagrada en el párrafo segundo del artículo 14 de la Constitución General a que se ha venido haciendo referencia.  

En consecuencia:

Se proponen algunas reformas, las que se precisan en el apartado siguiente. No sin antes  poner de manifiesto que todo lo anterior no es simplemente “Un ideal de justicia” o “Un sueño  imposible”, ya que  la Política Criminal se ha encargado  de hacer creer a la opinión pública que en la medida de la dureza de las penas habrá disminución del delito. Lo que visto a la luz de la realidad queda descubierto como falso. Yo se que esta propuesta, en principio y dada la creencia popular ya mencionada, se antoja descabellada y absurda porque surgirían las siguientes preguntas:

 ¿No se incrementará en progresión geométrica la delincuencia? ¿Qué sucederá con la opinión pública? ¿Cuántas criticas se recibirán? etc.  No obstante, ésta, que se antoja una  simplísima propuesta, abriría realmente el camino hacia un derecho verdaderamente humano y auténticamente racional, despojado de la contaminación de la mencionada Política Criminal que obedece más a intereses de cúpulas  Gubernamentales que a los fines de Derecho. Y en relación al resultado de poner en práctica la presente propuesta, seguramente, y  muy lejos de las expectativas  mencionadas, no pasaría nada. Es decir, ni se incrementaría la delincuencia, ni tampoco aumentaría la impunidad y mucho menos habría un caos social, porque ciertamente los índices delincuenciales se han incrementado gracias precisamente al pésimo sistema que se tiene de impartición de justicia, el que propicia que los indiciados que están siendo procesados se contaminen con los sentenciados y aunado a las familias  de aquellos que caen en conductas antisociales  dado que se va desarrollando un odio, un rencor y un desprecio hacia la sociedad. Demostrar mi aserto implicaría un estudio de campo de un costo muy elevado y de mucho tiempo. Sin embargo, valdría la pena  el detenerse, al menos un poco en mi propuesta y sus consecuencias para que mi objetivo estuviera cumplido. Es decir, estaría satisfecho con saber que hay intentos por crear legislación   acorde con nuestros avances tecnológicos. Y si una vez estudiada mi propuesta no se aplicara a la nueva Ley de amparo, estaría convencido de que todavía nuestra sociedad no está preparada para  estar bajo un Derecho Humano.     

C) REDACCIÓN QUE SE PROPONE:

Art. 123.- A éste artículo se le agregaría:

“ataques a la libertad personal” para quedar como sigue:

Artículo 123. Procede la suspensión de oficio:

I.- Cuando se trate de actos  que importen ataques a la libertad personal, deportación, etc. 

Nótese que se propone eliminar “peligro de privación de la vida” porque ya no tiene razón de ser dada la legislación actual que no contempla la pena de muerte.

Y en el último párrafo de este artículo y para que la reforma sea armónica se propone que quede de la siguiente manera:

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar  que cesen los actos que directamente  ataquen la libertad personal, permitan la deportación, etc.  

Como se puede apreciar de la redacción precedente. Se propone también eliminar la locución: “pongan en peligro la vida”, por las razones esgrimidas a propósito  de la reforma a la fracción primera del mismo precepto.

El artículo 136 quedaría de la siguiente manera:

Artículo 136.- Si el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito  entre tanto se resuelva su situación jurídica definitiva. Quedando a  disposición de la autoridad que deba juzgarlo desde el momento en que se niegue o sobresea en el amparo contra orden de aprehensión, en cuanto a la continuación del procedimiento penal correspondiente.

Se sugiere también la supresión del párrafo V, quedando el párrafo VI actual que pasaría a ser el V de la siguiente manera:

Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso  por orden de autoridades administrativas distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en libertad provisional, mediante las medidas de aseguramiento, quedando a disposición de la autoridad que corresponda  conocer del procedimiento para los efectos de su continuación.

El artículo 138 quedará de la siguiente manera:

La suspensión se concederá en forma tal   que no impida la continuación  del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, etc. 

Como se puede observar se eliminó la locución : “En los casos  en que la suspensión  sea procedente” 

En cuanto al artículo 37, se propone que quede de la siguiente manera.

TITULO PRIMERO

CAPITULO SEXTO

Artículo 37

Las violaciones de las garantías de los artículos  14 y 16 en Materia Penal, etc.

Es decir, se adiciona la hipótesis del artículo 14 párrafo II, en el sentido de que nadie pueda ser privado de su libertad sino mediante juicio seguido ante los Tribunales previamente establecidos.

CAPITULO OCTAVO

Artículo 73 fracción X párrafo segundo.

Se propone que quede  la siguiente manera el párrafo II

Artículo 73 …

I…

IX…

X…

Cuando por vía de Amparo indirecto se reclamen violaciones a los  artículos 14, 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, etc.

Es decir, se adicionan las hipótesis de los artículos 14 y 16.

En espera de haber dejado esta  inquietud  a su   muy distinguida consideración, le envío un afectuoso saludo .  

LUIS ÁNGEL SÁNCHEZ ALBARRÁN

INTRODUCCIÓN.
Participar en la nobilísima tarea de adecuar con el reloj de la historia, la Ley Reglamentaria de la institución “genuinamente nacional” por excelencia, obedece a las siguientes razones fundamentales:

El superior compromiso ciudadano de participar en la transformación de nuestro orden jurídico, como respuesta necesaria e impostergable de la dinámica social.

Reconociendo el admirable talento y visión jurídica de los padres de nuestro Juicio de Amparo, de los ilustres Manuel Cresencio Rejón y Mariano Otero, cuya enorme contribución al universo jurídico rebasa las fronteras nacionales, mereciendo la admiración de las naciones más cultas de la Tierra, sin menoscabo de tan trascendente aportación y de la serie de enmiendas que desde el inicio de su vigencia hasta el presente se han hecho a nuestra Ley de Amparo, sostenemos que toda obra humana es perfectible, particularmente cuando va dirigida a regular las necesidades cambiantes de los seres humanos, contemplados en su forma de organización perfecta que es el Estado.

Nuestra vocación democrática sustentada en la idiosincrasia de los mexicanos y nuestra condición de abogados comprometidos con el destino del medio de control constitucional, protector de los derechos subjetivos públicos, equivalencia perfecta de los derechos universales del hombre frente a los abusos del poder, permitiendo que resplandezca la augusta majestad de la Ley ubicada en la cúspide de nuestra pirámide jurídica, nos sitúa en la imperiosa necesidad de responder a la convocatoria del Presidente de la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, en la medida de nuestros limitados conocimientos en el juicio de amparo.

Este mundo en que vivimos, más allá de accidentes calendáricos, de conmemoraciones festivas, por razones de evolución social ya es otro mundo.  Evocando al poeta, nosotros, los de antes, ya no somos los mismos. México está inmerso en un mundo globalizado que comprende la economía, las comunicaciones, la cultura y sin duda, el fenómeno jurídico.  Fortalecer instituciones como el Amparo, que es uno de los más grandes timbres de orgullo nacional, es asistir a ese nuevo mundo respetando nuestra propia identidad.

Paradójicamente estando frente al futuro, tenemos que mirar retrospectivamente hacia los orígenes del medio protector de las libertades surgido de la más pura entraña de nuestro México, como un procedimiento al alcance del pueblo, desprovisto del asfixiante rigorismo de las formas y de las intrincadas y contradictorias reglamentaciones, para que sin distingos la protección de la justicia federal se otorgue donde exista la violación de garantías individuales, al margen de consideraciones subjetivas del quejoso o del tercero perjudicado.

Tales son los motivos que nos inspiran, tal es nuestra meta, apoyados en la buena fe y en el amor a México.

Texto Vigente.

Art. 1° fracción I.-  El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite... por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales.
Enmienda.

Art. 1° Fracción I.- El juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite... por leyes, ACTOS U OMISIONES de la autoridad que violen las garantías individuales.

Motivos.

También se violan las garantías individuales por omisiones, destacadamente respecto al derecho de petición.

Texto Vigente.

Art. 6°.- ... Si el menor de edad hubiera cumplido ya 14 años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.
Enmienda.

Se deroga la parte transcrita.

Motivos.

A esa edad el menor no puede discernir sobre la idoneidad del representante, el interés público exige el juez haga el nombramiento.

Texto Vigente.

Art. 15.- en caso de fallecimiento del agraviado o del tercero perjudicado, el representante de uno u otro continuará en el desempeño de su cometido cuando el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales, entre tanto, interviene la sucesión en el juicio de amparo.
Enmienda.

Art. 15.- EN CASO DE FALLECIMIENTO DEL AGRAVIADO O DEL TERCERO PERJUDICADO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO AFECTE DERECHOS PATRIMONIALES, SE SUSPENDERÁ EL PROCEDIMIENTO HASTA QUE INTERVENGA EL REPRESENTANTE LEGAL DE LA SUCESIÓN.

Motivos.

Al proseguirse el juicio de amparo falleciendo el quejoso o tercero perjudicado, con el representante de los mismos, se puede afectar el patrimonio de los herederos sin ser oídos ni vencidos en juicio.  La representación se extingue con la muerte del representado, en este caso, el representante ninguna personalidad tiene, como forma de representación de los herederos o de quienes tengan algún interés legítimo en el acervo hereditario.

Texto Vigente.

Art. 20.- Mismo texto con la adición que adelante se menciona.
Enmienda.

El representante común está facultado para promover todo lo que favorezca a los intereses de sus representados, asistir a las audiencias, ofrecer pruebas, objetar e impugnar las que ofrezcan las demás partes, formular recusaciones, interponer recursos, sin que pueda desistirse de los mismos ni del juicio de amparo.

Motivos.

La omisión sobre el alcance de estas facultades crea confusión e inseguridad.

Texto Vigente.

Art. 21.- Mismo texto con la adición que adelante se menciona.
Enmienda.

En caso de muerte, secuestro, cuando sobrevenga incapacidad o estado de trastorno mental, estado de guerra, inundación o desastre que impidan al quejoso ejercer su derecho, se suspenderá el término mencionado, hasta que tenga representante legal o se supere el impedimento.

Motivos.

Es evidente que en las hipótesis señaladas, que se prueben plenamente, al consignarse en la Ley de Amparo, se llenará una laguna sobre un aspecto esencial, a fin de permitir la defensa de las garantías individuales.

Texto Vigente.

Art. 22 Fracción III.- Cuando se trate de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de 90 días para la interposición de la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de la República y de 180 días, si residiera fuera de ella; contados en ambos casos desde el siguiente al en que tuviere conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al lugar en que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el artículo anterior.

No se tendrán por ausentes para los efectos de este artículo, los que tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en cualquiera forma se hubiesen manifestado sabedores del procedimiento que haya motivado el acto reclamado.

Enmienda.

Art. 22 Fracción III.- CUANDO SE TRATE DE SENTENCIAS DEFINITIVAS O LAUDOS Y RESOLUCIONES QUE PONGAN FIN AL JUICIO, EN LOS QUE EL AGRAVIADO NO HAYA SIDO CITADO LEGALEMNTE PARA EL JUICIO, DICHO AGRAVIADO PODRÁ INTERPONER LA DEMANDA EN CUALQUIER TIEMPO.

Motivos.

La falta de emplazamiento es un aspecto fundamental que viola las garantías individuales y a partir de la misma, no se deben convalidar actuaciones contrarias al orden constitucional, el llamamiento a juicio es condición insuperable para que el mismo exista, de aquí que por esa razón de respeto a la constitución, mientras no haya emplazamiento debe establecerse la posibilidad de impugnar las actuaciones practicadas sin haber oído ni vencido en juicio al agraviado en cualquier momento, si se le tiene por sabedor de los actos violatorios de la ley en perjuicio de sus garantías individuales, tal conocimiento está desprovisto de las formalidades que en el caso específico del emplazamiento tienen un rigor que los propios tribunales federales han elevado a la categoría de solemnidades.

Con respecto a la existencia de mandatarios o domicilio para oír notificaciones, las leyes civiles claramente establecen cuál es el domicilio de una persona y dentro de este concepto jurídico no está comprendido lo que procesalmente se conoce como domicilio para oír notificaciones.

Texto Vigente.

Art. 27.- ... el agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades a un tercero.

Enmienda.

Art. 27.- Mismo texto, adicionando:... TAMPOCO PODRÁ DESISTIRSE DEL JUICIO DE AMPARO.

Motivos.

Si bien la autorización para oír notificaciones es una forma procesal de representación similar al mandato, para desistirse del juicio de amparo tratándose del mismo, se necesitan facultades especiales, de aquí que con mayor razón el autorizado para oír notificaciones carezca de facultades para presentar tal desistimiento por las consecuencias jurídicas que el mismo implica.

Texto Vigente.

Art. 28 Fracción I.-  A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio, por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos.  Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente.

Enmienda.

Art. 28 Fracción I.- Mismo texto con la siguiente adición: EN CASOS DE URGENCIA SE EMPLEARÁ TELÉGRAFO, TELÉFONO, FAX, INTERNET O CUALESQUIERA OTRO DE LOS MEDIOS QUE PERMITA EL ADELANTO CIENTÍFICO O TECNOLÓGICO.

Motivos.

Es hecho notorio la lentitud del correo, debiendo superarse con los modernos medios de comunicación señalados, para los casos de urgencia destacadamente tratándose de la suspensión de los actos reclamados.

Texto Vigente.

Art. 73 Fracción II.- Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas.

Enmienda.

Art. 73 Fracción II.- Mismo texto, adicionando:..., respecto de quienes fueron parte en dichos juicios.

Motivos.

Si por una resolución dictada en un juicio de amparo se lesionan los derechos de quien o quienes son extraños al mismo, resulta una grave injusticia que les pare perjuicio la sentencia pronunciada en ese juicio de garantías donde no fueron oídos ni vencidos, de aquí que con la adición señalada, quede a salvo su derecho para que lo hagan valer en la vía y forma que corresponda.

Texto Vigente.

Art. 74 Fracción V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

Enmienda.

LA DEROGACIÓN TOTAL DE ESTA FRACCIÓN.

Motivos.

Tratándose del juicio constitucional, su objeto es resolver sobre la violación de las garantías individuales, las cuales son irrenunciables lo que se desprende del contenido del artículo 1º en relación con el 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según los mismos dichos derechos subjetivos públicos no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que la propia constitución establece, dentro de los cuales no está contemplada su renuncia, sea expresa o tácita.  En tratándose del sobreseimiento del amparo por inactividad procesal o por caducidad de la instancia, estaríamos en el supuesto de renuncia tácita de las garantías individuales así se trate de una cuestión sujeta a la sentencia de los órganos del Poder Judicial Federal, por lo que desde el punto de vista constitucional carece de justificación la norma en cuestión, procediendo su derogación.

Es incuestionable que tratándose de una controversia donde está en juego el abuso del poder por parte de los titulares del mismo, cuyas consecuencias se traducen en el quebranto de la norma constitucional, a la cual toda autoridad se debe someter y toda persona debe acatar, como dijera Don José María Iglesias: “Sobre la Constitución nada, sobre la constitución nadie”, de aquí que se trata de un proceso de incontrovertible interés público en el cual el principal impulsor debe ser el órgano jurisdiccional, rigiendo el principio de la oficiosidad por las razones apuntadas por lo que deben suprimirse las causas de sobreseimiento de referencia.

Texto Vigente.

Art. 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

Enmienda.

Mismo texto, con la adición siguiente:..., SALVO QUE SE TRATE DE LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS O DEMÁS DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL, DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR JURISPRUDENCIA, PROCEDIÉNDOSE EN ESTE CASO, CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 105 BIS DE ESTA LEY.

Motivos.

Siendo el principio de la relatividad de las sentencias pronunciadas en los juicios de amparo, una de sus características fundamentales, surge frente al mismo la permanente aspiración de la obediencia a la Constitución General de la República, al invariable respeto a la supremacía constitucional, consagrada en el artículo 133 de la Carta Magna.  Cuando la jurisprudencia que declara la inconstitucionalidad de las leyes o disposiciones primeramente referidas y adquiere carácter obligatorio conforme al artículo 192 de la Ley de Amparo, su ejecución resultaría ilusoria si sólo surtiera efectos respecto del quejoso.  Como las leyes entre sus características tienen el carácter general e impersonal, resulta plenamente justificado cuando son declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia que concluya su vigencia.

Texto Vigente.

Art. 76 Bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

Fracción I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

Fracción II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

Fracción III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.

Fracción IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador.

Fracción V.- En favor de los menores de edad o incapaces.

Fracción  VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

Enmienda.

Se deroguen las seis fracciones transcritas para que quede redactada esta parte como sigue: En todas las materias, independientemente de la calidad, condición o actividad del quejoso, siempre que del contenido de la demanda y de las pruebas aportadas se demuestre plenamente que la autoridad o autoridades responsables incurrieron en un acto violatorio de sus garantías individuales.

Motivos.

La redacción actual del precepto en comento, en cuanto a sus seis fracciones, sin negar que su ratio juris está orientada a la consecución del fin más elevado del derecho que es la justicia, sin proponérselo conlleva una grave injusticia.  Bien es cierto que las desigualdades sociales señalan que a los menos favorecidos se les deben conceder prerrogativas adecuadas, excepcionales, superiores que al resto de la comunidad, pero ese camino justificado en otras funciones de manera principal en la administrativa, resulta impracticable tratándose de la función jurisdiccional porque aquí todos somos iguales ante la ley y en ese plano de igualdad se deben tramitar y resolver los juicios de amparo.  Ampliar el horizonte de la suplencia de la queja deficiente en donde se encuentre la razón, en donde se localice la justicia y se deba aplicar con equidad, es retomar la primigenia orientación del juicio de amparo.  Precisa aclarar categóricamente que no se busca suprimir el beneficio a determinadas clases sociales, que en los términos de la enmienda propuesta lo seguirán disfrutando siempre y cuando la justicia les asista.  Cuando suceda lo contrario, se debe suplir y estudiar para que la misma se le otorgue a quien le corresponde.  En este punto que toca un aspecto toral, pensamos fundadamente que esto nos llevará a vivir en un auténtico país de leyes.

Texto Vigente.

Art. 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o se desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de 10 a 180 días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

Enmienda.

Mismo texto hasta donde dice: “o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad...”. SE PROPONE DEROGAR LA PARTE FINAL DE ESTE PRECEPTO, PARA QUEDAR REDACTADA COMO SIGUE:

“SE DARÁ VISTA AL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL, PARA EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES, RESPECTO A LA RESPONSABILIDAD QUE LE RESULTE AL QUEJOSO O A SUS REPRESENTANTES, EN SU CASO, AL ABOGADO O A AMBOS, DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 211 DE ESTA LEY”.

Motivos.

Si el quejoso o su representante, su abogado, o ambos, incurren en la conducta descrita en este precepto, cometen ilícitos definidos como tales en el Código Penal Federal.  Analizada la cuestión respecto al juicio de amparo, adquiere caracteres más graves, porque entorpecen maliciosamente la impartición de la justicia federal y al mismo tiempo la observancia de la ley ante las autoridades responsables.  Por ello debe tipificarse como delito, con la correspondiente adición de una cuarta fracción en el artículo 211 que se ocupa de la responsabilidad de las partes en el juicio de amparo, ya que se debe cerrar la puerta a este tipo de abusos que atentan contra el interés público.

Texto Vigente.

Art. 88.-…cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas, dentro del término de tres días; si no las exhibiere, el juez de distrito, la autoridad que conozca del juicio de amparo o el tribunal colegiado de circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada por éste en amparo directo, tendrán por no interpuesto el recurso”.

Enmienda.

Mismo texto, DEROGANDO ÚNICAMENTE LA PARTE DONDE DICE: “…tendrán por no interpuesto el recurso”.

Poniendo en lugar de la frase derogada, lo siguiente:

SI FALTAREN PARCIAL O TOTALMENTE LAS COPIAS ANTES MENCINADAS, ORDENARÁN QUE EL SECRETARIO HAGA LA COMPULSA DEL ORIGINAL.

Motivos.

Tratándose de un aspecto trascendental, como la inconstitucionalidad de leyes, amerita un tratamiento excepcional en el inicio del procedimiento, tal y como se establece en cuanto a su alcance general, en la forma y términos establecidos por la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal.

Texto Vigente.

Art. 97 Fracción III.-… salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal deportación, destierro, o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo;…

Enmienda.

Mismo texto, hasta donde dice: “…por el artículo 22 de la Constitución…”, con la siguiente adición:

…,O SE DECLARE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY, REGLAMENTO, TRATADO INTERNACIONAL O CUALESQUIERA OTRA DISPOSICIÓN DE OBSERVANCIA GENERAL, EN QUE LA QUEJA PODRÁ INTERPONERSE EN CUALQUIER TIEMPO.

Motivos.

Nuevamente está presente el interés superior de preservar la norma constitucional, por lo que debe quedar viva la posibilidad de pedir el cabal cumplimiento del fallo protector.

Texto Vigente.

Art. 97 Fracción IV.- En el caso de la fracción XI del referido artículo 95 dentro de las 24 horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

Enmienda.

Derogar el término de “24 horas” para que en su lugar diga:

CINCO DÍAS.

Motivos.

Lo brevísimo del término frecuentemente hace nugatorio el ejercicio del derecho de interponer la queja.

Texto Vigente.

Art. 99 Infine.- “…En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el juez de distrito, dentro de las 24 horas…”

Enmienda.

Suprimir “24 horas” para que diga así:

CINCO DÍAS.

Motivos.

Los mismos expresados respecto de la fracción IV del artículo 97.

Texto Vigente.

Art. 100.- La falta o deficiencia de los informes en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a las autoridades omisas en una multa de tres a 30 días de salario que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que dicte sobre ella.

Enmienda.

Mixto texto hasta donde dice: “…a que se refieren los dos artículos anteriores,…” DEROGANDO LA FRASE: “…establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos…”, para poner en su lugar:

DETERMINA QUE ES FUNDADA LA QUEJA… y hará…

Se propone también adicionar un párrafo final en los siguientes términos:

LOS INFORMES DE REFERENCIA INCLUIRÁN EL AUTO RECURRIDO, CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN Y LAS PRUEBAS QUE SIRVIERON DE BASE PARA RESOLVER, SIN PERJUICIO DE ACOMPAÑAR OTRAS CONSTANCIAS.

Motivos.

Ante la inexistencia de la posibilidad para el recurrente, de aportar pruebas y dada la naturaleza del recurso, es obligatorio que la autoridad autora de la resolución recurrida, justifique sus actos, para que la queja se resuelva en estricta observancia de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 16 Constitucional.

La falta de informes es un desacato que debe traducirse en una consecuencia jurídica equivalente a su gravedad, sin que se pueda considerar adecuada la simple presunción de ser ciertos los hechos respectivos, lo adecuado es que la queja se considere fundada en este caso, porque en rigor procesal, es una aceptación de la violación de la ley por parte del autor de la resolución combatida.

Texto Vigente.

Art. 102.- …impondrán al recurrente o a su apoderado, o a su abogado o a ambos, una multa de 10 a 120 días de salario.

Enmienda.

Adicionar después del término salario: MÍNIMO.

Motivos.

Por la diversidad de salarios, de permanecer la multa sin especificar cuál de ellos, se puede cometer una seria injusticia, por lo que resulta equitativo que se imponga una multa en salarios mínimos.

Texto Vigente.

NO EXISTE.

Enmienda.

SE PROPONE LA INCLUSIÓN DEL ARTÍCULO 105 BIS, CON LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

ART. 105 BIS.- CUANDO LA EJECUTORIA CONSTITUYA JURISPRUDENCIA, SE ORDENARÁ A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, QUE DEROGUE O ABROGUE LA LEY, REGLAMENTO O DISPOSICIÓN DE ALCANCE GENERAL DECLARADOS INCONSTITUCIONALES.

Motivos.

Por respeto al principio de división de poderes que rige nuestro orden constitucional, establecido en el artículo 49 de la Carta Magna, corresponde al poder encargado de la función legislativa, como uno de los depositarios de la soberanía del pueblo mexicano, como creador vía proceso legislativo, de la ley declarada inconstitucional, suprimir parcial o totalmente su vigencia, ya que al Poder Judicial de la Federación le corresponde el ejercicio de la función jurisdiccional.

Texto Vigente.

Art. 113.- Mismo Texto.

Enmienda.

La siguiente adición:

EL QUEJOSO PODRÁ PEDIR EN CUALQUIER TIEMPO, EL CUMPLIMIENTO DE DICHA SENTENCIA.

Motivos.

La sentencia ejecutoria pronunciada en un juicio de amparo, sobre la base de que preserva las garantías individuales, que son derechos imprescriptibles, debe cumplirse en su integridad sin que se extinga por el transcurso del tiempo el derecho de exigir tal cumplimiento.

Texto Vigente.

Art. 114 Fracción V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;…

Enmienda.

Derogar la parte donde dice:…cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería…”.

Motivos.

Resulta francamente violatorio del segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, obligar a un extraño al juicio, para que agote los recursos ordinarios concedidos dentro del mismo, porque respecto de tal extraño, no tuvo la oportunidad de hacer valer sus derechos desde el inicio de ese juicio, no pudo preparar su defensa, ofrecer pruebas, en suma, no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento respecto del mismo, por lo que resulta violatorio de sus derechos subjetivos públicos, obligarlo a interponer los recursos ordinarios en tales condiciones. También resulta confuso y atentatorio, el cómputo del término, respecto de terceros extraños a juicio.

Debe mantenerse la hipótesis de la procedencia del amparo indirecto haciendo referencia a las personas extrañas a juicio.

Texto Vigente.

Art. 114.

Enmienda.

Incorporar la fracción séptima:

contra las determinaciones del agente del ministerio público negándose a ejercitar la acción penal, desistiéndose del ejercicio de la misma o formulando conclusiones inacusatorias, estando probados el cuerpo del delito y La presunta responsabilidad o la responsabilidad penal en su caso, del indiciado o del procesado.

Motivos.

La inclusión del cuarto párrafo del artículo 21 constitucional, que responde a un clamor nacional en cuanto al monopolio absoluto que tuvo antes de dicha enmienda, la institución del ministerio público en el ejercicio de la acción penal; con el otorgamiento a favor de los gobernados del derecho de impugnar por la vía jurisdiccional las determinaciones del representante de la sociedad sobre el no ejercicio y desistimiento de la mencionada acción, crea la necesidad de plasmar en la ley de amparo en forma autónoma, la procedencia del amparo indirecto en esta hipótesis.

Lo anterior se deriva de dos razones fundamentales: surge un nuevo presupuesto jurídico, cuyo contenido es esencialmente distinto a las seis hipótesis del artículo 114 de la ley de amparo y, se trata de una altísima prioridad, cual es la defensa de la sociedad.

Texto Vigente.

Art. 149 Párrafo Tercero.- Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad…

Enmienda.

Mismo texto hasta donde dice: “…se presumirá cierto el acto reclamado”, DEROGÁNDOSE EL RESTO DE DICHO PÁRRAFO.

SE PROPONE COMO NUEVA REDACCIÓN EN EL LUGAR DE LA PARTE QUE SERÁ DEROGADA:

…Y VIOLATORIO DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO.

Motivos.

La doctrina y la legislación son uniformes en el sentido de que, cuando el demandado deja de contestar, como consecuencia de su omisión, se presumen ciertos los hechos.

En el amparo la autoridad responsable es enjuiciada y la ley reglamentaria la obliga a justificar sus actos, ella es quien está constreñida en la necesidad jurídica de probar que obró dentro de la ley, es decir respetando el orden constitucional, de ninguna manera se puede trasladar esa obligación al quejoso, independientemente de que pueda aportar pruebas y demostrar la procedencia de sus conceptos de violación, la autoridad responsable debe justificar sus actos.

Consecuentemente, ante la falta del informe justificado se está admitiendo que el acto de la autoridad es violatorio de la constitución, porque la demanda de amparo se debe estudiar como un todo y no se puede trazar una línea divisoria entre cada uno de sus capítulos por que existe una relación de necesidad entre ellos. Resulta contrario al sentido jurídico, que ante la falta de justificación de los actos de la responsable, se arroje la carga de la prueba al quejoso.

Desde otro punto de vista, la obediencia debida a los órganos del poder judicial de la federación por parte de la autoridad, que no puede actuar sino únicamente como lo manda la ley, impone la obligación ineludible de rendir sus informes, porque sancionar a la responsable con una simple multa, constituye un desprecio a la suprema majestad de la ley, un desacato a los jueces federales y una reiteración de la violación a la Constitución, dentro del mismo juicio creado para preservarla.

Texto Vigente.

No existe.

Enmienda.

Se propone la incorporación del artículo 157 Bis como sigue:

TÍTULO TERCERO.

DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA.

Art. 157 Bis.- La Suprema Corte de Justicia es competente para conocer del juicio de amparo directo:

I.- Cuando ejerza la facultad de atracción en los términos previstos por la fracción IV inciso d) segundo párrafo del artículo 107 constitucional y,

II.- Cuando se trate de la interpretación directa de un precepto constitucional.

Motivos.

Siendo la Suprema Corte de Justicia el órgano superior del Poder Judicial Federal, debe existir un precepto especial donde se establezca el ámbito de su competencia. El aspecto de la interpretación directa de un precepto constitucional, por tratarse de la base sobre la que descansa el orden jurídico nacional, es necesario que le corresponda conocer del mismo exclusivamente al más alto tribunal de la nación.

Texto Vigente.

Art. 180.- Mismo texto.

Enmienda.

Se adicione con el siguiente párrafo:

EL TÉRMINO PARA ALEGAR, COMENZARÁ A CONTAR A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE DA CURSO A LA DEMANDA.

Motivos.

La práctica demuestra que siendo la autoridad responsable ordenadora la que recibe la demanda de amparo directo, nunca remite el expediente al tribunal colegiado de circuito que corresponda, dentro de los diez días, después del emplazamiento, por lo que, es más equitativo que el término comience a correr a partir de la notificación de la radicación del juicio.

Texto Vigente.

Art. 191.- Mismo texto

Enmienda.

Se adicione del siguiente modo:

EN LAS SENTENCIAS QUE SE DICTEN EN LOS JUICIOS DE AMPARO, DEBEN ESTUDIARSE Y RESOLVERSE TODOS LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O LOS AGRAVIOS EN SU CASO, EN LOS TÉRMINOS PRECISADOS EN EL ARTÍCULO 77 DE ESTA LEY. LA OMISIÓN DE ESTE ASPECTO SERÁ CAUSA DE RESPONSABILIDAD.

Motivos.

Conforme a la estructura de nuestro poder judicial el juicio de amparo constituye la última y más elevada esperanza de conseguir la justicia, por lo que, las sentencias que se dicten en los mismos, deben tener una perfecta equivalencia con el sitio de honor que le corresponde a los autores de tan comprometida responsabilidad, donde debe suprimirse para siempre jamás, todo tipo de omisión del grado que fuere.

Texto Vigente.

Art. 193.- Mismo texto.

Enmienda.

Se propone la siguiente adición a su primer párrafo en los términos siguientes: 

TRATÁNDOSE DE JURISPRUDENCIA SOBRE APLICACIÓN DE LEYES LOCALES, SÓLO SERÁ OBLIGATORIA PARA LAS RESTANTES ENTIDADES FEDERATIVAS, CUANDO LA REDACCIÓN DE ESAS LEYES SEA IDÉNTICA EN LAS MISMAS.

Motivos.

Es indudable la bondad de la descentralización de la justicia federal, al ampliar el ámbito competencial de los tribunales colegiados de circuito, para que conozcan del control de legalidad. Sin embargo de ello, frecuentemente existen diferencias en las legislaciones de las entidades federativas, por lo cual establecer indiscriminadamente la obligatoriedad de la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito para los tribunales judiciales del fuero común, crea confusión e inseguridad por lo que resulta necesario clarificar el alcance de las tesis jurisprudenciales den el aspecto indicado. No se puede pasar por alto que en tratándose de la aplicación de las leyes federales por los tribunales competentes, resulta aceptable el contenido y alcance del primer párrafo del artículo 193 de la ley de amparo, no obstante lo cual, ese criterio es inaplicable en el primer supuesto mencionado.

Texto Vigente.

Art. 198.- Mismo texto.

Enmienda.

Se adicione después de la frase: “… y los ministros de la suprema corte de justicia de la nación”, con la siguiente frase:

ASÍ COMO LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO.

Motivos. 

En feliz coincidencia con el criterio sustentado por el ilustre jurista Doctor Ignacio Burgoa Orihuela, estimamos indispensable corregir la omisión del contenido del artículo 198 de la Ley de Amparo, cuyo texto vigente deja fuera a los magistrados de circuito, que igualmente resultan responsables en el caso de cometer faltas o ilícitos, conforme al Código Penal Federal y la ley orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Texto Vigente.

Art. 211.- Mismo texto.

Enmienda.

Se adicione en los términos siguientes:

FRACCIÓN IV.- CUANDO EL QUEJOSO, SU REPRESENTANTE O SU ABOGADO, O AMBOS PROMUEVAN UN JUICIO DE AMPARO CON EL PROPÓSITO PRECISADO EN EL ARTÍCULO 81 DE ESTA LEY.

Motivos.

El juicio de amparo, como nobilísimo instrumento jurídico para proteger las garantías individuales, debe ser respetado para que los tribunales encargados de su substanciación y resolución cumplan con el postulado de la expedición contenida en el artículo 17 de nuestra Constitución Federal, resultando inadecuado que para ese fin sólo se establezca como sanción una simple multa.

FIDENCIO RAMÍREZ ROMERO Y FIDEL HERRERA BELTRÁN

Certificación de la Representación Legal en el Juicio de Amparo.

A) Consideraciones de la Aportación

A partir de la Reforma Judicial de 1994 el Poder Judicial de la Federación ha invertido enormes esfuerzos en lograr que los jueces y magistrados, así como los demás integrantes de la carrera judicial, sean personas probas, de gran profesionalismo; todo ello con el propósito de mejorar nuestro sistema de impartición de justicia.  Sin embargo, esta loable meta no puede ser cabalmente satisfecha a menos de  que todos los agentes involucrados en el juicio y no sólo los juzgadores se rijan por los mismos principios. 

La enorme complejidad de las controversias jurídicas actuales, en especial las de algunos de los juicios de amparo,  ha provocado que en casi la totalidad de los asuntos las partes involucradas requieran de asesoría legal. Hoy por hoy, resulta indispensable que   tanto  los representantes de las partes, como los representantes de los terceros involucrados en el litigio actúen con profesionalismo y honradez.  La gran trascendencia del juicio de amparo como el protector de las garantías individuales y del estado de derecho, hace imperioso que no únicamente los jueces, sino también los abogados de las partes cuenten con los conocimientos, experiencia y honestidad necesarios para que la verdadera justicia, pronta y expedita sea una realidad en nuestro país, ya que el resultado del proceso depende de la adecuada labor de todos los agentes que forman parte del juicio y no sólo del juzgador y su equipo.

La necesidad de elevar la calidad de la abogacía  ha sido tema de preocupación y análisis de muchos juristas, incluso el Ministro Presidente de la Corte  Genaro David Góngora Pimentel, quien ha externado la necesidad de elevar la calidad de la preparación de los abogados mexicanos.
 En el caso del juicio del amparo es imperioso combatir a los “coyotes” y a los seudoabogados que se sirven de la chicana y el abuso del amparo para retardar la justicia y, en no pocas ocasiones, para sangrar al justiciable. Ello ha llevado a algunos doctrinarios a proponer la colegiación obligatoria como una solución, desgraciadamente, tal iniciativa no ha encontrado eco en la comunidad jurídica. En consecuencia,  en los párrafos subsiguientes se plantea una nueva redacción para el artículo 4 de la Ley de Amparo cuyo objeto es que, cuando menos, en el juicio de garantías las partes cuenten con la adecuada representación  legal que les garantice la  defensa de sus intereses.

La propuesta consiste en que la Nueva Ley de Amparo prevea que los quejosos y los terceros perjudicados deben actuar forzosamente a través de un representante legal. Los abogados que deseen ser representantes ante el Poder Judicial de la Federación deberán contar con un certificado expedido por la Suprema Corte de Justicia o el órgano del Poder Judicial de la Federación que ella designe, previa aprobación de los exámenes de aptitud con los que se acredite que cuentan con los conocimientos y capacidades necesarias. Para aquellas personas que no posean  los recursos para cubrir los servicios de un representante legal se asignará un defensor público o asesor jurídico en términos de los previsto por los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley Federal de Defensoría Pública. Los  servicios de la Defensoría Pública, conforme lo señala el artículo segundo, son  gratuitos, se rigen por los principios de probidad, honradez y  profesionalismo y su objetivo principal es  proveer  a personas de escasos recursos de una representación legal que salvaguarde sus intereses fundamentales en los procedimientos, sobretodo los de naturaleza penal.
 

Con esta medida se elevará la calidad de la substanciación del juicio, permitiendo al juzgador y a su equipo trabajar con mayor prontitud y  profundizar en la resolución de los asuntos. Con ello se busca acabar con  la inadecuada defensa  que en no pocas ocasiones provoca que los funcionarios judiciales dediquen buena parte de su tiempo a descifrar y luego a tratar de enmendar las promociones de algunos postulantes.

B) Título, Capitulo de la Ley de Amparo Actual

 TITULO I
REGLAS GENERALES

CAPÍTULO II De la Capacidad y Personalidad

Texto original

Artículo 4:- El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley , el tratado internacional , el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor o si se trata de un acto que corresponda a una causa penal por medio de un pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permite expresamente y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

Para el artículo  12,  se propone  sólo una reforma cambiando la palabra “podrán” por “deberán”. 

Las excepciones que la actual Ley de Amparo señala para el caso de menores (artículo 6) y para los actos que importen peligro de la vida, libertad personal, deportación destierro o los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17) quedarían intactos  aplicándose en todos los  casos lo previsto por el  artículo 4 y siguientes  que se proponen a continuación.

Los artículos 8 y 20 de la actual Ley de Amparo deberán  derogarse, pues los supuestos que en ellos  se contemplan (quejosos personas morales o plurales) quedarán incluidos en la nueva redacción del  artículo 4 y siguientes, al prever la representación legal obligatoria.

C) Redacción resultante 

Capitulo II.-  De la Capacidad, Personalidad y Representación en el Juicio de Amparo

Artículo 4. El juicio de amparo únicamente puede promoverse conforme a las siguientes disposiciones:

Sólo puede promoverse por la persona o personas, física o moral privada a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame;

El juicio de amparo únicamente podrá promoverse  a través de un representante legal certificado para litigar ante el Poder Judicial de la Federación, o por un defensor público o asesor jurídico  conforme a lo estipulado por  la Ley de la Defensoría Pública del Fuero Federal;

Si el agraviado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Después del artículo 5 en el que se definen las partes en el juicio de amparo deberá agregarse un artículo en el que también  se prevea la representación legal forzosa para el o los  terceros perjudicados.

Artículo 5bis.- La representación legal forzosa es también aplicable para el  tercero perjudicado en términos de los previsto por los artículos 4 y 5. Si el tercero perjudicado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Propuesta de redacción de los artículos que regulen  los exámenes de aptitud para quienes deseen contar con el certificado de litigante ante el Poder Judicial de la Federación 

 A fin de garantizar  el profesionalismo, capacidad y honestidad de  los representantes legales de los justiciables, en el juicio de amparo, será conveniente que la ley prevea los requisitos que deberán satisfacer, con tal propósito se propone agregar a la Nueva Ley de Amparo los siguientes artículos:

Artículo A.-  Para comparecer como representante legal en los juicio de amparo se requiere contar con el certificado correspondiente expedido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, él que deberá refrendares cada cinco años.

Artículo B.- Para contar con el certificado de representante legal ante el Poder Judicial de la Federación se requiere:

Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos;

Ser licenciado en derecho con cédula profesional expedida por la Secretaría de Educación Pública; 

Tener cuando menos dos años de práctica profesional;

Gozar de buena fama y solvencia moral;

No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad mayor de un año;

Aprobar los exámenes de aptitud que señale la Suprema Corte de Justicia;

Los demás requisitos que la Suprema Corte de Justicia estime pertinentes, siempre que consten en Acuerdos Generales emitidos con seis meses de anticipación a la fecha de la práctica de los exámenes.

Artículo C.-  El certificado de representante legal será refrendando por la Suprema Corte de Justicia de la Nación cada cinco años, previo análisis del desempeño del abogado litigante.

Reformas a otros artículos a fin de que sean congruentes con el artículo 4 propuesto 

Artículo 6.-  El menor de edad podrá pedir amparo... el juez sin perjuicio de dictar las providencias urgentes le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, conforme a los establecido en el artículo cuarto.

Si el menor hubiere cumplido catorce años podrá hacer la designación del representante en el escrito de demanda, quien deberá contar con la certificación para litigar ante el Poder Judicial de la Federación.

Artículo 12.-  En los casos no previstos...


Tanto el agraviado como el tercero perjudicado deberán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo...

Artículo 17.- Cuando se trate de actos que importen peligro...si el interesado la ratifica se tramitará el juicio, en el mismo acto deberá nombrar un representante legal en términos del artículo 4 de la presente ley.

NOTA:

Cabe apuntar que la propuesta  de someter a los litigantes a pruebas  de aptitud y conocimiento tiene en cuenta el hecho de  que estructuras similares ya están previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para el ingresos y ascensos en la carrera judicial, a través de los exámenes de aptitud y oposición, por lo que se estima que la infraestructura y organización de esos procedimientos  bien puede ser aprovechadas en  los exámenes para la certificación de los litigantes.

ANA ELENA FIERRO FERRAEZ

Limitación de la Suplencia de la Queja 

Consideraciones de la Aportación

Si bien se reconoce que la suplencia de la queja surgió como una forma de atemperar el principio de estricto derecho, que rige a nuestro juicio de amparo en virtud de que, como han apuntado grandes juristas de la talla del Ministro Juventino  V. Castro  y  Felipe Tena Ramírez, dicho principio provoca que “la decisión judicial en mucho dependa de la perspicacia jurídica de los abogados o de la torpeza de sus patrocinadores” convirtiéndolo en un “formulismo inhumano y victimario de la justicia”;
 hoy por hoy,  dicha suplencia es escudo de  abogados ineptos y en ocasiones hasta poco honestos.

En efecto, tras veinte años de que la suplencia de la queja fue prevista en el artículo 107 constitucional
 con carácter obligatorio, estimamos que el otro lado de la moneda ha resultado verdadero, como ya apuntaba el Maestro Ignacio Burgoa, en su libro El Juicio de Amparo, “el efecto práctico del  uso indiscriminado de la suplencia de la queja se ha traducido en la indolencia y apatía de algunos abogados quienes se cobijan en la esperanza”, muchas veces satisfecha por nuestros funcionarios judiciales  “de encontrar un juzgador diligente, acucioso o movido de buena voluntad y simpatía, que en la sentencia tome a su cargo el trabajo de formular a guisa de considerandos, los conceptos de violación omitidos o torpe o deficientemente desarrollados.”

  Si bien reconocemos que las causas que motivaron al legislador a prescribir la suplencia de la queja en el juicio de amparo (la protección de las clases económicamente desfavorecidas: obrero, campesinos, menores de edad, indiciados, que en muchas ocasiones  no pueden allegarse la representación legal adecuada) aún persiste, consideramos que la excepción al principio de estricto derecho no ha sido, cuando menos en todos los casos, la solución idónea.
 La verdadera solución consiste en unir esfuerzos para elevar la calidad de la abogacía  en nuestro país y sobretodo la de la defensa de los justiciables a través de mecanismos como la representación legal certificada
, la colegiación obligatoria o bien a través de los servicios que  ya ofrece el Instituto Federal de la Defensoría Pública del Poder Judicial de la Federación.

En este contexto, estimamos necesario una limitación a la excepción de la suplencia de la queja, que restituya en la medida de lo posible, el principio de igualdad procesal, al no obligar al juzgador a alterar la litis del juicio constitucional, convirtiéndose en  juez y parte; pues esta excepción ha resultado escudo de ineficiencias y faltas de profesionalismo de muchos litigantes.  Por ello, consideramos que sería conveniente devolverle el carácter discrecional a esta facultad, a fin de que sólo en aquellos casos en que el juez perciba una grave omisión que colocara al quejoso en estado de indefensión, supla  la deficiencia.
Ahora bien, por lo que toca al ámbito del derecho laboral, en adición a lo hasta aquí expuesto, estimamos que la suplencia de la queja para el trabajador, en materia de amparo resulta excesiva; en virtud de que toda la regulación en materia del trabajo tiene como propósito, precisamente, la protección de esta clase social. En efecto, desde la redacción del artículo 123 constitucional y con la promulgación de la Ley Federal del Trabajo de 1970, esta rama del ordenamiento jurídico mexicano ha sido catalogada como derecho social, cuyo objetivo primordial es lograr  la igualdad material de los mexicanos, a través de la protección de los trabajadores frente al capital.  El derecho del trabajo constituye, como apuntaba el maestro Trueba Urbina, “ un estatuto proteccionista y reivindicador del trabajador.”

Este espíritu de protección y defensa del trabajador, también se encuentra en el proceso laboral, así lo apunta Trueba Urbina al señalar que corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje corregir y subsanar las demandas omisas o defectuosas de los trabajadores así como reivindicar  sus derechos en el laudo:

 “Las Juntas de Conciliación y Arbitraje están obligadas a redimir a la clase trabajadora supliendo sus quejas o reclamaciones defectuosas”
.

En la misma línea, el jurista Néstor de Buen distingue, entre los principios que  rigen el derecho laboral, el de la interpretación, consistente  en que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán procurar que sus interpretaciones legales contribuyan a los fines de la justicia social, la igualdad y la libertad de todos los trabajadores.
 

Si, como ha quedado apuntado en los párrafos precedentes, la legislación laboral, tanto en la parte sustantiva, como en la adjetiva, tiene por objeto la protección y reivindicación de la clase obrera, resulta un tanto excesivo que tal situación se reitere en el juicio de amparo. El derecho procesal laboral ha privilegiado a una de las partes en el juicio laboral haciendo del juzgador un defensor del trabajador, por estimar que tal situación es necesaria para lograr una justicia social, ello es plenamente justificable; sin embargo, el fin del juicio de amparo es diverso, e incluso la contraparte del quejoso-obrero ya no es el patrón, sino una autoridad que, en no pocas ocasiones, es precisamente la Junta de Conciliación y Arbitraje;  por lo tanto  tal  desequilibrio entre las partes en el juicio  ya no encuentra  fundamento en la reivindicación de la clase obrera.

Tomando en cuenta todo lo hasta aquí expuesto es que proponemos la derogación de la fracción cuarta del artículo 76bis de la Ley de Amparo, así como atemperar el carácter obligatorio de la suplencia de la queja para las demás materias previstas en esta norma, en virtud de que en los demás casos la protección legal no es tan predominante.

Título, Capitulo de la Ley de Amparo Actual

TITULO I
REGLAS GENERALES

CAPÍTULO X.  De las sentencias  
Artículo 76bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como los agravios  formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

…

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador.
Redacción resultante 

Artículo 76 bis.  Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir las deficiencias,  que consideren dejarían al justiciable en completo estado de indefensión, tanto por lo que se refiere a los conceptos de violación de la demanda como en el caso de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

...

IV.- DEROGADA.

...

ABSALON ALVAREZ ESCALANTE

Capitulo V

La Libertad Personal

En el Siglo XXI

SUMARIO

I. Notas preliminares. II. La restricción de la libertad personal fuera del procedimiento judicial coloca a quien la sufre en la inminencia de ser víctima de alguna violación más en sus garantías. III. La sentencia de amparo es obsolescente ante este tipo de violación. IV. Efectos restitutorios  materiales de la suspensión frente a los actos restrictivos de la libertad personal fuera del procedimiento judicial y respecto de los prohibidos por el artículo 22 constitucional. V. La suspensión con efectos restitutorios inmediatos; remedio para las detenciones ilegales y el abuso de autoridad. A) Ideas generales; B) Amparo expedito; C) Tramitación de la suspensión en el amparo expedito; D) Notas finales.  

I. NOTAS PRELIMINARES

En cualquier régimen social del ecúmene, el derecho es el “deber ser” y en torno a él pulula el respeto o el menoscabo a la esfera individual del hombre.

Ahora bien, suele acontecer que aun y cuando lo jurídico denota cumplimiento sin excusa, no siempre tal cumplimiento a la Ley se efectúa; entonces, en este punto, nos situamos en el marco de lo que es, no “debiendo ser”. Y este es el gran dilema al que se ha tenido que enfrentar la humanidad  en su devenir histórico. Así por ejemplo, se ha matado al prójimo, sabiendo que existe una ley que lo prohibe; se hurta, se adultera, se injuria y se amenaza entendiendo que esa conducta no la avala la norma. Consecutivamente pues, el hombre no siempre se amolda al mandamiento de la ley de motu proprio, sino que es necesario que exista un órgano investido de facultades para hacerla  respetar, incluso contra su voluntad. Así se explica que no bastó que en Francia, en el año de 1789, se haya emitido la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, para que en todos los regímenes del orbe hayan acatado sus disposiciones; ni tampoco en México fue suficiente la conocidísima, entre nosotros,  Constitución de Apatzingán, obra de Don José María Morelos y Pavón, de fecha 22 veintidós de octubre  de 1814, en la que se consignan una importante declaración de derechos del hombre, y que incluso se considera el primer documento jurídico antecesor de las garantías de seguridad jurídica de los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República. Esto relata que la existencia de la Ley en sí misma no garantiza su cumplimiento.

El legislador y la colectividad están conscientes de esta realidad histórica, tanto que por esa razón se ha dado cabida al Derecho Procedimental y a la Institucionalización de los Tribunales encargados de aplicar los dos tipos de leyes que conocemos: la sustantivas y las adjetivas. En efecto, sin este último tipo de legislación que se cita, solamente tenderíamos una serie de derechos declarados que seguramente jamás se cumplirían por el hombre; verbigracia, es cierto que en materia civil existe un precepto legal que establece que los padres están obligados a dar alimentos a sus hijos; pero habrá algunos que no cumplan con ese deber jurídico. Cuando esto ocurre, el catálogo procesal y los tribunales cobran importancia, porque a través del primer instrumento el particular ejercita su derecho ante el órgano estatal, que asumiendo una actitud imparcial debe condenar al desobligado al cumplimiento de su obligación y que se traduce en proporcionar los alimentos a sus hijos.

Del mismo modo, de poco serviría que en la Constitución General de la República se establezcan una serie de prerrogativas a favor del gobernado si no existiera el juicio de amparo como instrumento o medio con que hacerlas respetar. Luego, ante esa consideración, es normal y entendible que el artículo 133 no asuma su función de autocontrol constitucional. Empero, el incumplimiento de las garantías individuales tiene una característica peculiar, en razón de que quien incumple con el mandato de la Ley Suprema, lo es precisamente el órgano o funcionario estatal encargado de velar por la legalidad. De esta guisa, cuando por ejemplo un policía con su arma detiene una persona sin existir flagrancia, orden de aprehensión o detención, está actuando de la misma manera en que se conduce un salteador de caminos; y más aún, en el mismo momento de su arbitrariedad tiene a su favor el respaldo aparente de la Ley, porque ante él no se puede discutir ni resolver la aplicación del derecho, ya que esto es propio de los tribunales judiciales. Es verdad que en este caso, el tribunal puede, a posteriori, resolver que existió una violación a las garantías individuales en perjuicio de la persona dolida; y cuando esto suceda podrá haber una reparación formal, pero jamás material. Si a todo lo anterior, aunamos que en países como México existen grandes zonas marginadas  que no tienen acceso a la impartición de justicia, y que incluso no cualquier tribunal está facultado para resolver los asuntos sobre violación de garantías individuales, concluiríamos que en este país simplemente no existe un respeto espontáneo e inmediato a éstas.

A decir verdad, la vida social nos muestra cómo a diario en las ciudades y en los lugares alejados de los medios de comunicación donde impera la pobreza y la ignorancia, los cuerpos policiacos civiles o militares, llevan a cabo la violación a garantías individuales, y la mayoría de esos casos quedan en anonimato, por no tener un instrumento  jurídico eficaz que detenga tanta arbitrariedad. 

Es claro que jamás podremos cambiar esa realidad, pero por lo que sí podemos luchar, quienes sabemos una letra, es por la modernización de la institución jurídica del juicio de amparo, como medio  idóneo para garantizar la libertad personal en forma inmediata.

II. LA RESTRICCION DE LA LIBERTAD PERSONAL FUERA DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL COLOCA A QUIEN LA SUFRE EN LA INMINENCIA DE SER VICTIMA DE ALGUNA VIOLACION MAS EN SUS GARANTIAS.

Prescindiendo de las causas del delito y evocándonos sólo a sus efectos, por ser esta la exigencia natural del trabajo que me ocupa, es válido establecer que un hecho ilícito del orden penal atenta contra la integridad social, al crear desorden, caos, incertidumbre, y sobre todo, constituye una fuerza bruta que reta a la preeminencia del poder público encargado de vigilar el orden. La delincuencia es un mal reprobable que es necesario erradicar con toda la energía del Estado, porque en la medida  que crece su continuación aumenta la posibilidad de que cada quien se haga justicia por su propia mano quid pro quo al estado primitivo del hombre.

Por eso, al ser el delito un mal grave que padece la sociedad, ya que trastoca el orden jurídico preestablecido, debe ser abatido con la potencialidad del poder público. Ahora bien, en vista de que éste fundamenta su existencia en la Ley, es razonable también que el combate frontal a este padecimiento social se lleve a cabo dentro del marco del derecho, porque si se exagera en este rumbo y se ataca a la fuerza  zafia al margen de la legalidad se caerá en un estado de barbarie que hace mucho tiempo fue superado por la humanidad.    

Para enfrentar en México al criminal individual y colectivo con apego a la Ley, se requiere de policías eficientes y de auténticos Agentes Investigadores del Ministerio Público que concluyan satisfactoriamente todas la pesquisas que se les encomienden; debiendo tener, previo al desempeño de su cargo, una capacitación sobre los métodos de la investigación de los delitos y de la importancia que tienen los Derechos Humanos y las Garantías Individuales dentro de una indagatoria, lo cual les permitirá aquilatar y concientizar su función social.

Obviamente que para lograr tan loable fin se necesitan escuelas, academias, instructores técnicos, catedráticos, conferencistas nacionales y extranjeros , así como el acceso a la tecnología de vanguardia. Pero para todo esto es indispensable el dinero, y desgraciadamente en México, lo mismo que en otros países en vías de desarrollo, no existe una asignación pecuniaria asaz para presupuesto de ese rubro. Sin embargo, a pesar de esas carencias, al policía y al agente del Ministerio Público se le exige trabajo y resultados prácticos que conlleven a la investigación de los delitos y detención de las personas involucradas en ellos.

Y bien, ante esa realidad, el funcionario público encargado de la persecución de los delitos tiene que recurrir a técnicas de investigación poco ortodoxas, tales como las detenciones ilegales, la intimidación y la tortura, principalmente, a fin de obtener resultados inmediatos, que en más de la veces son ineficaces; lo único que ganan con esta actitud es el rechazo de la sociedad.

El cargo de policía y de agente investigador es una actividad meritoria en cualquier parte del mundo porque su misión es la guarda del orden social; pero en México eso no acontece, debido al método de investigación que se sigue, el cual casi siempre se funda en detenciones ilegales y en la tortura, que representan la máscara de la ineptitud.

Por lo tanto, cada vez que  se detiene a una persona sin  orden de aprehensión, se tiene la zozobra de que allá en los separos se le está intimidando, torturando, injuriando, lesionado, injuriando, lesionando, y que incluso corre el riesgo de perder la vida. Evidentemente que con este método de investigación denigrante, el detenido puede confesar que robó “la bomba atómica” y proporcionar los nombres de sus cómplices, aun y cuando jamás haya existido tal en este país. Y como dijera el insigne L. Vallarta, “quien crea que en estos temores hay exageración”,46 basta con ver la manera, en que hoy en día, algunos policías y agentes del Ministerio Público llevan a cabo la investigación de los delitos. De esa manera, cuando una persona es privada ilegalmente de su libertad personal, es factible que se vea lesionada también en la propiedad, la vida, posesiones, derechos, familia, papeles, etcétera, etcétera; pues un detenido así, queda a merced de la arbitrariedad y cualquier cosa puede esperarse.

III. LA SENTENCIA DE AMPARO ES OBSOLESCENTE ANTE ESTE TIPO DE VIOLACIÓN

Creo que cualquier mexicano conoce esa realidad que he descrito en el subcapítulo que precede; tan es así, que el propio legislador ha plasmado en la Ley de Amparo diversas disposiciones que tiene como finalidad sanear esa objetividad.

De ese modo, cuando se reclama a una autoridad la restricción a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, existen a favor del agraviado un conjunto de concesiones que le permiten agilizar el trámite del Juicio de Garantías. Así, por ejemplo, en relación a la demanda, se permite que pueda formularse por comparecencia, señalando únicamente el acto reclamado, la autoridad responsable, el lugar en que se encuentra el quejoso y la autoridad o agente que trate de ejecutar el acto, e incluso también puede solicitarse el amparo por telégrafo (artículos 3°, 117 y 118); se puede presentar por cualquier persona en su nombre, inclusive un menor, en cuyo caso debe lograr se la comparecencia del agraviado para su ratificación (artículos 17 y 18); se puede presentar en cualquier tiempo, incluyendo cualesquier día y cualquiera hora del día o de la noche (artículos 22 fracción II y 23 párrafo segundo).

Las autoridades jurisdiccionales que también pueden conocer de este tipo de amparos (aunque sea en forma restringida), además de las del Poder Judicial Federal, son los superiores del Tribunal que haya cometido la violación (artículo 37); los jueces de primera instancia, en cuyo supuesto están facultados para recibir la demanda de amparo y ordenar la suspensión del acto reclamado hasta por un término de setenta y dos horas, ordenando que se rindan los informes justificados y previos al Juez de Distrito (artículos 38 y 39); y, cualquier autoridad judicial que ejerza jurisdicción en el lugar, en el caso de que el amparo se promueva contra un juez de primera instancia y no haya en el lugar otro de la misma categoría, o cuando reclamándose de otras autoridades no exista tal juez o no pueda ser localizado, debiéndose proceder en este supuesto, como si la demanda se hubiera promovido ante la autoridad judicial de primera instancia (artículo 40).

Finalmente, en relación al procedimiento de amparo, se establece que se puede alegar verbalmente en la audiencia del juicio, asentando el juez en autos extractos de tales argumentos, si así se solicita (artículo 155); el informe debe remitirse en un término de tres días y no de cinco como ocurre en relación a otro tipo de actos reclamados; y, queda a cargo del Ministerio Público Federal vigilar que los amparos que versen sobre este tipo de asuntos nunca queden paralizados (artículo 157).

Estas consideraciones de índole legal, hacen perceptible que cuando se reclama una cortapisa a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, el juicio de amparo adquiere un matiz sui géneris en relación a su instancia y substanciación, que atiende primordialmente a las características y a la gravedad que implica tal merma.      

        Sin embargo, de nada sirve que la solicitud y la tramitación de este juicio de garantías tenga notas peculiares que lo diferencien de los demás en que se reclaman otro tipo de actos; pues- el objeto de la sentencia, que es lo medular en estos asuntos, sigue consistiendo en restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, una vez que se agote el juicio, después de conocer y fallar según las pruebas, lo cual no es correcto en modo alguno, debido a que cuando se reclama una detención fuera del procedimiento judicial emanada del juez o el Ministerio Público en los casos de urgencia; y en ambas hipótesis puede justificarse ipso facto la violación a las garantías individuales, sin necesidad de esperar la sentencia, que en la mayoría de los casos se pronuncia tardíamente y equivale a una justicia denegada.

        Esto corrobora, pues, que el juicio de amparo en lo principal y la sentencia misma de éste, resultan ineficaces para preservar la libertad personal fuera del procedimiento judicial, aun cuando benignamente la legislación reglamentaria contemple facilidades, según se ha visto.

IV.  EFECTOS RESTITUTORIOS MATERIALES 

       DE LA SUSPENSIÓN FRENTE 

       A LOS ACTOS RESTRICTICOS 

       DE LA LIBERTAD PERSONAL FUERA 

       DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL

       Y RESPECTO DE LOS PROHIBIDOS POR 

       EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL

        En razón de las características intrínsecas y  principalmente a la eficacia de sus efectos en ciertos casos, la suspensión  con justicia puede ser identificada también como providencia precautoria o medida cautelar, análoga a la institución procesal que se conoce en el derecho común con ese nombre. Pues partiendo de la base de que una providencia cautelar tiene como finalidad evitar la consumación de un hecho o situación jurídica determinada, que facilita el cumplimiento de la sentencia definitiva que llegue a dictarse en el procedimiento de que se trate, constituyendo además una “anticipación provisoria de ciertos efectos de la providencia definitiva, encaminada a prevenir el daño que podría derivar el retardo de la misma,”47 se infiere que la suspensión en el juicio de amparo, en ciertos casos, no sólo evita la consumación del acto reclamado, sino que va más allá: restituye al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada aun antes de dictarse sentencia.

En ese sentido, es atinado el raciocinio del maestro Héctor Fix Zamudio al afirmar: 

“es indudable que la suspensión de los actos reclamados constituye una providencia cautelar, por cuanto que significa una apreciación preliminar de la existencia de un derecho con el objeto de anticipar provisionalmente algunos efectos de la protección definitiva y por este motivo, no tiene eficacia puramente conservativa, sino que también puede asumir el carácter de una providencia constitutiva, o parcial y provisionalmente restitutoria, cuando tales efectos sean necesarios para conservar la materia del litigio o impedir perjuicio irreparables a los interesados.”48
       Esta idea expuesta con anterioridad y que es compartida también por los juristas Alfonso Noriega y Ricardo Couto, parece ser confutada por el no menos insigne Ignacio Burgoa Orihuela al sostener:

 “La tendencia a imputar a la suspensión efectos “constitutivos y restitutorios” entraña al desconocimiento de lo que implica esencialmente el fenómeno suspensivo. “Suspender” equivale a “frenar”, “paralizar”, “detener” o “evitar” la causación de algún hecho, su continuación o la persistencia de una determinada situación. Nunca pueden atribuirse a dicho fenómeno los caracteres de una medida o providencia cautelar “constitutiva o restitutoria” sin negar su misma implicación substancial. La “constitución” o “creación” de algo evidentemente no es “suspensión”, como tampoco significa “suspender” el acto restitutorio o invalidatorio.  Ante un concepto de meridiana claridad lógica, gramatical y jurídica como es el de “suspensión”, no tiene ninguna explicación racional la aludida tendencia, que en sí misma involucra un patente absurdo. Si se pretende instituir dentro del proceso o juicio de amparo alguna providencia cautelar “que anticipe provisionalmente algunos efectos de la protección definitiva “ como lo propugna Fix Zamudio apoyándose en el pensamiento de Ricardo Couto y haciéndolo suyo, es decir, si se quiere crear alguna medida procesal “constitutiva o restitutoria” a semejanza de las que existen en el proceso civil, el concepto y la denominación de la correspondiente institución adjetiva de ninguna manera entrañarían el fenómeno suspensivo ni la idea ni el nombre de suspensión.”49
        Pero a pesar de los argumentos de este connotado constitucionalista, tendientes a desechar las ideas de sus oponentes, no logra tal fin, porque la realidad práctica de la suspensión en el juicio de amparo no coincide con su preconización teórica que atiende principalmente a cuestiones  lingüísticas y de doctrina, más que a la Ley.

        En efecto, veamos cómo actúa la suspensión en el juicio de garantías a la par de la Ley y en relación a los actos que afectan la libertad personal fuera del procedimiento judicial y respecto de los que transgreden el artículo 22 constitucional.

Así, es principio básico de la suspensión que para decretarse se tiene que tomar en cuenta la naturaleza de violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que puedan sufrir el quejoso, el tercero perjudicado y el interés público con la ejecución del acto reclamado y el interés público con la ejecución del acto reclamado. Su efecto genérico consiste en mantener las cosas en el estado en que se encuentran; y, si así estuviera concebida para todos los casos que brinda la vida diaria, con sobrada razón estaríamos de acuerdo con el pensamiento de Ignacio Burgoa. Pero suele acontecer que cuando en una demanda de garantías se reclaman violaciones al artículo 22 de la Constitución Federal, el efecto debe constituir en ordenar que cesen de inmediato los actos que directamente ponen en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro, o la ejecución de algunos de esos actos prohibidos por el artículo en mención; y entonces, cuando esto ocurre, nos encontramos con que la suspensión ya no tiene meros efectos de “detención de hechos o situaciones jurídicas”, sino restitutorios. Lo mismo ocurre cuando se reclaman la detención en flagrancia de una autoridad distinta a la del Ministerio Público, el efecto debe consistir en ordenar que aquélla le remita a éste al indiciado, quien en todo caso sólo podrá retenerlo por un término de cuarenta y  ocho delincuente particular u organizado; asimismo, si lo que se reclama es la detención mediante orden escrita en caso de urgencia, la autoridad de amparo debe ordena que se proceda en los mismos términos legales anteriormente apuntados. En ambos casos, dentro del incidente de suspensión, se debe de poner en libertad al indiciado se del informe previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgencia. He aquí la segunda manera en que la suspensión opera con efectos restitutorios.

Pero no sólo los actos de naturaleza penal que atentan contra la libertad personal fuera del procedimiento judicial o los prohibidos por el artículo 22 constitucional obtienen el beneficio de la suspensión con efectos restitutorios, sino también los que se suspenden a petición de parte según lo dispuesto en el artículo 124 de la Ley de Amparo, en cuyo caso, sin dejar de observar los requisitos del mencionado precepto, se puede hacer una apreciación provisional de la inconstitucionalidad del acto reclamado, lo cual reafirma la realidad de que la suspensión ya opera entre nosotros con “efectos restitutorios provisionales “, pero que restablecen el orden constitucional al fin y al cabo. Esta aseveración encuentra sustento legal en las siguientes jurisprudencias sostenidas recientemente por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, integradas por contradicción de tesis, las cuales transcribo íntegramente para su corroboración: 

“SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACION DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO. La suspensión  de los actos reclamados participa de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. El primero de ellos se basa en un conocimiento superficial dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso. Dicho requisito aplicado a la suspensión de los actos reclamados, implica que, para la concesión de la medida, sin dejar de observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del derecho invocado por el quejoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades sea posible anticipar que en la sentencia  de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado. Ese examen se encuentra además fundamento en el artículo 107, fracción X, constitucional, en cuanto establece que para el otorgamiento de la medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que implica que debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es, el examen de la naturaleza de la violación alegada no sólo comprende el concepto de violación aducido por el quejoso sino que implica también el hecho o acto que entraña la violación, considerando sus características y su trascendencia. En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, ya que esto sólo puede determinarse en la sentencia de amparo con base en un procedimiento más amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la determinación tomada en relación con la suspensión no debe influir en la sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el carácter  provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la existencia de las pretensiones, en el entendido que deberá soposarse con los otros elementos requeridos para la suspensión, porque si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que puede sufrir el quejoso, deberá negarse  la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público o del interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado. Con este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juzgador, el cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en materia de suspensión. 50
“SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO. El artículo 107, fracción X de la Constitución General de la República, establece como uno de los requisitos para la procedencia de la suspensión del acto reclamado en el amparo, el de tomar en cuenta la naturaleza de la violación alegada; esto es, el juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solución de fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos  de la suspensión. Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja, en el género próximo, a las medidas cautelares, aunque es evidente que está caracterizada por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. Sin embargo le son aplicables las reglas de tales medidas, en lo que no se opongan a su específica naturaleza. En este aspecto cabe señalar que son dos los extremos que hay que llenar para obtener la medida cautelar: 1) Apariencia de buen derecho y 2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad  respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución de fondo. En síntesis, la medida cautelar exige un preventivo cálculo de probabilidad, sobre el peligro en la dilación, que no puede separarse de otro preventivo cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales.

Consecuentemente, si toda medida cautelar descansa en los principios de verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, el juez de Distrito puede analizar esos elementos en presencia de una clausura ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión cautelar, como mera suspensión, es ineficaz, debe dictar medidas que implican no una restitución, sino un adelanto provisional del derecho cuestionado, para resolver posteriormente, en forma definitiva, si el acto reclamado es o no inconstitucional; así, el efecto de la suspensión será interrumpir el estado de clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio de que si se niega el amparo, porque la “apariencia del buen derecho” sea equivocada, la autoridad puede reanudar la clausura hasta su total cumplimiento. Lo expuesto anteriormente se sustenta en la fracción X del dispositivo constitucional citado, que establece que para conceder la suspensión deberá tomarse en cuenta la naturaleza de la violación alegada, lo que supone la necesidad de realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho esgrimido, con miras a otorgar la medida cautelar para evitar daños y perjuicios de difícil reparación al quejoso y conservar viva la materia del juicio, si con ello no se lesionan el interés social y el orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del Juez de Distrito, ante la realidad del acto reclamado, pues si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que puede sufrir el quejoso, deberá negar la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público y el interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado.” 51
V. LA SUSPENSION CON EFECTOS

RESTITUTORIOS INMEDIATOS; REMEDIO

PARA LAS DETENCIONES ILEGALES

Y EL ABUSO DE AUTORIDAD.

A) Ideas Generales 

En uno de los subcapítulos anteriores afirmé que cuando se reclaman restricciones a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, la Ley de Amparo es generosa con las personas de tales supuestos, al brindarles facilidades para lograr una justicia pronta en ese sentido; y que, no obstante ello, el procedimiento y la sentencia misma de amparo resultaban ineficaces. En efecto, así ocurre, porque aun y cuando de conformidad a lo establecido en el artículo 16 constitucional se exija que en los casos de delito flagrante el detenido debe ser puesto a disposición del Ministerio Público, suele acontecer en la práctica, que cuando esa detención se realiza por agentes de la policía judicial o por elementos del ejército, existen detenciones prolongadas sin que sean remitidos los indiciados con la prontitud requerida ante aquél; y en tales casos, el agente policiaco subrepticiamente puede señalar a su arbitrio la hora en que ocurre la detención, en tanto que el Ministerio Público tendrá por cierta esa manifestación al decretar la retención; incluso, puede suceder que a pesar de existir ésta el indiciado se encuentre a disposición de los agentes policiales todavía. 52 

Igualmente, es común y de dominio popular, encontrarse con casos en que tratándose de delitos graves, los agentes policiales realicen la captura de las personas sin existir flagrancia o urgencia así determinada por escrito, en cuyo caso, al ocurrir la detención, el agente del Ministerio Público elabora ipso facto la orden de detención, o bien, la elabora dentro del término de las cuarenta y ocho o noventa y seis horas; convirtiéndose, de ese modo, en cómplice de los policías al dejar aparentemente incólume el orden constitucional.

Por lo tanto, en esos casos en que es permisible que se detenga a las personas sin orden de aprehensión (flagrancia y urgencia), no debe dejarse ningún resquicio al arbitrio de los órganos encargados de la persecución de los delitos, porque la buena fe que de ellos se preconiza, les facilita el quebranto de la Ley. Por eso, existe hoy en día la necesidad de que determinantemente se regule cada paso de tales funcionarios, estableciendo un instrumento jurídico realmente eficaz que proporciones tranquilidad a los individuos. Desde mil novecientos noventa, a la fecha, se han introducido importantes reformas a la constitución en este renglón cuya única finalidad es lograr el respeto a la persona; así por ejemplo, se ensanchó el principio de legalidad en materia penal al exigirse requisitos precisos para detener a una persona (artículos 16 y 19); se contempla el derecho a la defensa inmediata y se norma que la confesión ya no constituye “la reina de las pruebas” dentro del proceso (artículo 20).

Sin embargo, paradójicamente esos avances tan plausibles que tienen como centro de atención la protección de la persona no aterrizan en la práctica; pues el investigador de los delitos en México se encarga de opacarlos con su ineptitud, salvo sus muy raras ocasiones que no que no sucede así. Tan luego aparece el precepto que impide la tortura y que estatuye los requisitos para rendir la confesión y valorar ésta en juicio, afloran nuevas conductas que laceran al individuo; de ese modo, se atormenta psicológicamente a través de injurias y amenazas de muerte, se utilizan métodos denigrantes como la asfixia por sumersión o estrangulación, etcétera, etcétera; en tanto que el Ministerio Público hace lo propio, cuando al tomarle la declaración al indiciado no le nombra ni le permite que designe defensor, y en el mejor de los casos, le señala uno con el que éste jamás tiene contacto y ni siquiera conoce, pero eso sí, con posterioridad tal actuación aparece firmada por esa persona “de su confianza”.

Ante esto la sentencia de amparo poco puede hacer, pues aun y cuando jurídicamente es posible restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, no existe un restablecimiento material, ya que una privación a la libertad personal, a la vida, una deportación y la aplicación de tormentos, son actos que se consuman instantáneamente. Así, es típico que la sentencia de amparo establezca que tal o cual detención es ilegal y que por lo tanto debe decretarse la libertad del indiciado, sin embargo, esa resolución nada puede hacer respecto de los azotes y vejaciones de fue víctima el quejoso en su momento.

El instrumento jurídico que más o menos ha servido para remediar los males de que hemos venido hablando, lo es la suspensión del juicio de amparo, porque a través de ella se le restituye al agraviado su libertad con sólo apreciar las características extrínsecas de la privación, o sea, observando si la detención fue lícita o ilegal; así lo confirma el párrafo tercero, del artículo 136, de la Ley de Amparo, al establecer.

 “De consistir el acto reclamado en detención del quejoso efectuada por el Ministerio Público, la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en inmediata libertad, si del informe previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan con las constancias de la averiguación previa la flagrancia o la urgencia, o bien si dicho informe no se rinde en el término de veinticuatro horas. De existir flagrancia o urgencia se prevendrá el Ministerio Público para que el quejoso, sea puesto en libertad o se le consigne dentro del término de cuarenta y ocho horas o de noventa y seis horas según sea el caso, a partir de su detención.  

Si se concediere la suspensión en los casos de órdenes de aprehensión, detención o retención, el juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no concedérsele el amparo.”

Pero la suspensión debe llegar a estándares superlativos prácticos que impidan de tajo cualquier conducta de la autoridad tendiente a poner en peligro la libertad personal, la vida, y a aplicar tormentos, azotes y palos a las personas.   

B) Amparo Expedito

A decir verdad, no pertenece al mundo ignoto la suspensión con efectos restitutorios, según se ha visto con antelación; antes bien, es de sobre conocido que así actúa en situaciones muy urgentes, como sucede, por ejemplo, cuando se reclama la restricción a la libertad personal fuera del procedimiento judicial y en cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional. 

Pero en este tipo de asuntos, la suspensión debe ir más allá todavía; y para lograrlo, tienen que establecerse también reglas accesibles en relación a la promoción del juicio de amparo, de tal manera que se trate de un instrumento jurídico eficaz totalmente. Así, en primer lugar, la competencia auxiliar tiene que ser enaltecida, de suerte que cualquier autoridad judicial local quede facultada no sólo para recibir la demanda de amparo y suspender provisionalmente los actos reclamados, sino también para conocer del amparo en lo principal y de la manera en que en el inciso posterior se detallará. De esta guisa, los jueces de primera instancia, cualquiera que sea su ramo, así como los jueces municipales, deben ser auténticos colaboradores del Poder Judicial Federal, cuya actividad debe traducirse a corto plazo en la erradicación total de las detenciones ilegales y del abuso de autoridad en aquellos lugares donde no existan órganos jurisdiccionales del poder que realicen la defensa de la Constitución; porque desgraciadamente es en los lugares más apartados e incomunicados donde se comenten tales violaciones. En segundo lugar, en relación a la solicitud de amparo, se sugiere que de la misma manera en que está concebida actualmente, se permita, o más bien, se convierta en una práctica cotidiana la instancia de garantías por comparecencia, incluso por la vía telegráfica, en atención a que los actos restrictivos  de la libertad personal fuera del procedimiento judicial y los prohibidos por el artículo 22 constitucional merecen ser salvaguardados en el mismo momento en que se producen por parte de la autoridad; pudiendo ser promovido, en esos casos, por cualquier persona distinta del quejoso aunque sea menor, si aquél se encuentra imposibilitado para ello, en la inteligencia de que deberá ser una obligación  para el juez de amparo lograr la comparecencia del quejoso para la ratificación de la demanda correspondiente en el supuesto de que éste se encuentre privado de su libertad, castigándose severamente con pena privativa de libertad cuando tal medida no sea acatada debidamente. La demanda de amparo podrá  presentarse en cualquier día, a cualquiera hora del día o de la noche, en cuyo caso el funcionario que reciba la solicitud de amparo deberá realizar todo lo relativo a la suspensión en la forma que indica el inciso siguiente y cualquier otra medida urgente que crea necesaria en beneficio del agraviado. De la misma manera, por ser importante proteger al individuo de los actos privativos de la libertad personal fuera del procedimiento judicial y de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, la sentencia que se pronuncie en el juicio de amparo correspondiente deberá restituir al agraviado del pleno goce de la garantía individual violada en forma inmediata y observando las pruebas que se hubieren aportado al incidente de suspensión sobre la existencia del acto reclamado y su constitucionalidad  o inconstitucionalidad, en la inteligencia de que si al tramitarse la suspensión se obtuvo la libertad  personal del agraviado por no haber existido flagrancia, acuerdo de retención y mandamiento de detención por escrito en caso de urgencia, la sentencia tendrá como efecto  ratificar la libertad concedida en dicho incidente; pero si por el contrario, consta que el acuerdo de retención fue dictado lo mismo que el mandato de detención, la resolución del juicio de amparo propenderá a determinar si existió flagrancia o urgencia al realizar la captura; si se advierte que tales casos de excepción no concurren, deberá ordenarse su absoluta e inmediata libertad, sin perjuicio de que con posterioridad el indiciado pueda ser detenido nuevamente, previo el cumplimiento de los requisitos legales. En estos casos, las autoridades responsables están obligadas a rendir inmediatamente el informe justificado y previo a la autoridad de amparo haciendo uso de los medios de comunicación más sofisticados con que se cuente, como puede ser el fax, previa comprobación telefónica, y el internet.

Finalmente, respecto a este tipo de asuntos en trato, ningún juicio de amparo deberá quedar inconcluso; el funcionario que esto origine deberá ser inmediatamente separado de su cargo, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil en que incurra con su conducta.

C. Tramitación de la Suspensión

En el Amparo Expedito

La suspensión de los actos reclamados dentro del juicio de amparo debe continuar su marcha evolutiva, dejando de ser un simple medio conservador de la materia de aquél, para pasar a ser un instrumento jurídico que permita al individuo seguir gozando de su libertad personal cuando no haya causa  legítima de su privación, y debe culminar de una vez por todas con el exterminio del embuste e ineptitud de los funcionarios públicos encargados de la persecución de los delitos en México. La autoridad con semejante función tiene que acostumbrarse a combatir la delincuencia con apego a la Ley, no de dicho, sino de hecho.

Para lograr este propósito, la impartición de la justicia debe ser verdaderamente pronta y expedita, de tal manera que cuando un individuo sea privado de su libertad personal fuera del procedimiento judicial, o cuando los cuerpos policiacos y el Ministerio Público le apliquen o pretendan aplicarle las penas que prohibe el artículo 22 constitucional, debe ser protegido inmediatamente a efecto de evitar a toda costa un daño mayor que denigre su condición de humano. Por lo tanto, el hogaño reclama urgentemente que cuando se señalen en el amparo este tipo de actos, la suspensión se tramite de la siguiente manera.

Es requisito primario que la demanda de amparo se admita en el mismo momento de su presentación y que la suspensión sea decretada de Oficio en el auto admisorio de aquélla. 

Ahora bien, si lo que se reclama es la detención de una persona en flagrancia por parte de un jefe de tenencia, policía judicial, federal o estatal, policía federal de caminos, policía militar u otras autoridades distintas del Ministerio Público, al admitirse la demanda deberá ordenarse que el juez (en su defecto el actuario o secretario del juzgado), se constituya en el lugar de reclusión del indiciado y exija al funcionario captor informes sobre el sitio, hora, día y el motivo de la detención. Si de estos informes se advierte que dichas autoridades no realizaron la captura en flagrancia, o si ha transcurrido el tiempo razonable,53 en que debió ser puesto a disposición del Ministerio Público, el indiciado deberá ser puesto en libertad inmediatamente, bajo la reserva de Ley, sin perjuicio de que con posterioridad pueda ser detenido nuevamente previo los requisitos legales; de todo lo cual deberá dejarse constancia en la actuación que practique el juez, en presencia de los testigos de asistencia que estime pertinentes. Igualmente, si el indiciado ya que fue puesto a disposición del Ministerio Público y éste no ha dictado la retención correspondiente, o si no lo ha consignado ante el juez a pesar del término constitucional de que goza para retenerlo, deberá ordenarse la absoluta libertad, dejándose constancia de ello en la actualización que se levante en los mismos términos que el anterior supuesto.

Por otro  lado, si lo que se reclama en la demanda de amparo lo es una detención realizada por parte del Ministerio Público o por elementos policiales en base a una orden escrita, la actualización de juez o funcionario encargado de ella, deberá constreñirse a verificar si la orden de detención existe o no; si no existe tal, el indiciado deberá ser liberado ipso facto bajo las reservas de Ley y sin perjuicio que con posterioridad pueda ser detenido nuevamente previo al cumplimiento de los requisitos legales; dejándose constancia de esto en la actuación correspondiente, que puede levantarse con los testigos de asistencia que se estimen convenientes. En cambio si existe la orden de detención, el juicio de amparo deberá tramitarse en los mismos términos en que está concebido actualmente. Asimismo, idéntica realidad debe prevalecer cuando lo que se reclame sea una detención con orden de cateo.

Tanto en los casos en que se reclame la detención en flagrancia, cuanto en aquellos en que sea con motivo de una supuesta orden de detención y cateo, el juez que ha admitido la demanda de amparo deberá integrar, por duplicado, un cuadernillo con los informes y con la actualización en que consta la libertad del agraviado, y remitirá el expediente original al Juez de Distrito competente, quien deberá dictar sentencia ratificando lo actuado por el  “Juez de Suspensión”  concediendo el amparo en forma definitiva.

La razón por la que debe procederse así en la suspensión de los amparos que versen sobre los actos restrictivos de la libertad personal fuera del procedimiento judicial o cuando se trate de los prohibidos por el por el artículo 22 constitucional es sumamente sencilla; en tales hipótesis las autoridades responsables se encuentran en condiciones de dar respuestas inmediatas a las imputaciones o actos que reclama el agraviado. Así, si se reclama la detención en flagrancia del delito, el elemento captor, al ser requerido por el juez en el incidente de suspensión, respecto de la hora, día y motivo de la detención, puede referir con detalle tales circunstancias y exponer el motivo por el que no ha puesto al indiciado a disposición del Ministerio Público; y es natural que si no puede narrar y justificar tales detalles y exponer el motivo por el que no ha puesto al indiciado a disposición del Ministerio Público; y es natural que si no puede narrar y justificar tales detalles de la captura o si no ha remitido al detenido ante aquél, seguramente es con el fin de mantenerlo incomunicado y aplicarle las  penas prohibidas por el artículo 22 de nuestra Ley Fundamental; lo mismo será si encontrándose a disposición del Ministerio Público no le dicta acuerdo de retención o si no lo consigna dentro del término constitucional de cuarenta y ocho o noventa y seis horas. Con mayor razón, si lo que se reclama es una orden de detención escrita en caso de urgencia, o cateo, precisamente tal orden debe existir y para exhibirla no se necesita de ningún trámite dilatorio posterior.

Esto originará, indudablemente, una constante observación al desempeño del trabajo de los órganos encargados de la persecución de los delitos.

D) Notas Finales

La proposición de este trabajo puede significar un despropósito para quienes sean partidarios del arcaísmo en que todavía nos encontramos en materia de respeto a las Garantías Individuales y a los Derechos Humanos; pero para aquellos que crean en la dialéctica del Juicio de Amparo, esta obra debe servir, al menos, para despertar la inquietud de estudio y conclusiones ulteriores que nos permitan sentar las bases de un auténtico respeto a la persona por parte de la autoridad, que sociológicamente tiene como misión el orden y no el ataque a la condición humana.

También habrá quienes piensen que abundar sobre el tema de las Garantías Individuales y Derechos Humanos de las personas que cometen delitos, implica fomentar el crimen en este país. Pero a todas esas personas puede refutárseles diciendo que las Garantías Individuales y los Derechos Humanos no excluyen a nadie, ni siquiera a quienes se vean involucrados de alguna forma en cualquier ilícito, en virtud de que mientras no hay sentencia definitiva que haga la declaración de culpable hay inocencia.

El combate al crimen y el respeto alas Garantías Individuales pueden coexistir en el marco de acción que emprenda el órgano encargado de la persecución de los delitos; de no ser así y permitir que el delincuente virtual o presunto responsable sea humillado, nos reduce a un ambiente característico de la jungla y que fue propio de la etapa primitiva del hombre.

Así las cosas, espero, pues, que este modesto trabajo el día de hoy represente un asomo a la realidad del mañana.



VICTOR BARRAGÁN BENITEZ

En atención a las convocatorias que se han publicado en diversos medios, nos enteramos con sumo agrado que el Poder Judicial Federal que Usted dignamente preside, está promoviendo los estudios para elaborar el anteproyecto de una nueva Ley de Amparo, o sus reformas; invención jurídica orgullo de nuestro Sistema Jurídico Mexicano.

Estamos seguros que el anteproyecto de ley o reformas que se elabore, cubrirá de manera más eficaz las reglamentaciones sobre la protección de las garantías que otorga nuestra Norma Fundamental, en virtud de que intervendrán juristas del Poder Judicial Federal que viven a diario la intensidad del control constitucional.

Nos atrevemos a sugerirle, que el proyecto de Ley de Amparo o sus reformas, que surja del grupo del trabajo, se maneje hacia la opinión pública, como una iniciativa del Presidente de la República y/o de la Honorables Cámara de Diputados y Senadores; es decir, buscar la concertación con el Titular del Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal y/o con las comisiones respectivas de amabas cámaras en razón de que se ha dado la impresión, ante la opinión pública, de que el Poder Judicial Federal “invade” las atribuciones que se consagran en nuestra Norma Fundamental a favor del Congreso de la Unión y del Poder Ejecutivo Federal, porque algunos periodistas han insinuado que el Poder Judicial carece de atribuciones para proponer iniciativas de ley.

Que claro que, el hecho de elaborar un anteproyecto de ley, no implica un acto constitucional para proponer iniciativas de leyes ante el Congreso Federal.

Para dar transparencia y un éxito rotundo a la notable tarea que ha iniciado, conviene que se comisione a personas ad hoc, para que cabildeen en las Cámaras legislativas la iniciativa de la Ley de Amparo (y en su caso de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal), o bien, someterlo a la consideración del Presidente de la República por conducto de la Comisión Jurídica del Ejecutivo Federal.

Logrando el objetivo antes mencionado, la iniciativa de ley, podría ser presentada bajo el siguiente enunciado:

“Exposición de Motivos de la Iniciativa (de reformas) de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

CC. SECRETARIOS DE LA H. CAMARA DE DIPUTADOS 

DEL CONGRESO DE LA UNION

PRESENTES

El Ciudadano Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, conjuntamente, con los Diputados y Senadores integrantes de las Comisiones de Justicia y Derechos Humanos, de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los principios constitucionales que definen sus responsabilidades y funciones y de acuerdo a las facultades expresadas en los artículos 71 fracciones I y II y 73 fracción XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, someten a esa Representación Nacional, por su digno conducto, la presente iniciativa de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La iniciativa de Ley que se propone, es producto de los estudios realizados por el Poder Judicial de la Federación, así como de las consideraciones, recomendaciones e inquietudes que fueron propuestas por los diversos juristas especializados en la materia, durante la consulta nacional sobre una nueva Ley Amparo, convocada a finales del año de 1999.

A través de dicha consulta, se recibió un gran número de trabajos, en los que se expresaron variadas preocupaciones y propuestas respecto a la legislación nacional en materia de reglamentación de protección de las garantías individuales, por parte de los juristas del Poder Judicial Federal, de abogados especiales en Amparo, de organizaciones de abogados, de centros de investigación jurídica, de universidades, de investigadores y académicos.

La presente iniciativa es el resultado del esfuerzo conjunto realizado por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en el ámbito interno de sus respectivas competencias, desarrollado a lo largo de varios meses, y orientando el estudio de la problemática y dinámica de las circunstancias y necesidades del control constitucional en relación con las garantías individuales, con el fin de actualizar nuestro marco jurídico reglamentario de los artículos 103 y 107 de la Carta Magna, y hacer más accesible su aplicación a los casos concretos que requiere la sociedad.

Esta iniciativa responde a los principios contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 1995.2000, cuyo espíritu es la consolidar un régimen de convivencia social regido plenamente por el Derecho, donde la ley se aplicada a todos por igual y la justicia sea la vía para la solución de los conflictos. En congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo, la iniciativa sería un instrumento más para la convivencia social, y que sus normas regulen, con mayor precisión, las relaciones entre los integrantes de la sociedad y sus autoridades, con la finalidad superior de garantizar para todos la seguridad y el acceso a la justicia, el goce de los derechos fundamentales y el disfrute del bienestar general. Por todo ello, las autoridades y los particulares tenemos la obligación ineludible de coadyuvar al desarrollo y al fortalecimiento del Estado de Derecho.

El Estado de Derecho constituye la solución que los mexicanos nos hemos dado ante el reto de constituir un orden jurídico que nos dé certidumbre y seguridad en el goce de nuestros derechos y en el ejercicio de nuestras libertades.  Sólo el Estado de Derecho es garantía para una convivencia social armónica y el pleno desarrollo nacional.  Por definición, el Estado de Derecho excluye la imposición unilateral de la voluntad de unos sobre otros, la violencia y el ejercicio de la justicia por propia mano.  Exige, por el contrario, que todos reconozcan los derechos y obligaciones de cada uno y que las controversias se resuelvan por la vía legal. Sólo el Estado de Derecho permite el despliegue en la libertad de las potencialidades de cada individuo y de la sociedad en su conjunto.  En este orden, la iniciativa que se propone salvaguarda los principios antes mencionados.

Así, el Poder Ejecutivo Federal y los miembros del Senado de la República y de la Cámara de Diputados que suscriben la presente iniciativa, y con base en los estudios jurídicos realizados por el Poder Judicial Federal, tomando en cuenta las propuestas de los abogados especialistas en Amparo, han reconocido la necesidad de promulgar una nueva Ley de Amparo (o reformas) que actualice las necesidades jurídicas que requieren las generaciones presentes y futuras.

……..”

Sería válido también tratar únicamente de reformas a la Ley de Amparo vigente, para subsanar las imperfecciones que tiene la misma. (por ejemplo aquello artículos que están derogados tácitamente por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o las últimas reformas a la Constitución Federal, perfeccionar las causales de sobreseimiento o improcedencia del juicio de garantías para aplicar la recta y expedita administración de justicia, y, como algo novedoso, señalar los alcances reales de la jurisprudencia, en tratándose de asuntos del orden común, toda vez que la Ley de Amparo es del orden federal, y no se aclara si aplica para cuestiones del orden común; situación oportuna para establecerlo en las reformas, lo que daría lugar a que la Ley de Amparo también sería reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 94 de la Norma Fundamental).

Esperando que tenga un éxito más en esta proeza jurídica, aprovechamos la oportunidad de reiterar a Usted nuestra más alta y distinguida consideración.

FRANCISCO F. CERVANTES RAMIREZ  

De conformidad con la Convocatoria pública para presentar propuestas a fin de adecuar la Ley de Amparo a las necesidades de México y lograr que este medio de control constitucional sea accesible a toda la población y que en cumplimiento del artículo 17 de nuestra Carta Magna los Tribunales impartan justicia de manera pronta, completa e imparcial, a continuación me permito presentar la siguiente

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DEL

ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE AMPARO

El artículo 217 de la Ley de Amparo establece lo siguiente:

“Artículo 217.-  La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.”

1      Problemática

El artículo antes señalado a todas luces provoca incertidumbre y vulnera el principio de seguridad jurídica al que deben ajustarse todas las disposiciones legales, incluida la propia Ley de Amparo.

En efecto, al establecer dicho precepto un plazo ilimitado para que los núcleos de población ejidales o comunales puedan interponer la demanda de amparo, se crea una falta de certeza jurídica sobre los derechos de propiedad de terceros, ya que en cualquier momento, dichos núcleos de población podrían alegar que se están afectando sus derechos, no obstante que hubieran transcurrido 10, 20, 50, 100 ó más años, a partir del momento del cual se realiza el supuesto acto de molestia correspondiente a los derechos agrarios.

El hecho de que no se encuentre establecido en la Ley de Amparo un plazo finito para la interposición de la demanda correspondiente, se considera injustificado, además de que trastoca el orden jurídico, al tiempo que desalienta la producción en el campo, ya que los productores agrícolas –llámese pequeños propietarios e incluso otros ejidatarios o comuneros- viven en la incertidumbre derivada de la amenaza permanente y latente de que sus propiedades podrían verse afectadas con motivo de eventuales acciones legales que se promuevan en su contra, a través del juicio de amparo respectivo.

Como fácilmente se podrá observar, la inexistencia de un plazo determinado para la interposición del juicio de amparo, en realidad es una “espada de Damocles” que pende sobre los derechos de personas totalmente ajenas a decisiones de carácter meramente “populistas”.  En este sentido, cualquier pequeño propietario que colinde con los miles de ejidos que existen en el país, o bien cuya propiedad se encuentre en un determinado radio con relación a la existencia de un ejido (tal como lo establecía la anterior ley agraria), vive en un peligro y zozobra permanente pues en cualquier momento un grupo de ejidatarios –so pretexto de una afectación a derechos ejidales- puede poner en riesgo el legítimo patrimonio que representa una determinada propiedad.

Con base en los anteriores razonamientos se realiza la siguiente

2       Propuesta

Modificar el artículo 217 de la Ley de Amparo, a fin de establecer en su texto un plazo finito –cierto y conocido-  para la interposición de la demanda de amparo por parte de los núcleos de población ejidal o comunal.

Dicho plazo podría ser de un año –o inclusive de más tiempo- de manera similar a la regla genérica que en materia laboral establece el artículo 516 de la Ley Federal del trabajo en cuanto al plazo que otorga para ejercitar las acciones laborales, las cuales prescriben en un año.  La analogía que se busca entre la materia agraria y la laboral, resulta procedente ya que como sabemos, la Ley Federal del Trabajo tiene por objeto, entre otras cuestiones, proteger a un determinado grupos social como es el de los trabajadores.

Al establecerse un plazo específico para la interposición de la demanda de amparo, se proporcionaría certeza y seguridad jurídica, así como estabilidad econ´9mica y social al agro mexicano, ya que la resolución de las controversias agrarias, transcurrido cierto lapso de tiempo, serían definitivas, tal y como se encuentra previsto en las demás ramas del derecho positivo de nuestro país.  En realidad lo importante es que al margen de la duración del plazo para agostar una instancia procesal, la legislación debe propiciar certeza y seguridad jurídica en beneficio de todos los gobernados.

Cabe hacer notar que previamente a las reformas a la Ley de Amparo publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 4 de febrero de 1963 –por medio de las cuales se establece que el amparo podrá promoverse en cualquier tiempo- los núcleos de población ejidal y comunal se encontraban sujetos al plazo genérico para la interposición de juicio de amparo, que era de quince días.

Por otra parte, es importante señalar que aún en los casos que pudieran parecer extremos, como es la existencia de determinados actos delictivos, a través de la figura de la prescripción o caducidad se impone un límite de tiempo para que pueda castigarse a los delincuentes, incluso en el caso de los delitos más graves que pudieran existir.

Es decir, el simple transcurso de un lapso de tiempo calculado de manera razonable y legal extingue la acción de las autoridades y se llega al extremo de que una vez alcanzados ciertos límites preestablecidos ya no se puede iniciar o ejercitar o aplicar las sanciones establecidas por la legislación.  Conforme a lo anterior, resulta inadmisible que quienes realizan actividades honradas y productivas en el campo, como lo es el producir los alimentos de los mexicanos, vean indefinidamente amenazado su patrimonio, y en cambio, personas que pudieran cometer delitos tan graves como el homicidio calificado, el narcotráfico o el secuestro –por citar algunos ejemplos- se vean beneficiados por la figura de la prescripción o caducidad.

Con base en lo antes expuesto, se considera que resulta contrario a la moral, al orden jurídico y a la justicia misma, la permanencia en nuestra legislación de un precepto que de manera indefinida pone en entredicho los derechos y bienes de las personas.

3. Nueva redacción propuesta para el artículo 217 de la Ley de Amparo

“Artículo 217.- La demanda de amparo podrá interponerse dentro del término de un año contado a partir del día siguiente a la fecha en que se produzca el acto que tenga  por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agravios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o cumunal.”

4. Ámbito de aplicación en el tiempo de la reforma propuesta

Es muy importante que, de aprobarse la reforma que nos ocupa, se establezca expresamente y con toda claridad cuál sería el ámbito de aplicación temporal de dicha reforma.

En efecto, para que la reforma tuviera una verdadera utilidad, lo procedente sería que, una vez transcurrido un determinado plazo para que los interesados pudieran interponer las demandas de amparo respecto de los asuntos que se encontraran en trámite, o bien, de los asuntos que vinieran de años atrás, la reforma se aplicara a todo tipo de asunto agrario, es decir, a los asuntos cuyos antecedentes sean anteriores o posteriores a la reforma, toda vez que se trata de regularizar situaciones jurídicas que han estado indefinidas durante muchos lustros.

La justificación de lo antes expuesto obedece a que sería mínimo el número de asuntos que se generarían a partir de la publicación de la reforma, y consecuentemente a los que en principio ésta les sería aplicable, dado que conforme al marco jurídico vigente en materia agraria, en nuestros días ya no existen tierras que repartir y ha concluido el reparto agrario.  Por el contrario, la problemática existente deviene precisamente de un gran cúmulo de asuntos y controversias existentes con anterioridad a la fecha del día de hoy, incluso antes de la reforma del artículo 27 constitucional (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1992), ya que como se sabe, desde los inicios del siglo XX, con motivo de la instrumentación de la reforma agraria se han suscitado múltiples procesos litigiosos en la materia, y son a éstos a los que en todo caso debería encaminarse a atender la reforma que nos ocupa.

A mayor abundamiento, podríamos afirmar que la incertidumbre jurídica que actualmente  deriva del texto actual del artículo 217 de la Ley de Amparo, en combinación con las múltiples hipótesis normativas que han existido en la legislación agraria, afectan a más del 90% de las tierras cultivables de este país.

Por la atención que merezca la presente propuesta, le reitero mi atenta y distinguida consideración y quedo de usted.

JOSÉ ANTONIO FERNÁNDEZ PERRONI

H. COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

El suscrito licenciado Guillermo Arturo Medel García, Juez Primero de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia en Xalapa, por medio del presente oficio me permito proponer a ustedes en mi humilde opinión las siguientes reformas para una nueva Ley de Amparo.

1.En primer término considero que para que sea más completa la nueva Ley de Amparo deben agregarse los artículos siguientes:

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 5º de la Ley de Amparo.

Artículo 5º Bis. Las partes en el juicio de amparo, pueden pedir, en todo tiempo, a su costa, copia certificada, o simple de cualquiera constancia o documento que obre en autos, las que mandará expedir el tribunal sin audiencia previa de las demás partes. 

Las copias certificadas de constancias judiciales serán autorizadas por el Secretario.

Artículo 5º Ter. No objetados en su oportunidad los documentos que se presentaren en el juicio de amparo, o resuelto definitivamente el punto relativo a las objeciones que se hubieren formulado, pueden las partes pedir en todo tiempo, que se les devuelvan los originales que hubieren presentado, dejando en su lugar copia certificada, cuando se trate de planos, esquemas, croquis y en general de otros documentos que no puedan ser copiados por el personal del tribunal, no podrán devolverse mientras el juicio no haya sido resuelto definitivamente, sin embargo podrán expedirse, a costa del interesado, copias cotejadas y autorizadas por el Secretario, igualmente puede la parte interesada, al presentar los documentos de que se trate acompañar copias de ellos, que se le devolverán previo cotejo y autorización del Secretario.

En todo caso de devolución de los originales, se harán en ellos, autorizadas por el Secretario, las indicaciones necesarias para identificar el juicio en que fueron presentados, expresándose si está pendiente o ya fue resuelto definitivamente, y en este último caso el sentido de la sentencia o ejecutoria. No es aplicable esta disposición a los documentos con que se acredite la personalidad.

Cuando no quepa en el documento la relación que previene el párrafo anterior, se le unirá una hoja en que se termine, poniendo el sello de la Secretaría de manera que abarque al documento y a la hora.

De la entrega de originales o expedición de copias certificadas se asentará razón en autos.

Después del capítulo 1 de la Ley de Amparo se propone aumentar un capítulo 1 Bis relativo a la función de los Secretarios que sería el siguiente:

CAPÍTULO 1 BIS

DE LOS SECRETARIOS

Artículo 1. En todo acto de que deba dejarse constancia en autos, intervendrá el Secretario y lo autorizará con su firma, hecha excepción de los encomendados a otros funcionarios.

Artículo 2. El Secretario hará constar el día y la hora en que se presente un escrito, y dará cuenta con él dentro del día siguiente, sin perjuicio de hacerlo desde luego, cuando se trate de un asunto urgente.

Artículo 3. Los Secretarios cuidarán de que los expedientes sean exactamente foliados al agregarse cada una de las hojas, rubricarán o firmarán todas éstas en el centro del escrito, y pondrán el sello de la Secretaría en el centro del cuaderno, de manera que abarque las dos caras.

Artículo 4. El Secretario guardará, con la seguridad debida, bajo su responsabilidad, los documentos originales que presenten los interesados al expediente, se agregarán copias cuidadosamente cotejadas y autorizadas por el mismo Secretario, sin perjuicio de que, a petición verbal de cualquiera de los interesados, se le muestren los originales.

Artículo 5. Los Secretarios son responsables de los expedientes, libros y documentos y valores que existan en el tribunal y archivo correspondiente, cuando, por disposición de la ley o del tribunal, deban entregar alguno de los mencionados objetos a otro funcionario o empleado, recabarán recibo para su resguardo, en este caso la responsabilidad pasará a la persona que lo reciba.

Artículo 6. Nunca, ni por orden judicial, entregará el Secretario los expedientes a las partes, para llevarlos fuera del tribunal, hecha excepción del Ministerio Público.

La frase “dar vista” o “correr traslado” sólo significa que los autos quedan en la Secretaría, para que se impongan de ellos los interesados, o que se entreguen las copias.

Este artículo que a continuación se cita tiene relación en el artículo 24 de la Ley de Amparo.

Artículo 24º Bis. Cuando la ley no señale término para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio de algún derecho de las partes, se tendrán por señalados los siguientes:

I.- Tres días para cualquier caso, y

II. Diez días para pruebas.

Este artículo que a continuación se cita tiene relación con el artículo 31 de la Ley de Amparo.

Artículo 31 Bis. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el juicio, deberán encomendarse al juez de Distrito o de Primera Instancia para asuntos de mayor cuantía del lugar en que deban practicarse.

Si el tribunal requerido no puede practicar en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará a su vez, al juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación puede encomendar la práctica judicial de la república, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la complementación del asunto encomendado.

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el procedimiento del juicio de amparo y se aumentarían después del artículo 54 de la Ley de Amparo.

Artículo 54 Bis. Los jueces, magistrados y ministros podrán ordenar que se subsane toda omisión o irregularidad que notaren en la substanciación del juicio o del incidente, para el sólo efecto de regularizar el procedimiento a fin de no dejar en estado de indefensión a las partes.

Artículo 54º Ter. Los tribunales, para hacer cumplir sus determinaciones, pueden emplear a discreción los siguientes medios de apremio.

Apercibimiento de multa.

Multa de diez a cien días de salario mínimo vigente, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

El auxilio de la fuerza pública.

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el rebelde por el delito de desobediencia a un mandato judicial.

El tribunal podrá condonar la multa o dejar sin efecto el medio de apremio si se demuestra que a virtud de determinadas circunstancias no fue posible cumplir con lo ordenado en el término señalado, o a su juicio existan causas que justifiquen la dilación en el cumplimiento de la determinación encomendada.

Artículo 54 Quarter. Los tribunales no admitirán nunca incidentes, recursos o promociones notoriamente maliciosos o improcedentes, los desecharán de plano, sin necesidad de mandarlos hacer saber a las otras partes, ni dar traslado, ni formar artículo.

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 143 de la Ley de Amparo y son referentes a la denuncia de violación, a la suspensión provisional o definitiva, que considero se deben agregar.

Denuncia de violación a la suspensión.

Artículo 143 Bis. El expediente relativo al incidente de la denuncia de violación a la suspensión se llevará siempre por duplicado que se formará con copia de la demanda y del auto de suspensión provisional o resolución de la suspensión definitiva y demás constancias que se estimen necesarias. Cuando se interponga recurso de queja contra la resolución dictada en el incidente de violación, el juez de Distrito remitirá el expediente original al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso, y se dejará el duplicado en el juzgado.

Artículo 143 Bis-1. La denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva deberá promoverse por escrito con copia para las partes dentro del término de tres días siguientes al de su conocimiento o de tal hecho.

Artículo 143 Bis-2. Las autoridades responsables deberán rendir su informe justificado sobre la denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva dentro del término de veinticuatro horas, acompañando las constancias que lo justifiquen.

Artículo 143 Bis-3. Transcurrido el mencionado término, si las partes no promovieran pruebas ni el tribunal las estimare necesarias, dentro de los tres días siguientes se citará a la audiencia de alegatos, la que se verificará, concurran o no las partes.

Y dentro del término de los cinco días siguientes el tribunal dictara su resolución.

Artículo 143 Bis-4. Si se declara fundada la denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva, se dará inmediatamente vista al agente del Ministerio Público adscrito, para los efectos de su competencia.

Este artículo que a continuación se cita tiene relación con el artículo 147 de la Ley de Amparo, y se refiere al emplazamiento.

Artículo 147 Bis. El emplazamiento al tercero perjudicado tendrá por efecto hacerle saber que cuenta con nueve días hábiles, aumentados con los que correspondan por razón de la distancia, para que se apersone y ofrezca pruebas y alegatos si lo estima conveniente.

Después del artículo 150 de la Ley de Amparo se propone aumentar un capítulo V relativo a los documentos públicos y privados, que sería el siguiente:

CAPÍTULO V

DOCUMENTOS PÚBLICOS Y PRIVADOS

Artículo 1. Son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes.

Artículo 2. Los documentos públicos expedidos por autoridades de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal y Territorios, o de los Municipios, harán fe en el juicio, sin necesidad de legalización.

Artículo 3. De la traducción de los documentos que se presenten en idioma extranjero, se mandará dar vista a la parte contraria, para que, dentro de tres días, manifieste si está conforme, si lo estuviera o no contestare la vista, se pasará por la traducción; en caso contrario, el tribunal nombrará traductor.

Artículo 4. Son documentos privados los que no reúnen las condiciones previstas por el artículo 1.

Después del artículo 150 también se propone aumentar otro capítulo VI referente a la prueba que sería el siguiente:

CAPÍTULO VI

PRUEBA

Artículo 150 Bis. Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquiera persona sea parte o tercero y de cualquier cosa y documento ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin más limitaciones de que las pruebas estén reconocidas o permitida por la ley, y tengan relación inmediata con los hechos controvertidos.

Los tribunales no tienen límites extemporales para ordenar la aportación de las pruebas que juzguen indispensables para formar su convicción respecto del contenido de la litis, ni rigen para ellos las limitaciones y prohibiciones, en materia de prueba, establecidas en relación con las partes.

Artículo 150 Ter. Los tribunales podrán decretar en todo tiempo sea cual fuere la naturaleza del asunto, la práctica, repetición o ampliación de cualquiera diligencia probatoria, siempre que se estime necesaria y sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos controvertidos en la práctica de esas diligencias obrarán como lo estimen procedente, para obtener el mejor resultado de ellas, sin lesionar los derechos de las partes, y procurando en todo su igualdad.

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba de inspección judicial.

PRUEBA DE INSPECCIÓN JUDICIAL

Artículo 151 Bis. La inspección judicial puede practicarse, a petición de parte o por disposición del tribunal, con oportuna citación, cuando puede servir para aclarar o fijar hechos relativos a la contienda que no requieran conocimientos técnicos especiales.

Artículo 151 Bis-1. Las partes, sus representantes y abogados podrán concurrir a la inspección, y hacer las observaciones que estimen oportunas.

Artículo 151 Bis-2. De la diligencia se levantará acta circunstanciada, que firmarán los que a ella concurran.

Artículo 151 Bis-3. A juicio del tribunal, o a petición de parte, se levantarán planos o se tomarán fotografías del lugar u objetos inspeccionados.

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación  con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba testimonial.

PRUEBA TESTIMONIAL

Artículo 151 Ter. Todos los que tengan conocimiento de los hechos que las partes deben probar, están obligados a declarar como testigos.

Artículo 151 Ter-1. Una parte sólo puede presentar hasta cinco testigos sobre cada hecho, salvo disposición diversa de la ley.

Artículo 151 Ter-2. Los testigos serán citados a declarar cuando la parte que ofrezca su testimonio manifiesta no poder, por sí misma, hacer que se presenten, la citación se hará con apercibimiento de apremio si faltaren su justa causa.

Artículo 151 Ter-3. Los gastos que hicieren los testigos y los perjuicios que sufran por presentarse a declarar, serán satisfechos por la parte que los llamare.

Artículo 151 Ter-4. Los funcionario públicos o quienes los hayan sido, no están obligados a declarar, a solicitud de las partes, respecto al asunto de que conozcan o hayan conocido por virtud de sus funciones. Solamente cuando el Tribunal lo juzgue indispensable para la investigación de la verdad, podrán ser llamados a declarar.

Artículo 151 Ter- 5.-  Los funcionarios públicos de la Federación y de los Estados a que alude el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  Rendirán su declaración por oficio, pero si los expresados funcionarios lo estimaren prudente y lo ofrecieren así en respuesta al oficio que se les dirija, podrán rendir su declaración personalmente.

Artículo 151 Ter- 6.-  La parte que desee rendir prueba testimonial en el juicio, deberá promoverla dentro del término señalado en el artículo 151 (DE LA LEY DE AMPARO).

Articulo 151 Ter- 7.-  Para el examen de los testigos no se presentarán interrogatorios escritos, las preguntas serán formuladas verbal y directamente por las partes o sus abogados, al testigo primero interrogará el promovente de la prueba, y, a continuación, las demás partes, pudiendo el Tribunal, en casos en que la demora puede perjudicar el resultado de la investigación, a su juicio, permitir que, a raíz de una respuesta, hagan las demás partes las preguntas relativas a ella, o formularlas el propio Tribunal.

Artículo 151 Ter- 8.- No obstante  lo dispuesto en el artículo anterior, cuando el testigo sea un funcionario, o resida fuera del lugar del negocio, deberá el promovente, al ofrecer la prueba, presentar sus interrogatorios, con las copias respectivas para las demás partes, las cuales serán puestas a su disposición, en el mismo auto en que se mande recibir la prueba, para que, dentro de tres días, presenten, en pliego cerrado, si quisieren, su interrogatorio de repreguntar, pero, si lo presentaren después, no les será admitido, sin perjuicio de que, en todo caso, pueda la parte interesada presentarse directamente a repreguntar ante el Tribunal, requerido, el que hará la calificación de las repreguntas, cuidando de asentar, literalmente en autos, las que deseche, como lo manda el artículo 151 Ter.9.

Para el examen de los testigos que no residan en el lugar del negocio, se librará recado al Tribunal que ha de practicar la diligencia, acompañándole en pliego cerrado, los interrogatorios, previa la calificación correspondiente.

Artículo 151 Ter-9.-  Las preguntas y repreguntas deben estar concebidas en términos claros y precisos, han de ser conducentes a la cuestión debatida; se procurará que en una sola no se comprenda más de un hecho y no hechos o circunstancias diferentes, y pueden ser en forma afirmativa o inquisitiva, las que no satisfagan estos requisitos, serán desechadas de plano, sin que proceda recurso alguno; pero se asentarán literalmente en autos.

Artículo 151 Ter-l0.- Después de tomarse, al testigo, la protesta de conducirse con verdad, y de advertirlo de las penas en que incurre el que se produce con falsedad.  Se hará constar su nombre, edad, estado, lugar de su residencia, ocupación, domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de alguno de los litigantes, y en qué grado; si tiene interés directo en el pleito o en qué grado; si tiene interés directo en el pleito o en otro semejante, y si es amigo íntimo o enemigo de alguna de las partes a continuación se procederá al examen.

Artículo 151 Ter 11. Los testigos  serán examinados separada y sucesivamente, sin que unos puedan presenciar las declaraciones de los otros cuando no fuere posible terminar el examen de los testigos en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarse al día siguiente hábil.

Artículo 151 Ter 12.- Cuando el testigo deje de contestar algún punto, o haya incurrido en contradicción, o se haya expresado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención al tribunal para que, si lo estiman conveniente exija a aquel las respuestas y aclaraciones que proceden.

Artículo 151 Ter 13.- El Tribunal tendrá la más amplia facultad para hacer a los testigos y a las partes las preguntas que estime conducentes a la investigación de la verdad, así como para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos, asentándose todo en el acta.

Artículo 151 Ter 14.- Si el testigo no habla el castellano, rendirá su declaración por medio de interprete, que será nombrado por el Tribunal  cuando el testigo lo pidiere, además de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en su propio idioma, por el o por el interprete este  último deberá, antes de desempeñarse su encargo protestar   hacerlo lealmente, haciéndose constar esta circunstancia.

Artículo  151 Ter 15.- Cada respuesta del testigo se hará constar en autos en forma que, al mismo tiempo, se comprenda en ella en  sentido o términos de la pregunta formulada solo  cuando lo pida una parte, respecto a preguntas especiales, puede el tribunal permitir que, primero, se escriba textualmente la pregunta, y, a continuación la respuesta.

Artículo 151 Ter. 16.- Los testigos están obligados a dar la razón de su dicho, respecto de las respuestas que no la lleven en si y el Tribunal deberá exigirla.

Artículo 151 Ter 17.- El testigo firmara al pie de su declaración y al margen de las hojas en que se contenga, después de habérsele leído  o de que la lea por si mismo y la ratifique, si no quiere no sabe o no puede leer, la declaración será leída por el Secretario, y, si no quiere no sabe o no puede firmar, imprimirá sus huellas digitales, si puede y quiere hacerlo, de todo lo cual se hará relación motivada  en autos.

Artículo 151 Ter 18.- La declaración, una vez ratificada, no puede variarse ni en la substancia ni en la redacción.

Artículo 151 Ter 19.- Con respecto a los hechos sobre que haya versado un examen de testigos y con respecto a los directamente contrarios, no puede la misma parte volver a presentar prueba testimonial, en ningún momento del juicio.

Artículo 151 Ter 20.- En el acto del examen de un testigo o dentro de los tres días siguientes, pueden las partes atacar el dicho de aquel, por cualquiera circunstancia que su concepto, afecte su credulidad para la prueba de las circunstancias alegadas, se concederá un término de diez días   y, cuando sea testimonial no podrán presentar mas de tres testigos sobre cada circunstancia, el dicho de estos testigos ya no puede impugnarse por medio de prueba, sin perjuicio de las acciones penales que procedan, y su valor se apreciara en la sentencia según el resultado de la discusión en la audiencia final del juicio.

Artículo 151 Ter. 21.- Al valorar la prueba testimonial, el Tribunal apreciara las justificaciones relativas a las circunstancias a que se refiere el artículo anterior, ya sea que estas hayan sido alegadas, o que aparezcan en autos.

Estos artículos que a continuación se citan tiene relación con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba pericial.

PRUEBA PERICIAL

Artículo 151  Quater. La prueba pericial tendrá lugar en las cuestiones de un negocio relativas a algunas ciencia o arte, y en los casos en que expresamente lo prevenga la Ley.

Artículo 151 Quater-1.- Los peritos deben tener título en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión sobre que ha de oírse su parecer, si la profesión o el arte estuviere legalmente reglamentado.

Si la profesión o el arte no estuviere legalmente reglamentado, o, estándolo no hubiere peritos en el lugar podrán ser nombradas cualesquiera personas entendidas, a juicio del tribunal, aun cuando no tengan título.

Artículo 151 Quater-2. Cada parte nombrara un perito a no ser que se pudieren de acuerdo en el nombramiento de uno solo.

Si fueren mas de dos los litigantes, nombrarán un perito los que sostuvieren unas mismas pretensiones, y otro  los que las contradigan.

Si los que deben nombrar un perito no pudieren ponerse de acuerdo, el Tribunal designara uno de entre los que propongan los interesados.

Artículo 151 Quater-3. La parte que desee rendir prueba pericial, deberá promoverla, por medio de un escrito en que formulara las preguntas o precisara los puntos sobre que debe versar; hará la designación del perito de su parte, y propondrá un tercero para el caso de desacuerdo.

El Tribunal concederá, a las demás partes el termino de cinco días para que adicionen el cuestionario con lo que les interese, previniéndolas que, en el mismo termino, nombren el perito que les corresponda y manifiesten si están o no conformes con que se tenga como perito tercero al propuesto por el promovente.

Si pasados los cinco días no hicieren las demás partes el nombramiento que les corresponde, ni manifestaren estar conformes con la proposición del perito tercero, el tribunal de oficio hará el o los nombramientos pertinentes, observándose lo dispuesto en la parte final del artículo 151 Quater 2, en su caso.

Artículo 151 Quater-4.  Los peritos nombrados por las partes presentados por  estas  al Tribunal, dentro de los tres días siguientes de habérseles tenido como tales a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar su encargo con arreglo a la ley. Si no lo hicieren o no aceptaren, el Tribunal hará, de oficio, desde luego, los nombramientos que a aquellas correspondía. Los peritos nombrados por el Tribunal serán notificados personalmente de su designación; para que manifiesten si aceptan y protestan desempeñar el cargo.

ARTÍCULO 151 Quater 
5.- El Tribunal señalará lugar, día y hora para que la diligencia se practique, si el debe presidirla.

En cualquier otro caso, señalará a los peritos un término prudente para que presenten su dictamen.

El Tribunal deberá presidir la diligencia cuando así lo juzguen conveniente o lo solicite alguna de las partes y lo permita la naturaleza del reconocimiento, pudiendo pedir, a los peritos, todas las aclaraciones que estime conducentes y exigirles la práctica de nuevas diligencias.

ARTÍCULO 151 Quater -6.- En el caso del párrafo final del artículo anterior, se observarán las reglas siguientes:

I.- El perito que dejare de concurrir, sin causa justa, calificada por el Tribunal, será responsable de los daños y perjuicios que, por su falta, se causaren;

II.- Los peritos practicarán unidos la diligencia, pudiendo concurrir los interesados al acto, y hacerles cuantas observaciones quieran; pero deberán retirarse para que los peritos discutan y deliberen solos. Los peritos estarán obligados a considerar, en su dictamen, las observaciones de los interesados y del Tribunal, y

III.- Los peritos darán inmediatamente su dictamen, siempre que lo permita la naturaleza del reconocimiento; de lo contrario, se les señalará un término no prudente para que lo rindan.

ARTÍCULO 151 Quater-7.- Cuando el Tribunal, no asista a la diligencia, los peritos practicarán sus peritajes conjunta o separadamente, con asistencia o no de las partes según ellos lo estimaren conveniente.

ARTÍCULO 151 Quater-8.- Si los peritos están conformes, extenderán su dictamen en un mismo escrito que presentaren, o en una acta que harán asentar por el secretario del Tribunal, firmando lo dos, si no lo estuvieren, formularán su dictamen en escrito por separado, del que acompañarán una copia.

ARTÍCULO 151 Quater-9.- Rendidos los dictámenes, dentro de los tres días siguientes del últimamente presentado, los examinará el Tribunal, y, si discordaren en alguno o algunos de los puntos esenciales sobre que debe versar el parecer pericial, mandará de oficio que, por notificación personal, se hagan del conocimiento del perito tercero, entregándole las copias de ellas y previniéndole que, dentro del término que le señale, rinda el suyo si el término fijado no bastare, el Tribunal, podrá acordar, a petición del perito, que se le amplíe.

El perito tercero no está obligado a adoptar alguna de las opiniones de los otros peritos.

ARTÍCULO 151 Quater-10.- Si el perito nombrado por una parte no rinde su dictamen, sin causa justificada, designará el Tribunal nuevo perito, en sustitución del omiso, e impondrá a este una multa de mil pesos. La omisión hará, además responsable, al perito, de los daños y perjuicios que por ella se ocasionen a la parte que lo nombró.

Si el perito de que se trata no rinde su dictamen dentro del plazo que se le fijó, pero si antes de que se haya hecho el nuevo nombramiento, solo se le aplicará la multa señalada en el párrafo precedente.

ARTÍCULO 151 Quater-11.- Los peritos se sujetarán, en su dictamen, a las bases que, en su caso, fije la ley.

ARTÍCULO 151 Quater-12.- Si el objeto del dictamen pericial fuere la práctica de un avalúo, los peritos tenderán a fijar el valor comercial, teniendo en cuenta los precios de plaza, los frutos que, en su caso, produjere o fuere capaz de producir la cosa objeto del avalúo, y todas las circunstancias que puedan influir en la determinación del valor comercial, salvo que, por convenio o por disposición de la ley, sean otras las bases para el valúo.

ARTÍCULO 151 Quater-13.- El perito tercero que nombre el Tribunal, puede ser señalado impedido dentro de los tres días siguientes al en que cause estado la notificación de su nombramiento a los litigantes, por las mismas causas que pueden serlo los jueces; pero si se tratare de perito nombrado en rebeldía de una de las partes, solo esta podrá hacer uso del impedimento.

ARTÍCULO 151 Quater-14.- El impedimento se resolverá por el procedimiento incidental, a menos que el  perito confesare la causa, caso en el cual se admitirá desde luego el impedimento y se procederá el nombramiento de nuevo perito.

ARTÍCULO 151 Quater-15. Contra el auto en que se admita o deseche el impedimento, no procede recurso alguno.

ARTÍCULO 151 Quater-16.- Los honorarios de cada perito serán pagados por la parte que lo nombró o en cuya rebeldía lo hubiere nombrado  el Tribunal, y los del tercero, por ambas partes.

Después de formuladas las anteriores propuestas de reformas para una nueva Ley de Amparo, expongo lo siguiente:

A).- Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

B).- El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

C).- Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone.

Sin otro particular por el momento, reitero a ustedes las seguridades de mi mas alta y distinguida consideración, agradeciendo de antemano la atención prestada a las propuestas de reformas a la nueva Ley de Amparo planteadas.

GUILLERMO ARTURO MEDEL GARCÍA.

CAPÍTULO X :

“DE LAS SENTENCIAS”

En mi carácter tanto de autoridad responsable como de académica y de ciudadana interesada en la implantación de un eficiente sistema de impartición de justicia que garantice en todos los niveles la garantía contenida en el artículo 17 constitucional, me permito participar en esta consulta, para exponer una inquietud sobre la técnica y los principios del juicio de amparo, en particular con relación al contenido y los efectos de las sentencias de los juicios de amparo directo, específicamente en la materia laboral que me compete, problemática que he advertido no sólo en mi carácter de Presidenta de Junta Especial, sino como secretaria de estudio del Poder Judicial Federal, puesto en el que me desempeñé previamente a mi actual actividad.

b) CONSIDERACIONES O MOTIVOS QUE EXPLICAN ESTA APORTACIÓN:

Mi reflexión se refiere a la consideración que rige la actuación de los Tribunales Colegiados de Circuito al dictar las sentencias de concesión de amparo “para efectos”, en cuanto a señalar únicamente en forma genérica la violación en que incurrió la responsable al emitir el respectivo laudo, dejándola en plenitud de jurisdicción para resolver nuevamente, bajo la premisa de no substituir su imperio para analizar la controversia ante ella planteada. Tal principio que resulta impecable desde el punto de vista de la estructura y atribuciones de cada uno de los niveles de nuestro sistema de impartición de justicia, genera en la práctica una serie de vicios y de retrasos en la resolución definitiva de los juicios, propiciando la negación de la garantía constitucional de justicia pronta y expedita, además de una gran improductividad en la función jurisdiccional.

En efecto, consideremos el caso de cualquier juicio laboral: resulta evidente que la emisión del laudo va precedido de un estudio de la controversia y de las pruebas ofrecidas. Cuando dicho laudo es impugnado, el Tribunal Colegiado que conoce del respectivo amparo, debe realizar también un estudio general de tales cuestiones y, evidentemente se forma una opinión jurídica de la forma en que debió actuar la autoridad responsable. Sin embargo, este punto de vista en la gran mayoría de las ocasiones de las sentencias de concesión no se hace evidente, cuando para evitar “sustituir a la responsable” se le señala exclusivamente la violación en que incurrió y se le deja en libertad de jurisdicción para resolver lo que en derecho proceda. Lo anterior, independientemente de que muchas veces carece de claridad el sentido de la concesión, provocando problemas de interpretación para su cumplimiento, conlleva a que dicha autoridad responsable se vea obligada a hacer un nuevo estudio y análisis de la controversia planteada antes de emitir el segundo laudo, el cual es susceptible de ser nuevamente impugnado mediante un nuevo juicio de amparo, lo que da lugar a un tercer estudio del mismo expediente, habiendo ocasiones en que esta cadena se extiende a un sinnúmero de eslabones, lo que da lugar a que un mismo expediente se estudie varias veces hasta que se dicte una ejecutoria que constriña a la responsable. Además, resulta común que después de varios años y de diversos laudos y amparos, un juicio se resuelva, en los mismos términos en que se dictó el primer laudo, con el consecuente incumplimiento del ideal de justicia expedita y después de un desgaste innecesario de recursos y tiempo de las partes y de los órganos jurisdiccionales involucrados, traduciéndose ello en prácticas contrarias a los propósitos de productividad y eficiencia que se buscan en el México actual.

A mi juicio, ello se evitaría si, - respetando desde luego la premisa de que si existen violaciones procesales, o violación en aspectos que como la prescripción o la falta de legitimación, deben estudiarse previamente al fondo de la controversia -, al advertir el Tribunal una violación de fondo, no se limite a señalarla en su sentencia para que sea reparada por la responsable con libertad de jurisdicción, sino que igualmente determine con precisión los lineamientos a los que la responsable debe ceñirse en la emisión del nuevo laudo, con lo cual éste ya no resulte impugnable por la vía del amparo, sino en todo caso de la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la respectiva ejecutoria, la cual en caso de resultar procedente daría lugar a un laudo que necesariamente sería el último.

Lo anterior reduciría significativamente el lapso existente entre la presentación de la demanda de primera instancia y el laudo firme, con lo cual no sólo se favorecerían los intereses de los trabajadores que se ven sumamente afectados por la tardanza existente en la resolución definitiva de su juicio sino de los patrones que ven incrementadas sus condenas con el pago de salarios caídos derivados de dicha tardanza. Pero, sobre todo el proceder que se sugiere colaboraría enormemente para la reducción de los juicios de amparo que se tramitan, cuyo incremento desmedido y eventual “abuso”, es motivo de preocupación del Poder Judicial Federal, disminuyendo también los recursos y el tiempo invertidos por las autoridades de primera instancia en el cumplimiento de dichas ejecutorias, contribuyendo a disminuir el rezago de juicios que actualmente las asola.

Por otra parte, debe destacarse la situación que deriva del hecho de las concesiones de amparo por violaciones procesales que no trascienden en el fondo del fallo o por violaciones de fondo que aún reparándolas van a dar lugar a una resolución similar. Si bien es verdad que el criterio adoptado por el Consejo de la Judicatura Federal en cuanto a que el órgano que conoció del primer amparo debe conocer de los sucesivos, colabora a evitar esta práctica, a mi juicio sería necesario adoptar medidas más contundentes para limitarla.-

C) PROPUESTA.- 

Mi propuesta se orienta a que en el capítulo relativo a las “Sentencias de Amparo”, en particular en el artículo 77 de la actual Ley de Amparo, relativo al contenido de las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, se  agregue como fracción IV lo siguiente:

“Artículo 77:---IV.- En el caso de las sentencias que concedan el amparo, se deberán precisar con claridad los lineamientos a los que debe ceñirse la autoridad responsable en la cumplimentación de la respectiva sentencia.”

Para el caso de que no se considere esta propuesta, me permito sugerir que quizá mediante la vía de los acuerdos internos, se haga conciencia en los órganos de dicho Poder Judicial, sobre la importancia de emitir sentencias en las que se señalen con claridad las violaciones constitucionales existentes y en las que las concesiones de amparo no se rijan por consideraciones formales, sino que bajo la premisa de una auténtica impartición de justicia, tales concesiones se limiten a los casos en que efectivamente existan violaciones que resulten trascendentes.

Finalmente, le agradezco el espacio que se nos ha brindado a autoridades, académicos y ciudadanos en general para participar en tan importante proceso y formulo votos para que este proceder de consulta se extienda a las demás instancias públicas que tienen la posibilidad de incidir en el marco legislativo que nos rige.

ANA MARIA CONESA RUIZ.

Por medio de la presente me permito proponer las siguientes reformas.

a)  A fin de respetar el principio de definitividad que rige el juicio de amparo, se deberían reformar los artículos 107, fracción III, inciso a), constitucional y 161 de la Ley de Amparo, para exigir que también en los procesos administrativos la violación procesal deba ser impugnada mediante el recurso ordinario, para poder ser planteada con posterioridad en el juicio de amparo, pues no veo la razón para excluir los juicios administrativos de la necesidad de fijar la definitividad de los actos intraprocesales.

b)  Limitar la procedencia del juicio de amparo indirecto en materia administrativa, reformando las fracciones XII y XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, para suprimir la opción que se establece en el párrafo tercero de la primera de ellas, con el objeto de que los afectados con la aplicación de una ley agoten necesariamente los medios de defensa ordinarios, como ocurre en los procedimientos judiciales; asimismo, adicionar la fracción XV de dicho precepto a fin de que se precise la obligación de agotar los recursos o medios ordinarios de defensa, aun cuando se hagan valer violaciones directas a la Constitución.

c)  Tomando en consideración que el juicio de amparo directo es un medio de defensa extraordinario, su procedencia debe ser reservada para los casos en que por la cuantía de los derechos controvertidos o la importancia y trascendencia de éstos así lo ameriten, por lo que se sugiere legislar en el sentido de establecer limitaciones a la procedencia de esa instancia constitucional.

ARTURO ITURBE RIVAS.

1.-  Propongo la derogación del artículo 174, toda vez que, en la práctica, se llegan a causar verdaderos daños al patrón al tener que pagar éste hasta 6 meses de salario del trabajador supuestamente para garantizar su subsistencia mientras dura la tramitación del juicio de garantías, muy a pesar de que se le haya concedido el amparo en su momento, de tal suerte que en muchos casos (principalmente cuando no se demostró la inexistencia del vínculo laboral) no es posible recuperar la suma pagada. Además, es muy frecuente que al momento de promoverse el amparo (quizás un año o más después de iniciado el conflicto), el trabajador ya se encuentra trabajando para otro patrón o está realizando alguna actividad que le permite percibir un ingreso, desvirtuándose por completo la finalidad del precepto legal en comento, es decir, garantizar la subsistencia del trabajador durante el tiempo que dure la tramitación del juicio de garantías.

2.- Propongo sea suprimido el tercer párrafo de la fracción V del artículo 74 (el cual limita la caducidad de la instancia en materia laboral al supuesto de que el quejoso o recurrente sea el patrón), y en lugar de ello, se modifique el primer párrafo de dicha fracción para quedar como sigue:

“… V.-  En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden CIVIL, ADMINISTRATIVO O LABORAL, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso…”.

Tal propuesta obedece a que no existe razón para que la caducidad de la instancia no opere en los casos en que el quejoso o recurrente sea el trabajador, puesto que la forma en que se encuentra redactado el párrafo en cuestión en la Ley de Amparo en vigor, genera una situación de desigualdad entre las partes. Resulta conveniente recordar que en materia burocrática, la caducidad de la instancia opera en perjuicio del trabajador dentro de un lapso de tiempo mucho más corto.

3.-  Propongo, en principio, derogar la fracción IV del artículo 76 bis, relativa a la suplencia de la deficiencia de la queja en materia laboral a favor del trabajador, puesto que con ella se rompe el equilibrio procesal entre las partes.  A mayor abundamiento, tan competentes son los abogados de los trabajadores como los de los patrones; además, existe una Procuraduría de la Defensa del Trabajo, tanto federal como en cada uno de los Estados de la República, con abogados muy capaces, de ahí que dicha disposición no tenga razón de ser.

Sin embargo, de estimarse lo contrario, bien valdría la pena reflexionar sobre los alcances de la suplencia de la deficiencia de la queja a favor del trabajador, que en mi concepto debieran estar limitados a los conceptos de violación o agravios expuestos en la demanda de garantías o en el recurso, según sea el caso, pues definitivamente no es admisible que –como se viene dando en la actualidad-, se supla la deficiencia de la queja respecto de conceptos de violación o agravios que no se hicieron valer; ello equivale a que los tribunales de amparo se conviertan en parte al suplir no una deficiencia de la queja, sino la queja misma.  Así las cosas, la fracción en comento quedaría como sigue:

“… IV.-  En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador Y EXCLUSIVAMENTE RESPECTO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACION QUE HAYAN SIDO INVOCADOS EN LA DEMANDA DE GARANTIAS”.

4.-  Propongo una reforma al Título Cuarto (relativo a la jurisprudencia), en el sentido de crear un mecanismo jurídico que impida la gran diversificación de criterios entre los diversos Tribunales Colegiados de Circuito, muchos de los cuales han llegado a constituir tesis de jurisprudencia contradictorias, de tal suerte que la Suprema Corte de Justicia de la Nación esté en la posibilidad real, material e inmediata de unificar criterios de los Tribunales Colegiados y de tener un control estricto sobre la creación de jurisprudencia.  Es realmente increíble que uno como litigante, se encuentre ante la duda o inquietud de a qué Tribunal Colegiado le corresponderá conocer de un asunto determinado, debido a que muchas veces los diversos Tribunales Colegiados tienen criterios diferentes sobre asuntos similares, al grado de que se les llega a calificar de “obreristas” o “patronalistas”.

5.-  Propongo que en todos los Circuitos existan Tribunales Colegiados por materia, ya que actualmente es inadmisible que un abogado se dedique a ver todo tipo de asuntos.  Es indudable que la ciencia jurídica se ha extendido tanto o más que la Medicina, a tal grado que se requieren verdaderos especialistas en las diversas materias jurídicas.  Desde luego que esta Propuesta más bien está referida a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

MARTIN GONZALEZ GAMBOA
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